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INTRODUCCIÓN 

 

Gran parte de la carta de Derechos o Constitución Política de Colombia de 19911, sigue 

siendo una utopía que implica reformas estructurales e institucionales para que los derechos 

allí consagrados realmente se apliquen y se vean como ciertos para toda la población y para 

los sectores específicos a los que están dirigidos; debe buscarse pasar de la retórica y los 

discursos académicos a la realidad del pueblo colombiano; es impensable que en Colombia 

se den eventuales procesos de paz sin que se afecten las estructuras del poder económico y 

político que han garantizado mediante la represión violenta una gran exclusión económica, 

política y social . 

 

Para empezar se deben solucionar algunas cuestiones; por ejemplo, hay que tratar el tema 

agrario y los efectos devastadores que sobre los campesinos se han generado con el 

desplazamiento forzado de personas, este sólo fenómeno  que ya afecta a dos millones de 

campesinos nos permite afirmar que todos estos Derechos Constitucionales no han sido 

aplicados a esos colombianos que se les priva con esta política contrainsurgente de todos 

sus derechos humanos : vida, integridad física, derecho a no ser desaparecido, a la igualdad, 

inviolabilidad de domicilio, la honra, la intimidad, la libertad de residencia, la libre 

circulación, la propiedad individual y colectiva, a la tierra para los trabajadores agrarios, la 

 
1 La inoperancia creciente del Estado y la agudización de los conflictos en el país llevaron a la expedición de 

la Constitución de 1991, que consignó en especial los siguientes propósitos: preponderancia de la democracia 

participativa frente a la representativa; una amplia carta de derechos humanos; fortalecimiento institucional; el 

principio de separación de poderes; adopción de mecanismos ágiles, eficientes y democráticos en materia 

económica; autonomía y descentralización territorial; reconocimiento de la diversidad cultural del país; 

establecimiento de unos aparatos más eficientes en justicia, incluyendo una Corte dedicada a la preservación 

del espíritu de la propia Constitución; disminución del poder central presidencial para conceder derechos a las 

regiones y las localidades; control sobre los estados de excepción y las atribuciones especiales al ejecutivo; 

posibilidad de acceso a representación en el legislativo de nuevas fuerzas y grupos sociales, políticas y 

culturales, incluyendo las etnias indígenas y negras; revocatoria del mandato a quien violase las normas; lucha 

contra la corrupción de los funcionarios públicos; inhabilidad e incompatibilidad para el desempeño de varios 

puestos públicos por la misma persona; transparencia en los procesos electorales; así como control de las 

prácticas clientelistas y del financiamiento de las actividades de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial 

con dineros ilegales, entre otros. 
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asociación, el trabajo, la alimentación, la vivienda digna, la salud, la protección especial de 

la familia, protección mujeres, niños y ancianos,  la educación , la cultura y por supuesto la 

Paz.  

 

Pese a la constitucionalización de todos los anteriores derechos, si se analiza  críticamente 

el proceso de llevar a rango constitucional muchos aspectos sensibles y fundamentales  para  

el  derecho del  trabajo,  aspecto que en un comienzo parece  una reivindicación para los 

que creemos en el trabajo humano como principio edificador de una sociedad y creador de 

todo lo existente, debemos constatar que esa constitucionalización sin una voluntad política 

y con un Estado que infringe su propia legalidad no pasa de ser un espejismo, teniéndose 

entonces el hecho de que estas normas no pasan de ser una mera entretención, unos meros 

distractores para construir discursos políticos, al encontrar un desarrollo legal y una 

práctica judicial desconocedora y subversiva hacia esos principios y postulados 

constitucionales, además es contradictorio el encontrar dentro de  un mismo texto 

constitucional varias normas y principios contrarios, unos proclives al Estado Social de 

Derecho y otras eminentemente neoliberales, obviamente primando  los que son de mayor 

conveniencia para las esferas de poder, y ese  poder está en manos de los  propietarios del 

gran capital. 

 

Colombia se reclama como un ESTADO SOCIAL DE DERECHO2 por tanto en su 

concepción se desarrollan varios objetivos que tienen que ver con el bienestar de los 

Colombianos. Un ejemplo de lo que nos interesa para éste trabajo es el artículo 53 

Constitucional.: El derecho a un Estatuto de Trabajo, que garantice los mínimos 

constitucionales no se ha expedido a 16 años del mandato constitucional. 

 

Hubo un intento fallido por expedir el estatuto del trabajo producto del esfuerzo de los 

trabajadores de aquella época y los abogados laboralistas, que recoge el espíritu 

constitucional en materia laboral,  y que plasmó  las aspiraciones de la clase trabajadora; 

 
2 MARTÍNEZ Esteruelas, Cruz y Díez Moreno, Fernando (directores). Diccionario Jurídico Espasa. Madrid: 

Espasa Calpe, 1994 
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éste fue presentado  por un millón de trabajadores como iniciativa popular haciendo uso de 

uno de los tantos "mecanismos democráticos de participación"3; y que desde su 

presentación fue vilipendiado por los patronos y que hoy está durmiendo  en los oscuros 

archivos de un Congreso que legisla para la muerte y perpetúa las desigualdades e 

injusticias,  como estamento corrupto y al servicio del capital. 

 

Por ello no rige el estado social de derecho que  tiene como principio orientador el 

preámbulo de la Carta que garantiza   para todos los asociados la vida, la convivencia, el 

trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento la libertad y la paz dentro de un orden 

democrático que garantice un orden político, económico y social justo. El Estado por el 

contrario sigue siendo despótico y excluyente, manteniendo la injusticia, la desigualdad, la 

explotación y la violencia sobre las mayorías, en beneficio de los poderosos, castigando 

inmisericordemente a los trabajadores y favoreciendo sin tregua a los grandes empresarios. 

 

El Derecho Internacional del Trabajo 

 

El Derecho internacional del trabajo surge con doble finalidad, sin lugar a dudas: regular la 

competencia tanto nacional como internacional y salvaguardar la dignidad humana, 

evitando la explotación económica, física y psicológica  del trabajador. El célebre postulado 

de la OIT de que "el trabajo no es una mercancía"4 deja en claro la susodicha vinculación. 

Se trata de sacar al trabajo humano del mercado (o por lo menos, de evitar su excesiva 

mercantilización, nacional e internacional).5 

 
3 La Constitución ordenó la expedición del Estatuto de Trabajo que recoge los derechos laborales 

fundamentales y los principios constitucionales en materia laboral acordes con los convenios de la OIT y con 

el Pacto Internacional de Derechos Económicos sociales y culturales. Los trabajadores en 1992 por iniciativa 

popular, con más de un millón de firmas, presentaron al Congreso un proyecto de ley de Estatuto del Trabajo 

que se archivó y no se tramitó con el beneplácito del Gobierno Nacional, hasta la fecha este Estatuto del 

Trabajo no se ha expedido completando una mora de 16 años. 
4CABANELLAS, Guillermo, Tratado de Derecho Laboral “Doctrina y Legislación Iberoamericana” Tomo I, 

Volumen I. 3Edicion. Editorial Claridad S. A. Buenos Aires. 1987 pag344 

El trabajo en sus diversas manifestaciones, constituye un derecho y un deber del individuo para con la 

sociedad, y de esta para con el individuo. Las leyes que lo regulan deben tender a conferir a la dignidad 

requerida por la función y asegurarse ejercicio en condiciones humanas. De esta forma, el trabajo responde 

“en su valoración conceptual a una noción contraria de la mercancía” 
5 MESA, Roberto. La nueva sociedad internacional. Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1993 
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Esta doble finalidad del Derecho del trabajo encierra una contradicción que se refleja en las 

estructuras y el funcionamiento del Derecho del Trabajo. Por una parte, consagra derechos 

del trabajador, elevándolos a la categoría de derechos humanos, como forma de valorizar al 

máximo y por encima de todo valor de cambio a la persona humana, en el caso, la persona 

del trabajador. Pero por otra parte, al reglamentar el contrato o relación de trabajo, se 

involucra en el juego del llamado "mercado de trabajo", que no debería ser tal. 

 

Estas dos finalidades del Derecho laboral -y podría decirse más: de la protección del 

trabajador, se encuentra en la propia razón de ser de la creación de la OIT y de sus 

antecedentes, los que se remontan al siglo XIX6. Pero entonces, ¿qué es lo nuevo, cuando 

hoy se plantea el condicionamiento del comercio internacional a la vigencia y respeto de 

derechos laborales?. Lo nuevo es, en primer lugar, el resurgimiento de ese planteamiento en 

el tiempo, con renovado vigor y con nuevas técnicas, además de las tradicionales. Y este 

replanteamiento se debe a otra novedad: la globalización. 

 

De tal modo, comenzaré tratando de la globalización y sus efectos laborales, para luego 

abordar las diversas técnicas jurídicas actuales tendientes a la regulación de los derechos 

laborales en dimensión global, que por supuesto se pueden aplicar en Colombia. 

 

1. Influencia de la globalización 

 

Más allá de sus diversos aspectos y manifestaciones, la globalización7 puede ser reducida, 

en su más íntima esencia, a la expansión y profundización de la economía capitalista y de 

sus postulados teóricos, tales como libre competencia, mercado, libre cambio, incremento 

de exportaciones, etc., y al predominio del capital financiero. 

 

 
6 Màs adelante comentaré sus antecedentes y estructura, vèase pàg. 64 y ss. 
7 En teoría la globalización, es un concepto que pretende describir la realidad inmediata de una sociedad 

planetaria, más allá de fronteras, barreras arancelarias, diferencias étnicas, credos religiosos, ideologías 

políticas y condiciones socio-económicas o culturales. Surge como consecuencia de la internacionalización 

cada vez más acentuada de los procesos económicos, los conflictos sociales y los fenómenos político-

culturales,pero en realidad es la opciòn de que el màs fuerte se imponga  e instale sus condiciones a los demàs 
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Este proceso globalizador y de intervención de lo financiero genera tres dramas para los 

trabajadores: a) el relativo desinterés por el mercado interno; b) la limitación del poder 

estatal para gobernar las variables económicas; y c) el predominio de ideologías que no 

privilegian al factor trabajo. Analicemos brevemente estos tres dramas. 

 

Instale en el sistema económico predominante antes de la globalización, el de la 

"sustitución de importaciones", más allá de las sinceras y altruistas preocupaciones sociales 

de gobiernos y empleadores por las condiciones de vida y trabajo de la población en 

general y de los trabajadores en particular, había un interés egoísta de ambos en mantener 

cierto poder adquisitivo de la población, ya que se producía para esos consumidores. Los 

trabajadores y la población nacional era "el mercado" de la industria nacional que 

procuraba -con la ayuda del gobierno-, sustituir importaciones.8 El poder sindical y las 

concepciones ideológicas y políticas predominantes reforzaban este pacto tácito, esta 

alianza circunstancial, relativa y crítica, entre capital nacional (o instalado en el país), 

trabajadores y Estado. En cambio, en el nuevo sistema de economía globalizada, de libre 

comercio internacional y de "sustitución por importaciones", ni el empresario capitalista, ni 

el gobierno que aplica políticas económicas neoclásicas, tienen ya interés egoísta en 

mantener el poder adquisitivo de su población, ya que ella es cada vez menos su mercado, 

dado que éste se encuentra cada vez más, fuera de fronteras. 

 

Al mismo tiempo, la globalización de la economía aleja gradualmente los resortes íntimos 

del poder, del alcance del gobierno nacional y de toda otra estructura limitada por las 

fronteras nacionales. Ser local en un mundo globalizado es una minusvalidez9. Y todo esto 

ha dado una ventaja tremenda al capital sobre el Estado y sobre el trabajo, ya que la 

movilidad casi instantánea de que hoy disfruta el capital, contrasta con la necesaria 

localización del Estado nacional y la cultural localización del factor trabajo, que por 

razones humanas, familiares y económicas, es infinitamente más sedentario y arraigado que 

el capital. Así, la globalización contribuye a que el poder político sea cada vez menos 

 
8 SAMPEDRO, José Luis y Berzosa, Carlos. Conciencia del subdesarrollo veinticinco años después. Madrid: 

Taurus Ediciones, 1996.  
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autónomo y que, en general, los contrapesos nacionales pierdan parte de su eficacia; entre 

ellos, el Derecho del trabajo y la acción sindical. 

 

Naturalmente, este proceso va acompañado de una ideología legitimadora, que tiende a 

privilegiar al capital sobre el trabajo. La competitividad de la empresa en el mercado global 

se convierte en el bien supremo al que se subordinan los demás. Los intereses individuales 

son más valorizados que antes, mientras que los colectivos tienden a perder prestigio. La 

solidaridad pasa de moda y el egoísmo tiende a ser considerado como un motor del 

progreso.  

 

La eficacia comercial justifica los medios. El Estado de bienestar, que había cumplido una 

función de contención del comunismo y de promoción del consumo nacional, ya no es 

considerado como necesario. El Derecho laboral y la acción sindical pueden ahora, ser 

vistos como obstáculos al desarrollo de la libre empresa. Por lo demás, en la medida en que 

las nuevas tecnologías siguen sustituyendo mano de obra, los trabajadores van siendo 

menos necesarios y disminuye su peso en la economía y la política. De todos modos, llama 

la atención la entronización del empresario, precisamente en el momento en que fracasa en 

su función social: la de generar empleo. Recuérdese que la denominación de empleador, 

que identifica a la parte empresaria en las relaciones de trabajo, quiere decir el que da 

empleo, el que emplea a otro, o sea, dador de trabajo. 

 

Es este estado de cosas el que, al debilitar el sistema de protección del trabajo montado por 

el Derecho laboral y las Relaciones industriales tradicionales, hicieron resurgir la demanda 

de vincular estrechamente aquellas normas de protección a los acuerdos de comercio, del 

mismo modo que han surgido demandas de control del capital financiero. Se plantea así, 

por el agravamiento de la situación social y por el desplazamiento del centro de gravedad 

económico, político y social desde lo nacional hacia lo internacional, la re-regulación 

internacional de las relaciones laborales. Más aún, la globalización económica se acompasa 

 
9 TALAVERA, Pedro. América Latina en la economía mundial. Barcelona: Mimeo, 1984 
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con la universalización de los derechos humanos, que incluyen, por cierto, derechos del 

trabajador. 

 

2. Formas de regulación internacional de los derechos laborales  

 

Si como he dicho, la globalización está generando una cierta insignificancia de los sistemas 

nacionales de relaciones laborales incluida su red normativa, si las legislaciones nacionales 

se van mostrando menos eficaces para regular fenómenos que se desarrollan o tienen sus 

causas a otro nivel, si además, la mundialización y los procesos de integración regional 

tienden a generar el surgimiento o desarrollo de relaciones laborales supranacionales y si, 

finalmente, en ese marco, las políticas económicas y laborales prevalecientes tienden a 

generar situaciones socialmente indeseables de exclusión y precarización, parece evidente 

la procedencia de la propuesta de algunos autores en el sentido de apuntar a una re-

regulación internacional de las relaciones laborales. 

 

Esta nueva regulación internacional puede recurrir a muy diversas técnicas, algunas 

antiguas -dado que, como se vio al comienzo, el problema es más renovado que 

estrictamente nuevo- y otras más recientes, en todo caso, numerosas y variadas. Una 

sistematización básica o fundamental de ese conjunto, puede basarse en la distinción entre 

lo que llamaríamos formas de regulación tradicional o directa y formas de regulación 

indirecta o alternativa. Veamos cuáles son: 

 

Las formas tradicionales o directas de reglamentación laboral son las que intentan crear 

reglas de derecho al estilo del Derecho latino: normas jurídicas generales, abstractas, con 

vocación o pretensión de acatamiento por sus destinatarios, que procuran regular directa y 

sustantivamente relaciones y derechos laborales, a imagen y semejanza de la ley, aunque 

adaptada al ámbito internacional. Tal es el caso de los convenios internacionales del 

trabajo, de las normas supranacionales de la Unión Europea, de los grandes Pactos y 

Declaraciones de derechos humanos, de las Cartas Sociales y, en un plano más general, del 

Derecho universal de los derechos humanos. 
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Las formas alternativas o indirectas se plantean como complemento o en sustitución de las 

anteriores, sea por su insuficiencia o por sus dificultades de adopción. En este caso, no se 

recurre a una regla de derecho general, abstracta y directa, sino a una técnica convencional 

o unilateral que da lugar, en el primer caso, a obligaciones entre las partes celebrantes y en 

el segundo, a condiciones, estímulos, disuasivos o compromisos éticos. Tal es el caso de las 

tan discutidas cláusulas sociales en los tratados de comercio, de los sistemas nacionales o 

regionales de preferencias arancelarias10, de los códigos de conducta, sellos o marcas 

distintivas de buena práctica laboral y de las denominadas "inversiones socialmente 

responsables" o "fondos éticos" y "solidarios". 

 

 

 

CUADRO 1 

 
10 Es un programa organizado según el grado de desarrollo económico de cada país, clasificados en más 

desarrollados, intermedios y menos desarrollados. De esta forma se espera fomentar la expansión mutua de 

mercados y del comercio, y promover la solidaridad y la amistad entre los países.  

 

Regulación 

tradicional o 

directa 

Convenios internacionales del Trabajo (OIT) 

Normas supranacionales (UE) 

Pactos y Declaraciones de derechos humanos 

Derecho universal de los derechos humanos 

Cartas Sociales 

Regulan directamente 

relaciones y derechos. 

Crean o reconocen derechos 

subjetivos exigibles por sus 

titulares 
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CUADRO 211. 

 

3. El sistema normativo de la OIT.  

 

Entre las formas de regulación internacional directa o tradicional, el sistema normativo de 

la OIT es, sin duda, el más notorio. Esa notoriedad está totalmente justificada, habida 

cuenta de su carácter precursor y de su persistencia en el tiempo, lo cual ha permitido 

sostener a la doctrina que la internacionalización no es una etapa sino un carácter 

permanente del Derecho del trabajo. 

 

Sin dejar de valorar la importancia de otras normas emanadas de la OIT, como las 

recomendaciones y resoluciones, y sobre todo del sistema de control, aquí hago referencia 

específicamente a los convenios internacionales del trabajo y a la Declaración de Principios 

y Derechos fundamentales en el trabajo de 199812. 

 

 
11 Fuente cuadros: URIARTE Oscar Ermida, Derechos laborales y comercio internacional. Profesor de 

Derecho del Trabajo en la Facultad de Derecho de la Universidad de la República (Uruguay). Miembro de la 

Academia Iberoamericana de Derecho del Trabajo. Funcionario de Cinterfor/OIT 
12 Establece el derecho de todos los trabajadores a constituir las organizaciones que estimen convenientes y a 

afiliarse a ellas, sin la injerencia de las autoridades publicas. 

Regulación 

alternativa o 

indirecta 

Cláusulas sociales en tratados de comercio 

internacional 

Crean obligaciones entre los 

Estados celebrantes 

Preferencias arancelarias unilaterales Suponen una condición 

unilateral que generaría un 

estímulo o disuasión 

Códigos de conducta Suponen una promesa ética 

Etiquetado social Supone generar un estímulo 

Inversiones socialmente responsables Idem 
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Los convenios internacionales del trabajo son el primero y el más desarrollado de los 

intentos de crear una red normativa internacional de alcance mundial. Apuntan a establecer 

normas mínimas para las condiciones de trabajo y relaciones laborales, sobre la base de 

cuatro fundamentos: la justicia social, la constatación de que la paz es imposible sin 

equidad, el principio de que el trabajo no puede ser tratado como una mercancía y la 

preocupación por el "dumping social". Por lo menos dos caracteres distintivos y muy 

propios de los convenios internacionales del trabajo los inscriben claramente entre las 

técnicas de regulación internacional que se han denominado directas o tradicionales. 

 

En primer lugar, han sido calificados como tratados internacionales "sui generis", 

especiales, atípicos, diferentes a los tratados habituales, comunes o tradicionales. En efecto, 

los convenios internacionales del trabajo no son aprobados según los procedimientos 

convencionales habituales que dan vida a los demás tratados: negociación entre los Estados 

partes -como quien negocia un contrato- y firma o celebración por las partes negociadoras 

que llegaron a un acuerdo. Los convenios internacionales del trabajo no siguen un proceso 

de adopción de tipo contractual como éste, sino una técnica de aprobación "cuasi 

legislativa". Su adopción se parece más a la sanción parlamentaria de una ley; puede 

decirse que responden más a un procedimiento asambleario que convencional. En efecto, 

los convenios internacionales del trabajo son aprobados por la votación de una mayoría de 

2/3 de delegados presentes en la Conferencia Internacional del Trabajo. Cabe agregar que 

allí los países no están representados solo por sus gobiernos, sino tripartitamente, con lo 

cual empleadores y trabajadores concurren a formar la mayoría requerida. Es cierto que, 

para tener plena eficacia en el Derecho interno, el convenio -aprobado en la Conferencia- 

debe ser ratificado, lo que supone la incorporación de un elemento típico de los tratados 

tradicionales. Pero no es menos cierto que la ratificación está desvinculada de la aprobación 

(salvo en el hecho de que solo se puede ratificar un convenio ya aprobado por la 

Conferencia): un gobierno puede ratificar un convenio luego de haber votado en contra de 

su aprobación en la Conferencia y, a la inversa, no está obligado a ratificar un convenio a 

favor de cuya aprobación votó en aquel ámbito. 
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En segundo término, a diferencia de muchos tratados internacionales clásicos que crean 

obligaciones entre los Estados signatarios, los convenios internacionales del trabajo no se 

limitan a ello, sino que además procuran la regulación sustantiva de la materia sobre la que 

tratan. Con el correr del tiempo, esta característica fue prevaleciendo sobre la vinculación 

con el comercio internacional que también estuvo -y está- presente en la finalidad del 

sistema normativo de la OIT. La comunidad internacional, los operadores jurídicos y la 

misma doctrina, fueron percibiendo a los convenios de la OIT más como una legislación 

internacional tendiente a incorporar pisos mínimos en los ordenamientos nacionales y 

menos como una suerte de cláusula social o de condicionante o regulador del comercio 

internacional. 

 

La vinculación con el comercio internacional estuvo presente entre las finalidades de la 

OIT y de su sistema normativo desde sus orígenes. El Preámbulo de la Constitución de la 

OIT establece, ya desde 1919, que "si cualquier nación no adoptase un régimen de trabajo 

realmente humano, esta omisión constituiría un obstáculo a los esfuerzos de otras naciones 

que desearan mejorar la suerte de los trabajadores en sus propios países"13. Esta finalidad 

de limitar el "dumping social" puede encontrarse en los profusos antecedentes de la 

creación de la OIT y hasta en los debates generados -tanto en la Conferencia como en 

algunos países- en ocasión de la aprobación del primer convenio internacional del trabajo, 

sobre limitación de la jornada. 

 

Pero precisamente por ese relativo descaecimiento de la efectiva y eficaz vinculación de los 

convenios internacionales del trabajo con el comercio internacional, es que, una vez 

sobrevenida la globalización, se echa en falta ese condicionamiento y se replantea una vieja 

demanda al respecto: la cláusula social, de la cual me ocupo más adelante. La Declaración 

de la OIT sobre Principios y Derechos fundamentales en el trabajo de 199814 sobreviene en 

ese marco y, en cierta medida, tratando de ofrecer una alternativa a la referida demanda. 

 

 
13 ONUSAL, Normas nacionales e internacionales sobre derechos humanos, divisiòn de derechos humanos de 

la misiòn de observadoires de las Naiones Unidas en Salvador, marzo de 1993. 
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Un par de años antes, ya la OIT había lanzado una campaña de ratificación universal de un 

reducido número de convenios considerados "fundamentales", sobre libertad sindical y 

negociación colectiva (87 y 98), no discriminación (100 y 111), trabajo forzoso (29 y 105) 

y trabajo infantil (138, al cual se sumó, en 1999, el convenio 182). 

 

En ese contexto, la Declaración de Principios y Derechos fundamentales en el trabajo 

proclama solemnemente que, por el solo hecho de ser miembro de la OIT, todo país está 

obligado a cumplir los principios contenidos en aquellos convenios calificados como 

"fundamentales", aún cuando no los haya ratificado. Se establece, además, un 

procedimiento de promoción del cumplimiento de tales principios, sobre la base de un 

sistema de memorias o informes. 

 

Como se ve, desde cierto punto de vista, se trata de dar un salto cualitativo, apuntando a 

universalizar o "globalizar" los principios contenidos en determinado número de convenios, 

independizando su eficacia del acto de ratificación nacional. Desde otro punto de vista, más 

bien pesimista, se ha dicho que la OIT ha adoptado una opción minimalista, respondiendo a 

las demandas de desregulación y flexibilización, con una circunscripción de sus esfuerzos 

al cumplimiento de un elenco reducido de convenios, lo que tácitamente supondría una 

despreocupación por los demás. 

  

Al mismo tiempo -y por otro lado- al considerar obligatorios los principios contenidos en 

los convenios "fundamentales" más allá de cualquier acto nacional de ratificación, 

recepción, incorporación, adopción o reconocimiento, la Declaración de 1998 viene a 

sumarse al elenco de grandes pactos y declaraciones de derechos humanos que 

consolidarían o codificarían el contenido del jus cogens y del Derecho universal de los 

derechos humanos. 

 

 

 

 
14 Ver documento completo en los anexos 
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4. El Derecho universal de los derechos humanos  

 

Si bien los instrumentos emanados de la OIT han desempeñado y continúan desempeñando 

un papel estelar en la consagración y protección internacional de derechos humanos 

laborales, ese papel no ha sido exclusivo. En efecto, concurren en el mismo sentido los 

grandes pactos y declaraciones de derechos humanos. Muchos de ellos tienen vocación de 

universalidad, como es el caso notorio de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos de 1948, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 y el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del mismo año, todos 

adoptados en el marco de la ONU. Otros son de alcance regional, como las Cartas Sociales 

europeas y la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR15. Algunos son generales, 

referidos a una amplia gama de derechos fundamentales; otros son especializados en 

derechos sociales o específicamente laborales. Unos son pactos o tratados de naturaleza 

convencional y sujetos a ratificación; otros en cambio, son declaraciones no sujetas a 

ratificación nacional. 

 

El contenido laboral de estos instrumentos, o sea, la determinación de los derechos 

laborales allí reconocidos incluye, entre otros, los derechos al trabajo, a la igualdad de trato 

y no discriminación, a la formación profesional, a la protección contra el despido, al salario 

justo y al salario mínimo, a la limitación de la jornada y al descanso periódico y suficiente 

(diario, semanal y anual), a la libertad sindical, a la negociación colectiva y a la huelga, a la 

protección contra el desempleo, la tutela especial del trabajo de las mujeres, los menores y 

los discapacitados, el derecho a la seguridad social y a la higiene y seguridad en el trabajo. 

 

 
15 Los orígenes del Mercosur se remontan a un encuentro que tuvo lugar en 1986 entre los entonces 

presidentes de Brasil, José Sarney, y de Argentina, Raúl Alfonsín. El acuerdo comercial bilateral entre ambos 

países se transformó con el tiempo en la idea de crear una zona de libre comercio en Sudamérica, proyecto 

que cobró fuerza cuando Uruguay y Paraguay se sumaron a tal intento. Según lo previsto en el cronograma 

del Tratado de Asunción, el día 1 de enero de 1995 se puso en vigor la unión aduanera y la libre circulación 

de bienes entre los cuatro países firmantes: Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. 



 22 

No todos ellos figuran expresamente en todos los instrumentos reseñados, algunos de estos 

incluyen otros derechos. De todos modos, puede decirse que el conjunto de derechos 

laborales consagrados en un número representativo de los principales de estos pactos y 

declaraciones, es notoriamente mayor que el muy restringido incluido en la Declaración de 

la OIT de 1998, lo cual ha reactualizado el interés en aquellos, al mismo tiempo que 

concurre a alimentar la posición crítica respecto de la valoración de la última. 

 

Pero entonces surge la cuestión de determinar si todos los derechos laborales son derechos 

humanos o si solo algunos de aquellos integran el elenco de los derechos fundamentales. Y 

en este caso, ¿cuáles serían los derechos laborales calificables como derechos humanos o 

fundamentales? Por supuesto que lo son, sin lugar a dudas, aquellos derechos que están 

expresamente consagrados en los pactos o declaraciones universales sobre derechos 

humanos y, en los respectivos países, los contenidos en instrumentos regionales. Cabría 

agregar asimismo, que en el respectivo Derecho nacional, también serán derechos 

fundamentales los previstos (directamente o por remisión) en la Constitución, que a 

menudo consagra unos expresamente y remite luego a otros derivados de las normas 

internacionales o intrínsecos a la persona humana o a la forma democrática o republicana 

de gobierno. En estos casos, cada vez más frecuentes, los instrumentos internacionales 

forman parte del bloque de constitucionalidad de los derechos humanos y/o constituyen una 

fuente de conocimiento de los derechos constitucionalmente reconocidos como 

fundamentales. 

 

La última cuestión a considerar es, precisamente, la de la eficacia jurídica de estos 

instrumentos internacionales de derechos humanos. En el caso de los pactos sujetos a 

ratificación por los Estados, tradicionalmente se sostiene que su eficacia nacional depende, 

en primer término, de su ratificación y en segundo lugar, de su incorporación al orden 

jurídico nacional, la que será un efecto automático de la ratificación -o no- según se adopte 

el monismo o el dualismo en materia de relaciones entre el orden jurídico nacional y el 

internacional. Al respecto, cabe consignar que la concepción monista se va imponiendo y 

difundiendo en un número creciente y mayoritario de países. 
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En cuanto a las Declaraciones no sujetas a ratificación, la interpretación tradicional sostenía 

que se trataba de manifestaciones de buenos deseos, de nula eficacia jurídica, incoercibles y 

cuando mucho, meros compromisos éticos o políticos. Sin embargo, una interpretación en 

notoria expansión -en consonancia, precisamente, con la mundialización-, postula que en 

tanto parte del jus cogens, los derechos humanos reconocidos como tales por la comunidad 

internacional en esas grandes Declaraciones y Pactos integran el orden público 

internacional y por tanto, gozan de imperium más allá de todo acto de ratificación, 

convalidación o recepción nacional. Lo mismo puede decirse de las Declaraciones y Cartas 

americanas y europeas que, aunque circunscriptas al plano continental, en la medida en que 

sus contenidos coinciden en lo esencial, contribuyen a calibrar la universalidad del 

reconocimiento. 

 

En efecto, hay tres vías de incorporación de las normas internacionales al Derecho interno: 

a) por el procedimiento de la ratificación; b) lo integran por la remisión constitucional, 

componiendo el denominado "bloque de constitucionalidad"; y c) se imponen, como jus 

cogens o normas imperativas de orden público universal. Los derechos humanos formarían 

parte de este jus cogens, previsto en el artículo 53 de la Convención de Viena sobre 

Derecho de los tratados16 y desarrollado por las más modernas doctrinas internacional, 

constitucional y de los Derechos humanos. 

 

Este nuevo Derecho de los derechos humanos supone una superación del Derecho 

internacional público tradicional, tanto en los sujetos, como en la materia y en las fuentes y 

en su naturaleza y extensión. En cuanto a los sujetos del Derecho de los derechos humanos, 

no son solo los Estados, como en el Derecho internacional público, sino también las 

personas, los seres humanos. La materia o contenido de este Derecho es, precisamente, los 

derechos humanos, y no relaciones entre Estados, como lo es el del Derecho internacional 

público tradicional. Y en cuanto a las fuentes del Derecho de los derechos humanos, no lo 

 
16 Una convención internacional es, con arreglo a la Convención de Viena sobre el Derecho de Tratados de 23 

de mayo de 1969, un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el Derecho 

internacional público, ya conste en un documento único o en dos o más instrumentos y cualquiera que sea su 

denominación particular. 
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son solamente los clásicos acuerdos, tratados y convenios del Derecho internacional, sino 

también Declaraciones y otros instrumentos emanados de la comunidad internacional, no 

necesariamente sujetos a ratificación, la costumbre internacional y los principios generales 

del Derecho. Como se verá, la variedad de fuentes es una de las características del Derecho 

universal de los derechos humanos. Y su cuarta característica es la de la universalidad: su 

extensión o ámbito es una clara superación de la internacionalidad. No estamos ante un 

Derecho internacional, de relaciones entre naciones o Estados, sino ante un Derecho 

universal, acorde con la universalidad de la persona humana y con el mismo proceso de 

globalización. En efecto, la globalización de la economía, las finanzas o el comercio no 

puede (ni debe) darse sin la globalización de los derechos (por lo menos la de los humanos 

básicos, fundamentales y universales). Estos no pueden quedar circunscriptos a los órdenes 

jurídicos nacionales mientras las actividades que los afectan y condicionan superan y se 

imponen a los límites nacionales. 

 

El jus cogens, o normas de orden público internacional, es el corazón de este sistema 

jurídico. Está consagrado y definido por el artículo 53 de la Convención de Viena sobre 

Derecho de los tratados como una "norma aceptada y reconocida por la comunidad 

internacional de Estados en su conjunto, como norma que no admite acuerdo en contrario y 

que solo puede ser modificada por una norma ulterior de Derecho internacional general, 

que tenga el mismo carácter". En general, la doctrina sostiene que pertenecen al jus cogens 

el principio pacta sunt servanda, la buena fe y los derechos humanos. 

 

Las normas de jus cogens, habida cuenta de su imperatividad y universalidad, se 

caracterizan, en primer lugar, por obligar a todos los Estados, independientemente de 

ratificaciones, adopciones, recepciones o reconocimientos nacionales. En segundo término, 

tienen efecto erga omnes, en cuanto no se dirigen solo a los gobiernos, sino también a los 

individuos (característica que ya ostentaban los convenios internacionales del trabajo, pero 

no todos los tratados o convenios internacionales). En tercer lugar, pueden ser reclamadas 

por cualquier persona o Estado, aún al margen de todo vínculo convencional o ratificación. 

En quinto término, como ya se dijo, son universales y no internacionales en el sentido 
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tradicional de esta expresión. Y en sexto y último lugar, el jus cogens se caracteriza por la 

multiplicidad de fuentes17. 

 

Este jus cogens se nutre de tratados y otros instrumentos internacionales de distintas 

características, ratificables y no ratificables, universales o regionales, autoaplicables o 

programáticos. Tampoco es indispensable que sean unánimemente reconocidos, pero sí que 

gocen de aceptación general, pacífica o ampliamente mayoritaria en la comunidad 

internacional. En el marco de la ONU, de la OIT, y en general del Derecho Universal de los 

derechos humanos, la Declaración es una forma jurídica que se utiliza con moderación, 

reservándosela para pocos casos y que posee la máxima importancia y eficacia, no 

requiriendo ratificación. 

 

La segunda fuente de este Derecho de los derechos humanos son los principios generales 

del Derecho de las naciones civilizadas, según la fórmula acuñada por la Corte 

Internacional de Justicia18. Y la tercera es, como para el Derecho internacional, la 

costumbre internacional. Ahora bien, ¿cómo acreditar, comprobar o simplemente sostener 

razonablemente que el reconocimiento de determinados derechos humanos tiene una 

constancia o habitualidad y una generalidad tales, que pueden corresponder a una 

costumbre? Pues bien, sin perjuicio de otros índices, como el reconocimiento de tales 

derechos en las constituciones nacionales, por ejemplo, la doctrina admite en la actualidad 

que el reconocimiento y la proclamación solemne de los derechos humanos en 

Declaraciones, pactos y convenios internacionales, constituyen una codificación de la 

costumbre internacional, una consolidación escrita del Derecho consuetudinario 

internacional, tal como lo han resuelto algunos fallos de la Corte Internacional de Justicia y 

de la Corte Interamericana de Derechos humanos. 

 

 
17 REMIRO Brotóns, Antonio y otros. Derecho internacional. Madrid: McGraw-Hill - Interamericana de 

España, 1997. 
18 El Tribunal Internacional de La Haya fue creado en 1945 con el fin de resolver conflictos jurídicos entre 

naciones. Su fundación, emanada directamente de la Carta Fundacional de las Naciones Unidas, trajo consigo 

la elaboración de un Estatuto que establecía su constitución y funcionamiento. 
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Finalmente, que estos instrumentos internacionales, aún no ratificados ni ratificables 

(como, por ejemplo, la Declaración Universal de Derechos humanos de 1948 y la 

Declaración Sociolaboral del MERCOSUR de 1998, entre otros), contengan normas 

universales e imperativas calificadas como jus cogens, habilita -cabría decir impone-, su 

aplicación judicial directa. Más aún, estas normas declarativas de derechos humanos gozan 

de una presunción de autoaplicabilidad de conformidad con doctrina y jurisprudencia, 

"aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órganos del Poder Público" que, 

por lo demás, ha sido expresamente dispuesta por el artículo 23 de la Constitución 

venezolana de 199919. 

 

5.  Normas laborales supranacionales europeas:  

 

La eficacia directa de normas internacionales consagratorias de derechos laborales puede 

alcanzarse, también, recurriendo a la supranacionalidad, es decir, a normas dictadas por 

órganos supranacionales, que se imponen a los Estados que han delegado soberanía en 

aquél. 

 

No es lo mismo que el jus cogens. Mientras éste es universal -y no supra ni internacional-, 

se impone sin necesidad de actos nacionales de ratificación, reconocimiento o cesión de 

soberanía, reconoce como una de sus fuentes a la costumbre internacional, y se circunscribe 

-al menos en su actual estado de desarrollo- a los derechos humanos, la buena fe y el 

cumplimiento de los compromisos, la supranacionalidad sí requiere la voluntad nacional de 

cesión de soberanía o reconocimiento, y al haber acto expreso en este sentido, la extensión 

 
19 Cuando en febrero de 1999 Hugo Chávez accedió a la presidencia de la República trajo un nuevo programa 

constitucional. Chávez había obtenido una arrolladora victoria en las elecciones presidenciales del 6 de 

diciembre de 1998, y convocó de inmediato un referéndum que el 25 de abril del año siguiente decidió sobre 

la creación de una asamblea de carácter constituyente con el objeto de transformar el sistema político 

venezolano mediante la instauración de un nuevo marco institucional. La Asamblea Constituyente fue elegida 

tres meses después, y la coalición presidencial, el Polo Patriótico, logró una mayoría que la llevó a ocupar 120 

de los 131 escaños electos. La nueva Constitución impulsada por Chávez pudo ser aprobada por la Asamblea 

antes de final de año y resultó ratificada con el 71,9% de los votos emitidos por medio de un referéndum 

celebrado el 15 de diciembre de 1999, si bien la participación no llegó al 46%. La nueva Constitución, 

integrada por un preámbulo, 9 títulos, compuestos a su vez por 350 artículos, así como por 18 disposiciones 
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e intensidad de la supranacionalidad será la que se haya concedido o reconocido 

expresamente. Podrá, por tanto, referirse a diversas materias, relacionadas o no con los 

derechos humanos y con el Derecho laboral. 

 

En la actualidad solo existen normas supranacionales laborales en la Unión Europea20. Esta 

es la única entidad verdaderamente supranacional, que ha recibido transferencia de 

soberanía de los Estados miembros, incluso en el ámbito laboral. Especialmente desde que 

el Tribunal de Justicia21 determinó la aplicación directa de las Directivas (originalmente 

dirigidas solo a los Estados con miras a la armonización de las legislaciones nacionales), 

cuando sus disposiciones fueran claras, precisas y autoejecutables, y desde que el Tratado 

de Amsterdam incorporó las Cartas (la Social Europea de 1961 y la Comunitaria de 

Derechos Fundamentales de los trabajadores de 1989) a los Tratados fundacionales. 

 

En la Unión Europea se registra la existencia de Directivas sobre múltiples temas laborales, 

tales como descanso semanal y vacaciones, igualdad de trato, seguridad e higiene, licencia 

parental, formación profesional, información y consulta, libre circulación de trabajadores, 

despidos colectivos, transferencia de establecimientos, insolvencia patronal y contrato de 

trabajo por tiempo determinado. 

 

El tratado de Amsterdam22 ha reconocido además, al convenio colectivo europeo como 

fuente de Derecho de la Unión y ha incorporado a la autonomía colectiva al proceso de 

 
transitorias, una derogatoria y otra final, cambió el nombre del país, que pasó a llamarse desde su entrada en 

vigor, el 20 de diciembre de 1999, República Bolivariana de Venezuela. 
20 La Unión Europea se basa en el Estado de Derecho. Esto significa que todas sus actividades se derivan de 

los tratados, acordados voluntaria y democráticamente por todos los Estados miembros. Los tratados se han 

modificado y puesto al día para adaptarse a la evolución de la sociedad 
21 Tribunal Internacional de Justicia de Naciones Unidas, también conocido como Tribunal Mundial o 

Tribunal de La Haya, ciudad de los Países Bajos donde tiene su sede, principal órgano judicial de la 

Organización de las Naciones Unidas (ONU). Fue creado en 1945 a partir de la Carta de las Naciones Unidas, 

como sucesor del Tribunal Permanente de Justicia Internacional de la Sociedad de Naciones. El Tribunal se 

rige según su propio estatuto, que forma parte integral de la Carta de las Naciones Unidas. Su principal 

cometido consiste en resolver asuntos jurídicos entre naciones; el público no puede presentar casos privados. 

22Tratado de amsterdam por el que se modifican el tratado de la unión europea, los tratados constitutivos de las 

comunidades europeas y determinados actos conexos, Diario Oficial N° C 340 De 10 De Noviembre De 1997 



 28 

adopción de las Directivas, con todo lo cual abre un espacio muy importante a la 

participación de la autonomía colectiva en la creación de normas laborales supranacionales. 

 

6. Las cartas sociales: 

 

Las Cartas Sociales, a despecho de la variedad que suelen ofrecer, pueden ser definidas 

tentativa y genéricamente como declaraciones solemnes en las cuales los Estados 

proclaman ciertos derechos y/o reconocen determinadas metas u objetivos laborales o 

sociales comunes. Apuntan a edificar el espacio social de un grupo de países, sobre la base 

de un zócalo mínimo común de derechos sociales, generalmente en un conjunto de naciones 

que consideran tener un perfil común (caso de la Carta Interamericana de Garantías 

Sociales de 1948)23 y especialmente en las que conforman un bloque de integración 

económica regional (caso de la Carta Social Europea de 196124, de la Carta Comunitaria de 

Derechos Fundamentales del trabajador de 198925, de la Declaración Sociolaboral del 

MERCOSUR de 199826 y de la Carta de Derechos fundamentales de la Unión Europea de 

2000). 

 

Este objetivo puede limitarse a los países miembros o extenderse a las relaciones con 

terceros países. Así: 1) al interior del bloque, la Carta Social se propone acordar aquellos 

derechos básicos que los miembros se comprometen a respetar por igual; y 2) al exterior del 

bloque, la Carta puede (no necesariamente) condicionar el comercio de los socios con 

 
23 Carta Democrática Interamericana (Aprobada en la primera sesión plenaria, celebrada el 11 de septiembre 

de 2001) 
24 Marco Legislativo Carta Social Europea.Turín, 18 de octubre de 1961. Consejo de Europa (Estrasburgo). 
25 Carta Social de los derechos fundamentales de los trabajadores: La adopción de una Carta Comunitaria de 

los Derechos Sociales Fundamentales de los Trabajadores surgió de la necesidad de que la dimensión social 

estuviera presente en el ámbito de las actividades laborales encaminadas a instaurar en la Comunidad un 

mercado único. 
26 Declaración Socio-Laboral del Mercosur  SGT N° 10  "asuntos laborales, empleo y seguridad social" del 

MERCOSUR. Los jefes de estado de los estados partes del mercado comun del sur, reunidos en la ciudad de 

brasilia, a los 10 dias del mes de diciembre de 1998, Considerando los Estados Partes del Mercosur que 

reconocen, en los términos del Tratado de Asunción (1991), la ampliación de las actuales dimensiones de sus 

mercados nacionales, por medio de la integración, constituyó condición fundamental para acelerar los 

procesos de desarrollo económico con justicia social. 
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terceros países, al cumplimiento de los niveles sociales respetados por el bloque a su 

interior (lo que no sería incompatible con las normas de la OMC). 

 

Pero en materia de Cartas Sociales lo esencial es el objetivo interno, no el externo. Así, por 

ejemplo, la Carta Social Europea de 1961, la Carta Comunitaria de Derechos 

Fundamentales de los trabajadores de 1989 y la Carta de Derechos fundamentales de la 

Unión Europea de 2000, no tienen ninguna referencia al comercio exterior, ni al interior. 

Del mismo modo, la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR de 1998, reconoce un 

elenco de derechos comunes a los países del bloque, independientemente del comercio 

intrazona y sin que en ningún momento se plantee la exigencia de su cumplimiento a 

terceros países que comercien con el MERCOSUR. Por su parte, algunos de los principios 

incluidos en el Anexo I del Acuerdo Laboral Complementario del TLC de Canadá, México 

y USA, pueden llegar a afectar el comercio entre esos países, pero no se relacionan con el 

comercio de éstos con el resto del mundo. 

 

Por otra parte, las sanciones por incumplimiento de una Carta Social -de existir- pueden ser 

comerciales o no. Pueden ser políticas, morales y aún no existir; y si se establecen 

sanciones económicas, éstas pueden estar vinculadas al comercio internacional o no (solo 

cuando estas sanciones son económicas y se vinculan con el comercio internacional, la 

Carta Social puede funcionar como cláusula social). 

 

En efecto, el contenido de una Carta Social puede ser puramente declarativo o programático 

y carecer de sanciones. Cuando sus cláusulas son vinculantes pueden (deberían) ir 

acompañadas de sanciones. Estas dependerán de que dichas cláusulas sean dirigidas a los 

gobiernos o que reconozcan derechos subjetivos de los ciudadanos. En todo caso, tales 

sanciones pueden consistir en observaciones o recomendaciones, multas, cancelación o 

supresión de beneficios arancelarios, o en sentencias declarativas o constitutivas, si existe 

un tribunal o corte inter o supranacional. 

En todo caso, sin perjuicio de lo que se viene de exponer, las Cartas Sociales también 

pueden constituir declaraciones que codifican o consolidan el Derecho consuetudinario 
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internacional de los derechos humanos y en tal caso forman parte del jus cogens u orden 

público internacional. Si consolidan los derechos humanos reconocidos por la costumbre 

internacional, forman parte del "patrimonio jurídico de la humanidad", como dice uno de 

los considerandos de la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR.27 

 

7. Las cláusulas sociales:  

 

Con el análisis de las cláusulas sociales, incorporadas o conectadas a tratados o acuerdos de 

comercio internacional, ingreso a la consideración de lo que se ha denominado formas 

indirectas o alternativas de reconocimiento, protección o promoción de principios y 

derechos laborales. En estos casos, no se recurre a una regla de Derecho sino a una técnica 

de tipo contractual, promocional o ética. 

 

Las cláusulas sociales -a diferencia de las Cartas Sociales, las Declaraciones y Pactos sobre 

derechos humanos y de las normas internacionales del trabajo-, solo tienen sentido dentro 

del comercio internacional o en relación con éste. Su propio nombre de "cláusula" (y no de 

"carta" o de "norma" o de "convenio"), señala que en lo esencial, en su forma original y 

conceptualmente pura, la cláusula social es una cláusula de un tratado, convenio o acuerdo 

comercial, en la cual las partes se comprometen a respetar y eventualmente a hacer respetar 

ciertos derechos sociales y, para el caso de violación de los mismos, pactan la caída de las 

ventajas que se han reconocido recíprocamente o las que hayan acordado a terceros países, 

o aún la simple rescisión por incumplimiento de todo el acuerdo. 

 

Así, el objeto de la cláusula social es el condicionamiento de las preferencias arancelarias u 

otras ventajas comerciales ofrecidas a los socios (efectos al interior del acuerdo) o a los 

terceros (efectos al exterior del acuerdo), al cumplimiento de los derechos establecidos en 

dicha cláusula. 

 

 
27 Ver documento completo en los anexos. 
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Claro que hay puntos de conexión o vinculaciones entre la Carta Social y la cláusula social. 

La Carta Social puede operar como una cláusula social si su incumplimiento acarrea 

sanciones propias del comercio internacional. De lo contrario, no; y continuarán siendo 

diferentes. 

 

A su vez, la cláusula social puede remitir a una Carta Social: un convenio comercial puede 

contener una cláusula (social) que establezca sanciones o la rescisión en caso de no 

respetarse derechos sociales contenidos en una Carta Social o en un convenio internacional 

del trabajo o en cualquier otro instrumento autónomo. Es más, toda cláusula social necesita 

identificar cuál o cuáles son los derechos cuya violación operan la rescisión del acuerdo 

comercial o suspenden los beneficios comerciales acordados o autorizan la aplicación de 

multas. Esos derechos pueden ser definidos en la misma cláusula o en una enumeración 

anexa o remitirse a un instrumento independiente (que puede ser una Carta Social o una 

Declaración o un convenio internacional del trabajo, etc.). 

 

Por otra parte, la cláusula social también puede remitir (no a derechos por ella definidos, ni 

a derechos contenidos en otro instrumento, sino) al control del cumplimiento acordado de 

toda o parte de las legislaciones nacionales. Este puede ser un mecanismo diferente a la 

Carta Social y a la cláusula social, pero también puede ser visto como una modalidad de 

cualquiera de ellas. 

 

La posibilidad de condicionar el comercio internacional al cumplimiento de derechos 

laborales a través de las cláusulas sociales, ha dado lugar a un intenso debate, respecto del 

cual es necesario señalar, en primer lugar, que la preocupación por regular la competencia 

internacional evitando el "dumping social" a partir -entre otros aspectos- del respeto de 

derechos laborales y condiciones de trabajo es anterior a la propia fundación de la OIT y 

fue una de las finalidades de su creación. También es del caso destacar que existen 

antecedentes de la inclusión de cláusulas sociales en tratados de comercio por lo menos 

desde 1904, por lo cual, el debate en cuestión no es tan nuevo como parece, por más que 

hoy se ha replanteado con intensidad y en un nuevo contexto. 



 32 

Por otro lado, la cláusula social puede acceder tanto a un acuerdo comercial bilateral como 

a uno multilateral y, si no fuera un contrasentido, se podría llegar a hablar de una cláusula 

social unilateral: aquellas condiciones impuestas unilateralmente por un Estado o por un 

conjunto de ellos. 

 

Los argumentos en contra de la cláusula social, predominante entre los gobiernos de países 

subdesarrollados, se centran, fundamentalmente, en que aquella sería un instrumento de 

proteccionismo de los países más desarrollados y un eventual atentado contra la soberanía 

de los países menores. En efecto, a través de la cláusula social, los países centrales podrían 

forzar a los periféricos a adoptar las decisiones y conductas a aquellos convenientes, bajo la 

"amenaza" de limitar o suspender las compras, los préstamos o la cooperación. Al mismo 

tiempo, el cumplimiento de los mínimos laborales exigidos por la cláusula social impondría 

a las economías nacionales de los países menos industrializados, unos costos laborales 

tales, que les harían perder toda "competitividad" internacional. 

 

Los argumentos a favor de la cláusula social parten de la afirmación de que el tema central 

no es, en verdad, la soberanía nacional ni el comercio internacional, ni la competitividad, ni 

los costos laborales, sino el respeto y la eficacia de los derechos humanos. La cláusula 

social no es más que un instrumento, entre otros, que en conjunción con esos otros apunta a 

la aproximación al respeto efectivo de los derechos humanos. El centro del debate debe ser 

éste -los derechos fundamentales- y no los otros, en verdad secundarios, marginales o 

periféricos. 

 

Las alegaciones contra la cláusula social basadas en la soberanía nacional son consideradas 

inconsistentes por los partidarios de la misma. En primer lugar se dice que es éticamente 

inadmisible reivindicar la "competitividad" internacional de nuestros países en base al 

incumplimiento de derechos laborales mínimos. Obsérvese que los derechos laborales 

generalmente propuestos para incluirlos en la cláusula social son absolutamente mínimos, 

como por ejemplo, la proscripción del trabajo forzoso e infantil, la no discriminación y el 

respeto de la libertad sindical. ¿Qué sustento ético puede tener la pretensión de competir en 
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base al uso de trabajo infantil o forzoso? ¿Cómo reclamar, con alguna elegancia -ya ni 

siquiera se trataría de dignidad-, el "derecho" o la potestad "soberana" de competir en base 

a la "ventaja comparativa" de la discriminación en el trabajo? 

 

Se agrega también que los gobiernos que defienden la soberanía nacional ante pretensiones 

externas relacionadas con derechos sociales, nunca habían opuesto la misma reivindicación 

de la soberanía ante las "recetas" económicas impuestas desde el exterior como condición 

para el otorgamiento de préstamos. ¿Por qué las "cartas de intención" no afectan a la 

soberanía nacional, pero sí la violarían las cláusulas sociales? Esta aparente contradicción 

alentaría serias dudas sobre la verdadera razón de la oposición a negociar alguna cláusula 

social. 

 

Por otra parte, se agrega que es cierto que una cláusula social que dejara en manos de la 

parte más fuerte la definición de si se han cumplido o no los mínimos pactados, sería 

inadmisible para países débiles, pero que esa objeción plenamente compartible se levantaría 

con solo confiar esas decisiones a alguna instancia neutral, independiente y confiable, 

llámese arbitraje, órganos de la OIT o comité ad hoc de notables o expertos independientes, 

etc. 

 

Finalmente, se alega, asimismo, la inevitabilidad de la imposición de una cláusula social o 

de un mecanismo unilateral sustitutivo. En efecto, se dice que la inconsistencia de los 

argumentos contrarios a la cláusula social, más las presiones internas que los gobiernos de 

los países desarrollados reciben de parte de sus organizaciones sindicales y de algunas 

organizaciones empresariales terminarán imponiendo la introducción de algún tipo de 

cláusula social en el comercio internacional o, lo que es peor, la introducción de 

condicionantes unilaterales sustitutivas de la cláusula social. Este último mecanismo, al que 

nos referimos seguidamente, sería la peor alternativa para los países subdesarrollados, en 

tanto deja todo el poder de decisión en manos de la contraparte. Ante tal panorama, se 

concluye, es claro que la única alternativa inteligente sería la de negociar una cláusula 

social razonable con un mecanismo independiente y confiable de control de su aplicación. 
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8. Sistemas unilaterales. 

 

Entre los sistemas unilaterales de promoción del respeto de derechos laborales básicos, 

destacan, en primer lugar, la imposición unilateral de condicionamientos sociales al 

comercio internacional por la vía de las preferencias arancelarias. Por otra parte, deben 

tenerse en cuenta otras iniciativas unilaterales, que no ostentan una vinculación expresa con 

el comercio internacional, pero que suponen algún estímulo al respeto de los derechos del 

trabajador: los códigos de conducta, el etiquetado social, los sellos, marcas o certificaciones 

y los fondos de inversión socialmente responsables o solidarios. 

 

Tanto los Estados Unidos de Norteamérica como la Unión Europea han establecido, 

unilateralmente, sistemas de preferencias arancelarias condicionadas a que el país 

exportador de cumplimiento a determinadas normas laborales. En los EEUU existen 

diversos mecanismos de este tipo, el más importante de los cuales es el denominado 

Sistema General de Preferencias28. Entre las condiciones que el gobierno estadounidense 

impone unilateralmente para hacer efectivas las ventajas arancelarias reconocidas a los 

países subdesarrollados, se incluye la de que el país exportador tome o haya tomado 

disposiciones para conceder a sus trabajadores los derechos que se les reconocen en el 

plano internacional en materia de libertad sindical, negociación colectiva, trabajo forzoso, 

edad mínima y condiciones de trabajo. El sistema ha sido aplicado en varias ocasiones, pero 

en muchas más la posibilidad de su aplicación fue utilizada como medida de presión. 

 

 
28 Sistema General de Preferencias ( SGP). El SGP es un programa de preferencias comerciales que tiene por 

objeto fomentar la diversificación de las economías. Este programa otorga un tratamiento arancelario 

preferencial a más de 5.000 productos provenientes de casi 150 países, que ingresan a los Estados Unidos 

exentos de aranceles y otros derechos aduaneros. El programa se creó en 1974 y desde entonces ha sido 

extendido numerosas veces. 
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Por su parte, diversos reglamentos de la Unión Europea han establecido una denominada 

"cláusula laboral"29 que instituye también, un sistema de concesión unilateral de 

preferencias arancelarias pero no brindadas ya por un solo Estado, sino por todo un bloque 

regional. Consiste en la posibilidad de conceder entre un 10% y un 35% de reducción de 

aranceles a productos industrializados provenientes de países subdesarrollados, a condición 

de que estos acrediten que su legislación y práctica nacionales observan los principios 

contenidos en los convenios internacionales del trabajo nos. 87, 98 y 138, sobre libertad 

sindical, negociación colectiva y edad mínima. 

 

Al margen de estos condicionamientos gubernamentales del comercio internacional a 

ciertos derechos laborales, se han desarrollado, asimismo, diversas iniciativas privadas, 

voluntarias, de empresa y excepcionalmente sindicales, tendientes a promover o estimular 

determinadas conductas compatibles con el respeto de los derechos laborales. 

 

La más difundida de estas iniciativas es la de los códigos de conducta que algunas 

empresas, especialmente multinacionales, se auto-imponen. Son pautas de conducta 

unilateralmente proclamadas por la empresa, sin perjuicio de que en ocasiones, el referido 

código es negociado colectivamente, en cuyo caso su eficacia jurídica puede ser mayor, 

según la forma en que concretamente esté regulado en el respectivo convenio colectivo. 

 
29 Clausula Laboral: Supuestamente existe para asegurar que los países firmantes del tratado no practican 

“dumping social” que consiste en modificar sus leyes laborales para ganar una ventaja comercial.  La cláusula 

garantizará que los países aplican su propia legislación laboral interna y promueven los derechos laborales 

mas básicos (mas o menos lo que esta incluido en la Declaración de los Derechos Fundamentales del Trabajo 

del OIT, menos el derecho a no-discriminación en el empleo y la profesión).  Irónicamente, EE.UU. ha 

firmado muy pocas convenios de la OIT (solo 14) mientras Colombia ha firmado 60, Perú ha firmado 65, y 

Ecuador ha firmado 59, entonces los países andinos tienen que cumplir con mas normas laborales que los 

EE.UU., a pesar del hecho que tienen menos capacidad institucional para hacerlo. Además, la cláusula laboral 

no ofrece ningún mecanismo eficaz para proteger los derechos laborales incluidos en el tratado, porque el 

mecanismo para solución de controversias de la cláusula no permite que los sindicatos, ONGs, o trabajadores 

individuales presentan quejas a una instancia internacional.  Tienen que presentarlas ante el “Punto de 

Contacto” en cada país, y en el caso de Colombia, el Punto de Contacto es el mismo Ministerio de Protección 

Social, que ha mostrado su desprecio para tales derechos en muchas ocasiones.  En el caso del TLC entre 

EE.UU. y Jordania, que tiene un mecanismo igual en su cláusula laboral, en los 4 años de vigencia de este 

tratado, ningún queja ha avanzado mas allá del Punto de Contacto, significando que no ha habido ninguna 

sanción por violaciones de los derechos laborales supuestamente “protegidos” por el tratado, y por eso, la 

cláusula en realidad no es ningún desincentivo para no violar estos derechos.  
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En estudios la OIT30 ha constatado carencias técnicas en buena parte de estos documentos, 

su gran diversidad y sobre todo, una difusión inapropiada. Se supone que un código de 

conducta laboral debe orientar la actitud de la empresa en las relaciones laborales, por lo 

cual su conocimiento y aplicación es (más) importante en los países donde la multinacional 

emplea más mano de obra y no (tanto) en el país sede, especialmente cuando en éste reside 

y trabaja una parte muy pequeña de su plantilla global. Sin embargo, parecería que a 

menudo estos códigos de conducta tienen gran difusión en el "país importador" o país sede, 

siendo casi desconocidos en el "país exportador", es decir, allí donde se produce, cultiva o 

extrae. Esta constatación tiende a alentar dudas sobre la motivación que tienen las empresas 

para proclamar códigos de conducta; a veces estos parecen servir más a las campañas de 

imagen empresaria que a la preocupación por los derechos sociales. De todos modos, ello 

no sería por sí solo descalificante, siempre que el objetivo publicitario permita, aunque sea 

lateral o indirectamente, mejorar la observancia de derechos laborales; la descalificación se 

impone, en cambio, si el código de conducta se agota en el objetivo de fondo 

 

Otro mecanismo promocional es el etiquetado social, o sea, el uso de marcas, sellos, 

distintivos, leyendas, etiquetas o certificaciones que se apliquen, reconozcan o concedan a 

empresas que respetan determinados derechos laborales y/o a sus productos o servicios. 

 

Sin descalificar la iniciativa, el citado estudio de la OIT señala que a veces se trata de 

alegaciones de difícil verificación y de eficacia limitada ya que deja totalmente librada al 

consumidor individual la decisión de rechazar un determinado producto, aún cuando sea 

más barato, solo porque no cuenta con el etiquetado o certificación laboral. En general, el 

mercado, por sí solo, se ha mostrado socialmente ineficaz. 

 

Sin embargo, tampoco se debe despreciar el valor de la opinión pública que a veces, en 

determinados países, se ha revelado sensible a las consideraciones humanitarias, sociales o 

 
30 La OIT ha hecho un estudio de más de 200 códigos de conducta, el 75% de los cuales contenía referencias a 

la seguridad y salud en el trabajo, 66% aludía a la no discriminación, el 50% se refería al trabajo infantil, un 

40% aludía a la remuneración, el 25% al trabajo forzoso y solamente un 15% contenía referencias a la libertad 

sindical y la negociación colectiva. 
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ambientales y ha reaccionado consecuentemente en el mercado. Tal vez a ello apueste una 

reciente iniciativa sindical. La CUT de Brasil31, en cooperación con otras instituciones 

universitarias y de investigación, ha constituido un observatorio social cuyo cometido es el 

análisis del comportamiento de empresas y gobiernos seleccionados, en cuanto al 

cumplimiento de los derechos incluidos en la Declaración de la OIT de 1998. Los 

organizadores la definen como "una iniciativa por la globalización de los derechos", surgida 

"a partir del debate sobre la adopción de la cláusula social y ambiental en los acuerdos de 

comercio internacional". 

 

Finalmente, debo mencionar a los "fondos solidarios de inversión", "fondos éticos" o 

"inversiones solidariamente responsables". Se trata de instituciones administradoras de 

inversiones que asumen el compromiso de orientarlas no solo en función de la rentabilidad, 

sino también de la "rentabilidad social", criterio éste que puede incluir, entre otros, la buena 

conducta laboral. 

 

A veces se distingue entre fondos éticos y fondos solidarios. Los primeros serían aquellos 

que solo invierten en empresas previamente calificadas por su comportamiento (que puede 

referirse al ámbito laboral y/o a otros aspectos diferentes, como el ambiental o el tipo de 

producto o servicio que comercializa: armas, tabaco, etc.); los segundos serían aquellos que 

invierten según criterios clásicos de rentabilidad, pero destinan parte de sus beneficios a 

beneficencia o solidaridad. Parece claro que, de admitirse esta sistematización, los que 

tendrían más interés a nuestros efectos serían los primeros y siempre que incluyeran el tema 

laboral entre los criterios de inversión. 

 

 

 

 

 

 
31 Central Única de Trabajadores (CUT), fundada en 1983 en la ciudad de Sao Paulo con la participaciòn 

activa del ahora presidente de Brasil, Luis Inacio da Silva. 
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PRINCIPALES ABREVIATURAS. 

 

 

AFL Federación Estadounidense del Trabajo. 

ATCA Acto de demandas por agresión contra foráneos 

CGTD Confederación General de trabajadores 

democràticos. 

CIDH Comisión Interamericana de Derechos Humanos  

CLS Comité de Libertad Sindical. 

CODHES Consultoria para los derechos humanos y 

desplazamiento. 

CST Código Sustantivo del Trabajo.(COL) 

CUT Central Unitaria de Trabajadores. 

DANE Departamento Nacional de Estadística (COL) 

FMI      Fondo monetario Internacional. 

GAD Grupo de apoyo a desplazados.(COL) 

MERCOSUR     Mercado común del sur. 

OCDE Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económico  

OEA      Organización de Estados Americanos. 

OIT      Organización Internacional del Trabajo. 

OMC      Organización Mundial del Comercio. 

ONG’s      Organización no gubernamental. 

ONU      Organización de las Naciones Unidas. 

PMDs      Países menos desarrollados. 

UTRADEC  Uniòn Nacional de Trabajadores estatales de 

Colombia. 
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1. PROBLEMA, HIPÓTESIS, JUSTIFICACIÓN Y OBJETIVOS 

 

1.1. PROBLEMA 

 

Teniendo en cuenta la influencia de las políticas internacionales y  la creciente 

globalización mundo, entre otros factores como la falta de una política laboral con una 

mayor justicia social y en búsqueda del bien común que impide la efectiva aplicación del 

Derecho Laboral y que por el contrario si es determinante en la motivación de conductas 

atentatorias del ordenamiento jurídico vigente, surge la pregunta en torno a la cual girará la 

investigación en procura de darle una respuesta: 

 

¿SON EFECTIVOS LOS MECANISMOS DE PROTECCIÓN INTERNACIONALES 

PARA LA DEFENSA AL DERECHO LABORAL, COMO DERECHO HUMANO EN 

COLOMBIA? 

 

1.2. HIPÓTESIS 

 

Para el problema planteado anteriormente, es posible que dichos mecanismos no sean 

plenamente efectivos dadas las políticas del Estado colombiano en esta materia, como 

también es posible que no se vea su efectividad porque falta una mayor intervención por 

parte de los organismos internacionales. 

 

Así mismo es posible que los mecanismos sí sean efectivos para la protección y control del 

Derecho Laboral, pero no son del todo efectivos en el aspecto moral y se hace necesario un 

control más riguroso ya que está teniendo repercusiones en el ámbito económico del 

Estado, como por ejemplo en las políticas arancelarias y en las garantías a la fuerza de 

trabajo. 
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Aunque el mundo dice haber evolucionado, la esclavitud disfrazada de justicia e igualdad, 

sigue explotando a los más débiles. 

 

Las organizaciones sindicales conocen el alcance y cubrimiento que tienen los mecanismos 

de protección y control al Derecho Laboral a nivel internacional, pero no saben cómo 

hacerlos verdaderamente efectivos. 

 

1.3. JUSTIFICACIÓN 

 

Los Derechos Humanos se han creado con la finalidad de proteger el mínimo vital de toda 

persona; de asegurarle una vida digna no solo a la persona individualizada sino también a 

su familia. Este mismo ideal ha sido tomado por la Constitución Política de 1991 a través 

del Derecho de Asociación Sindical con el fin de proteger al trabajador de las continuas 

violaciones de quienes ostentan el poder y el dinero sobre los débiles. Tal protección ha 

sido ratificada por el Estado colombiano con la suscripción de tratados y convenios 

internacionales y con la aceptación formal de las propuestas y políticas de la OIT para 

Colombia en materia laboral y sindical. 

 

Este estudio se hace necesario ya que como se ve, el tema es novedoso, de actualidad, 

pertinente, viable y coherente. Por lo demás, la información obtenida mediante la 

observación directa del fenómeno, la revisión bibliográfica y el análisis a diversos casos a 

nivel internacional, le puede servir a los interesados en el tema, a los estudiantes y 

profesores de facultades de derecho, al Estado colombiano y a la sociedad en general. 

 

Es claro y notorio que hace falta conocer el alcance que puede llegar a tener la OIT en 

Colombia a través de los mecanismos establecidos para proteger y hacer efectivo el 

Derecho Laboral, y para proteger al trabajador sindicalizado y garantizarle a él y a todos los 

asociados sindicalmente el mínimo vital que les asegure una vida digna y la protección de 

sus derechos fundamentales. 
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Además es necesario hacer este estudio para saber qué mecanismos existen, qué alcance 

tienen y cómo se pueden hacer efectivos con el fin de proteger los derechos de los 

trabajadores colombianos, aplicando los convenios, las leyes y la jurisprudencia nacional e 

internacional y así lograr frenar o mermar la violación de éstos derechos a las personas 

tanto en forma individual como colectiva. 

 

1.4. OBJETIVOS 

 

1.4.1. Objetivo General:  

 

Comprobar que el Derecho Laboral, y en este caso el colectivo, son derechos humanos, y 

por tanto pueden y deben ser protegidos por los Convenios Internacionales, incluidas las 

cláusulas sociales y los códigos de conducta para garantizar así la seguridad jurídica y 

material de los trabajadores sindicalizados en Colombia. 

 

1.4.2. Objetivos Específicos: 

 

• Demostrar la importancia del Derecho Laboral como factor de garantía social, jurídica, 

política y económica de las personas, tanto individual como colectivamente. 

 

• Caracterizar las conductas estatales en los diferentes campos laborales que son 

atentatorios de los principios y fines del ordenamiento internacional sobre Derecho 

Laboral. 

 

• Revisión de bibliografía sobre el Derecho Laboral y la protección a nivel nacional e 

internacional. 

 

• Aprender a elaborar proyectos de investigación. 
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2. DERECHOS LABORALES COMO DERECHOS HUMANOS 

 

La revolución industrial32 y el desarrollo del liberalismo económico significaron una 

profunda transformación del sistema de vida, en especial, de las condiciones de trabajo para 

las grandes mayorías. A las libertades públicas se hizo necesario agregarle su sustento 

económico y social, que permitiera su plena realización real. Transcurrida la etapa de 

formación de los Estados nacionales, con un desarrollo expansivo y vertiginoso del 

capitalismo liberal, millones de hombres se vieron enfrentados al desempleo y la guerra. 

 

Situándonos en la perspectiva global que corresponde al momento actual, el proceso de 

reconocimiento de los derechos humanos presenta dos grandes fases: la fase del 

reconocimiento exclusivamente nacional, y la fase en que se produce también el 

reconocimiento supranacional. 

 

La primera fase, iniciada en 1776 con la Declaración de Derechos del Buen Pueblo de 

Virginia33 y prolongada hasta finales del siglo XIX, esta dominada por la proyección de la 

declaración de los derechos del hombre y del ciudadano34, declaración cuya influencia  ha 

 
32 Proceso de evolución que conduce a una sociedad desde una economía agrícola tradicional hasta otra 

caracterizada por procesos de producción mecanizados para fabricar bienes a gran escala. Este proceso se 

produce en distintas épocas dependiendo de cada país. Para los historiadores, el término Revolución Industrial 

es utilizado exclusivamente para comentar los cambios producidos en Inglaterra desde finales del siglo XVIII; 

para referirse a su expansión hacia otros países se refieren a la industrialización o desarrollo industrial de los 

mismos. 
33 Declaraciòn de derechs hecha por los representantes del buen pueblo de virginia, reunidos en convenciòn 

plena y libre como derechos que pertenecen a ellos y a su posteridad como base y fundamento de su gobierno. 
34 Declaración general de derechos elaborada por la Asamblea Nacional Constituyente en agosto de 1789 a fin 

de proporcionar una marco previo a la redacción de una constitución en los primeros momentos de la 

Revolución Francesa. La Asamblea Nacional nombró una comisión encargada de elaborar un proyecto 

constitucional el 6 de julio. Este grupo entregó un informe tres días después en el que recomendaba que la 

nueva constitución incluyera como preámbulo una exposición general de los principios universales que se 

pretendían consagrar en la misma. El marqués de La Fayette, que contó con la colaboración del autor de la 

Declaración de Independencia estadounidense, Thomas Jefferson, embajador en París en aquel tiempo, 

presentó un borrador el 11 de julio que fue criticado inmediatamente por los reformistas moderados, quienes 

consideraban que la naturaleza abstracta de sus principios provocaría la abolición de la monarquía y el caos social, 

temor que se extendió durante las siguientes semanas cuando la intranquilidad del pueblo generó una incontrolable 

espiral de violencia. 
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sido decisiva, no solo para la historia de los derechos humanos, sino también para la 

historia social y política general. Con la actitud revolucionaria  de finales del XVIII, 

especialmente con el movimiento revolucionario francés, se consolida en el mundo 

occidental una nueva forma de concebir  la organización social. Y son los derechos 

humanos los que, dentro de ella, se constituye en principios fundamentales de articulación o 

estructuración. Esta etapa se distingue, ante todo, por el alcance estrictamente nacional de 

todas las declaraciones en que se proclamen los derechos.  Ya la propia declaración 

francesa de 1789 es, a pesar de su evidente proyección transnacional un documento 

típicamente nacional. Como lo serian también las declaraciones que son imitaciones de 

constitucionalismo francés, incorporan las diversas constituciones de la mayoría de los 

estados, y que en más de un siglo ha actuado como vehículo natural y exclusivo de los 

reconocimientos  de los derechos innatos  e inalienables de los hombres35. 

 

Tales derechos se conciben, inicialmente, como facultades naturales de raíz presocial  y 

carácter abstracto  y absoluto, pero terminan siendo configurados como  derechos que el 

Estado  reconocen a sus ciudadanos y cuyo ejército se compromete a garantizar.  Por otra 

parte, el reconocimiento se circunscribe fundamentalmente a los llamados derechos  civiles 

y políticos, o derechos a través de los cuales queda garantizada, de un lado, la iniciativa y la 

independencia de los individuos frente a los demás miembros de la sociedad y frente al 

Estado mismo, y, de otro, la facultad que corresponde al ciudadano, por el hecho de serlo, 

de tomar parte activa en la actuación o desarrollo de la potestad gubernativa. 

 

A su vez, la segunda gran etapa de la historia del reconocimiento de los derechos humanos 

se caracteriza, según se ha dicho ya, por la aparición de las declaraciones de alcance 

supranacional. Esta etapa  logra su máximo desarrollo tras la gran guerra de 1939 – 1945. 

Su arranque puede situarse, sin embargo, el tratado de Versalles36 (1919), ya que en este 

Tratado el que dispara la transnacionalizaciòn de los derechos humanos, a través del 

 
35 VOVELLE, M. Introducción a la historia de la Revolución Francesa. Barcelona: Editorial Crítica, 1984.  
36 Acuerdo de paz firmado, tras la conclusión de la I Guerra Mundial, entre Alemania y las potencias aliadas 

vencedoras el 28 de junio de 1919 en la galería de los Espejos del palacio de Versalles, próximo a París. Fue 

negociado durante la conferencia de paz celebrada en Versalles, que comenzó el 18 de enero de 1919. 
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régimen de protección de las minorías étnicas lingüísticas o religiosas, y a través de las 

actividades de la organización internacional del trabajo  que en él se crea. Los rasgos 

básicos que definen las declaraciones de derechos de este período proclamados, vienen 

determinados primordialmente por la cuatro tendencias convergentes que denomina el 

desarrollo de las relaciones sociales y en el siglo XX: socialización  de la convivencia, 

internacionalización de la vida política, implantación del control jurisdiccional de las 

relaciones internacionales, y explosión del movimiento descolonizador. 

 

La internacionalización de la vida política, cuya manifestación más visible es el nacimiento 

de sociedad de naciones y la definitiva implantación de la organización de las Naciones 

Unidas37, ha propiciado la conquista, por parte de los derechos humanos, de una estricta 

dimensión internacional. Son muestras palpables de esta conquista las múltiples 

declaraciones y convenios internacionales que conocemos, intentan hacer llegar la benéfica 

proyección de los derechos fundamentales de la persona a problemas tan diversos y 

apremiantes como la esclavitud, la trata de personas, la discriminación, el genocidio, el 

trabajo forzoso, el asilo, la guerra, etc. 

 

La implantación del control jurisdiccional de las relaciones internacionales, inicia 

tímidamente con la sociedad de naciones  y consolidada en el seno de la organización de las 

naciones unidas, ha proyectado intensamente su influencia sobre el campo de los derechos 

humanos, no solo a través de las regulaciones jurídicas convencionales de esta materia,  

sino muy especialmente, mediante la creación  de órganos  específicos para el control 

jurisdiccional del cumplimiento  de los acuerdos, tales como la comisión europea de 

derechos humanos, el tribunal europeo de derechos humanos, el comité de derechos 

 
37 Organización internacional de naciones basada en la igualdad soberana de sus miembros. Según su Carta 

fundacional (en vigor desde el 24 de octubre de 1945), la ONU fue establecida para “mantener la paz y 

seguridad internacionales”, “desarrollar relaciones de amistad entre las naciones”, “alcanzar una cooperación 

internacional fundada sobre las relaciones de amistad entre las naciones”, “alcanzar una cooperación 

internacional en la solución de problemas económicos, sociales, culturales o humanitarios” y “fomentar el 

respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales”. Sus miembros se comprometen a cumplir 

las obligaciones que han asumido, a resolver disputas internacionales a través de medios pacíficos, a no 

utilizar la amenaza o el uso de la fuerza, a participar en acciones organizadas en concordancia con la Carta y a 
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humanos de la ONU, o la Comisión Interamericana de derechos  Humanos38 y la Corte 

Interamericana de  derechos humanos. 

 

Finalmente, la explosión del movimiento descolonizador, cuyas repercusiones sobre la 

composición y las decisiones de la O. N. U. son lo suficientemente manifiestas como para 

intentar ponerlas de relieve, ha influido de forma profunda en la configuración  actual del 

panorama de los derechos humanos. Y esto, no sólo a través  de la inclusión de los 

llamados derechos de los pueblos, sino también mediante el gran desarrollo de la protección 

de los grupos minoritarios, y con la intensificación de la defensa de los derechos 

económicos, sociales y culturales. 

 

Estos son, perfilados a grandes rasgos, los dos momentos sucesivos más destacados en el 

proceso de reconocimiento de los derechos humanos: proclamación  por cada estado, para 

su propio ámbito, y proclamación por organizaciones supraestatales. La evolución histórica 

general de las declaraciones de derechos ha seguido la dirección  y el ritmo que le marcaba 

la constante e inevitable presión que el sistema de condiciones de la vida social de los 

pueblos ejercía en cada caso sobre esas declaraciones. Por otra parte, tales declaraciones 

han sido siempre instrumentos mediante los que los hombres intentaban implantar unos 

modelos organizativos de la vida colectiva en los que se encontrase reconocida y protegida 

su propia seguridad y dignidad. Por eso, los concretos ámbitos o dimensiones de actuación 

han venido a ser determinados por las exigencias de la conciencia ética de cada momento 

histórico había llegado a reconocer como especialmente importantes. Y este hecho ha 

provocado que no solo varíen los tipos de declaraciones y el número de los derechos 

proclamados, sino también su mismo significado y contenido, por lo que me resulta 

necesario proceder a la delimitación conceptual de esos derechos. 

 

 
no ayudar a un país contra el que la ONU haya dirigido estas acciones, y a actuar de acuerdo con los 

principios de la Carta. 
38 Organismo especializado de la Organización de Estados Americanos (OEA). Véase numeral 3.3 del 

presente trabajo. 
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Pasada la primera guerra mundial39, con las secuelas de destrucción, desempleo e inflación 

generalizada, las corrientes renovadoras del derecho empezaron a plantearse la necesidad 

de incorporar a los textos constitucionales los derechos de segunda generación: los 

económicos, sociales y culturales. Así, los derechos de esta generación representan la 

incorporación de las demandas socio-económicas reclamadas al Estado liberal. 

 

A diferencia de los derechos y garantías individuales, fruto de la primera generación, los 

derechos sociales se orientan a regular la relación entre trabajadores y patronos, y entre 

éstos con el Estado. Estos derechos contenidos en el artículo 26 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (1969) deben entenderse estrechamente unidos a las 

normas de la carta de la OEA40 sobre el tema, especialmente, las reformas del Protocolo de 

Buenos Aires de 1967. El artículo 26 atribuye fuerza obligatoria al Protocolo. 

 

Los derechos sociales representan un capítulo de la historia del derecho internacional 

nacido en el periodo de entreguerras. La crisis mundial de 1929 reforzará la vigencia de 

éstos derechos, en razón que para atenuar los efectos sociales de la crisis, el Estado 

Keynesiano41 entrará a intervenir activamente en la economía. La permanente relación entre 

 
39 Conflicto militar que comenzó el 28 de julio de 1914 como un enfrentamiento localizado en el Imperio 

Austro-Húngaro y Serbia; se transformó en un enfrentamiento armado a escala europea cuando la declaración 

de guerra austro-húngara se extendió a Rusia el 1 de agosto de 1914; y finalmente pasó a ser una guerra 

mundial, en la que participaron 32 naciones, finalizada en 1918. La causa inmediata del inicio de las 

hostilidades entre Austria-Hungría y Serbia fue el asesinato del archiduque Francisco Fernando de 

Habsburgo, heredero del trono austro-húngaro, cometido en Sarajevo (Bosnia, entonces parte del Imperio 

Austro-Húngaro; en la actualidad Bosnia-Herzegovina) el 28 de junio de 1914 por el nacionalista serbio 

Gavrilo Princip. No obstante, las causas profundas del conflicto remiten a la historia europea del siglo XIX, 

concretamente a las tendencias económicas y políticas que imperaron en Europa desde 1871, año en el fue 

fundado y emergió como gran potencia el II Imperio Alemán. 
40 Las normas económicas de la Carta, son bastante antiguas (artículos 29 a 42). Sus propósitos generales, son 

el apoyo a la cooperación, solidaridad, desarrollo e integración regional (artículos 40, 41, 42, en este último 

caso). Entre otros consagra el derecho al salario justo (artículo 31, literal g) 
41 Las políticas keynesianas se aplicaron en el Reino Unido en la década de 1940 y se mantuvieron en vigor 

hasta finales de la de 1970. El Gobierno realizaba previsiones sobre la demanda para los dos años siguientes. 

Si la demanda era insuficiente (como en 1952, 1958 y 1971) el Gobierno aumentaba su propio gasto, o 

reducía los impuestos o los tipos de interés. Si se consideraba excesiva (como en 1941, 1955 y 1973) la acción 

pública era la contraria. Los efectos de esta política sobre el presupuesto se consideraban de segundo orden. 

El objetivo era mantener el crecimiento de la demanda acorde con el aumento de la capacidad productiva de 

la economía, de forma que la demanda fuera suficiente para mantener el pleno empleo pero sin ser excesiva, 

lo que provocaría un aumento de la inflación. 
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el carácter del Estado y del sistema político, marca la orientación de los derechos 

fundamentales. 

 

Los derechos del hombre de la tercera generación son derechos colectivos. Los derechos 

civiles y políticos se referían a las opciones de oponerse al Estado; los derechos 

económicos, sociales y culturales a exigir prestaciones por parte del Estado. Los derechos 

de solidaridad o de la tercera generación a reclamar internacionalmente a los estados y la 

comunidad internacional. 

 

Los derechos humanos son la expresión de un modo de vida que permite el pleno uso 

intelectivo. No se trata del hombre abstracto, alejado de su realidad y de la memoria 

histórica de la humanidad, sino, del hombre pensante y creador. 

 

Para mi la práctica de los derechos humanos es el resultado de la conciencia democrática 

así como la tradición libertaria que nos impulsa a pesar de esto, la situación que vive 

Colombia es muy compleja y a cada paso se ve amenazada su aplicación por asegurar la 

permanencia del Estado. En Colombia se ha presentado casos de muy graves violaciones a 

los derechos humanos y sean cuales sean las circunstancias, el gobierno tiene la 

responsabilidad primaria de mantener el orden, hacer prevalecer la justicia, y generar 

espacios de convivencia en los que prospere la vigencia y aplicación de los derechos 

humanos. 

 

Se ha acordado a nivel internacional que por “normas fundamentales del trabajo” se 

entiende un paquete de siete convenios claves de la OIT, que constituyen la piedra angular 

de los derechos humanos en el lugar del trabajo. Los siete convenios son también conocidos 

como “la cláusula social” ó “los derechos de los trabajadores”.  

 

Los siete convenios clave de la OIT, tratan de la protección de cuatro derechos humanos 

fundamentales en el lugar de trabajo: 
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❖ Derecho a afiliarse al sindicato que se desee y a organizarse colectivamente. 

❖ Derechos a estar libre de la esclavitud y el trabajo forzoso. 

❖ Derecho a la propia infancia. 

❖ El derecho a la no discriminación por motivos de sexo, raza, color, religión, opiniones 

políticas, nacionalidad o pertenencia a una determinada etnia. 

 

• LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DEL COMERCIO 

 

La OMC42 fue fundada en 1993 por el Acta Final que cerraba la Ronda Uruguay de 

negociaciones multilaterales contempladas en el Acuerdo General sobre Aranceles y 

Comercio (GATT), al que sustituye. Empezó a funcionar el 1 de enero de 1995 con un 

Consejo General integrado por 76 países miembros. Surgió como una organización 

normativa para desarrollar e implementar reglas de amplio alcance que gobernasen el 

comportamiento del mercado mundial. Al contrario de lo que sucede con la OIT, sus 

acuerdos se ven respaldados por sanciones en caso de incumplimiento. Las denuncias de los 

gobiernos que la integran se dirimen mediante procedimientos entre los cuales figuran los 

Paneles De Resolución De Litigios, compuestos por expertos ajenos a cualquier injerencia 

política. 

 

Los críticos aducen que si la OMC puede dictaminar acerca de los derechos de propiedad 

intelectual o el acceso al mercado y eliminar los obstáculos a la inversión internacional, 

entonces también deberá incluir la adhesión a unas normas mínimas para un tratamiento 

humanitario y digno de los trabajadores, ya que la mano de obra se ha convertido en un 

mercado conociéndose actualmente como mercado laboral de regulación necesaria. De no 

obrar así, ello supondría, por parte de los miembros de la OMC, una dejación de las 

responsabilidades contraídas con sus ciudadanos, también situaría a los países en desarrollo 

 
42 La OMC tiene como fin administrar y controlar los 28 acuerdos de librecambio recogidos en el Acta Final, 

supervisar las prácticas comerciales mundiales y juzgar los litigios comerciales que los estados miembros le 

presentan. A diferencia de su predecesora, es una entidad constituida de modo formal cuyas decisiones son 

vinculantes para sus miembros, aunque es independiente de la Organización de las Naciones Unidas. La OMC 
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y, sobre todo a los países menos desarrollados (PMDs) en una espiral descendente de 

competencia entre sí, cada vez más pronunciada, y les obligaría a menudo a rivalizar por la 

inversión extranjera ofreciendo los niveles de protección más bajos para sus ciudadanos. 

 

Si no se asigna a la OMC un papel clave para velar por la correcta aplicación de los 

derechos humanos fundamentales en el lugar de trabajo, el comercio mundial seguirá 

ignorando los derechos de los trabajadores., La OIT43 debe continuar siendo uno de los 

lugares donde las normas fundamentales del trabajo son trazadas, controladas y 

sancionadas. Una vez agotados los procedimientos de la OIT, le toca a la OMC crear un 

propio sistema de incentivos y como última medida, de sanciones que permitan controlar a 

aquellos estados miembros que incumplen de manera reiterada estos derechos humanos 

fundamentales. 

 

2.1. GENERALIDADES 

 

La grave crisis de la justicia en Colombia es ya conocida hasta en el ámbito internacional, 

al referirme a justicia encierro todos los derechos que el hombre por ser un humano posee, 

entre ellos, obviamente los derechos laborales. Existe un consenso general en el sentir de 

que el aparato judicial no responde bien al cometido institucional de una pronta y correcta 

justicia a favor del ciudadano, ni a los propósitos del Estado de contribuir a la estabilidad 

social e institucional. Por otra parte, la administración de justicia tampoco da una respuesta 

eficaz para enfrentar las violaciones de los derechos humanos. Los derechos humanos 

resultan de traducir las exigencias de un orden social justo y convertirlos en la afirmación 

de una serie de derechos que todo hombre posee por naturaleza y en cuyo reconocimiento y 

garantía encuentra su legitimación el poder político. 

 
proporciona un marco para el ejercicio de la ley dentro del comercio internacional, amplía las disposiciones 

recogidas en el GATT e incluye además los servicios, los derechos a la propiedad intelectual y la inversión. 
43 Agencia especializada de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), cuyos principales objetivos son 

mejorar las condiciones de trabajo, promover empleos productivos y el necesario desarrollo social, y mejorar 

el nivel de vida de las personas en todo el mundo. Prevista por el Tratado de Versalles (1919), la OIT fue 

fundada en 1920 como una sección autónoma de la Sociedad de Naciones, convirtiéndose, en 1946, en el 

primer organismo especializado de la ONU. Véase numerales 3.1 y ss. de éste trabajo.  
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El derecho al trabajo surge con particular importancia a partir del Preámbulo de la 

Constitución, a efectos de ser protegido en la perspectiva de un orden político, económico y 

social justo  a lo cual concurre el artículo 1 Ibídem otorgándole un valor fundante en el 

Estado Social de Derecho que entraña Colombia, ámbito en el que le corresponde a las 

autoridades promover su garantización en condiciones dignas y justas, es decir, atendiendo 

a la realización de los fines del Estado materializando los atributos y consecuencias del 

derecho al trabajo.  Así entonces, dentro de la órbita estatal, a partir de políticas laborales 

consonantes con la dignidad y justicia que deben irradiar el derecho al trabajo, le compete 

al Legislador establecer normas tendientes a salvaguardar los intereses del empleado frente 

al empleador.  Vale decir, es tarea fundamental del Estado en general, y del Legislador en 

particular, de promover las condiciones jurídicas y fácticas necesarias a la reivindicación 

del trabajo, en el entendido de que la libertad de empresa con criterio rentable implica a su 

vez una función social en cabeza de los empleadores, función ésta que en términos 

constitucionales tiene como primeros destinatarios a los trabajadores de la empresa y, 

subsiguientemente, a los clientes de sus bienes y servicios.  Por donde el trabajador, quien 

de suyo le aporta día a día sustanciales fuerzas al empleador para la generación de 

utilidades y crecimiento patrimonial, bien merece el reconocimiento y pago de un salario 

justo, el derecho al descanso diario y de fin de semana, y por supuesto, el derecho a 

vacaciones remuneradas o a su compensación en dinero por año laborado y, 

proporcionalmente, por fracción de año.     

 

2.2 SENTIDO Y ALCANCE 

 

Al intentar establecer el contenido conceptual que se designa cuando se utiliza la expresión 

derechos humanos, tengo que comenzar, en realidad, reconociendo que no hay un concepto 

unitario estricto de los mismos. Derechos Humanos es un nombre de uso generalizado, que 

remite a una significación de contornos bastante imprecisos, cuya determinación o 

definición corre el riesgo de quedar condicionada por la opinión que se tenga sobre su 

origen, su fundamento, su naturaleza y su alcance. Así, el significado definitivo de los 

derechos humanos se fija con frecuencia a través de factores que comportan una elevada 
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dosis de carga ideológica. Lo que viene a implicar que las nociones simplistas resulten casi 

siempre parciales y arbitrarias, por lo que veo necesario, para lograr  una mayor 

objetividad, poner de relieve los diferentes aspectos y perspectivas que convergen en su 

realidad histórica. 

 

Iniciando este camino de delimitación conceptual, me encuentro de inmediato con las dos 

dimensiones en que suele colocar el uso lingüístico a los derechos humanos: la dimensión 

subjetiva y la dimensión objetiva. Al parecer, el sentido primario de la expresión derechos 

humanos es el que hace referencia a determinados atributos, poderes o facultades que 

corresponden a los sujetos de la vida social, ya sean individuos o grupos. Pero este sentido 

subjetivo remite natural e inevitablemente a las formulaciones históricas en que tales 

atributos, poderes o facultades han sido proclamados, reconocidos o constitutivos, por lo 

que dichas formulaciones  reciben también a menudo nombre de derechos humanos, 

aunque sea solo en un sentido derivativo. Sin embargo, dicha designación  choca con una 

nueva dificultad derivada de otro aspecto problemático de los derechos humanos: el de su 

carácter o naturaleza. Esta nueva dificultad se resume en una breve pregunta: ¿es correcto 

utilizar  el término derecho cuando se alude a los derechos humanos? 

 

Es ya sobradamente conocida la general vacilación doctrinal ante la opción de adscribir los 

derechos del hombre al ámbito de los principios morales, o de incluirlos en el campo de la 

normatividad jurídica. Parece, por una parte, que no puede afirmarse  que son solamente 

meros ideales éticos o simples principios orientadores. En efecto, los derechos humanos, no 

solo aparecen formulados casi siempre de una manera prescriptita explicita, sino que, con 

creciente frecuencia, están ya garantizados, o tienden a estarlo al menos, por un sistema de 

protección jurisdiccional que proporciona a los sujetos una adecuada defensa frente a las 

violaciones de estos derechos. Y ello se sitúa en un ámbito inequívoco de juridicidad. Pero 

por otra parte, la expresión misma de derechos humanos parece hace referencia a un tipo de 

atributos que corresponde al hombre al margen y por encima de la diversas reglas de 

derecho positivo, puesto que este no puede menos que recordarlo y protegerlos. Y, de este 

modo, estos derechos quedarían situados en un mundo ético diferente al de la normatividad 
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jurídica propiamente dicha. Por lo demás, el hecho de que muchos de los llamados derechos 

humanos, que han sido  reconocidos, tengan con frecuencia una débil o nula exigibilidad 

jurisdicción contribuye a fomentar las dudas sobre su verdadero carácter jurídico. 

Consecuentemente, resulta también  dudosa la juridicidad de las diversas disposiciones en 

que las distintas declaraciones y convenios, nacionales, regionales o internacionales, 

reconocen y proclaman los derechos. Así, las preguntas por la corrección o incorrección de 

la calificación jurídica de los Derechos Humanos parece estar plenamente justificada. 

 

Tenemos que reconocer, pues, que la realidad a que alude el nombre de los derechos 

humanos es una realidad compleja, puesto que en su largo proceso de desarrollo se han 

visto sometidos a la presión de distintas teorías configuradoras, han sido puestos en relación 

con diferentes fundamentos de legitimación y han recibido fuerza, contenido y alcance 

variables. Esa complejidad queda reflejada, por lo demás, en la cambiante e inestable 

terminología con que van siendo designados, a través de su larga evolución, los hoy 

llamados derechos humanos. De ahí que la pretensión de establecer un concepto preciso de 

estos derechos tenga que pasar inevitablemente por el análisis de los términos que 

testimonian las variadas fases de su mudable existencia. En este sentido, es menester tener 

en cuenta que la dimensión lingüística es como una pantalla translucida que reproduce, en 

forma difusa, no solo la presión o intensidad con que las diferentes doctrinas se inclinan por 

cada uno de los aspectos o enfoques posibles, sino también los problemas conceptúales de 

fondo a que es necesario enfrentarse, por estar inevitablemente adscritos en cualquiera de 

las configuraciones de los derechos humanos. 

 

En concreto, entre los múltiples nombres con que se ha designado a los derechos humanos a 

lo largo de su historia, hay cinco que reflejan las alternativas más destacadas de su 

evolución conceptual, y que es, consecuencia, inevitable examinar para llegar a una noción 

aproximadamente completa y precisa. Estas denominaciones son: Derechos naturales, 

derechos  públicos subjetivos, libertades públicas, derechos fundamentales y derechos 

humanos. 
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Derechos naturales44: Es cierto que la concepción de los atributos o facultades, que 

corresponden al hombre en cuanto persona, como derechos naturales es peculiarmente 

típica de  de lo que hemos llamado prehistoria de los derechos humanos. Pero es importante 

no sólo porque fue asumida en la etapa inicial de las solemnes declaraciones de 

reconocimiento, sino también porque ha seguido siendo mantenida, con una fidelidad mas o 

menos estricta, por las diversas doctrinas y iusnaturalistas. Según esta  visión, enraizada en 

la doctrina tradicional del Derecho Natural, los derechos humanos son unos atributos o 

exigencias, que dimanan de la propia  naturaleza humana, que son anteriores a la 

constitución de la sociedad civil y que, siendo previos o superiores al derecho estatal, deben 

ser reconocidos y garantizados por éste. Ese el  sentido con que los derechos humanos 

aparecen, por ejemplo, en la Declaración de Virginia y en la Declaración de los Derechos 

del Hombre y del Ciudadano, cuya terminología de derechos innatos o derechos naturales 

es suficientemente demostrativa. Y hay que reconocer que, a pesar de los reiterados 

intentos de superación de ese enfoque, en la evolución posterior de los derechos humanos 

han persistido varios de sus elementos más característicos, tales como la superioridad frente 

al derecho positivo y su capacidad de imponerse al mismo como criterios y principios de 

orientación. 

 

Derecho públicos subjetivos: A finales del siglo XIX, los tradicionales derechos del hombre 

y del ciudadano situados en la base misma del Estado liberal fueron formulados y 

sistematizados teóricamente como derechos públicos subjetivos. De esta forma, los 

derechos humanos, concebidos ya exclusivamente como derechos del hombre – ciudadano, 

quedaban inscritos en el sistema de relaciones jurídicas, que esquematizaba la mutua acción 

del Estado y de los sujetos jurídicos particulares. Esos derechos, que en buena medida son 

producto del intento de positivacion de los derechos naturales e innatos anteriormente 

afirmados, constituyen, por tanto, una categoría histórica construida para adaptar la idea de 

los derechos del hombre a las condiciones de la época y las necesidades impuestas por el 

Estado  Liberal de Derecho. Su sentido de libertades limitadoras del poder  del Estado, de 

esferas de actividades privadas contrapuestas a la actividad publica, y, en definitiva, de auto 

 
44 LATORRE, Ángel. Introducción al derecho. Barcelona: Ariel, 16ª ed., 2000 
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limitaciones que el propio poder soberano del estado  se impone en beneficio de 

determinantes esferas de interés privado, los configuran como derechos que reciben su 

fuerza del reconocimiento que les otorga el ordenamiento jurídico estatal. El hecho de ser 

reconocidos y garantizados por la Constitución del Estado se convierte así en una 

característica definitiva y definitoria de los derechos públicos subjetivos45.  

 

Libertades publicas: este término, típico de la literatura jurídica francesa, ha suscitado 

abundantes discrepancias, no solo sobre el momento histórico en que aparece en el 

horizonte de las formulaciones jurídicas positivas o de la elaboración doctrinal, sino 

también sobre su especifica significación. Parece claro, sin embargo que las libertades 

públicas constituyen una categoría peculiar, cuyo significado estricto hace referencia a 

aquellas facultades o esferas de acción autónoma de los individuos o de los grupos, que han 

sido expresamente reconocidas y garantizadas por el ordenamiento jurídico positivo, frente 

a la intervención del Estado. Puede afirmarse incluso que el termino mismo de libertades 

publicas, aparecido, por lo demás, bastante tardíamente, surgió como resultado de una 

especie de segregación y afinamiento progresivo de los dos conceptos originarios: el de 

derechos del hombre o derechos naturales, y el de derechos del ciudadano o derechos 

civiles. Así y dentro del ámbito específico de los derechos civiles, se habría formado la 

categoría de los derechos o libertades públicas como concepto formulado por 

contraposición al de los derechos civiles privados. En todo caso, lo que si es cierto es que 

esta categoría de las libertades publicas presenta una notable coincidencia de contenido y 

de significación con la de los derechos públicos subjetivos. Para la historia de la idea de los 

derechos humanos y, por tanto, también para el intentó de determinar el concepto, ambos 

nombres corresponden a dos momentos de la intensificación en el reforzamiento de la 

dimensión jurídico – positiva, en la insistencia de su incorporación a los ordenamientos 

jurídicos vigentes y en el avance de su operatividad y eficacia jurisdiccional46. 

 
45 CASANOVAS y la Rosa, Oriol. Casos y Textos de Derecho Internacional Público. Madrid: Editorial 

Tecnos, 4ª ed., 1990.. 
46 ROGEL Vide, Carlos. Bienes de la Personalidad, derechos fundamentales y libertades públicas. Bolonia: 

Real Colegio de España, 1985.. 
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Derechos Fundamentales: Con Independencia del momento histórico y del ámbito doctrinal 

en que ha fraguado esta expresión, parece que su aspecto determinante es el de designar 

aquellos derechos que han sido incorporados a las Constituciones o Leyes Fundamentales 

como principios básicos de organización del régimen político. En cuanto derechos 

fundamentales, los derechos humanos actúan como criterios que orientan las instituciones 

más importantes de una organización jurídica, fijando limites al ejercicio de los poderes y 

legitimando así la propia organización política en cada situación histórica concreta. 

Aceptando, pues, como característica básica esta funcionalidad interna de fundamentación 

del sistema jurídico – político, puede definirse a los derechos fundamentales, según los 

entiende la mayor parte de la doctrina, como aquellos derechos humanos que han sido 

positivizados en las Constituciones estatales47. 

 

Derechos Humanos: Este término es el que ha llegado a imponerse de forma general en la 

actualidad. Realmente, es una denominación vinculada a los movimientos revolucionarios 

del XVIII, como se desprende del propio titulo de la Declaración Francesa de 1789. Sin 

embargo, su consagración definitiva no se produce hasta la Declaración Universal de 1948. 

Es evidente que, en sus orígenes, la etiqueta “derechos humanos” reflejaba unas actitudes 

filosóficas y políticas muy definidas. En cambio, la expresión derechos humanos, que hoy 

predomina, es una categoría de contornos amplios e imprecisos, capaz de ser aceptada y 

asumida por las ideologías más diversas y contrapuestas. En ellas existe, sin embargo, un 

contenido mínimo que la define. Ese contenido, comúnmente aceptado, es la idea de unos 

atributos o exigencias que el hombre, en cuanto sujeto de las relaciones sociales proyecta 

sobre éstas con carácter condicionante y constrictivo, y cuya fuerza es reconocida por la 

generalidad de los hombres. De este modo, y con este sentido, el nombre derechos humanos 

ha llegado a designar una realidad de contornos flexibles, convertida en patrimonio de todas 

las culturas y de casi todos los credos políticos48. 

 

 
47 CASTÁN Tobeñas, José. Los derechos del hombre. Madrid: Editorial Reus, 4ª ed., 1992.  
48 TRUYOL y Serra, Antonio. Los derechos humanos. Madrid: Editorial Tecnos, 3ª ed., 1982. Pag.38. 
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Puede concluirse, sin embargo, con toda legitimidad, que los derechos fundamentales de la 

persona, tanto en su aspecto subjetivo, como en sus dimensiones objetiva y normativa, 

constituyen en la actualidad una realidad primordial jurídica. Así, los derechos humanos se 

muestran en la actualidad como un fenómeno constitutivamente cultural en cuyo ámbito 

significativo se integra una gran  parte de los elementos aportados por la trayectoria 

histórica que ha recorrido desde su aparición. Lo  que en la actualidad representa y sugiere 

ese nombre reproduce en buena medida las ideas y los supuestos que le han servido 

sucesivamente de soporte y los contenidos conceptuales acumulados a los largo de su rica y 

variada evolución. Eso quiere decir que el concepto actual de los derechos humanos incluye 

en mayor o menor medida los diversos significados que ha recibido a través de una larga, 

tortuosa y enriquecedora transformación. Pero, al mismo tiempo, ese concepto se ha hecho 

flexible y abierto. 

 

Al hablar de derechos humanos nos encontramos, pues, ante una realidad dinámica, cuyos 

contornos precisos sólo pueden quedar definidos en cada momento por  el cúmulo de  

facultades que, desde las diversas  y alejadas posiciones culturales en que se forma, 

reconoce como exigencias inherentes a la dignidad del hombre, como derechos que han de 

serle proclamados y garantizados por los ordenamientos jurídicos positivos para que estos 

puedan ser considerados justos. 

 

2.3 SIGNIFICACIÓN JURÍDICO – POLÍTICA Y EFICACIA 

 

Cuando los constituyentes franceses de 178949, poseídos por la indignación y el optimismo 

propios de los momentos revolucionarios, proclamaron que “la ignorancia, el olvido o el 

 
49 La Revolución Francesa de 1789 destruyó el sistema feudal en Francia y estableció el sistema del gobierno 

representativo. La Ilustración, fuente intelectual de la Revolución Francesa, definió la libertad como un 

derecho natural del hombre a actuar sin interferencias de ninguna clase, al tiempo que estableció la necesidad 

de limitaciones a la libertad para con ello procurar la existencia de una organización social propia. Enterrada 

la teoría del origen divino del poder real, las nuevas teorías ponían el fundamento del poder en el pueblo, y 

destacaban que la tiranía comienza cuando, ignorando esa procedencia, se violan los derechos individuales. 

En la Revolución Francesa se encuentra el origen ideológico de la Declaración de los Derechos del hombre y 

del ciudadano, que sirvió como modelo para la mayoría de las declaraciones sobre la libertad adoptadas por 

los Estados europeos del siglo XIX. 
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menosprecio de los derechos del hombre son las únicas causas de las desgracias publicas y 

de la corrupción del los gobiernos…” y que “toda sociedad en la cual no está asegurada la 

garantía de los derechos, ni definida la separación de poderes, carece de constitución”, 

estaban desencadenando, por encima de su propia conciencia histórica, un profundo 

impulso regenerador: el de la virtualidad modélica que los derechos humanos iban a 

proyectar sobre la organización de la vida social y política.  

 

Así años más tarde, la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas 

recogía el viejo grito de los revolucionarios franceses y le daba una nueva voz en la 

declaración  universal de derechos humanos, afirmando que el desconocimiento y el 

menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la 

conciencia de la humanidad y que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 

base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de 

todos los miembros de la familia humana. 

 

Estos dos puntos de referencia proporcionados por los momentos culminantes del proceso 

de reconocimiento y proclamación de los derechos humanos ponen de manifiesto la 

profunda significación sociopolítica y jurídica de éstos. En la actualidad, la garantía de los 

derechos fundamentales de la persona humana ha llegado a convertirse en una especie de 

suprema instancia legitimadora del ejercicio del poder, hasta el punto de que es 

prácticamente imposible encontrar algún sistema de gobierno que, de una u otra forma, no 

se preocupe por ofrecer por lo menos una imagen publica de pleno acatamiento de los 

derechos de la persona.  

 

 En nuestro tiempo, los derechos humanos, en cuanto código mínimo de una ética 

universalmente aceptada, están actuando como criterio definitivo de legitimación, como 

una especie de signo ultimo contraste, de frontera inequívoca, entre la democracia y el 

totalitarismo. Esta eficacia conformadora de los juicios y de las relaciones sociales 

ordinarias, sino también sobre el siempre lejano horizonte de las relaciones internacionales, 

es la que explica que el fenómeno de los derechos humanos, tal como se le designa 
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generalmente, se haya convertido en el gran fenómeno cultural y político de la última etapa 

del siglo XX. Nunca hasta ahora se había hablado tanto de los derechos humanos, nunca 

habían sido tan invocados, nunca la violación de estos derechos había suscitado protestas 

tan amplias y tan intensas… Y es que nunca hasta ahora se había logrado una toma de 

conciencia tan aguda del problema. 

 

La realidad de los derechos humanos es, pues, un factor decisivo en la conformación de 

nuestra más palpitante actualidad social y política; es un dato que ofrece y plantea 

exigencias básicas y que esta produciendo inevitablemente unas consecuencias que no 

pueden ser ignoradas en el ámbito de la convivencia internacional e interna. Por eso se 

impone la urgente necesidad de extender y profundizar el conocimiento de su problemática, 

ya que estos derechos, están llamados a convertir y a reconducir los actuales sistemas de 

organización social hasta una ordenación coherentemente justa. 

 

Hay, sin embargo, un permanente punto negro en el horizonte que marca la nueva frontera 

de los derechos humanos: el de su efectividad. La propia historia del reconocimiento de los 

derechos del hombre ha demostrado hasta la evidencia que el gran problema de estos ha 

radicado siempre mas en conseguir una plena y  real efectividad en el ámbito de las 

relaciones sociales que en lograr su proclamación en solemnes Declaraciones o Pactos. Es 

claro, no obstante, que  el reconocimiento es el primer gran paso que va a conducir 

progresivamente los derechos fundamentales hasta una mayor y más completa eficacia. 

 

Durante bastante tiempo, en especial durante el predominio de la vieja tradición del 

liberalismo, la defensa de los derechos humanos se centro casi exclusivamente en la vía de 

las solemnes proclamaciones formales. Pero, gracias sobre todo a la intensa acción 

correctora de las varias formas del socialismo y del sindicalismo, los diversos Documentos 

de reconocimiento terminaron apoyando cada vez más la garantía de los derechos humanos 

sobre la adopción  de concretas medidas jurídicas, sociales, económicas y políticas. Sin 

embargo, todavía son varios los obstáculos que tienen que superar estos derechos para 

lograr su plena efectividad. 
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La primera dificultad con que tropieza la eficacia del reconocimiento de los derechos 

fundamentales de la persona es la de restringida operatividad jurídica de los propios 

documentos en que tales derechos son reconocidos y proclamados. Ahora bien, en este 

terreno se ha avanzado bastante ya. Si bien hay que reconocer como tesis mas probable, a 

pesar de las abundantes y autorizadas opiniones en contrario, que las simples declaraciones, 

incluida la propia Declaración Universal de 194850, carecen de fuerza jurídica directamente 

vinculante, eso no puede afirmarse en modo alguno en relación con los Convenios y pactos. 

Este tipo de declaraciones convencionales comporta una indiscutible eficiencia jurídica 

directa. Precisamente fue el deseo de dotar la eficacia inmediata a los instrumentos de 

reconocimiento lo que llevo a los diverso Organismo supranacionales a formular textos de 

carácter estrictamente contractual, a través de los que los Estados firmantes, mediante la 

consiguiente ratificación, adquiriesen compromisos jurídicos directos  de cumplimiento. 

Por otra parte, la creación de órganos propiamente jurisdiccionales de control y la 

introducción del reconocimiento a los individuos de la facultad para acudir a esos órganos 

en demanda de protección para sus derechos violados por el estado al que pertenecen, 

avances ambos aportados por las Declaraciones convencionales, han venido a incrementar 

en forma decisiva  las expectativas de eficacia de derechos humanos reconocidos. 

 

Estamos, pues, en una fase de la evolución en que las posibilidades de operatividad real de 

estos derechos se están consolidando con una fuerza arrolladora, puesto que su 

vinculatoriedad jurídica es cada día mayor y su capacidad de conformación del sistema 

social político dentro del cual actúan se amplia constantemente. Con todo, la lucha por la 

más activa operatividad real de los derechos humanos ha de enfrentarse aun 

inevitablemente a múltiples juicios, jurídicos, sociales, culturales… 

 

 
50 Con la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 comenzó una tercera fase donde la afirmación 

de los citados derechos se quiere a un tiempo universal y positiva. Universal, porque los destinatarios son 

todos los hombres y no tan sólo los ciudadanos de uno u otro Estado. Positiva, porque se entiende que 

emprende un proceso, concluido el cual los derechos humanos no sólo serán proclamados, sino protegidos de 

un modo material, incluso contra el propio Estado que los viole. 
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Por eso puede llegarse a la conclusión de que la efectividad social de los derechos 

fundamentales de a persona depende, no tanto de los sistemas de garantías formales 

introducidos por las declaraciones o Convenios, cuanto del impacto que tales garantías 

logren producir sobre la trama general de la relaciones sociales nacionales e 

internacionales. Depende, pues, de la propia actitud de los individuos, de los grupos y de 

los pueblos. Y, siendo esto así, el papel que ha de jugar la enseñanza en esta lucha por la 

conquista de la plena efectividad de los derechos humanos es  irremplazable. 

 

2.4 LA INTEGRALIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS 

TRABAJADORES INCLUYE LA LIBERTAD SINDICAL Y LOS DERECHOS 

LABORALES. 

 

La humanidad  ha venido  avanzando hasta entender a los Derechos Humanos como un 

todo que posibilita la libertad de pueblos y de las personas en condiciones dignas, 

considerando a los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales como  

verdaderos derechos en  condiciones de igualdad. En este sentido, para que no se entienda a 

los primeros como  exigibles y a los  segundos como meros postulados o utopías de la 

humanidad,  la necesidad de comprenderlos y aplicarlos como indivisibles e 

interdependientes. 

 

Naciones Unidas reconoce la necesidad de eliminar la dicotomía planteando que “Todos los 

derechos humanos y las libertades fundamentales son indivisibles e interdependientes; debe 

darse igual atención y urgente consideración a la aplicación, promoción y protección de los 

derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales”51.  

 

 
51 Declaración sobre Derecho al Desarrollo de Naciones Unidas aprobada en 1986 resolución 41 -128 párrafo 

2 del artículo 6. 
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De igual forma afirma que “La promoción, el respeto y el disfrute de ciertos derechos 

humanos y libertades fundamentales no pueden justificar la denegación de otros derechos y 

libertades fundamentales”52 

 

Efectivamente se coincide en que no existe ninguna razón que pueda justificar ni las 

ejecuciones sumarias, ni las desapariciones forzadas, ni la tortura, y que es imprescindible 

que existan las condiciones mínimas para una existencia digna,  como una  vivienda, un 

sistema de salud adecuado y una educación que promueva los valores fundamentales de la 

persona, al igual que unos servicios básicos de agua potable, alcantarillado, energía, 

empleo,  etc. 

 

Estos derechos humanos están consagrados en Pactos Internacionales de Derechos 

Humanos y muchos de ellos han sido suscritos por el Estado Colombiano, como son los 

Convenios de la OIT, la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención sobre 

Derechos del Niño, El Protocolo Adicional a la Convención Americana de derechos 

Humanos sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, entre otros. Esas normas 

internacionales por mandato de los artículos 53,93 y 94 de la Constitución Nacional hacen 

parte del derecho interno y prevalecen sobre las demás normas,   aunque la realidad nos 

demuestre otra cosa, ya que los derechos humanos para su vigencia deben garantizar en 

primera medida los derechos de los pueblos y el derecho al desarrollo. 

 

Abordar  los derechos laborales y la libertad sindical desde una perspectiva de derechos 

humanos,  permiten tener una visión universal para atacar obstáculos macroeconómicos que 

impiden el disfrute de estos derechos, como serían las políticas de ajuste estructural 

impulsadas por el FMI y el Banco Mundial, que condicionan a los Estados, justifican la 

dominación y niegan el desarrollo humano, traduciéndose sus recetas, entre otras cosas,  en 

una disminución impresionante de los presupuestos de salud, de educación, en la reducción 

 
52 Íbidem, párrafo décimo del preámbulo. 
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de los salarios, en el recorte de servicios públicos, en más de 1.000 millones de seres 

humanos viviendo en la pobreza extrema y padeciendo hambre cada día53. 

 

Para Colombia uno de los problemas estructurales de la Paz es la exclusión social que 

violenta a millones de colombianos. Para 1995 con una población estimada en 39 millones, 

se encontraban bajo la línea de pobreza 22 millones, de los cuales 7 millones eran 

indigentes. Si tomamos la estratificación socioeconómica realizada por el Estado tenemos 

que son pobres el 80% de los colombianos (estratos 1,2 y 3), un 13% pertenece a la clase 

media (estrato 4) y el 7% restante pertenece a la clase alta (estrato 5 y 6).  

 

En el país  se ha implantado una política de violación de los derechos humanos que se 

afianza en la impunidad sobre los perpetradores. En 1998 la Defensoría del Pueblo recibió 

65.686 peticiones de la población para que se le defendiera o protegieran sus derechos.54.  

Esta misma entidad reporto 288 masacres en 1997 y 235 en 1988, y de enero a abril de 

1999 75 masacres, es decir que se cometen para este año en curso un promedio de dos 

masacres cada tres días. Las desapariciones forzadas siguen en promedio una cada tres días, 

la Oficina Colombia de la Alta Comisionada de Derechos Humanos de Naciones Unidas 

reporto 51 denuncias directas por esta violación55.   La Defensoría del Pueblo para 

Antioquia, reveló que durante 1998 hubo 268 casos de desapariciones forzadas en ese 

Departamento56. La tortura sigue siendo una práctica diaria sobre los detenidos. Los 

homicidios siguen en un  promedio de 100 diarios de los cuales 10 tienen motivaciones 

políticas. Mueren diariamente en forma violenta 12 niños, de los cuales 5 son asesinados y 

uno se suicida.  

 
53 Así lo concibe la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social. Informe preliminar A/CONF. 166/9. Abril 19 

de 1995. Pág. 9. 
54 Intervención del defensor del pueblo al 55 periodo de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos de 

Naciones Unidas. Ginebra Abril 21 de 1999. 
55 E/CN. 4/1999/8. Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre 

la Oficina en Colombia. Pagina 15.  Además señala: “A lo largo de 1998, se registraron en forma sistemática 

masacres con claros rasgos de ejecuciones extrajudiciales, torturas, desapariciones forzadas y desplazamiento 

forzado”. 
56 El Colombiano. Mayo 19 de 1999. Página 3. La información viene de las personerías, oficina Permanente 

de Derechos Humanos y Fiscalías. 
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Según la CIDH solamente en el Departamento de Córdoba los indígenas desplazados son 

10.000.57. Según CODHES en el primer trimestre de 1998 se registraron 148.000 

desplazados58. En 1998 hubo según el Grupo de Apoyo a Desplazados  GAD 308.000 

desplazados59.   

 

Tomando las cifras que acoge la Comisión Interamericana en el Tercer Informe sobre 

Colombia aprobado en febrero de 1999 por la OEA, tenemos que: el 57% (23.940.000 

personas) de la población no tiene acceso a servicios sanitarios y 73% (30.660.000 

personas) de la población no tiene agua potable14; el índice de mortalidad infantil es más 

del doble que en el resto de la región 15; al 10% más rico de la población le corresponde 

tan sólo el 1% del total del consumo, mientras el 10% más rico de la población recibe el 

46,9%16; El desempleo abierto alcanza el 20% de la población económicamente activa; los 

trabajadores informales ya pasan del 60%; según el DANE hay 2.500.000 niños 

trabajadores; hay un déficit de 3.800.000 viviendas. Hoy, en la actualidad la situación no ha 

cambiado en proporciones que favorezcan a los Colombianos, al contrario, las cifras han 

aumentado en su detrimento. 

 

Estas cifras que encierran un profundo drama humano nos muestran la injusticia que vive 

Colombia, y en forma macabra como han ido de la mano: el crecimiento económico, la 

guerra sucia, la concentración de la riqueza y del ingreso y por ende la concentración del 

poder político.        

 

 

 

 

 

 
57 OEA Tercer Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Aprobado en febrero de 1999. 

Página 222 de la publicación realizada por la Comisión Colombiana de Juristas. 
58 Íbidem página 216. 
59 GAD Informe sobre Desplazamiento Forzado en Colombia. Enero 1 a Diciembre 31 de 2003. Editorial 

Códice Marzo de 2004. 
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2.5 DESARROLLO DE LAS NORMAS SOBRE DERECHOS HUMANOS Y 

LIBERTAD SINDICAL MEDIANTE EL CONTROL DE LA OIT. 

 

En 1948 se registraron dos acontecimientos notables en el mundo naciente de la legislación 

internacional de derechos humanos. Cronológicamente, el primero fue la adopción por la 

OIT del Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación 

(núm. 87). El segundo, pocos meses después60, fue la aprobación por las Naciones Unidas 

de la Declaración Universal de Derechos Humanos. La estrecha relación existente en aquel 

momento entre algunos puntos de ambos instrumentos se ha mantenido desde entonces 

mediante el proceso de control de la OIT. 

 

Por supuesto, la Declaración Universal tiene gran importancia para la labor de la OIT de 

promoción y defensa de los derechos humanos. Como declaró la Comisión de Expertos en 

Aplicación de Convenios y Recomendaciones en el informe de su reunión de 1997: 

 

La Declaración Universal es aceptada generalmente como punto de referencia en materia de 

derechos humanos en todo el mundo y reconocida como  fuente de la mayor parte de la 

normativa llevada a cabo en las Naciones Unidas y en muchas otras organizaciones desde 

esa fecha. Las normas y actividades cumplidas en la práctica por la OIT en materia de 

derechos humanos están vinculadas estrechamente a los valores universales establecidos en 

la Declaración. Las normas de la OIT en materia de derechos humanos, conjuntamente con 

los instrumentos adoptados en la ONU y en otras organizaciones internacionales, dan 

aplicación práctica a la expresión general de las aspiraciones humanas formuladas en la 

Declaración Universal y han traducido en términos vinculantes los principios de ese noble 

documento61.  

 

 
60 El texto completo de la Declaración Universal de Derechos Humanos figura en los anexos. 
61 OIT Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones 
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Cuando sonó la hora, los acontecimientos discurrieron con bastante rapidez. En la propia 

OIT, la Declaración de Filadelfia de 1944 contenía la disposición antes citada. Además, la 

tercera Conferencia de los Estados de América miembros de la OIT adoptó en 1946 una 

resolución sobre la libertad sindical que expuso los principios básicos que se incluirían en 

el Convenio núm. 87. En 1947, la Conferencia Internacional del Trabajo adoptó el 

Convenio sobre el Desarrollo de la libertad sindical mediante el control de la OIT 191 

derecho de asociación (territorios no metropolitanos) (núm. 84), que no sólo se refiere al 

derecho de los empleadores y de los trabajadores a asociarse para cualquier fin lícito, sino 

también a la celebración de contratos colectivos y consultas y a la solución de los conflictos 

laborales. Aunque sólo cuatro países5 lo ratificaron, este Convenio tuvo importantes efectos 

para el desarrollo del derecho internacional en la materia. 

 

Ese mismo año, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas62 examinó 

informes sobre la libertad sindical presentados por la Federación Sindical Mundial y la 

Federación Estadounidense del Trabajo (AFL) y decidió pedir a la OIT que incluyera esos 

temas en el orden del día de su Conferencia. La OIT así lo hizo, al aprobar en 1947 una 

resolución que preparó el terreno para la adopción del Convenio núm. 87 en 1948, meses 

antes de que se aprobase la Declaración Universal, y del Convenio núm. 98 poco después, 

en 1949. 

 

La adopción de normas jurídicas internacionales de derechos humanos en un proceso 

«legislativo» – mediante los convenios y convenciones acordados por la OIT y las 

Naciones Unidas – sólo empezó realmente en 1948, con la aprobación del Convenio núm. 

87 y de la Declaración Universal. Antes de que se fundara la OIT había habido algunos 

 
62  Es uno de los seis órganos principales de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), compuesto por 

representantes de 54 países. Cada año 18 miembros son elegidos por la Asamblea General de la ONU por un 

periodo de tres años. Las primeras actividades del ECOSOC estaban encaminadas con claridad a proporcionar 

ayuda a los países de Europa y Asia devastados por la guerra. Hoy en día, los problemas de las naciones en 

desarrollo son su objetivo prioritario. El Consejo lleva a cabo estudios sobre asuntos internacionales 

económicos, sociales, humanitarios, culturales, educativos y de relaciones, y coordina las actividades de los 

órganos especializados de la ONU en estas áreas. El ECOSOC opera sobre todo a través de sus varios comités 

fijos, comisiones funcionales y regionales. Las decisiones adoptadas en las reuniones del Consejo, donde cada 
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precedentes de adopción de convenios internacionales sobre los derechos de los 

trabajadores mediante negociaciones entre unos pocos Estados, pero sin gran repercusión. 

Después de finalizar la Primera Guerra Mundial, en 1919, se fundaron la Sociedad de las 

Naciones y la Organización Internacional del Trabajo. La OIT se encargó de adoptar 

convenios internacionales sobre las condiciones laborales. Las únicas normas que 

realmente equivalían a lo que ahora llamamos tratados de «derechos humanos» eran la 

Convención sobre la esclavitud, aprobada por la Sociedad de las Naciones en 1926, y el 

Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 (núm. 29), adoptado por la OIT para abarcar los 

aspectos laborales de la esclavitud. No se adoptó ningún otro instrumento de derechos 

humanos hasta después de finalizada la Segunda Guerra Mundial. 

 

Desde 1948, la OIT y las Naciones Unidas han actuado de forma paralela en materia de 

libertad sindical – y también en otros asuntos de derechos humanos –, y las organizaciones 

regionales han elaborado, a su vez, normas y dispositivos de control propios. En primer 

lugar vamos a examinar de qué modo las Naciones Unidas y otras organizaciones 

elaboraron los principios; después veremos la manera en que la OIT desarrolló estos 

principios por medio de sus convenios y de sus procedimientos de control. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
miembro tiene un voto y se decide por mayoría simple, se envían como recomendaciones a la Asamblea 

General. 
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3. CONTROLES INTERNACIONALES (OIT-ONU-OEA) 

 

 

3.1. ASPECTOS GENERALES OIT. 

 

La Organización Internacional del Trabajo – OIT, es un organismo especializado de las 

Naciones Unidas que tiene como propósito fomentar la justicia social y los derechos 

humanos y laborales internacionalmente reconocidos. Fue creada en 1919 y es el único 

resultado importante que aún perdura del Tratado de Versalles, el cual dio origen a la 

Sociedad de Naciones; en 1944, la inclusión de la Declaración de Filadelfia en su 

Constitución amplió el mandato de la organización para dar cabida a asuntos de carácter 

general relacionados con la política social y los derechos humanos y civiles; en 1946 se 

convirtió en el primer organismo especializado de las Naciones Unidas. Dentro del sistema 

de las Naciones Unidas, la OIT es la única organización que cuenta con una estructura 

tripartita, esto es, aquella que en sus órganos de administración confluye la participación, 

en un plano de igualdad, de trabajadores, empleadores y gobiernos. 

 

Según lo dispone su Constitución63, la organización permanente de la OIT comprende: a) la 

Conferencia General de los representantes de los Miembros; b) el Consejo de 

Administración y c) la Oficina Internacional del Trabajo, que está bajo la dirección del 

Consejo de Administración.  

 

3.1.1. La Conferencia General: se compone de cuatro representantes por cada uno de los 

Miembros, dos de los cuales son delegados del gobierno y los otros dos a los empleadores y 

a los trabajadores, respectivamente. Celebra reuniones cada vez que sea necesario y, por lo 

 
63 El texto original de la Constitución, aprobado en 1919, ha sido modificado por la enmienda de 1922, que 

entró en vigor el 4 de junio de 1934; por el Instrumento de enmienda de 1945, que entró en vigor el 26 de 

septiembre de 1946; por el Instrumento de enmienda de 1946, que entró en vigor el 20 de abril de 1948; por el 

Instrumento de enmienda de 1953, que entró en vigor el 20 de mayo de 1954; por el Instrumento de enmienda 

de 1962, que entró en vigor el 22 de mayo de 1963, y por el Instrumento de enmienda de 1972, que entró en 

vigor el 1º de noviembre de 1974. 
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menos, una vez al año. Las reuniones de la Conferencia se celebran, por principio, en el 

lugar que decida el Consejo de Administración.64  

 

3.1.2. El Consejo de Administración: se compone de cincuenta y seis miembros: veintiocho 

representantes de los gobiernos, catorce representantes de los empleadores y catorce 

representantes de los trabajadores. El Consejo se renueva cada tres años, elige entre sus 

miembros a un presidente y a dos vicepresidentes, fija su propio reglamento y las fechas de 

sus reuniones.65  

 

3.1.3. La Oficina Internacional del Trabajo: tiene a su cargo la compilación y distribución 

de todas las informaciones concernientes a la reglamentación internacional de las 

condiciones de vida y de trabajo de los trabajadores y, en particular, el estudio de las 

cuestiones que hayan de someterse a la Conferencia con miras a la adopción de convenios 

internacionales, así como la realización de encuestas especiales ordenadas por la 

Conferencia o por el Consejo de Administración.66  

 

- La Conferencia General: profiere normas internacionales del trabajo, las cuales pueden 

adquirir la forma de convenios o de recomendaciones.67 En ellas se fijan condiciones 

mínimas en materia de derechos laborales fundamentales y en los demás asuntos 

relacionados con el trabajo.68  

 
64 Ver, artículos 3 y 5 de la Constitución de la OIT.  
65 Ver, artículo 7 de la Constitución de la OIT. 
66 Ver, artículo 10 de la Constitución de la OIT. 
67 Dispone el artículo 19, 1) de la Constitución de la OIT que “Cuando la Conferencia se pronuncie a favor de 

la adopción de proposiciones relativas a una cuestión del orden del día, tendrá que determinar si dichas 

proposiciones han de revestir la forma: a) de un convenio internacional, o b) de una recomendación, si la 

cuestión tratada, o uno de sus aspectos, no se prestare en ese momento para la adopción de un convenio”.  

Además de los convenios y recomendaciones, la Conferencia Internacional del Trabajo y otros órganos de 

control de la OIT adoptan documentos que son menos formales que aquellos, que pueden consistir en códigos 

de conducta, resoluciones y declaraciones que, aunque surten efectos normativos, no se considera que formen 

parte del sistema de normas internacionales del trabajo de la OIT. 
68 La organización presta igualmente asistencia técnica en campos como la formación y rehabilitación 

profesionales; la política de empleo; la administración del trabajo; la legislación del trabajo y relaciones 

laborales; las condiciones de trabajo; el desarrollo gerencial; las cooperativas; la seguridad social; las 

estadísticas laborales, y en seguridad y salud en el trabajo. Además, fomenta el desarrollo de organizaciones 

independientes de empleadores y de trabajadores, y les facilita formación y asesoramiento técnico. 
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Los convenios son tratados internacionales que están sujetos a la ratificación de los Estados 

miembros de la organización. Las recomendaciones, aunque regularmente versan sobre las 

mismas materias de los convenios, no son instrumentos vinculantes y recogen directrices 

que pueden llegar a orientar la política y las acciones nacionales. Ambos instrumentos 

normativos inciden en las condiciones y en las prácticas de trabajo de todos los países del 

mundo.  

 

De conformidad con el Manual de Procedimientos en Materia de Convenios y 

Recomendaciones Internacionales del Trabajo, “los convenios son instrumentos que crean 

obligaciones jurídicas al ser ratificados. Las recomendaciones no se prestan a la 

ratificación, sino que señalan pautas para orientar la política, la legislación y la práctica 

de los Estados Miembros. (…) En ambos casos, para que la Conferencia adopte en 

votación final el convenio o la recomendación será necesaria una mayoría de dos tercios 

de los votos emitidos por los delegados presentes. (…) En ningún caso podrá considerarse 

que la adopción de un convenio o de una recomendación por la Conferencia, o la 

ratificación de un convenio por cualquier Miembro, menoscabará cualquier ley, sentencia, 

costumbre o acuerdo que garantice a los trabajadores condiciones más favorables que las 

que figuren en el convenio o recomendación. (…) En virtud del artículo 37, 1) de la 

Constitución, la Corte Internacional de Justicia es el único organismo competente para dar 

una interpretación autorizada de los convenios y recomendaciones”69.  

 

La OIT ha adoptado más de 180 convenios y de 185 recomendaciones en un amplio 

espectro temático. El Consejo de Administración decidió agruparlos en tres categorías, a 

saber: convenios fundamentales, convenios prioritarios y el resto de convenios y 

recomendaciones.  

 

 
69 Manual sobre procedimientos en materia de convenios y recomendaciones internacionales del trabajo 

adoptado por el Departamento de Normas Internacionales del Trabajo de la Organización Internacional del 

Trabajo, Ginebra Rev. 2/1998. En ese Manual se detallan los procedimientos que se aplican en la 

Organización Internacional del Trabajo en relación con la adopción y la aplicación de convenios y 

recomendaciones e incluye las modificaciones del sistema de control de normas internacionales del trabajo 

decididas por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo.  
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- Ocho convenios de la OIT han sido calificados por su Consejo de Administración como 

convenios fundamentales para los derechos de los trabajadores, de manera independiente 

del nivel de desarrollo de cada Estado Miembro. Los convenios fundamentales deben ser 

ratificados y aplicados por todos los Estados miembros de la organización. Dichos 

convenios consagran instrumentos para mejorar las condiciones de trabajo individuales y 

colectivas en cuatro aspectos específicos: libertad sindical, abolición del trabajo forzoso, 

igualdad y eliminación del trabajo infantil.  

 

Son convenios fundamentales de la OIT los siguientes: en libertad sindical, Convenio sobre 

la libertad sindical y la protección del derecho de sindicalización, 1949 (No. 87) y 

Convenio sobre el derecho de sindicalización y de negociación colectiva, 1949 (No. 98); 

sobre abolición del trabajo forzoso, Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 (No. 29) y 

Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957 (No. 105); sobre igualdad, Convenio 

sobre la discriminación –empleo y ocupación-, 1958 (No. 111) y Convenio sobre igualdad 

de remuneración, 1951 (No. 100) y sobre eliminación del trabajo infantil, Convenio sobre 

edad mínima, 1973 (No. 138) y Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999.  

 

- En 1994 el Consejo de Administración decidió clasificar los siguientes cuatro convenios 

como integrantes de las normas internacionales del trabajo prioritarios: Convenio sobre la 

consulta tripartita –normas internacionales del trabajo-, 1976 (No. 144), Convenio sobre la 

inspección del trabajo, 1947 (No. 81), Convenio sobre la inspección del trabajo –

agricultura-, 1969 (No. 129) y Convenio sobre la política de empleo, 1964 (No. 122).  

 

- El Consejo de Administración clasificó por temas el resto de convenios y 

recomendaciones. Esos temas son: derechos humanos fundamentales; empleo; política 

social; administración del trabajo; relaciones laborales; condiciones de trabajo; seguridad 

social; empleo de las mujeres; empleo de niños y jóvenes; trabajadores migrantes; pueblos 

indígenas y tribales, trabajadores indígenas en territorios no metropolitanos, y otras 

categorías como gente de mar, trabajadores mayores, pescadores, cargadores de muelles, 
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trabajadores de las plantaciones, arrendatarios y aparceros, personal de enfermería y 

personal de hoteles y restaurantes.  

 

Los gobiernos deben rendir informes cada dos años respecto de los convenios 

fundamentales y de los convenios prioritarios y cada cinco años respecto de la mayor parte 

del resto de convenios ratificados. 

 

De lo señalado hasta aquí, se tiene que las Recomendaciones son uno de los tipos de 

decisiones que adopta la Conferencia General, que no son instrumentos vinculantes para los 

Estados Miembros y que recogen directrices que pueden llegar a orientar la política y las 

acciones nacionales.  

 

Además de las anteriores, la Constitución de la OIT prevé las Recomendaciones formuladas 

por las Comisiones de Encuesta en los casos en que se formulen quejas contra cualquier 

Miembro por la falta de adopción de medidas para el cumplimiento de un convenio. Esta 

segunda modalidad de recomendación hace parte de los sistemas de control de la OIT.  

 

3.1.4. SISTEMAS DE CONTROL REGULARES: 

 

La OIT dispone de dos sistemas de control: regulares y especiales. Los sistemas de control 

regulares se basan en: 

• La ratificación de las normas internacionales del trabajo, 

• La obligación de informar periódica y regularmente sobre las medidas tomadas para 

hacer efectivas las disposiciones de dichos instrumentos normativos, 

• La presentación de reclamaciones y de quejas respecto a la aplicación de un convenio.  

 

En relación con reclamaciones referentes a la aplicación de un convenio, el artículo 24 de la 

Constitución de la OIT establece que “Toda reclamación dirigida a la Oficina 

Internacional del Trabajo por una organización profesional de empleadores o de 

trabajadores en la que se alegue que cualquiera de los Miembros no ha adoptado medidas 
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para el cumplimiento satisfactorio, dentro de su jurisdicción, de un convenio en el que 

dicho Miembro sea parte podrá ser comunicada por el Consejo de Administración al 

gobierno contra el cual se presente la reclamación y podrá invitarse a dicho gobierno a 

formular sobre la materia la declaración que considere conveniente”.  

 

La Constitución consagra la posibilidad de hacer pública la reclamación que se formule por 

la aplicación de un convenio. Sobre el particular, en el artículo 25 señala que “Si en un 

plazo prudencial no se recibiere ninguna declaración del gobierno contra el cual se haya 

presentado la reclamación, o si la declaración recibida no se considerare satisfactoria por 

el Consejo de Administración, éste podrá hacer pública la reclamación y, en su caso, la 

respuesta recibida”.  

 

Así mismo, la Constitución de la OIT prevé la presentación de quejas respecto a la 

aplicación de un convenio. Con fundamento en el artículo 26:  

“Cualquier Miembro podrá presentar ante la Oficina Internacional del Trabajo una queja 

contra otro Miembro que, a su parecer, no haya adoptado medidas para el cumplimiento 

satisfactorio de un convenio que ambos hayan ratificado en virtud de los artículos 

precedentes.  

2. El Consejo de Administración podrá, si lo considerare conveniente y antes de referir el 

asunto a una comisión de encuesta, según el procedimiento que más adelante se indica, 

ponerse en relación con el gobierno contra el cual se presente la queja, en la forma 

prevista en el artículo 24. 

 3. Si el Consejo de Administración no considerase necesario comunicar la queja al 

gobierno contra el cual se haya presentado, o si, hecha la comunicación, no se recibiere 

dentro de un plazo prudencial una respuesta que le satisfaga, el Consejo de Administración 

podrá nombrar una comisión de encuesta encargada de estudiar la cuestión planteada e 

informar al respecto”.  

 

Así, pues, las quejas recibidas en aplicación del artículo 26 de la Constitución de la OIT 

podrán someterse a una Comisión de Encuesta, en cuyo caso cada Miembro, le concierna o 
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no directamente la queja, se obliga a poner a disposición de la Comisión toda la 

información que tuviere en su poder relacionada con el objeto de la queja. La Comisión de 

Encuesta, después de examinar detenidamente la queja, redactará un informe en el cual 

expondrá el resultado de sus averiguaciones sobre todos los hechos concretos que permitan 

precisar el alcance del litigio, así como las recomendaciones que considere apropiado 

formular con respecto a las medidas que debieran adoptarse para dar satisfacción al 

gobierno reclamante, y a los plazos dentro de los cuales dichas medidas debieran 

adoptarse.70  

 

El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará el informe de la 

Comisión de Encuesta al Consejo de Administración y a los gobiernos a los cuales 

concierna la queja, y procederá a su publicación. Cada uno de los gobiernos interesados 

deberá comunicar al Director General de la Organización Internacional del Trabajo, dentro 

de un plazo de tres meses, si acepta o no las recomendaciones contenidas en el informe de 

la comisión y, en caso de que no las acepte, si desea someter la queja a la Corte 

Internacional de Justicia.71  

 

La Corte Internacional de Justicia podrá confirmar, modificar o anular las conclusiones o 

recomendaciones que pudiere haber formulado la comisión de encuesta. La decisión de la 

Corte será inapelable72.  

 

En caso de que un miembro no dé cumplimiento dentro del plazo prescrito a las 

recomendaciones que pudiere contener el informe de la comisión de encuesta o la decisión 

de la Corte Internacional de Justicia, según sea el caso, el Consejo de Administración 

 
70 Ver, artículos 27, 28, 29 y de la Constitución de la OIT. En el párrafo 78 del Manual de Procedimientos en 

materia de convenios y recomendaciones se reconoce que “No existe un reglamento en relación con el 

procedimiento de las comisiones de encuesta: siempre que se ha remitido un asunto a una comisión de 

encuesta, el Consejo de Administración ha dejado que sea la propia comisión la que determine su 

procedimiento, en consonancia con la Constitución y sujetándose únicamente a la orientación general del 

Consejo de Administración. En los informes de las distintas comisiones se detalla el procedimiento aplicado 

para el examen de las quejas, la tramitación de las comunicaciones de las partes y de otras personas u 

organizaciones interesadas y la organización de las audiciones”.  
71 Ver, artículo 29 de la Constitución de la OIT. 
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recomendará a la Conferencia las medidas que estime convenientes para obtener el 

cumplimiento de dichas recomendaciones.73  

 

Esta es, entonces, una segunda modalidad de recomendación prevista en la OIT, que hace 

parte de los procedimientos de los sistemas regulares de control de la Organización. Por 

presentación de una Comisión de Encuesta en los casos de quejas interpuestas en aplicación 

del artículo 26 de la Constitución de la OIT –aplicación de un convenio de la OIT-, el 

Consejo de Administración o la Corte Internacional de Justicia, según el caso, podrán 

adoptar la correspondiente recomendación y exigir al Estado Miembro en cuestión que 

proceda al cumplimiento de lo ordenado.  

 

Pero, existe una tercera modalidad de recomendación, que surge con ocasión de los 

sistemas de control especiales en la OIT.  

 

3.1.5 SISTEMAS DE CONTROL ESPECIALES 

 

Como ya se indicó, además de los sistemas de control regulares, la OIT acude a sistemas de 

control especiales, los cuales se utilizan en los casos de reclamaciones concretas contra un 

Estado Miembro.  Los procedimientos de control en materia de libertad sindical hacen parte 

de esta modalidad de controles especiales.  

 

Al respecto, la OIT estableció un procedimiento especial para hacer cumplir los principios 

de libertad sindical, que cimentaron la fundación de la OIT, a tal punto que incluso se 

pueden presentar reclamaciones contra Estados Miembros que no hayan ratificado los 

convenios en esa materia. Ese procedimiento comenzó a gestarse en 1949 con ocasión de 

los debates de la Conferencia Internacional del Trabajo sobre la adopción de los Convenios 

Nos. 87 y 98, cuando se advirtió que los procedimientos regulares no permitían examinar 

rápidamente las quejas por el incumplimiento de los convenios ratificados y menos aún se 

 
72 Ver, artículos 31 y 32 de la Constitución de la OIT.  
73 Ver, artículo 33 de la Constitución de la OIT.  
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contaba con medios para controlar la aplicación de dichos convenios por parte de los 

Estados que no los hubieran ratificado.  

 

3.1.5.1. Organismos facultados para conocer de las quejas: En la actualidad existen en la 

OIT tres organismos facultados para conocer de las quejas por violación de la libertad 

sindical: a) el propio Consejo de Administración; b) la Comisión de Investigación y de 

Conciliación en materia de Libertad Sindical74 y c) el Comité de Libertad Sindical. Para los 

fines de la revisión de las sentencias de tutela que adelanta la Sala, se aludirá únicamente al 

tercero de los órganos de control enunciados.  

 

La OIT dispone de un documento que contiene el Procedimiento para el Examen de Quejas 

por Violaciones al Ejercicio de la Libertad Sindical75, del cual se extractaron buena parte de 

los aspectos que se señalan a continuación.  

 

 

 

 
74 La Comisión de Investigación y de Conciliación en Materia de Libertad Sindical fue instituida en enero de 

1950 por el Consejo de Administración, que además señaló el objeto, el procedimiento a seguir y los criterios 

para su composición. Por decisión del Consejo Económico y Social, en febrero de 1950 la Comisión fue 

puesta a disposición de la Naciones Unidas como mecanismo para procurar por la eficaz salvaguarda de los 

derechos sindicales. De conformidad con el procedimiento establecido, el Consejo Económico y Social 

transmite al Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo las quejas relativas a violación 

de los derechos sindicales que gobiernos u organizaciones sindicales obreras o patronales dirijan a las 

Naciones Unidas contra Estados Miembros de la OIT. El Consejo de Administración de la OIT decidirá sobre 

su envío a la Comisión de Investigación y de Conciliación. Cuando se trate de quejas por violación de los 

derechos sindicales recibidas por las Naciones Unidas, pero formuladas contra Estados que no son miembros 

de la OIT, se trasmitirán a la Comisión por intermedio del Consejo de Administración de la Oficina 

Internacional del Trabajo si el Secretario General de las Naciones Unidas ha recibido el consentimiento del 

gobierno interesado y el Consejo Económico y Social estima que las quejas merecen ser transmitidas. 
75 Según lo señala en Manual “La exposición hecha en este documento del procedimiento en vigor para el 

examen de quejas sobre violación de la libertad sindical se basa, por una parte, en las disposiciones 

adoptadas de común acuerdo por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo y por 

el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas en enero y febrero de 1950, y, por otra parte, en las 

decisiones adoptadas por el Consejo de Administración en su 117a reunión (noviembre de 1951), en su 123a 

reunión (noviembre de 1953), en su 132a reunión (junio de 1956), en su 140a reunión (noviembre de 1958), en 

su 144a reunión (marzo de 1960), en su 175a reunión (mayo de 1969), en su 184a reunión (noviembre de 

1971), en su 202a reunión (marzo de 1977) y en su 209a reunión (mayo-junio de 1979), en lo relativo al 

procedimiento interno de examen preliminar de las quejas y, por último, sobre ciertas decisiones adoptadas 

por el propio Comité de Libertad Sindical”. 
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3.1.5.2. El Comité de Libertad Sindical: es un órgano creado en 1951 por el Consejo de 

Administración, que tiene el carácter tripartito propio de la OIT. Se reúne tres veces por 

año y desde su creación ha estudiado más de 2000 casos.  

 

Está conformado por nueve miembros titulares y nueve miembros suplentes que provienen 

de manera equitativa de los grupos de gobierno, de empleadores y de trabajadores del 

Consejo de Administración. Los miembros suplentes reemplazan a los miembros titulares y 

tienen las mismas obligaciones que aquellos. Desde 1958 los miembros suplentes que lo 

soliciten pueden participar en las discusiones de los casos sometidos al Comité, cuando el 

Presidente así lo autorice.   

 

Las decisiones del Comité se adoptan por votación cuando no se logra unanimidad. Los 

suplentes no votan cuando lo hacen los miembros titulares del grupo. 

 

Las quejas se examinan así el Estado no haya ratificado los convenios de la OIT en materia 

de libertad sindical, en cuanto se asume que el procedimiento se fundamenta en principios 

constitucionales, según los cuales todos los Miembros tienen la obligación de reconocer las 

bases allí reconocidas.   

 

Una vez se toma conocimiento de las quejas en materia de libertad 

sindical, el Comité procede a considerar su admisibilidad. Al respecto, el Manual de 

Procedimientos en referencia dispone en el párrafo 80 que las quejas deben presentarse por 

escrito, firmadas y respaldadas con una prueba de los alegatos referentes a infracciones 

concretas en materia de libertad sindical.  

 

Las quejas deben proceder de organizaciones de empleadores, de trabajadores o de 

gobiernos. Por organización se entiende una organización nacional directamente interesada 

en el asunto; una organización internacional de empleadores o de trabajadores que tenga 
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relaciones consultivas con la OIT o una organización internacional de empleadores o de 

trabajadores, cuando las quejas se refieran a asuntos que afecten directamente a 

organizaciones afiliadas a la misma. En su primera reunión en enero de 1952, el Comité 

formuló un principio según el cual goza de entera libertad para decidir si una organización 

puede o no ser considerada como organización profesional de empleadores o de 

trabajadores según la Constitución de la OIT y no se considera ligado por ninguna 

definición nacional al respecto. 

 

Las quejas presentadas ante la OIT, ya sea directamente o por intermedio de las Naciones 

Unidas, deben emanar de organizaciones de trabajadores, de empleadores o de gobiernos, 

sin que sea condición que el país Miembro de que se trate haya o no ratificado los 

convenios sobre libertad sindical. En el Manual de Procedimientos está previsto un trámite 

diferente según se trate de países que han ratificado uno o varios convenios sobre libertad 

sindical o de aquellos que no los han ratificado. En el primer caso –cuando se han ratificado 

los convenios-, el examen del curso dado a las recomendaciones del Consejo de 

Administración incumbe normalmente a la Comisión de Expertos en Aplicación de 

Convenios y Recomendaciones, cuya intervención se invoca expresamente en las 

conclusiones de los informes del Comité. Esta medida no impide que el Comité examine 

por su cuenta el tratamiento dado a ciertas recomendaciones, de acuerdo con la naturaleza o 

la urgencia de los respectivos asuntos. Colombia es uno de los países que han ratificado los 

convenios sobre libertad de sindicalización, derecho de sindicalización y negociación 

colectiva.  

 

En el segundo caso –convenios no ratificados por el país-, si no se logra una respuesta o si 

la misma es insatisfactoria, puede seguirse tratando periódicamente el asunto y por 

invitación del Comité el Director General solicita al gobierno informaciones sobre el curso 

dado a las recomendaciones aprobadas por el Consejo de Administración. Por su parte, el 

Comité efectúa, con alguna regularidad, una recapitulación de la situación.  

 



 78 

Cuando las declaraciones contenidas en la queja y las observaciones presentadas por el 

gobierno sean contradictorias y ninguna aporte elementos de prueba, el Comité, al estar 

imposibilitado para formarse una opinión con conocimiento de causa, queda facultado para 

obtener del querellante informaciones complementarias escritas sobre los términos de la 

queja que exigieren una mayor precisión. Estos nuevos comentarios podrán igualmente ser 

contestados por el gobierno.  

 

Con el fin de mantener al querellante regularmente informado de las principales etapas del 

procedimiento, se le indica después de cada reunión del Comité que la queja ha sido 

sometida al Comité y, si éste no llegó a una conclusión que aparezca en su informe; se le 

indica también, según el caso, que el examen fue aplazado por falta de observaciones del 

gobierno, o que el Comité pidió al gobierno ciertas informaciones 

 

Cuando la queja original o la información complementaria estén suficientemente fundadas, 

se transmiten al gobierno con la invitación para que comunique al Director General sus 

observaciones, en el plazo que se determine según la fecha de la siguiente reunión del 

Comité.  

 

El Comité clasifica los casos en aquellos considerados como urgentes y aquellos que lo son 

menos. Hacen parte del primero los que tratan sobre la vida o la libertad de las personas, los 

que afectan la libertad de acción de un movimiento sindical en su conjunto, los casos 

relativos a un estado permanente de emergencia, los que implican la disolución de una 

organización, así como aquellos en que ya se ha presentado un informe al Consejo de 

Administración. Anteriormente, los informes del Comité sobre casos urgentes eran 

sometidos inmediatamente al Consejo de Administración y los informes sobre los casos 

menos urgentes se remitían a la siguiente reunión del Consejo. Pero, a partir de 1977 todos 

los casos examinados se incluyen en el informe del Comité que es sometido al Consejo de 

Administración. Se adoptó este sistema dado que la mayor parte de los casos eran 

catalogados como urgentes y que el examen de los que quedaban pendientes no impedía 

que el Consejo de Administración examinara los casos urgentes presentados.  
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La Oficina puede pedir en todo momento al demandante que especifique las infracciones 

que son objeto de su queja, si ésta no es lo suficientemente precisa; así mismo, que 

comunicará al demandante que debe presentar información complementaria destinada a 

justificar su queja, en el plazo de un mes. Luego, la Oficina transmite los alegatos al 

gobierno para que conteste en el plazo dado. Con base en lo recaudado, el Comité decide si 

ha de formular una conclusión o pedir al gobierno información complementaria.    

 

El Comité de Libertad Sindical, luego de analizar la queja presentada y las observaciones 

remitidas por los gobiernos interesados, puede informar al Consejo de Administración que 

un caso no requiere un examen más detallado cuando verifica, por ejemplo, que los hechos 

alegados no constituyen violación al ejercicio de los derechos sindicales, que por ser de 

carácter netamente político no ameritan dar curso al asunto o que al ser demasiado 

generales no permiten un examen de fondo del problema. Así mismo, puede suceder que el 

querellante no allegue las pruebas suficientes para justificar que el asunto sea transmitido a 

la Comisión de Investigación y conciliación.  

 

El Comité puede recomendar que el Consejo de Administración comunique a los gobiernos 

interesados las conclusiones del Comité, llamándoles la atención sobre las anomalías 

comprobadas e invitándolos a tomar las medidas adecuadas para remediarlas. En los casos 

en que el Comité sugiera al Consejo de Administración la formulación de recomendaciones 

a un gobierno, agrega a sus conclusiones un apartado en el que invita al gobierno interesado 

a informar, después de cierto período razonable según las circunstancias del caso, el 

tratamiento dado a las recomendaciones que se le hubieren formulado.  

 

En suma, el Comité de Libertad Sindical no está facultado para proferir, de manera directa, 

recomendaciones vinculantes para los Estados Miembros. Sus conclusiones y 

recomendaciones serán sometidas para adopción por el Consejo de Administración. Al 

respecto, el párrafo 79 del Manual de Procedimientos señala expresamente que el Comité 
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de Libertad Sindical “Examina las quejas de violación de la libertad sindical y somete sus 

conclusiones y recomendaciones al Consejo de Administración”76.  

 

Por su parte, será el Consejo de Administración el que señale las anomalías al gobierno en 

cuestión y le solicite que tome medidas para corregirlas. Cuando se trate de quejas 

formuladas contra Estados que han ratificado los convenios sobre libertad sindical, como 

Colombia, el Consejo de Administración puede encargar a la Comisión de Expertos el 

seguimiento del caso.77 

 

La Comisión de Investigación y Conciliación en Materia de Libertad Sindical sólo 

puede examinar un caso cuando el gobierno contra el que se ha presentado la queja da su 

conformidad78. Los primeros gobiernos contra los que se invocó este procedimiento no 

dieron su beneplácito, por lo cual la Comisión estuvo paralizada hasta 1964. Debido a ello, 

el Comité de Libertad Sindical, que no necesitaba ese consentimiento, pasó de ser un 

órgano cuya función se entendía al principio como un mecanismo de filtro al servicio de la 

Comisión a ser un órgano independiente que puede examinar las quejas, lo que hasta ahora 

ha hecho en casi 2.000 casos. El Comité está compuesto por nueve miembros titulares y 

nueve suplentes, escogidos, sobre una base tripartita, entre los componentes del Consejo de 

Administración de la OIT. Se reúne tres veces al año   

 

 
76 El procedimiento del Comité de Libertad Sindical se describe en varias decisiones del Consejo de 

Administración, adoptadas entre sus 117.a (noviembre de 1951) y 209.a (mayo-junio de 1979) reuniones, así 

como en folletos y otras publicaciones de la OIT. 
77 El Manual establece en el párrafo 81 que “Al adoptar sus conclusiones, el Comité puede recomendar al 

Consejo de Administración que las comunique al gobierno, destacando las anomalías e invitándole a que 

adopte medidas encaminadas a subsanarlas, y a que facilite información complementaria sobre las mismas. 

También puede recomendar que se remita el asunto a la Comisión de Investigación y de Conciliación en 

Materia de Libertad Sindical”. Y agrega que “Si el Estado ha ratificado los convenios sobre la libertad 

sindical pertinentes, la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones se ocupa del 

asunto con arreglo al dispositivo ordinario de control. En cualquier otro caso, el propio Comité examina el 

asunto de cuando en cuando, y puede pedir a la Oficina que solicite de los gobiernos que faciliten información 

complementaria sobre las medidas adoptadas”.  
78 Sin embargo, no se requiere el consentimiento si el Estado interesado ha ratificado los convenios de la OIT 

sobre libertad sindical, ya que en tal caso puede procederse a examinar la queja con arreglo al procedimiento 

establecido en el artículo 26. Revista Internacional del Trabajo 196 
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Pueden presentar quejas los gobiernos y las organizaciones de empleadores y de 

trabajadores que aleguen alguna vulneración del derecho a la libertad sindical. La 

característica que distingue a la Comisión del Comité es que éste puede examinar las quejas 

tanto si el país interesado ha ratificado como si no ha. Ratificado alguno de los convenios 

de la OIT sobre el tema de que se trate, ya que su autoridad se deriva directamente de la 

Constitución y, por consiguiente, pueden presentarse quejas contra cualquier Estado 

Miembro de la OIT. Si el gobierno en cuestión no ha ratificado los convenios pertinentes de 

la OIT, el propio Comité de Libertad Sindical efectúa el seguimiento de las medidas 

adoptadas con respecto a las quejas. Si los ha ratificado, la encargada del seguimiento es la 

Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones.  

 

3.1.6 NORMAS Y ALGUNOS CASOS PRESENTADOS ANTE LA OIT: 

 

En 1948 se registraron dos acontecimientos notables en el mundo naciente de la legislación 

internacional de derechos humanos. Cronológicamente, el primero fue la adopción por la 

OIT del Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación 

(núm. 87). El segundo, pocos meses después, fue la aprobación por las Naciones Unidas de 

la Declaración Universal de Derechos Humanos. La estrecha relación existente en aquel 

momento entre algunos puntos de ambos instrumentos se ha mantenido desde entonces 

mediante el proceso de control de la OIT. 

 

Por supuesto, la Declaración Universal tiene gran importancia para la labor de la OIT de 

promoción y defensa de los derechos humanos. Como declaró la Comisión de Expertos en 

Aplicación de Convenios y Recomendaciones en el informe de su reunión de 1997. Tiene 

especial interés para la OIT el hecho de que en el párrafo 4 del artículo 23 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos se proclame que «toda persona tiene derecho a fundar 

sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses». Se trata de una manifestación 

más concreta del derecho enunciado en el artículo 20 de la Declaración Universal «a la 

libertad de reunión y de asociación pacíficas». 
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La inclusión de ese principio en la Declaración Universal estuvo precedida por su 

incorporación en tres instrumentos jurídicos importantes de la OIT. El primero de ellos es 

la Constitución, que en su versión original como Parte XIII del Tratado de Versalles79 

proclamaba que las Altas Partes Contratantes consideraban ser de «importancia particular y 

urgente» el derecho de asociación «para todos los fines que no sean contrarios a las Leyes», 

tanto para los trabajadores como para los empleadores80. En el preámbulo de la 

Constitución se citan explícitamente los derechos sindicales entre las medidas que pueden 

mejorar las condiciones del trabajador y asegurar la paz. Cuando en 1944 la OIT adoptó la 

Declaración de Filadelfia, el segundo de esos textos fundamentales, y en 1946 la incorporó 

en la Constitución, reafirmó que la libertad sindical constituye uno de los principios 

fundamentales en que se basa la Organización y la calificó de «esencial para el progreso 

constante». También se refirió al «reconocimiento efectivo del derecho de negociación 

colectiva, la cooperación de empleadores y de trabajadores para mejorar continuamente la 

eficiencia en la producción, y la colaboración de trabajadores y empleadores en la 

preparación y aplicación de medidas sociales y económicas». 

 

Desarrollo de la libertad sindical mediante el control de la OIT 191 derecho de asociación 

(territorios no metropolitanos) (núm. 84), que no sólo se refiere al derecho de los 

empleadores y de los trabajadores a asociarse para cualquier fin lícito, sino también a la 

celebración de contratos colectivos y consultas y a la solución de los conflictos laborales. 

Aunque sólo cuatro países5 lo ratificaron, este Convenio tuvo importantes efectos para el 

desarrollo del derecho internacional en la materia. 

 

Ese mismo año, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas examinó informes 

sobre la libertad sindical presentados por la Federación Sindical Mundial 6 y la Federación 

Estadounidense del Trabajo (AFL) y decidió pedir a la OIT que incluyera esos temas en el 

 
79 Instituto de Reformas Sociales de España: Organismo permanente para la legislación internacional del 

trabajo (Datos y antecedentes sobre las deliberaciones de la Conferencia de la paz y la Conferencia 

internacional de Washington. Octubre 1919). Madrid, 1919, págs. 26-40 
80 A raíz de la enmienda introducida en 1946, en la Constitución de la OIT ya no figuran las palabras “para 

todos los fines que no sean contrarios a las Leyes”. 
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orden del día de su Conferencia. La OIT así lo hizo, al aprobar en 1947 una resolución que 

preparó el terreno para la adopción del Convenio núm. 87 en 1948, meses antes de que se 

aprobase la Declaración Universal, y del Convenio núm. 98 poco después, en 1949. 

 

CASOS: El Estado no protege el derecho de asociación sindical de los trabajadores de las 

empresas: Seatech International INC. Atunes de Colombia S.A. y Pezcatun de Colombia 

S.A. que funcionan en el mismo lugar, de tres sindicatos organizados allí dos fueron 

liquidados, y en febrero de 2000 el SINDICATO SINTRALIMENTICIA denuncia que creo 

la Sub-directiva de Cartagena se pusieron los trabajadores en grave riesgo de ser 

despedidos.  

 

Violaciones al fuero sindical: 

 

En Colombia hay un proceso de desconocimiento del fuero sindical, recordemos que la 

reforma laboral también ha recortado el fuero sindical, y si bien se avanzó en reconocerlo 

para los servidores  públicos y en establecer la competencia en los Jueces Laborales la 

realidad es que es violado de manera permanente por los empleadores particulares y como 

por el Estado contra sus servidores. 

 

UTRADEC filial de la CGTD reportó una serie de despidos ocurridos en el año 2000 de 

trabajadores directivos sindicales con Fuero Sindical, algunos de ellos también llevan más 

de 10 años de antigüedad en esas entidades,  los casos son los siguientes: 

 

“Sin interesar la norma constitucional, la Legislación laboral Colombiana y Convenios 

Internacionales de la OIT, sobre garantía y protección al derecho al trabajo y respeto al 

fuero sindical; amparados en los procesos de modernización y reestructuración de las 

instituciones y dependencias del Estado se han despedido inmisericordemente servidores 

públicos y directivos sindicales amparados por la garantía del fuero sindical,  lo que tiene 

rango constitucional y legal pero que en la práctica es constantemente desconocida. 
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Directivos Sindicales que en la mayoría de los casos llevan más de 10 años al servicio de la 

Institución y representando a los trabajadores en la dirección de la Organización Sindical. 

 

La administración departamental de Arauca en el año 1999, emprendió un proceso de 

reestructuración administrativa, durante el cual se despidió cerca de 200 servidores 

públicos, entre ellos 155 trabajadores oficiales amparados por la Convención Colectiva la 

que les permitía acción de reintegro interpuestas  ante la jurisdicción ordinaria. 

 

El CLS permanentemente sobre este punto hace llamados al gobierno colombiano “que la 

protección contra la  discriminación anti-sindical deberá ejercerse especialmente contra 

todo acto que tenga por objeto despedir  a un trabajador  o perjudicarlo en cualquier otra 

forma a causa de su afiliación sindical o a (sic) la participación en actividades sindicales”, y 

solicitó al gobierno investigar la conducta de la empresa ALFAGRES S. A., pide al 

gobierno que envíe sin demora sus observaciones  en relación con la campaña anti-sindical 

intimidando a los trabajadores que desean afiliarse al Sindicato  de  Trabajadores del 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público (SINTRHA) y solicita al sindicato afectado que 

envíe sus comentarios sobre la declaración del gobierno relativa a la no inscripción de las 

reformas de sus estatutos. Finalmente recordó al gobierno que anteriormente “solicitó al 

gobierno que tomara las medidas necesarias para permitir que los dirigentes sindicales   y 

trabajadores afiliados al sindicato SINTRATEXTILIA que hubieran sido despedidos por 

sus actividades legítimas pudieran obtener el reintegro en sus puestos de trabajo”. 

 

CASO: El caso de SINTRAYOPAL, en donde el Decreto 228 del 24 de diciembre de 1999, 

se suprimieron unos cargos, dejando a las compañeras SANDRA PATRICIA RUSSI y 

MARIA LIBRADA GARCIA, quienes tenían fuero sindical, fuera de la planta de personal, 

violando el debido proceso y la garantía prevista en el artículo 39 de la Constitución 

Política de nuestro país. 

 

Al examinar el caso 1836, el CLS solicitó al gobierno que tome medidas para la inscripción  

del Sindicato de Trabajadores de Instituciones de Salud, que promueva la negociación 
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voluntaria  entre las partes para solucionar los conflictos del Hotel Tequendama, 

Colombian Sewing Machine Company S.A. y Planeta Colombiana Editorial S.A., que 

garantice al Sindicato de Trabajadores al Servicio del  Departamento del Meta y a la 

Federación  General de  Trabajadores Democráticos( CGTD Valle del Cauca) el derecho a 

redactar libremente sus estatutos sindicales y le recuerda la importancia para las 

organizaciones sindicales de poder “fijar por si mismas las condiciones y modalidades de 

elección de sus dirigentes” por lo cual pide al gobierno que inscriba al comité ejecutivo de 

la Federación de trabajadores Democráticos (CGTD Valle del Cauca). 

 

En su primer examen (informe 248.), el CLS examinó también el despido de algunos 

trabajadores amparados por fuero sindical y urgió al Gobierno para que la protección legal 

prevista en el CST contra los actos de discriminación anti-sindical en perjuicio de los 

trabajadores amparados por el fuero sindical sea puesta en práctica.  

 

3.2 ASPECTOS GENERALES –ONU: CONSOLIDACIÓN DEL PRINCIPIO DE 

LIBERTAD SINDICAL FUERA DE LA OIT. NACIONES UNIDAS 

 

El párrafo 4 del artículo 23 de la Declaración Universal de Derechos Humanos antes citado 

emplea unas palabras inspiradas directamente en el Convenio núm. 87, y constituye una 

declaración general de la misma filosofía. En el artículo 2 del Convenio núm. 87 se 

establece lo siguiente: 

 

Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, tienen 

el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de 

afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición de observar los estatutos de las 

mismas. 

 

La principal diferencia con el texto de la Declaración Universal es que en ésta no se 

menciona a los empleadores. Además, por supuesto, se detiene en la expresión general del 

principio, como le corresponde. 
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En 1966, las Naciones Unidas codificaron en dos textos fundamentales los principios 

establecidos en la Declaración: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Ambos entraron en 

vigor diez años después, una vez obtenido un número suficiente de ratificaciones. Son los 

instrumentos internacionales de derechos humanos de amplio alcance que tienen mayor 

influencia. También se inspiraron en disposiciones anteriores de la OIT en materia de 

libertad de asociación y sindicación. 

 

El artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos es la única de sus 

disposiciones que se refiere de manera pormenorizada a la libertad sindical. El primer 

párrafo de dicho artículo reproduce de forma casi exacta el párrafo 4 del artículo 23 de la 

Declaración Universal. En el segundo párrafo se declara que el ejercicio de tal derecho 

«sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una 

sociedad democrática» y se autoriza «la imposición de restricciones legales al ejercicio de 

tal derecho cuando se trate de miembros de las fuerzas armadas y de la policía», al igual 

que el Convenio núm. 87. El tercer párrafo dice así: 

 

Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados Partes en el Convenio de la 

Organización Internacional del Trabajo de 1948, relativo a la libertad sindical y a la 

protección del derecho de sindicación, a adoptar medidas legislativas que puedan 

menoscabar las garantías previstas en él ni a aplicar la ley de tal manera que pueda 

menoscabar esas garantías. 

 

En esta notable disposición, que también figura en el otro Pacto, se garantiza la total 

conformidad legislativa con el Convenio núm. 87. El Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales trata el asunto de manera más pormenorizada en su 

artículo 22..81 

 

 
81 Publicaciòn de naciones unidas,  Cuadragésimo aniversario de la declaraciòn Universal e los Derechos 

humanos, Recopilación de instrumentos internacionales, Nueva Cork 1988. Pág. 18 
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Valticos y Von Potobsky82 comparan este artículo con las normas de la OIT y destacan las 

ventajas relativas de los dos planteamientos: Esta disposición no es tan pormenorizada 

como el Convenio núm. 87. Además, las restricciones que autoriza pueden llegar a reducir 

considerablemente el alcance de la protección que establece. Es el caso de las limitaciones 

que se autorizan, contrariamente al Convenio núm. 87, por lo que respecta a los miembros 

de la administración del Estado. También es el caso de las restricciones «que sean 

necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden 

público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos», que no figuran en el 

Convenio núm. 87. No obstante, las obligaciones derivadas del indicado Convenio son 

preservadas de manera expresa mediante la salvedad establecida en el párrafo 3 del artículo 

8 del Pacto. Por otra parte, este artículo reconoce el derecho de huelga, pero las condiciones 

de su ejercicio quedan a discreción de las legislaciones nacionales. 

 

Por consiguiente, aunque presentan algunas diferencias, los textos de la OIT y de las 

Naciones Unidas son casi totalmente coincidentes. Ni que decir de los órganos de control 

de ambas organizaciones no los han desarrollado de forma diferente. A continuación 

presento en forma breve su estructura general para verificar su similitud. 

 

3.2.1 Asamblea General- Antecedentes 

 

La Asamblea General es el principal órgano deliberante. En ella están representados todos 

los Estados Miembros, cada uno con un voto. Las votaciones sobre asuntos importantes, 

como los relacionados con la paz y la seguridad, el ingreso de nuevos Miembros y las 

cuestiones presupuestarias, se deciden por mayoría de dos tercios. Las demás, por mayoría 

simple. 

 

 

 

 
82 7 VALTICOS,  Nicolas y VON POTOBSKY,  Geraldo: International labour law, segunda edición revisada 

(Deventer, Kluwer, 1995), pág. 105 

http://www.un.org/spanish/aboutun/unmember.htm


 88 

 

 

3.2.2 Funciones y poderes 

 

La Carta asigna a la Asamblea General las funciones y los poderes siguientes:  

 

Considerar los principios de la cooperación en el mantenimiento de la paz y la seguridad 

internacionales, incluso los principios que rigen el desarme y la regulación de los 

armamentos, y hacer recomendaciones al respecto. 

 

Discutir toda cuestión relativa a la paz y la seguridad internacionales y, salvo en casos en 

que el Consejo de Seguridad esté examinando una controversia o situación, hacer 

recomendaciones al respecto.83 

 

Tratar y, con la misma salvedad, hacer recomendaciones sobre cualquier cuestión dentro de 

los límites de la Carta o que afecte a los poderes o las funciones de cualquier órgano de las 

Naciones Unidas.  

 

Promover estudios y hacer recomendaciones para fomentar la cooperación política 

internacional, impulsar el derecho internacional y su codificación, ayudar a hacer efectivos 

los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos y fomentar la cooperación 

internacional en materias de carácter económico, social, cultural, educativo y sanitario. 

 

Recomendar medidas para el arreglo pacífico de cualquier situación, sea cual fuere su 

origen, que pueda perjudicar las relaciones amistosas entre naciones. 

 

 
83 De conformidad con la resolución "Unión pro paz", adoptada por la Asamblea General en noviembre de 

1950, la Asamblea puede tomar medidas si el Consejo de Seguridad, por falta de unanimidad entre sus 

miembros permanentes, no las toma en un caso en que parezca haber amenaza a la paz, quebrantamiento de la 

paz o acto de agresión. La Asamblea está facultada para considerar el asunto inmediatamente, a fin de 

recomendar a los Miembros la adopción de medidas colectivas, inclusive, en casos de quebrantamiento de la 

paz o de acto de agresión, el empleo de la fuerza armada si fuera necesario para mantener o restablecer la paz . 

http://www.un.org/spanish/aboutun/charter/index.htm
http://www.un.org/spanish/docs/sc/
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Recibir y considerar los informes del Consejo de Seguridad y de los demás órganos de las 

Naciones Unidas. 

 

Examinar y aprobar el presupuesto de las Naciones Unidas y fijar las cuotas de los 

Miembros. 

 

Elegir a los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad, los miembros del Consejo 

Económico y Social y, si fuera necesario, a nuevos miembros del Consejo de 

Administración Fiduciaria; elegir, con el Consejo de Seguridad, a los magistrados de la 

Corte Internacional de Justicia; y, por recomendación del Consejo de Seguridad, nombrar al 

Secretario General. 

 

3.2.3 Períodos de sesiones 

 

Por lo general, el período ordinario de sesiones de la Asamblea General empieza cada año 

en septiembre. A partir de su quincuagésimo octavo período ordinario de sesiones (2003-

2004), el período ordinario de sesiones de la Asamblea se inaugurará el martes de la tercera 

semana de septiembre, contando desde la primera semana en que exista al menos un día 

hábil. La elección del Presidente de la Asamblea, así como las de sus 21 vicepresidentes y 

de los presidentes de sus seis Comisiones Principales, tendrá lugar al menos tres meses 

antes del comienzo del período ordinario de sesiones. Para que todas las regiones estén 

representadas equitativamente, la presidencia de la Asamblea se rota anualmente entre 

cinco grupos de Estados: los de África, Asia, Europa Oriental, América Latina y Europa 

Occidental y otros Estados. 

 

La Asamblea puede reunirse también en períodos extraordinarios de sesiones a petición del 

Consejo de Seguridad, de una mayoría de los Miembros de las Naciones Unidas o de un 

Miembro si la mayoría está de acuerdo. Hay además períodos extraordinarios de sesiones 

de emergencia; éstos se pueden convocar a las 24 horas de recibida una solicitud del 

Consejo de Seguridad aprobada por el voto de nueve de sus miembros, o por una mayoría 

http://www.un.org/spanish/documents/esc/index.htm
http://www.un.org/spanish/documents/esc/index.htm
http://www.un.org/spanish/aboutun/organs/tc.htm
http://www.un.org/spanish/aboutun/organs/tc.htm
http://www.un.org/spanish/aboutun/organs/icj.htm
http://www.un.org/spanish/aboutun/sg/pages/sg_biography.html
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de los Miembros de las Naciones Unidas, o por un Miembro si la mayoría está de acuerdo. 

 

Cada período ordinario de sesiones de la Asamblea empieza con un debate general, en el 

que a menudo intervienen jefes de Estado o de gobierno y en el que los Estados Miembros 

expresan su opinión sobre los problemas internacionales más acuciantes. La mayoría de las 

cuestiones planteadas se examinan luego en las seis Comisiones Principales de la 

Asamblea. 

 

3.2.4 Comisiones Principales: 

 

Primera Comisión (Comisión de Desarme y Seguridad Internacional); 

Segunda Comisión (Comisión de Asuntos Económicos y Financieros); 

Tercera Comisión (Comisión de Asuntos Sociales, Humanitarios y Culturales); 

Cuarta Comisión (Comisión Política Especial y de Descolonización); 

Quinta Comisión (Comisión de Asuntos Administrativos y de Presupuesto); 

Sexta Comisión (Comisión Jurídica). 

 

Algunas cuestiones se examinan directamente en sesiones plenarias, mientras que otras se 

asignan a una de las seis Comisiones Principales. Las resoluciones y las decisiones, 

incluidas las presentadas por las Comisiones, se adoptan en sesiones plenarias, por lo 

general antes de que entre en receso el período ordinario de sesiones en diciembre, y se 

pueden aprobar sometiéndolas o no a votación. 

 

La Asamblea General suele aprobar sus resoluciones y decisiones por mayoría de los 

Miembros presentes y votantes. Las cuestiones importantes, como las recomendaciones 

relativas a la paz y la seguridad internacionales, la elección de miembros de algunos 

órganos principales y los asuntos de presupuesto, se deciden por mayoría de dos tercios. 

Las votaciones se pueden realizar en forma de votación registrada, votación a mano alzada 

o votación nominal. 
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A pesar de que los gobiernos no están obligados jurídicamente a cumplir con las decisiones 

de la Asamblea, éstas tienen el peso de la opinión pública mundial y la autoridad moral de 

la comunidad internacional. La labor cotidiana de las Naciones Unidas responde 

primordialmente a los mandatos de la Asamblea General, que reflejan la voluntad de la 

mayoría de los Miembros expresada en las resoluciones y las decisiones aprobadas por la 

Asamblea. Esta labor es realizada por: 

 

Las comisiones y otros órganos establecidos por la Asamblea para estudiar cuestiones 

específicas como el desarme, el mantenimiento de la paz, el desarrollo y los derechos 

humanos e informar sobre ellas; Las Conferencias internacionales convocadas por la 

Asamblea, y La Secretaría de las Naciones Unidas, esto es, el Secretario General y los 

funcionarios internacionales bajo su mando. 

 

Si bien la Asamblea, únicamente está facultada para formular recomendaciones no 

vinculantes a los Estados a propósito de cuestiones de carácter internacional que 

correspondan a su ámbito de competencia, ha adoptado medidas —políticas, económicas, 

humanitarias, sociales y jurídicas— que han influido en la vida de millones de personas de 

todo el mundo. La Declaración del Milenio, aprobada en 2000 y que constituye un hito 

histórico, refleja el compromiso de todos los Estados Miembros de alcanzar los objetivos 

concretos que allí se establecen con el propósito de hacer realidad la paz, la seguridad y el 

desarme, junto con lograr el desarrollo y erradicar la pobreza, proteger el medio ambiente, 

atender las necesidades especiales de África y fortalecer las Naciones Unidas. 

 

En los últimos años se han hecho ímprobos esfuerzos para lograr el consenso sobre las 

cuestiones planteadas, en lugar de someterlas a votación, lo cual ha contribuido a que 

aumente el apoyo a las decisiones de la Asamblea, el presidente, tras consultar con las 

delegaciones y llegar a un acuerdo, puede proponer la aprobación de una resolución sin 

someterla a votación. 
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3.3 ASPECTOS GENERALES- OEA  

 

Organización supranacional, de carácter regional, en la que están integrados todos los 

estados independientes del continente americano (excepto Cuba). La OEA fue fundada por 

los 21 países que el 30 de abril de 1948, durante la IX Conferencia Panamericana, 

suscribieron el Pacto de Bogotá. Nacida en el contexto del panamericanismo, su precedente 

más inmediato fue la Oficina Internacional de las Repúblicas Americanas (llamada Unión 

Panamericana desde 1910), fundada en 1890 y que en 1948 se convirtió en Secretaría 

General de la OEA. 

 

Los principales objetivos de la OEA, tal y como establecen sus estatutos, son: 1) consolidar 

la paz y la seguridad en el continente; 2) promover y consolidar las democracias 

representativas, respetando las políticas de no intervención; 3) prevenir posibles causas de 

dificultades y asegurar el arreglo pacífico de las disputas que pudieran surgir entre los 

países miembros; 4) intentar llegar a un acuerdo entre los países en caso de agresión; 5) 

buscar la solución de los posibles problemas políticos, jurídicos y económicos que pudieran 

surgir entre ellos; 6) promover, a través de una cooperación activa, su desarrollo 

económico, social y cultural; y 7) lograr que efectivamente se limite la adquisición de 

armas convencionales, lo que permitiría que estas grandes inversiones de recursos se 

destinaran al desarrollo económico y social de los países miembros. 

 

La Carta fundacional de la OEA ha sido reformada en cuatro ocasiones: por el Protocolo de 

Buenos Aires (firmado en 1967 y vigente desde 1970), por el Protocolo de Cartagena de 

Indias (aprobado en 1985 y vigente desde 1988), por el Protocolo de Washington (1992, 

vigente desde 1997) y por el Protocolo de Managua (1993, vigente desde 1996)84. 

 

 
84 Mayor información en http://www.oas.org. 
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Estas enmiendas estatutarias (que para ser efectivas requieren la ratificación de dos terceras 

partes de los países miembros) fueron creadas con los siguientes propósitos: lograr una 

mejor integración y desarrollo económico entre las naciones del continente, promover y 

defender las democracias representativas, ayudar a superar la pobreza y lograr una mejor 

utilización de los suministros de cooperación técnica. El Protocolo de Washington estipuló 

que la erradicación de la pobreza extrema era uno de los objetivos primordiales de la OEA, 

ya que dicho problema constituye un obstáculo para el pleno desarrollo de los pueblos del 

continente americano. 

 

3.3.1 Estructura  

 

Los principales órganos de la OEA son la Asamblea General, la Reunión de Consulta de 

Ministros de Relaciones Exteriores, el Consejo Permanente y la Secretaría General. Entre 

sus organismos especializados se encuentran el Consejo Interamericano para la Educación, 

la Ciencia y la Cultura (CIECC), el Consejo Interamericano Económico y Social (CIES), el 

Comité Jurídico Interamericano (CJI), la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH), el Instituto Indigenista Interamericano (III) y la Organización Panamericana de la 

Salud (OPS). Tras la ratificación del Protocolo de Managua, un nuevo Consejo 

Interamericano para el Desarrollo Integral reemplazó al CIES y al CIECC. 

 

El secretario general, responsable máximo de la Secretaría General, es elegido por la 

Asamblea General por un periodo de cinco años y no puede ser reelegido por más de dos 

periodos consecutivos. La sede de la Secretaría General se encuentra en la ciudad de 

Washington (Estados Unidos), aunque también cuenta con oficinas en otros países 

miembros. 

 

3.3.2 Miembros  

 

Los miembros fundadores de la OEA fueron Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, 

Costa Rica, Cuba (excluida de la Organización en 1962), República Dominicana, Ecuador, 
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El Salvador, Estados Unidos, Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, 

Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela. Con posterioridad adquirieron la condición de 

estados miembros: Barbados (1967), Trinidad y Tobago (1967), Jamaica (1969), Granada 

(1975), Surinam (1977), Dominica (1979), Santa Lucía (1979), Antigua y Barbuda (1981), 

San Vicente y las Granadinas (1981), Bahamas (1982), Saint Kitts y Nevis (1984), Canadá 

(1990), Belice (1991) y Guyana (1991). 
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4. CONTROL EN COLOMBIA. 

 

4.1 BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 

 

Si como lo ordena la Constitución, los derechos y deberes allí consagrados deben ser 

interpretados "de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos 

ratificados por Colombia"(Art. 93), y "Los convenios internacionales del trabajo 

debidamente ratificados hacen parte de la legislación interna" (Art. 53 inc 4), las 

autoridades nacionales de todos los órdenes cometen un grave error : ignorando el derecho 

aplicable ; en su lugar, escogiendo normas desfavorables a los trabajadores, contrarias a la 

Constitución y a los deberes internacionales que el Estado se comprometió a cumplir."  

 

Así, queda claro que el bloque de constitucionalidad se construyó para interpretar las 

normas que fijan el alcance de los derechos, y el de la protección que les brindan, tanto las 

normas internacionales como los convenios incorporados a la legislación nacional, según lo 

establece el artículo 53 Superior.  

 

Es decir, el bloque de constitucionalidad se debe usar para los fines precisos que señala el 

artículo 93 de la Carta Política: para interpretar el alcance de los derechos consagrados en 

ella "de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados 

por Colombia". Y los Convenios 87 y 98 son parte de la legislación interna en cuanto 

fueron debidamente ratificados (C.P. Art., 53), por lo que son normas aplicables en cuya 

interpretación deben los jueces atender el criterio de los órganos de la OIT que son sus 

intérpretes legítimos y autoridades competentes para vigilar el cumplimiento de las 

obligaciones que se desprenden de la Constitución de la Organización Internacional del 

Trabajo.   
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De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, las recomendaciones de la OIT no son normas 

creadoras de obligaciones internacionales, sino meras directrices, guías o lineamientos que 

deben seguir los estados. 

 

Sin embargo, de igual manera se ha reiterado, que el legislador puede acudir a los 

Convenios proferidos al amparo de la Organización Internacional del Trabajo, para 

encontrar en ellos guías ineludibles que le permitirán establecer, si la regulación que se 

pretende realizar se adecua o no a la finalidad que se persigue con cada acreencia laboral o 

prestación social y, adicionalmente, si las condiciones impuestas logran asegurar su 

adquisición, goce y disfrute al amparo de los hechos que le sirven de fundamento. 

 

La Corte Constitucional de Colombia le ha concedido a los convenios y tratados 

internacionales del trabajo, la naturaleza de normas constitutivas del bloque de 

constitucionalidad por vía de interpretación, cuyo propósito consiste precisamente en servir 

de herramienta para desentrañar la naturaleza abierta e indeterminada de los conceptos 

jurídicos previstos en el Texto Superior. Al respecto, se ha dicho que:  

 

“Ahora bien, y conforme a reiterada jurisprudencia de esta Corte, para determinar cuáles 

son esos principios constitucionales mínimos del trabajo que deben ser respetados por 

cualquier reforma laboral, es necesario tomar en cuenta también los tratados internacionales 

que integran el bloque de constitucionalidad. En particular, en esta materia tienen mucha 

importancia los límites y deberes al Estado impuestos por los convenios de la OIT 

ratificados por Colombia, por el PIDESC, y por el Protocolo de San Salvador, todos los 

cuales hacen parte del bloque de constitucionalidad, de conformidad con lo ordenado por el 

artículo 93 de la Carta, que establece que los “derechos y deberes consagrados en esta 

Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 

humanos ratificados por Colombia.” Y es que esta Corporación ha precisado que todo 

tratado de derechos humanos ratificado por Colombia, que se refiera a derechos 

constitucionales, tiene rango constitucional y hace parte del bloque de constitucionalidad 

para efectos de determinar el alcance y contenido de los derechos constitucionales, pues no 
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otro puede ser el sentido de la cláusula de remisión del inciso segundo del artículo 93 

superior. Ha dicho al respecto esta Corporación que el inciso segundo del artículo 93-2 

“constitucionaliza todos los tratados de derechos humanos ratificados por Colombia y 

referidos a derechos que ya aparecen en la Carta y, en virtud de la regla hermenéutica 

sobre favorabilidad, el intérprete debe escoger y aplicar la regulación que sea más 

favorable a la vigencia de los derechos humanos”85. Y específicamente sobre la integración 

de los convenios de la OIT al bloque de constitucionalidad, la sentencia T-1303, 

Fundamento 3°, MP Marco Gerardo Monroy Cabra, señaló al respecto:  

 

“La opinión de que los convenios internacionales que tienen que ver con el derecho al 

trabajo quedarían por fuera del bloque de constitucionalidad porque en los Convenios de 

la OIT no hay mención expresa de que  queda prohibida su limitación en los estados de 

excepción  y porque su prevalencia es en el orden interno (inciso 1° articulo 93 de la 

Constitución Política), es una opinión que se cae de su peso si se considera que el bloque 

de constitucionalidad  se fundamenta en los dos incisos del artículo 93, el segundo de los 

cuales dice: “Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 

conformidad  con los tratados internacionales  sobre derechos humanos ratificados por 

Colombia”, lo cual significa que  es en virtud del inciso 2° del artículo 93 que   los 

Convenios 87 y 98 de la OIT hacen parte del bloque de constitucionalidad (Ver C-

010/2000).  La otra objeción consistente en que  los Convenios de la OIT no harían parte 

del bloque de constitucionalidad  porque el artículo 53 de la C.P. los ubica dentro de la 

legislación interna , es inconsistente porque el inciso 4° del artículo 53 de  la C.P. cuando 

determina que “Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados hacen 

parte de la legislación interna”, lo que hace es reafirmar aún más el deber de interpretar 

los derechos humanos (dentro de ellos los derechos sociales) de conformidad con los 

tratados internacionales. No tendría coherencia que se protegieran todos los derechos 

humanos menos los que se refirieran al derecho al trabajo, cuando en la Constitución de 

1991 el trabajo es un derecho fundante (artículo 1° C.P.), una finalidad de la propia Carta 

 
85  Sentencia T-1319 de 2001, MP Rodrigo Uprimny Yepes, Fundamento 12., tesis reiterada en las sentencias 

T-235A de 2002 y C-041de 2003. 



 99 

(Preámbulo), un derecho fundamental (artículo 25). En consecuencia, los Convenios de la 

OIT integran el bloque de constitucionalidad en virtud del inciso 2° del artículo 93 de la 

C.P. y tal característica se refuerza con lo determinado en el inciso 4° del artículo 53 

Ibídem.” (...)”. 

 

4.2 EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA DE DERECHOS DE 

ASOCIACIÓN Y SINDICALIZACIÓN 

 

Los Convenios 87 y 98 de la OIT integran el bloque de constitucionalidad con las 

disposiciones de la Carta, en virtud del artículo 93 de la Constitución Política de Colombia , 

se dice por nuestra Corte Constitucional: 

 

“Derecho de asociación y sindicalización: en el capítulo de derechos fundamentales de la 

Constitución Política, el artículo 39 establece el derecho de los trabajadores (y los 

empleadores) a constituir sindicatos, sin intervención del Estado. Tal facultad está en 

consonancia con la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), Art. 23.4,86 el 

Pacto Internacional de Derechos Sociales, Económicos y Culturales (1966) Art. 8, que 

consagra el deber de los Estados Parte de garantizar el derecho de toda persona de formar 

y afiliarse a sindicatos, y el Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre 

Derechos Humanos en Materia de Derechos Sociales, Económicos y Culturales (Protocolo 

de San Salvador, 1988) Art. 8, que incorporó a la Carta Americana el deber de las Partes 

de garantizar "a) El derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y afiliarse al de su 

elección, para la protección y promoción de sus intereses"87.  

 

Además, la Constitución de la OIT en su preámbulo, como uno de los propósitos de la 

Organización de luchar contra la injusticia social, propone mejorar las condiciones de los 

trabajadores - entre otros aspectos - en lo que atañe a la libertad sindical. Afianzando este 

 
86 Esta norma dice: "Art. 23. (...)4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la 

defensa de sus intereses". 
87 Sentencia T-1319 de 2001, MP Rodrigo Uprimny Yépez, Fundamento 12, tesis reiterada en las sentencias 

T-235ª de 2002 y C-041 de 2003. 
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compromiso y con el consenso de la comunidad internacional, se suscribió el Convenio 87 

(1948), Sobre la Libertad Sindical y el Derecho de Sindicación, en el cual se dice 

expresamente: "Artículo 1. Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo 

para el cual esté en vigor el presente Convenio se obliga a poner en práctica las 

disposiciones siguientes." Se confirma el derecho de los trabajadores de constituir 

sindicatos autónomos, y se advierte a las autoridades públicas que "deberán abstenerse de 

toda intervención que tienda a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal".88 Más 

tarde, el Convenio 98 reiteró este derecho, y la obligación de no injerencia externa.89 

 

Todas las normas de Convenios y Protocolos sobre derechos humanos (dentro de ellos las 

normas laborales como lo dijo la Corte en la T-568/99) se aplican internamente según el 

artículo 93 Constitución Política de Colombia  y la figura del bloque de 

constitucionalidad”. 

 

El bloque de constitucionalidad permite la adaptación histórica de las constituciones a las 

nuevas realidades sociales. De ahí que se dé una expansión con la recepción de los 

convenios de la OIT (dentro de ellos el 87 y el 98 sobre libertad sindical), como se aprecia 

en la citada sentencia T-568/99. Jurisprudencia  expresamente ratificada en la C-567/2000 

que en uno de sus apartes dijo: “Sin embargo, la Corte, al avocar conocimiento, sólo puede 

realizar el examen de las normas legales impugnadas frente a la Constitución, y también, 

en este caso, al Convenio 87 de la O.I.T., que según jurisprudencia de la Corporación, 

hace parte del  denominado "bloque de constitucionalidad" (sentencias T-418 de 1992; C-

225 de 1995; y, T-568 de 1999, entre otras).    

 

 

 

 

 

 
88 Convenio Sobre la Libertad Sindical y la Protección del Derecho de Sindicación, artículo 3.2. 
89 Convenio Sobre el Derecho de Sindicación y de Negociación Colectiva, 1949. 
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4.3 PROTECCIÓN AL FUNCIONAMIENTO DE LAS ORGANIZACIONES 

SINDICALES 

 

Lo importante no es solamente consagrar el derecho a la asociación sindical, sino concretar 

en hechos tal garantía. Esto tiene que ver con el funcionamiento de los sindicatos. Lo 

primero que hay que decir es que un sindicato no puede funcionar si se ataca a quienes lo 

integran, desvinculándolos de su trabajo. Igualmente no se puede obstaculizar el 

funcionamiento del sindicato afectando los instrumentos necesarios para que un sindicato 

se desarrolle.   En la sentencia T-173/9590 se hizo referencia al funcionamiento de los 

sindicatos, en los siguientes términos: 

 

“Es por esta razón por la que el ordenamiento jurídico no puede ser indiferente frente a las 

condiciones de funcionamiento de organizaciones de esa naturaleza, mucho más cuando 

está fundado en valores de participación y pluralismo (artículo 1 de la Carta).  Así lo quiso 

el constituyente de 1991 al ordenar en el segundo inciso del artículo 39, la sujeción de los 

sindicatos "al orden legal y a los principios democráticos".  En el ejercicio de su fuero 

interno, un sindicato puede establecer las condiciones de funcionamiento que estime 

pertinentes, siempre que ellas sean compatible con los principios rectores de una sociedad 

democrática”. 

 

La T-834/2000 91 dice que no puede concebirse la asociación sindical si no se garantiza que 

ésta pueda contar con elementos materiales que le permitan cumplir con los fines para los 

cuales fue creada. La T-681/98 advierte: “Por supuesto que normativamente Colombia 

estuvo a la vanguardia en lo que tiene que ver con las cuotas que corresponden a los 

sindicatos, y así se ratificó en el artículo 39 del decreto 2351 de 1965, pero, el 

incumplimiento del deber por parte de los empleadores se ha convertido en una costumbre 

 
90 M.P. Carlos Gaviria Díaz 
91 Ver T-324/98 
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muy peligrosa como lo advirtió la Corte Suprema de Justicia, el 7 de febrero de 1969”. Esa 

costumbre de no entregar las cuotas sindicales ha dado origen a protección tutelar (ver T-

324/98). Por consiguiente, sería ilógico que si un empleador no cumple con la entrega de la 

cuota sindical esta violación se convierta en disculpa para afirmar que un trabajador no es 

sindicalizado. La calificación de quienes son afiliados a un sindicato corresponde a la 

organización sindical. 

 

i) Pero, se repite, la mayor afectación a una organización sindical se produce cuando se 

disminuye el número de afiliados, sin que hubiere respaldo constitucional y legal para 

los despidos, sino por el contrario, cuando estos despidos se producen precisamente 

para afectar al sindicato.     

 

4.4. LAS RECOMENDACIONES DEL COMITÉ DE LIBERTAD SINDICAL SON 

VINCULANTES EN EL DERECHO INTERNO COLOMBIANO. REITERACIÓN DE 

JURISPRUDENCIA.  

 

En materia Laboral, Colombia pertenece a la OIT desde el año 1919, y por consiguiente 

todos los tratados y Convenios que ha desarrollado la OIT deben ser presentados para 

incorporarlos a  la legislación nacional,  y, desarrollados en pro de mantener armonía 

jurídica entre lo preceptúalo por el organismo internacional y la realidad del país 

 

Al respecto entonces tenemos, que para el caso colombiano "los tratados internacionales de 

la OIT deben ser celosamente cumplidos y desarrollados, pues además de ser votados 

favorablemente por el gobierno colombiano, por mandato de nuestra normatividad positiva 

se integran a la legislación, bien sea como normas de aplicación supletoria cuando no han 

sido convertidos en leyes, o con el mismo alcance de éstas cuando han sido ratificados" 

(SILVA R, Marcel). 

 

Es pues, de carácter general que los Pactos ratificados por Colombia se apliquen a la 

normatividad existente como leyes generales o normas supletivas, y esta aplicación 
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inmediata de tales Pactos o Convenios proviene del carácter constitucional que tiene la 

celebración de Convenios y que se enmarcan dentro de los artículo 9 y 53 de la 

Constitución Nacional que dicen: 

 

“Artículo 9: Las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en la soberanía nacional, 

en el respeto a la autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios 

del derecho internacional aceptados por Colombia.” 

 

Al respecto la jurisprudencia nos dice: "En el mundo moderno y contemporáneo, el 

equilibrio jurídico internacional parte del supuesto de que los ordenes internos de los 

Estados no son absolutos, ya que así como existe un interés general en el seno de cada uno 

de ellos, igualmente hay un interés general internacional, fundado en el bien común 

universal. Es éste interés el que busca realizarse mediante los pactos o tratados que se 

celebren en virtud del ejercicio de la soberanía, como atributo propio de cada uno de los 

Estados; el compromiso internacional es, así, un acto de soberanía del Estado que se 

vincula, es decir, se trata de la expresión de la voluntad independiente de cada Estado que 

pretende comprometerse como un ente jurídico en el plano internacional. 

 

... “En otras palabras, el pacto internacional es, como se ha dicho, una manifestación de la 

soberanía del  Estado, un ejercicio de soberanía que trae como consecuencia la 

responsabilidad internacional. Si en el plano del hombre hay responsabilidad con 

fundamento en la libertad, en el plano internacional hay responsabilidad con fundamento en 

el ejercicio de la soberanía, pues el Estado que se compromete ha ejercido para ello su 

autodeterminación..."92  

 

El artículo 53 de la Constitución Política de Colombia, en su inciso 3 dice: “Los convenios 

internacionales de trabajo debidamente ratificados hacen parte de la legislación interna”.  

 

 
92  Corte Constitucional Sentencia C-276 julio 22/93Y C-562 de octubre 22/1992 
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Con esto se comprende que el carácter constitucional que tienen los tratados internacionales 

hace prever el respeto hacia los mismos dentro de la legislación interna de cada Estado 

parte del tratado. 

 

Sobre los tratados y Convenios de la OIT tenemos, que al adherirse a la OIT todo miembro 

se ha comprometido a respetar un cierto número de principios, incluidos en los principios 

de la Libertad Sindical, que se ha convertido en una regla de derecho consuetudinario por 

encima de los Convenios. 

 

Así mismo, se tiene que los convenios deben ser aplicados inmediatamente, una vez 

ratificados sin necesidad de medidas complementarias. 

 

Los convenios una vez son suscritos aprobados y ratificados en forma regular por el Estado 

colombiano, conservan su vigencia y obligan al Estado en general y al ejecutivo en 

particular, aún en estados de excepción. Es conveniente insistir en que la C.N. no autoriza 

al ejecutivo a suspender los convenios y los tratados durante la vigencia del régimen de 

excepción, y que las leyes aprobatorias de tratados y convenios internacionales tienen 

jerarquía constitucional. 

 

En el caso de Colombia, según la jurisprudencia, "un convenio internacional del trabajo no 

vincula a un Estado sino hasta cuando lo ratifica. Ratificación que no tiene el significado y 

alcance que se ha dado a esta figura jurídica en el derecho internacional... En efecto; los 

convenios de la OIT, desde el punto de vista internacional carecen formalmente de 

ratificación, pues solamente se requiere de la información a su director general sobre la 

aprobación del mismo por parte de la autoridad legislativa interna, en nuestro caso del 

Congreso de la república...". 

 

Todo lo anterior, no hace más que ratificar la importancia de los Convenios de la OIT 

firmados por Colombia, así como de los demás tratados internacionales que sobre la 
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Protección de Derechos Económicos y Sociales deben prevalecer en las legislaciones 

internas como mecanismos que impidan la creciente pauperización de la clase trabajadora. 

 

Al respecto cabe anotar, que sobre la Libertad Sindical el Comité de Libertad  Sindical ha 

tratado el asunto en los Convenios No. 87 y 9893; el primero  relativo a la libertad y 

protección al derecho de sindicalización; y el segundo relativo al derecho de sindicalización 

y negociación colectiva, se deben resaltar  los siguientes aspectos: 

 

- Un movimiento sindical realmente libre e independiente solo puede desarrollarse dentro 

del respeto a los Derechos Humanos. 

 

- El Comité de Libertad Sindical, ha indicado que no puede desarrollarse un movimiento 

sindical libre dentro de un régimen que no garantice los derechos fundamentales, en 

especial el derecho de los trabajadores sindicalizados a reunirse en los locales sindicales, el 

derecho de libre opinión verbal y escrita y el derecho de los trabajadores sindicalizados a 

contar en caso de detención con las garantías de un procedimiento judicial regular incoado 

lo antes posible. 

 

- La Conferencia Internacional del Trabajo señaló que el derecho de reunión, la libertad de 

opinión y expresión y, en particular, el de derecho a no ser molestado por sus opiniones y el 

de buscar y recibir información y opiniones y difundirlas sin limitación de fronteras por 

cualquier medio de expresión,  constituyen libertades civiles que son esenciales para el 

ejercicio normal de los derechos sindicales. 

 

- La no intervención de los gobiernos en la celebración o el desarrollo de las reuniones 

sindicales y las autoridades públicas deben abstenerse de toda intervención que pueda evitar 

este derecho. 

 

 
93 Publicaciòn de naciones unidas,  Cuadragésimo aniversario de la declaraciòn Universal e los Derechos 

humanos, Recopilación de instrumentos internacionales, Nueva Cork 1988. Pág.333. 
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- La celebración de reuniones públicas y la presentación de reivindicaciones de orden social 

y económico constituyen manifestaciones tradicionales de la acción sindical con ocasión 

del 1 de mayo. 

- El derecho a organizar manifestaciones públicas es un aspecto importante de los derechos 

sindicales. 

 

- El derecho a expresar opiniones por medio de la prensa o en otra forma es uno de los 

elementos esenciales de los derechos sindicales. 

 

- Una legislación de emergencia establecida contra elementos antisociales o 

desestabilizadores, no debería utilizarse para sancionar a trabajadores que ejerzan derechos 

sindicales. 

 

- El artículo 2 del Convenio 87 habla expresamente del derecho de los trabajadores y 

empleadores "sin ninguna distinción", de constituir las organizaciones que estimen 

convenientes y de afiliarse a ellas. 

 

- Consagra el principio de la no discriminación en materia sindical y la expresión "sin 

ninguna distinción", que implica el reconocimiento de la libertad sindical sin 

discriminación de ninguna clase debida a la ocupación, al sexo, al color, a la raza, a la 

nacionalidad, a las opiniones políticas, etc., no sólo a los trabajadores del sector privado de 

la economía, sino también a los funcionarios y a los agentes de los servicios públicos en 

general. 

 

- Las normas del Convenio 87 se aplican a todos los trabajadores "sin ninguna distinción", 

y por consiguiente, amparan a los empleados del Estado. No es equitativo distinguir entre 

trabajadores privados y empleados públicos, ya que ambos gozan del derecho a organizarse 

para defender sus intereses. 
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- El Comité considera inconveniente e incompatible la disposición legal de unos Estados de 

exigir el 50% de empleados para formar un sindicato, y el 50% de empleados y trabajadores 

para fundar un sindicato ya que coarta la libertad sindical. 

 

- El principio de la Libertad Sindical podría llegar a ser muchas veces letra muerta si para 

crear una organización los trabajadores y empleadores tienen que obtener un permiso 

cualquiera, ya prevista la forma de una licencia para fundar la organización sindical 

propiamente dicha, de una sanción discrecional de sus estatutos o de su reglamento 

administrativo o de alguna autorización previa indispensable para proceder a su creación. 

No obstante, si bien los fundadores de un sindicato tienen que observar los requisitos de 

publicidad u otros análogos que puedan regir de acuerdo con determinada legislación, tales 

requisitos no deben equivaler prácticamente a una autorización previa ni constituir un 

obstáculo para la creación de una organización hasta el punto de constituir en los hechos 

una prohibición pura y simple. Aún cuando el registro sea facultativo, si de él depende que 

las organizaciones puedan gozar de los derechos básicos para poder "fomentar y defender 

los intereses de sus miembros", el mero hecho de que en tales casos la autoridad encargada 

de la inscripción goce el derecho discrecional de denegarla conduce a una situación que 

apenas diferirá de aquellas en que se exija una autorización previa. 

 

- Las formalidades previstas por la legislación para constituir un sindicato no deben ser 

aplicadas en forma que retrasen o impidan la formación de la organización. 

 

- Aún reconociendo que en ciertas circunstancias, puede ser legítimo que el registro 

confiera a una organización sindical ventajas en cuestiones tales como la representación 

para fines de negociación colectiva, consultas por parte del gobierno o nombramiento de 

delegados ante organismos internacionales, en circunstancias normales no debería dar lugar 

a una discriminación tal que las organizaciones no registradas queden sujetas a medidas 

especiales de control por parte de la policía que limiten el ejercicio de la libertad sindical. 
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- Cuando se exige el registro del sindicato, y la legislación interna de un Estado lo exige 

discrecionalmente como requisito. éste se constituye en autorización previa lo cual es un 

obstáculo a la Libertad Sindical y la creación de organizaciones sin autorización previa. 

 

- La suspensión por vía administrativa de organizaciones sindicales constituye una grave 

limitación de los derechos de las organizaciones de trabajadores de elegir libremente a sus 

dirigentes y de organizar su gestión y sus actividades. 

 

- La suspensión por el Ministerio  de Trabajo de la personalidad jurídica de los sindicatos - 

personalidad que constituye un requisito para su funcionamiento legal -, es contrario al 

principio general aceptado de que los sindicatos no deben ser suspendidos por vía 

administrativa (que sería el caso del ejecutivo, legislativo, ministro de trabajo). 

 

Por otra parte, en la Constitución Nacional se consagra el principio de la Libertad Sindical 

en el artículo 39 que dice: 

 

“Artículo 39: Derecho de sindicalización. Los trabajadores y empleadores tienen derecho a 

constituir sindicatos o asociaciones, sin intervención del Estado. Su reconocimiento jurídico 

se producirá con la simple inscripción del acta de constitución. 

 

La estructura interna y el funcionamiento de los sindicatos y organizaciones sociales y 

gremiales se sujetarán al orden legal y a los principios democráticos. 

 

La cancelación o la suspensión de la personería jurídica sólo proceden por vía judicial. 

 

Se reconoce a los representantes sindicales el fuero y las demás garantías necesarias para el 

cumplimiento de su gestión.” 

Al respecto de lo anterior, la Jurisprudencia ha indicado que, "Se concluye que el derecho 

de asociación sindical es un derecho subjetivo que tiene una función estructural que 

desempeñar, en cuanto constituye una vía de realización y reafirmación de un Estado social 
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democrático de derecho, más aún cuando este derecho que permite la integración del 

individuo a la pluralidad de grupos, no constituye un fin en si mismo o un simple derecho 

de un particular, sino un fenómeno social fundamental en una sociedad democrática y, es 

más, debe ser reconocido por todas las personas y órganos del poder público..."94  

 

En nuestro caso empezamos por decir que la aplicación de los Convenios de la OIT y  del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales es letra muerta en tanto 

que nuestra legislación interna se ha visto mediatizada por intereses externos a la 

protección de los trabajadores como lo es la aplicación de una serie de reformas y políticas 

laborales y económicas que lo único que hacen es crear desempleo y caos en el movimiento 

sindical de nuestro país, así como de toda la clase trabajadora colombiana, a lo cual se le 

suma la guerra sucia y el terror ejercido para menoscabar la libertad sindical y los derechos 

laborales de los trabajadores. 

 

En la sentencia T–568 de 199995 la Corte Constitucional estableció el carácter vinculante de 

esas recomendaciones, atendiendo a las obligaciones contraídas por el Estado colombiano, 

al suscribir y ratificar el Tratado constitutivo de la OIT. Para tales efectos diferenció entre 

las recomendaciones emitidas por la OIT y las de sus órganos de control. Así, dijo que a 

diferencia de los convenios, las recomendaciones pronunciadas por la OIT no son normas 

creadoras de obligaciones internacionales, sino meras directrices, guías o lineamientos que 

deben seguir los Estados partes en busca de las condiciones dignas en el ámbito laboral de 

sus países96; mientras que las recomendaciones de sus órganos de control en ocasiones son 

vinculantes. 

 

Para una mayor precisión a continuación citaré algunos apartes de diferentes sentencias que 

nos ilustrarán sobre el tema.  

 
94 Corte Constitucional  Sentencia T 441 julio 3/1992.    
95 Magistrado Ponente Dr. Carlos Gaviria Díaz. Pronunciamiento reiterado en el Auto No. 078A del 9 de 

diciembre de 1999, proferido por esa Corporación.   
96 Sentencias C-562/92 MP Jaime Sanín Greiffestein, C-147/94 MP Jorge Arango Mejía, y C-468/97 MP 

Alejandro Martínez Caballero. 
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“La OIT se manifiesta a través de Convenios y Recomendaciones, según el artículo 19 de 

su Constitución.  La Corte Constitucional ha reiterado, siguiendo los lineamientos de la 

Carta de la OIT, que a diferencia de los Convenios, las Recomendaciones no son normas 

creadoras de obligaciones internacionales, sino meras directrices, guías o lineamientos que 

deben seguir los Estados Partes en busca de condiciones dignas en el ámbito laboral de sus 

países. 97 

 

“Como se explicó atrás, los órganos de control también emiten recomendaciones y, en 

ocasiones son vinculantes. Es el caso, por ejemplo, de las que profiere la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos: "La Comisión es competente, en los términos de las 

atribuciones que le confieren los artículos 41 y 42 de la Convención, para calificar 

cualquier norma del derecho interno de un Estado Parte como violatoria de las obligaciones 

que éste ha asumido al ratificarla o adherir a ella";98 "39. Como consecuencia de esta 

calificación, podrá la Comisión recomendar al Estado la derogación o reforma de la norma 

violatoria..."99. Por último, "Todos los órganos de los Estados Partes tienen la obligación de 

cumplir de buena fe las recomendaciones emitidas por la Comisión, no pudiendo ésta 

establecer el modo de ejecutarlas a nivel interno (...) siendo por tanto el Estado (...) el que 

debe determinar la forma de cumplir con las mismas."100 

 

“Como se enunció anteriormente, el Comité de Libertad Sindical es un órgano de control de 

la OIT; confronta las situaciones de hecho que se le presentan o las normas internas de los 

Estados, con las normas internacionales aplicables según los Tratados ratificados por los 

Estados involucrados (en este caso, la Constitución de la OIT y los Convenios sobre 

libertad sindical); luego, formula recomendaciones y las somete al Consejo de 

Administración, ya que éste es el órgano que puede emitir recomendaciones de carácter 

 
97 Sentencias C-562/92 MP Jaime Sanín Greiffestein, C-147/94 MP Jorge Arango Mejía, y C-468/97 MP 

Alejandro Martínez Caballero. 
98 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Ciertas atribuciones de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, supra 15, Párr.23.  
99CIDH, Responsabilidad Internacional por Expedición y Aplicación de Leyes Violatorias de la Convención. 
100 CIDH, Caso 11.430, México, 15 de octubre de 1996, párrafo 102. Informe Anual de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, 1996. 



 111 

vinculante según las normas que rigen la Organización.  (...) por tanto, esta recomendación 

constituye una orden expresa vinculante para el gobierno colombiano.  Colombia está 

obligada, en virtud de su calidad de Estado Parte del Tratado Constitutivo de la OIT, a 

acatar las recomendaciones del Consejo de Administración (arts. 24 y ss)”.  

 

Por lo anterior, las recomendaciones de los órganos de control –como las emitidas por el 

Comité de Libertad Sindical no son meras directrices, guías o lineamientos que debe seguir 

el Estado colombiano, sino que ellas constituyen una orden expresa vinculante para el 

Estado y cada uno de sus órganos. 

 

Esta obligación surge de los compromisos adquiridos por el Estado colombiano en el 

ámbito internacional. Así, la Constitución Política de 1991 establece como un principio 

fundamental que las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en el reconocimiento 

de los principios del derecho internacional aceptados por Colombia (Art. 9°). En ese 

sentido Colombia reconoce como un principio del derecho internacional lo previsto en el 

artículo 26 de la Convención de Viena de los Derechos de los Tratados, aprobada por la 

Ley 32 de 1985, en el sentido de que “todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser 

cumplido por ellas de buena fe”. 

 

De esa manera Colombia queda sujeta a las obligaciones que adquiere en virtud de los 

tratados y convenios que celebra y que son ratificados por el Congreso de la República. Los 

Convenios 87 y 98 de la OIT, sobre libertad sindical y derecho de sindicalización, 

aprobados por el Congreso de la República mediante las Leyes 26 y 27 de 1976, deben ser 

respetados y cumplidos por Colombia, y obviamente sujetarse a lo que dispongan los 

órganos de Control de la Organización Internacional del Trabajo, a cuyas determinaciones 

también se sujetó, al hacer parte del convenio constitutivo de dicha organización. 
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4.5. CONTROL CONSTITUCIONAL – TUTELA. 

 

Protección por vía de tutela de los derechos fundamentales de los sindicatos y de los 

trabajadores sindicalizados: Ya de antiguo ha aceptado nuestro paìs la doctrina que 

reconoce el carácter fundamental de los derechos de las personas jurídicas y, por ende, la 

posibilidad de que se obtenga su amparo a través de la acción de tutela. 

 

Así pues, como ha dicho nuestra Corte Constitucional, es posible proteger a las personas 

jurídicas siempre y cuando exista vulneración o amenaza de un derecho fundamental del 

que puedan ser sujetos. Es decir, que se excluye del ámbito de protección derechos que, 

como el derecho a la vida digna, sólo pueden existir en razón de la persona humana. De ahí 

que esta misma Corporación se haya pronunciado en el trámite de revisión de acciones de 

tutela cuyo objeto era la protección de derechos fundamentales de las personas jurídicas de 

especial naturaleza com lo son los sindicatos.  

 

Tiene dicho la Corte Constitucional que, en tanto las asociaciones sindicales tengan como 

objetivo primordial el de proteger los intereses de sus afiliados frente al patrono, éstas 

adquieren un papel preponderante en lo atinente al manejo de las relaciones obrero - 

patronales, pues sus decisiones afectan en forma definitiva los derechos de los trabajadores, 

dentro de su función de promover el mejoramiento de las condiciones laborales. 

 

En este sentido, la Corte ha precisado que los sindicatos están legitimados para asumir tanto 

su propia defensa, como la de los trabajadores que los integran.101 Además, tiene 

establecido que, como el sindicato representa los intereses de la comunidad de los 

trabajadores, con arreglo a las funciones generales que le son propias, según el Art. 372 del 

C.S.T, su legitimación para instaurar la acción de tutela no sólo proviene de su propia 

 
101 Ver Sentencias T-322/98, T-324/98, T-502/98, T-677/98, T- 697/98, T-755ª/00, T- 1658/00 y T-367/03, 

entre otras. 
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naturaleza que lo erige en personero de dichos intereses, sino de las normas de los artículos 

86 de la Constitución y 10 del Decreto 2591 de 1991, según los cuales la tutela puede ser 

instaurada por el afectado o por quien actúe en su nombre o lo represente102. 

 

Ahora bien, el derecho de libre asociación sindical se encuentra estrechamente ligado a la 

protección de los derechos de esta persona jurídica a través de la acción de tutela. El 

derecho de asociación sindical se caracteriza por ser un derecho subjetivo, de carácter 

voluntario, relacional e instrumental. En este sentido, la libertad de asociación sindical 

comprende tres enfoques, a saber: a) Libertad individual de organizar sindicatos, cuyo 

pluralismo sindical está consagrado en el artículo 2º del Convenio 87 de la Organización 

Internacional del Trabajo; b) Libertad de sindicalización (o sindicación), ya que nadie 

puede ser obligado a afiliarse a un sindicato o a desafiliarse del mismo; en palabras del 

artículo 358 del Código Sustantivo de Trabajo, inciso 1º: "Los sindicatos son asociaciones 

de libre ingreso y de retiro de los trabajadores" y c) Autonomía sindical, que es la facultad 

que tiene la organización sindical para crear su propio derecho interno, para organizarse, tal 

como lo dispone el artículo 3º del Convenio 87 de la OIT.103 

 

En materia de libertad de asociación sindical el juez de tutela es competente para conocer y 

decidir, cuando quiera que en las relaciones entre trabajadores y empleadores se presenten 

hechos que impliquen atentado o vulneración a los derechos fundamentales, en los términos 

del artículo 86 de la Constitución Política104 Cabe indicar, en este mismo orden de ideas, 

que la Sentencia SU –342 de 1995 enumeró algunos de los actos catalogados como 

violaciones al derecho de asociación sindical que dan lugar a la protección por medio de la 

acción de tutela como un mecanismo adecuado para lograr su garantía, pues los otros 

medios jurídicos carecen del grado de eficiencia necesario para lograr el propósito 

perseguido; a continuación reproduzco la parte atinente. 

 

 
102 Ver SU-342 de 1995 
103  Ver T656 de 2004 
104 Ver T-362 de 2003 
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“…a) Cuando el patrono desconoce el derecho de los trabajadores a constituir sindicatos, 

o afiliarse a estos, o promueve su desafiliación, o entorpece o impide el cumplimiento de 

las gestiones propias de los representantes sindicales, o de las actividades que competen al 

sindicato, adopta medidas represivas contra los trabajadores sindicalizados o que 

pretendan afiliarse al sindicato. Igualmente, cuando el patrono, obstaculiza o desconoce, 

el ejercicio del derecho de huelga, en los casos en que ésta es permitida; b) Cuando el 

patrono obstaculiza o impide el ejercicio del derecho a la negociación colectiva. Aun 

cuando, tal derecho (Art. 55 C.P.), no figura entre los derechos  fundamentales, puede ser 

protegido a través de la tutela, porque su desconocimiento puede implicar, la violación o 

amenaza de vulneración de derecho al trabajo, como también el derecho de asociación 

sindical, si se tiene en cuenta que una de las funciones de los sindicatos es la de presentar 

pliegos de peticiones, que luego del trámite correspondiente conduce a la celebración de la 

respectiva convención colectiva de trabajo; c) Cuando las autoridades administrativas del 

trabajo incurren en acciones y omisiones que impiden la organización o el funcionamiento 

de los tribunales de arbitramento, sean obligatorios o voluntarios, encargados de dirimir 

los conflictos colectivos de trabajo, que no se hubieren podido resolver mediante arreglo 

directo o conciliación, o el ejercicio del derecho de huelga, o cuando incumplan las 

funciones que le corresponden, según el Art. 448 del C.S.T., durante el desarrollo de la 

huelga…”  

 

Es necesario indicar que, de acuerdo con los planteamientos de la OIT, los conflictos que 

tienen origen en la relación laboral, pueden ser de dos tipos. De un lado, los llamados 

conflictos jurídicos o de derecho, que versan sobre la interpretación o alcance de una norma 

jurídica –ley, convención colectiva, contrato individual-. De otra parte, los conflictos 

económicos o de intereses, entendidos como las controversias que surgen, no por la 

interpretación en torno a un derecho, sino sobre las reivindicaciones tendientes a crear un 

nuevo derecho, o a modificar los existentes. Se entiende entonces que, por lo general, son 

de naturaleza colectiva, en tanto que se configuran entre los trabajadores colectivamente 

considerados (sindicalizados o no) y el empleador –o asociación patronal- en desarrollo de 

las reclamaciones de los primeros. Estos son conocidos como conflictos colectivos de 
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trabajo, para cuya solución no se acude a procedimientos judiciales, sino a la negociación 

colectiva entre el grupo de trabajadores y el empleador –o asociación patronal- , a la huelga 

o a la convocatoria de un Tribunal de Arbitramento. La solución a este tipo de conflictos se 

da mediante la firma de una Convención Colectiva entre las partes, o por laudo arbitral 

proferido por el Tribunal de Arbitramento, en los casos en los que haya lugar a él105.  

 

No sobra recordar aquí que el objeto de la regulación del Estado colombiano en materia 

laboral es lograr la justicia en las relaciones que surgen entre patronos y trabajadores, 

dentro de un espíritu de coordinación económica y equilibrio social.106  Por consiguiente, el 

Estado debe cerrar la posibilidad de que se tomen decisiones totalmente adversas a los 

intereses de los trabajadores, haciendo que la relación asimétrica que existe entre las partes 

de la relación laboral, se haga aún más gravosa para la parte más débil de ella.  

 

 

 
105 Ver Sentencia T-556 de 2000. 
106 Artículo 1º del Código Sustantivo del Trabajo.  
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5. OTROS CONTROLES 

 

5.1 LOS INSTRUMENTOS DEL CONSEJO DE EUROPA, CARTA SOCIAL EUROPEA 

Y CÓDIGO EUROPEO DE SEGURIDAD SOCIAL. 

 

La región del mundo con mayor grado de protección es Europa, que cuenta con dos 

instrumentos al respecto. El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 

Humanos (1950) ampara en su artículo 11 la libertad de asociación, incluido el derecho a 

fundar sindicatos y afiliarse a los mismos, en los mismos términos establecidos 

posteriormente (1966) en el artículo 8 del citado Pacto. La Carta Social Europea (1961) 

adopta un enfoque mucho más parecido al de las normas de la OIT en sus artículos 5 

(derecho sindical) y 6 (derecho de negociación colectiva). Así, en el párrafo 4 del artículo 6 

figura la primera autorización expresa del derecho de huelga contenida en un instrumento 

internacional. 

 

Queda entendido que cada Parte Contratante podrá regular en lo que a ella le concierne el 

ejercicio del derecho de huelga por ley, siempre que cualquier otra restricción a ese derecho 

pueda justificarse conforme a los términos del artículo 31. A su vez, en el párrafo 1 del 

artículo 31 de la Carta se establece lo siguiente: Los derechos y principios enunciados y el 

ejercicio efectivo de tales derechos no podrán ser objeto de restricciones o limitaciones no 

especificadas salvo las establecidas por la Ley y que sean necesarias en una sociedad 

democrática para garantizar el respeto de los derechos y libertades de terceros o para 

proteger el orden público, la seguridad nacional, la salud pública o las buenas costumbres. 

 

Entre los instrumentos adoptados en el curso de los años por el Consejo de Europa, los mas 

importantes en materia social, y los que contienen disposiciones precisas sobre su puesta en 

práctica, son la Carta Social Europea y el Código Europeo de Seguridad Social. 
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El sistema de control de la Carta Social Europea107se inspira en gran medida en el sistema 

de la OIT. Indica que los gobiernos que han ratificado la misma deben enviar informes de 

su aplicación cada dos años, y esos informes deben ser enviados también a organizaciones 

nacionales de empleadores y trabajadores, quienes a su vez podrán presentar observaciones. 

Esas memorias son estudiadas y analizadas por un Comité de Expertos independientes de 

conocida integridad y competencia designados por el Consejo de Ministros de una lista de 

personas propuestas por las partes contratantes.  Seguidamente se examina por un 

Subcomité  Gubernamental, en el que participan a título consultivo organizaciones 

internacionales de empleadores y trabajadores108. La Carta también anuncia  la 

participación de la Asamblea Consultiva quien comunicara su dictamen sobre las 

conclusiones del Comité de Expertos. Finalmente el comité de Ministros puede por una 

mayoría de dos tercios dirigir recomendaciones a las partes contratantes. La similitud con el 

sistema de la OIT no es absoluta y se han podido encontrar diferencias en ciertos puntos109. 

Las analogías sin embargo son numerosas. 

 

La Carta Social Europea incluye la participación de un representante de la OIT, quien a 

título consultivo participa en las deliberaciones del Comité de expertos logrando así  una 

colaboración institucional, de igual forma el Comité está informado de lo que sucede y las 

conclusiones a las que llega internamente los órganos de la OIT en situaciones análogas. 

 

De otro lado, el Comité Gubernamental de la Carta Social Europea ha adoptado cuatro 

informes de acuerdo con el artículo 27 de la misma, referentes a métodos, cuestiones de 

derecho y de fondo. El funcionamiento de este mecanismo ha conocido desde su 

nacimiento dificultades de funcionamiento relacionadas especialmente a las diferencias de 

apreciación de éstos dos órganos en cuanto al papel preciso de cada uno de ellos, a la 

 
107 Constituye un instrumento de conjunto que cubre los diversos aspectos de la  política social, sus 

disposiciones están redactadas de manera menos detallada y menos precisa que los convenios y 

recomendaciones. Fue firmada en Turín en Octubre de 1961 y entró en vigor en 1965. 
108 Ésta participación es de máximo dos personas por cada grupo o categoría. 
109Algunos son: La designación de expertos, la participación menos activa de las organizaciones profesionales 

en el control, la menor publicidad del procedimiento, la ausencia de mecanismo complementario APRA la 

presentación de quejas, entre otras. 
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precisión de alcance de las dispocisiones, al compromiso jurídico de los estados que han 

ratificado al Carta y finalmente a la poca oportunidad de dirigir recomendaciones a los 

estados que no den pleno efecto a las dispocisiones de la Carta que han aceptado. De lo 

anterior ha resultado cierta lentitud de procedimiento y una cierta incertidumbre en cuanto 

al curso de las conclusiones. 

 

Un sistema un poco diferente u que prevé una colaboración estrecha con la OIT, es el 

organizado por el Código Europeo de Seguridad Social110 que se refiere a que el órgano 

competente de la OIT será consultado en primer lugar sobre las memorias de las partes 

contratantes y que sus conclusiones serán comunicadas al Consejo de Europa, cuyo Comité 

de Ministros, determinará por mayoría de dos tercios si cada parte ha cumplido con las 

obligaciones. Este sistema fue establecido en 1969, y la comisión de expertos en aplicación 

de Convenios y Recomendaciones de la OIT examina regularmente las memorias y sus 

conclusiones son trasmitidas por el Consejo de Europa. 

 

5 .2 CÓDIGOS DE ÉTICA. 

 

Existen una serie de normas cifradas en unos códigos de ética, que están supervisadas por 

un ente profesional respectivo delinterior o exterior de la empresa o la institución que cree 

el còdigo. Muchos de esos principios pueden resumirse en los siguientes: guardar fidelidad 

a la institución o al patrono que suministra el trabajo; dirigirse a los colegas con respeto y 

consideración, evitar la competencia desleal; actualizarse con los conocimientos propios de 

su disciplina; guardar el secreto profesional; no sacar provecho de la superioridad del 

puesto para manipular o chantajear a otros; etc. 

 
Siempre las distintas profesiones se deben ejercer con el objetivo de elevar el nivel de 

bienestar de la comunidad, creando bienes o servicios que satisfagan las necesidades tanto 

racionales como emotivas de los individuos que integran nuestra sociedad mundial.  

 
110 El código y el Protocolo se abrieron alas firma en 1964 y entraron en vigor en marzo de 1968, tras haber 

obtenido las tres ratificaciones necesaria s a ese efecto. La convención Europea de seguridad social se abrió 

http://www.monografias.com/trabajos4/leyes/leyes.shtml
http://www.monografias.com/trabajos6/etic/etic.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/fintrabajo/fintrabajo.shtml
http://www.monografias.com/trabajos5/biore/biore.shtml#auto
http://www.monografias.com/trabajos7/compro/compro.shtml
http://www.monografias.com/trabajos14/disciplina/disciplina.shtml
http://www.monografias.com/
http://www.monografias.com/trabajos16/objetivos-educacion/objetivos-educacion.shtml
http://www.monografias.com/trabajos16/configuraciones-productivas/configuraciones-productivas.shtml
http://www.monografias.com/trabajos10/soci/soci.shtml
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Las profesiónes dentro de organizaciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras, 

deben ser siempre ejercidas legítimamente, es decir, que la ejecuciòn de mis derechos no 

tiene que ocasionar perjuicios a los demàs.Las profesiónes deben procurar el fomento y 

creación de nuevas empresas que generen empleo y bienestar. 

 

La ética y la moral tienen en común el hecho de guardar un sentido eminentemente 

práctico; sin embargo, la ética es un concepto más amplio y rico que la palabra moral. De 

esta manera, puede entenderse por moral cualquier conjunto de reglas, valores, 

prohibiciones y tabúes procedentes desde fuera del hombre, es decir, que le son inculcados 

o impuestos por la política, las costumbres sociales, la religión o las ideologías. En cambio, 

la ética siempre implica una reflexión teórica sobre cualquier moral, una revisión racional y 

crítica sobre la validez de la conducta humana. En tal caso, la ética, al ser una justificación 

racional de la moral, remite a que los ideales o valores procedan a partir de la propia 

deliberación del hombre. Mientras que la moral es un asentimiento de las reglas dadas, la 

ética es un análisis crítico de esas reglas. Por eso la ética es una "filosofía" de la moral, si se 

entiende la filosofía como un conjunto de conocimientos racionalmente establecidos. 

 

Todos los aspectos o dimensiones de nuestro comporamiento pueden ser objeto de una 

ordenación o jerarquía, es decir, donde podamos privilegiar alguno o algunos de ellos por 

encima de otros. Sin embargo, todos tienen importancia, se relacionan mutuamente y 

requieren ser cultivados con constancia, si lo que perseguimos es un desarrollo armónico, 

equilibrado y saludable, se hace indispensable encontrar las formas de comportamiento o 

las condiciones que permitan el perfeccionamiento integral de la naturaleza humana., 

obviamete a crear un ambiente de bienestar en las relaciones laborales con  jefes, 

compañeros y subalternos. 

 

 

 

 
para firmas de los estados miembros del Consejo de Europa en París den la reunión del Comité de Ministros 

en diciembre de 1972, su entrada en vigor fue tres meses después. 

http://www.monografias.com/trabajos6/napro/napro.shtml
http://www.monografias.com/trabajos11/empre/empre.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/fintrabajo/fintrabajo.shtml
http://www.monografias.com/trabajos15/etica-axiologia/etica-axiologia.shtml
http://www.monografias.com/trabajos10/teca/teca.shtml
http://www.monografias.com/trabajos15/fundamento-ontologico/fundamento-ontologico.shtml
http://www.monografias.com/Politica/index.shtml
http://www.monografias.com/Religion/index.shtml
http://www.monografias.com/trabajos2/mercambiario/mercambiario.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/conducta/conducta.shtml
http://www.monografias.com/trabajos11/metods/metods.shtml#ANALIT
http://www.monografias.com/trabajos/conducta/conducta.shtml
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5.3 CÓDIGOS DE CONDUCTA: 

 

Códigos de conducta voluntarios: Los códigos de conducta no pueden sustituir, ni invalidar 

las normas nacionales e internacionales, ni la propia responsabilidad de los gobiernos. No 

deben utilizarse los códigos de conducta como instrumento que permita alas empresas 

multinacionales eludir los controles públicos y jurídicos. 

 

El contenido de un código y el proceso mediante el cual se determina y aplica debe contar 

con la participación de las personas en los países en desarrollo a los que va dirigido. Debe 

prestarse especial atención a la aplicación de códigos a los trabajadores del sector informal, 

los subcontratistas y las zonas de libre comercio, particularmente en lo que se refiere al 

reconocimiento del derecho a crear sindicatos independientes y contra la complicidad de 

empresas en la violación de derechos humanos. 

 

El código debe reconocer las responsabilidades de las empresas que operan en situaciones 

conflictivas asegurando que el código cubra los principios internacionales elaborados por 

Amnistía Internacional relativos al respeto de los derechos humanos por las empresas, las 

recomendaciones para las empresas de Human Rights Watch y el código de las Naciones 

Unidas sobre las fuerzas de orden público.  

 

En el contexto actual de la mundialización de los flujos comerciales y las comunicaciones, 

así como de mayor agresividad de ONG’s y asociaciones de consumidores es cada vez más 

conveniente que las empresas multinacionales adopten apliquen en su propio interés 

códigos de conducta voluntarios con el fín de evitar campañas de publicidad negativa, 

posibles boicoteos, costes en términos de relaciones públicas y quejas de los consumidores. 

 

El modelo de códigos de conducta para las empresas debe incluir las normas mínimas 

internacionales existentes: La declaración de principios tripartitas de la OIT sobre empresas 
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multinacionales y las directrices de la OCDE para las empresas multinacionales; en al 

ámbito de los derechos laborales, los convenios fundamentales de la OIT; en el ámbito de 

los derechos humanos, la declaración universal de derechos humanos y los pactos de las 

Naciones Unidas y las nuevas normas internacionales que se están desarrollando. 

 

Los códigos de conducta son un instrumento importante a la hora de fomentar el respeto de 

los derechos humanos en el lugar de trabajo, pero por sí solos no bastan. Muchas empresas 

multinacionales tienen la capacidad de diversificar la producción o de utilizar filiales para 

adquirir o fabricar sus productos. Otras son prácticamente desconocidas o comercian 

principalmente en países donde la consideración por los derechos humanos tiene una 

importancia secundaria. 

 

Por estas razones, a pesar de que los códigos de conducta sean instrumentos importantes a 

la hora de fomentar el respeto de los derechos humanos en el lugar de trabajo, por sí solos 

son un logro a medias y pueden además eludirse con relativa facilidad. 

 

5.4 ACTO DE DEMANDAS POR AGRESIÓN CONTRA FORÁNEOS. (ATCA) Y SU 

APLICACIÓN EN COLOMBIA. 

 

La situación de los trabajadores y trabajadoras Colombianos afiliados a las organizaciones 

sindicales es la más grave del planeta, más de 4.000 sindicalizados han sido asesinados en 

los últimos 18 años, en un promedio de uno cada cinco días, sólo en el 2004 fueron 

asesinados 75111; en un periodo de 10 años la afiliación a los sindicatos ha caído en más de 

un 30% y la tendencia es cada día decreciente. 

 

Bajo el marco político- social actual es que se ha desarrollado el que bien podría llamarse 

“genocidio” del movimiento sindical colombiano, donde la legislación colombiana también 

ha jugado un papel principal, en lo criminal penalizando conductas de los trabajadores, 

 
111 Informe del departamento de derechos humanos de la Central Unitaria de Trabajadores de Colombia 

(CUT) 
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despenalizando conductas delictivas de los patronos, criminalizando las manifestaciones de 

discenso social, estigmatizando la lucha sindical garantizando la impunidad del 99% de los 

homicidios cometidos contra los sindicalizados; en lo laboral coartando los derechos de 

movilización, sindicalización y negociación colectiva; en lo disciplinario convirtiendo las 

faltas en procesos penales; en lo administrativo y procesal convirtiendo en eternas las 

demandas de justicia de las y los trabajadores y dando a los representantes de las 

multinacionales la oportunidad de que ellos elaboren legislaciones que privatizan sectores 

importantes de la economía, garantizando beneficios directos para éstas y acabando de paso 

con las organizaciones sindicales más representativas112. 

 

Ante esta situación de casi total impunidad, un grupo de sindicatos Colombianos a poyados 

por el Steel Workers y la fundación para los derechos laborales, han iniciado procesos 

civiles ante las cortes norteamericanas, utilizando la Alien Tort Claims Act (ATCA- Acto 

de demandas por agresión contra foráneos), éstas demandas buscan responder a las 

violaciones de derechos humanos cometidas por las empresas estadounidenses en sus 

operaciones en el extranjero, buscando que de esta manera que en el caso particular se haga 

justicia por la muerte de 11 sindicalistas (8 trabajadores de Coca- Cola y 3 de Drummond 

Company113) y 18 pobladores de Santo Domingo –Arauca bombardeados por mercenarios y 

miembros de la Fuerza Aérea Colombiana al servicio de la multinacional Occidental de 

Colombia114. Se entablò como una acción legal contra Coca-Cola y Panamerican 

Beverages, su principal embotelladora en América Latina, acusadas de recurrir a 

paramilitares para asesinar, torturar y secuestrar a líderes sindicales de sus empresas en 

 
112 Para este caso se utiliza la calificación de genocidio de acuerdo a la convención para la sanción del crimen 

de genocidio, resolución 96 de Septiembre 11 de 1946, de la asamblea general de las Naciones Unidas y los 

desarrollos jurisprudenciales posteriores. 
113 Este caso se relaciona con la intimidación sistemática y asesinatos de sindicalistas en Colombia a manos de 

paramilitares que trabajaban como agentes de los acusados. Este caso se trae amparado en el ATCA, el acto 

de protección a víctimas de tortura y la ley estatal de agresiones, y busca remediar y prevenir la persecución 

violenta de los sindicalistas que trabajan en las instalaciones de la compañía Drummond en Colombia. Éstas 

incluyen la mina de carbón en Valledupar- Colombia, la línea férrea que conecta la mina al puerto cerca de 

Santa Marta- Colombia, y puerto Drummond, el puerto que pertenece a la compañía y que es utilizado para 

cargar el carbón en barcazas. Las compañías Drummond están abiertamente comprometidas en una campaña 

activa de terror contra sindicalistas en Colombia. 
114 El 24 de Abril de 2003 un grupo de abogados de derechos humanos presentaron una demanda bajo el 

ATCA contra Occidental Petroleum (OXY) 
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Colombia, fue interpuesta en Miami (Florida, sudeste). La iniciativa de la demanda provino 

del sindicato colombiano Sinaltrainal, que representa a los trabajadores de plantas 

embotelladoras de Coca-Cola en Colombia. "Sinaltrail ha resultado diezmada por la 

intimidación, secuestro, detención, tortura y asesinato de numerosos líderes por fuerzas 

paramilitares que actuaron como agentes de intereses empresariales en Colombia, 

incluyendo los de los demandados", indica el texto de la demanda.. Esas acusaciones fueron 

inmediatamente negadas de plano por un portavoz de la compañía. "Coca-Cola quienes 

niegan cualquier tipo de vinculación con cualquier violación de derechos humanos de este 

tipo".115  

 

El acto extranjero de las demandas del agravio fue adoptado hace algún tiempo en su forma 

original, no hizo ninguna aserción sobre las normas legales; afirmó simplemente que “las 

cortes de distrito tendrá jurisdicción original de cualquier acción civil de un extranjero para 

un agravio solamente, confiando en la violación de la ley de naciones o de un tratado de los 

Estados Unidos.”. Como resultado el aumento de la preocupación internacional por las 

violaciones de los derechos humanos, y los abogados de todo el munso empiezan a ver con 

stisfacciòn en surgimiento del ATCA. 

 

Las cortes de Estados Unidos tienen jurisdicción sobre demandas por los extranjeros que 

alegan violación de sus derechos bajo una ley de una nación extranjera, en principìo se 

expresó en términos de una concesión de la jurisdicción a las cortes de distrito, desde  1991 

extiende su remedio no sólo a los ciudadanos de los Estados Unidos, sino también a otros 

individuos. 

 

 

 

 
115 Respeuesta de Rafael Fernández Quiros, gerente de Asuntos Públicos Internacionales de Coca-Cola en su 

sede de Atlanta (Georgia). El portavoz de la Coca-Cola afirmó que la empresa no puede ser considerada 

responsable de presuntas prácticas de sus embotelladoras. "No creo que (la demanda) tenga ningún mérito, ya 

que las embotelladoras son operadas por empresas independientes. Coca-Cola no participa en la gestión de 

esas plantas", dijo Fernández Quiros 
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5.5CONTROL  EN LAS AMÉRICAS 

 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, 

1969) se ocupa de la libertad sindical en su artículo 16. El Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador, 1988) desarrolla esta cuestión en el 

artículo 8, muy parecido a las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales. 

 

En él figura una disposición que no se encuentra en ninguna de las otras normas aquí 

examinadas, según la cual nadie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato, lo que hace 

contrarias al Protocolo las cláusulas o prácticas de afiliación obligatoria. 

 

5.6 EN ÁFRICA,  

 

La Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (1981) no contiene ninguna 

disposición que ataña directamente a la libertad de organización de empleadores o 

trabajadores. Sí contiene, en el artículo 10, la afirmación general de que todos tienen 

«derecho a la libertad de asociación dentro del respeto a la ley», y, en el artículo 11, el 

derecho a la libertad de reunión. 

 

Por consiguiente, el derecho internacional es bastante claro y notablemente coherente en 

materia de libertad de asociación y de protección del derecho de sindicación y de 

negociación colectiva. También está claro que todas estas disposiciones proceden más o 

menos directamente del Convenio núm. 87 y del articulado, muy semejante, de la 

Declaración Universal. 

 

 



 125 

 

 

6. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

Se retoman y resumo a mi manera las conclusiones y las recomendaciones de informes 

anteriores ante la Conferencia de la OIT y apreciaciones personales, que son las siguientes:   

 

• La libertad de asociación en Colombia tiene una precaria existencia. El marco jurídico 

que regula el aspecto colectivo del trabajo restringe indebidamente derechos 

fundamentales inherentes al desarrollo de los derechos de los trabajadores. Asimismo, 

la violencia que se dirige en contra del sector sindical no permite el pleno ejercicio de la 

libertad de asociación en Colombia. 

• La libertad sindical y los derechos inherentes a ésta se violan sistemáticamente en 

Colombia.  

• El nivel de impunidad que existe sobre las violaciones cometidas contra el sector 

sindical exacerba la situación.  La impunidad en Colombia debe superarse; de acuerdo a 

estadísticas oficiales, la impunidad abarca el 97 por ciento de las conductas criminales.  

Esta cifra es del 100 por ciento en casos de violación a los derechos humanos.  La 

ausencia de investigación, juicios e imposición del castigo correspondiente a los 

responsables de estos delitos pasa a conformar una denegación de justicia.  

Similarmente, la impunidad se traduce en una complicidad tácita del Estado colombiano 

en estos actos, pues al no sancionar a los responsables se está avalando la conducta 

perpetrada. 

• Expedir el estatuto de trabajo, artículo 53 de la Constitución. 

• Aplicar a fondo la carrera administrativa y revisar las carreras que tienen hoyos negros 

que la violan. 

• Establecer medidas cautelares y pólizas de cumplimiento en lo que tiene que ver con los 

procedimientos laborales para garantizar los derechos de los trabajadores al final de los 

juicios de trabajo. 
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• En Colombia se utilizan diversos métodos para reprimir la protesta social, inclusive la 

actividad huelguista. Tanto los actores huelguistas como los líderes sindicales se 

convierten en sujetos de procesos penales como consecuencia del ejercicio legítimo del 

derecho a la huelga.  A menudo, se utilizan tipos ilícitos que contrarían principios 

elementales del derecho penal, como la legalidad, para procesar a los actores 

sindicalistas: por ejemplo, el tipo de terrorismo. Por otro lado, la práctica de la policía, 

de acuerdo al Código Nacional de Policía, conduce a la represión de manifestaciones 

públicas de los trabajadores huelguistas así como a detenciones arbitrarias.  En estos 

casos, la actuación policial, en vez de garantizar el derecho a la huelga, pasa a ser un 

mecanismo de restricción indebida y de represión. 

• Si bien la Constitución Política de Colombia de 1991 declara que el reconocimiento 

jurídico de los sindicatos es de carácter instantáneo, el cumplimiento con las normas 

laborales implica una práctica que equivale a una autorización previa por representantes 

del gobierno para lograr el funcionamiento del sindicato, Igualmente, la garantía del 

fuero sindical no esta debidamente asegurada en la normatividad y práctica interna.  Las 

suspensiones y otras sanciones disciplinarias en el sitio de trabajo al igual que los 

despidos de dirigentes sindicales se hacen efectivos sin repercusiones para el empleador 

mientras que se logra paralizar la actividad sindical. 

• En relación con el ejercicio del derecho a la huelga, su rígida reglamentación junto con 

la facultad que se le concede al Ministerio de Trabajo de declarar la ilegalidad de la 

misma representan una grave e indebida restricción de este derecho.  Paralelamente, la 

declaración de ilegalidad de la huelga pasa a conformar la justificación para acciones 

arbitrarias, inclusive acciones penales, en contra de los trabajadores que ejercen su 

derecho y, en particular, en contra de los dirigentes sindicales. 

• Presentar al congreso y adoptar los Convenios de OIT en que Colombia no es parte y 

adecuar la legislación laboral a los Convenios de OIT que han sido ratificados. 

• Ampliar el fuero sindical a los promotores del sindicato para estimular la asociación 

sindical e impedir que los sindicatos desaparezcan antes de nacer.  

• Regular la negociación Colectiva en el sector público conforme al Convenio 151 de la 

OIT adoptado mediante la ley 411/97. 
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• Regular la negociación de industria y priorizarla sobre la negociación de empresa. 

• Establecer las formas de solución de los conflictos colectivos en los casos de servicios 

públicos esenciales, lo mismo en las organizaciones minoritarias. 

• La calificación de la legalidad de las huelgas debe volver a ser competencia exclusiva 

de los Jueces Laborales. 

• Establecer la integración del contradictorio con las organizaciones sindicales, en todos 

los casos en los cuales se discuta el fuero, bien porque se discuta el levantamiento del 

mismo o el reintegro. 

• Los procesos laborales instaurados por trabajadores o por sindicatos, deberían estar 

dotados de medidas cautelares para evitar que los empleadores burlen sus efectos. 

• El fuero Sindical no debe poder ser objeto de transacción o de conciliación. 

• El Inspector de trabajo debe ser dotado de facultad para preconstituir prueba en favor 

del trabajador, que se presumirá cierta mientras no se demuestre lo contrario, en casos 

de violación de derechos fundamentales de este. 

• El Inspector deberá dar traslada de las graves violaciones en materia de salario mínimo, 

jornada de trabajo y libertad sindical al Defensor del pueblo, quien deberá estar 

facultado para, en ejercicio de la Defensoría pública representar a las víctimas de tales 

violaciones ante el Juez. 

• En los procesos laborales donde se discutan hechos relativos al salario mínimo, a la 

estabilidad del trabajador, a la libertad sindical, a la protección al menor, a la protección 

a la madre trabajadora, sería obligatorio oír el concepto del Ministerio Público. 

• Capacitar a los Inspectores de Trabajo, revisar su número y distribución geográfica, 

dotarlos de recursos técnicos y capacitarlos. 

• Realizar monitoreos a los casos de OIT y concluir con acciones concretas, informando a 

las autoridades competentes. 

• Los dictámenes de los diversos órganos de la OIT que manifiestan su preocupación por 

la situación de la libertad sindical en Colombia y recomiendan que se adopten medidas 

tendientes a mejorarla, el Estado colombiano no ha tomado dichos pasos.  Igualmente, 

los compromisos asumidos por los representantes del gobierno colombiano ante esta 
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Conferencia están teñidos por el incumplimiento.  Dada esta inobservancia reiterada, 

considero que las promesas del gobierno carecen de la buena fe y de la voluntad política 

para mejorar la situación y conforman parte de una estrategia para eludir el examen del 

caso colombiano por este órgano.  

• El Estado colombiano no cumple con sus deberes de respetar, proteger y garantizar el 

ejercicio del derecho a la asociación en el ámbito laboral.  De esta manera el Estado 

incumple sus obligaciones internacionales de acuerdo a la Constitución de la OIT, los 

diversos convenios de esta organización (en particular, los Convenios Nos. 87 y 98) y 

varios tratados de derechos humanos, en los cuales Colombia es parte, que reconocen 

los derechos a formar sindicatos y a participar en la actividad sindical como derechos 

inherentes a la persona humana. 

• El deber de respetar exige que el Estado colombiano no interfiera en el ejercicio de la 

libertad sindical.  La actuación de grupos paramilitares, grupos que funcionan con el 

apoyo o la tolerancia del Estado colombiano, ha producido la muerte de una gran 

cantidad de sindicalistas, particularmente en los sectores organizados del magisterio y 

del área agroindustrial.  Estas muertes constituyen una violación del derecho a la vida e 

involucran la responsabilidad estatal. 

 

El condicionamiento del comercio internacional al cumplimiento de los derechos laborales 

es un tema recurrente desde hace ya más de un siglo, que inspiró el surgimiento de las 

primeras normas internacionales del trabajo, incluida la creación de la OIT, y que hoy se 

replantea con intensidad, habida cuenta de la globalización y sus negativos efectos sociales. 

Es en ese marco, que la inclusión de cláusulas sociales en los acuerdos internacionales de 

comercio y otros mecanismos análogos, son planteados como alternativas o complementos 

de las normas internacionales típicas, para evitar o disminuir el desconocimiento de 

derechos laborales que forman parte del elenco de derechos humanos.  

 

Por lo tanto, no hay que perder de vista el centro o eje de la cuestión: no es el comercio 

internacional ni el desarrollo económico, ni la soberanía o la dependencia, sino la 

preservación y la protección de los derechos fundamentales. 
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Los derechos humanos, de los que forma parte un nutrido conjunto de derechos laborales, 

constituyen, en el estado actual de la civilización y de la conciencia jurídica universal, un 

valor axiomático, superior a todo otro y especialmente a cualquier valor de cambio, por 

encarnar el de la propia persona humana.  

 

Ese valor supremo, que deriva de la esencialidad del respeto del ser humano, solo puede ser 

universal, habida cuenta de la universalidad de la persona humana. Por eso, el 

reconocimiento, respeto y promoción de los derechos humanos no puede ser sino universal 

y por eso mismo, se está desarrollando una nueva y superior rama del Derecho, más allá del 

Derecho constitucional y del Derecho internacional, de los cuales se nutre y a los cuales 

supera. 

 

Es un Derecho universal y no internacional, de orden público e imperativo, que reconoce 

sus fuentes en las Declaraciones, pactos, tratados y convenios sobre derechos humanos, en 

los principios generales del Derecho y en la costumbre internacional, consolidada o 

codificada en aquellas Declaraciones y Pactos. 

 

Para alcanzar algún efecto directo, las cláusulas sociales deberían remitir a un instrumento 

internacional eficaz y auto-aplicable. Esto supone una superioridad jurídica de las técnicas 

de regulación directa, pero no prejuzgan sobre la mayor eficacia práctica que 

eventualmente podrían tener las cláusulas sociales. Pero en todo caso, debe subrayarse que 

no son técnicas excluyentes, sino complementarias y que por tanto, pueden ser utilizadas 

acumulativa y coordinadamente. 

 

El Derecho universal de los derechos humanos -consagrado en las Declaraciones, Pactos, 

tratados y convenios de derechos humanos-, es de aplicación directa. Por tanto, corresponde 

a la jurisprudencia, debidamente asistida y apoyada por la doctrina, encarnarla en la 

realidad, esto es, en cada ser humano titular de tales derechos 
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LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL  

FUENTES UNIVERSALES DEL DERECHO INTERNACIONAL Y DOCUMENTOS 

AFINES 

 

ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO 

 

• Constitución de la Organización Internacional del Trabajo y Reglamento de la 

Conferencia Internacional del Trabajo. Ginebra, OIT, 1998. 91 págs. ISBN 92-2-

311053-X.  

Esta obra reproduce el texto completo de la Constitución de la OIT, comprendida la 

Declaración relativa a los fines y objetivos de la Organización Internacional del Trabajo 

(conocida como Declaración de Filadelfia, adoptada en 1944 e incorporada a la 

Constitución de la OIT en 1946). Conforme a los preámbulos de la Constitución y de la 

Parte XIII del Tratado de Versalles, que mencionan el reconocimiento del principio de 

libertad sindical entre los objetivos que la Organización debe promover, la Declaración de 

Filadelfia «reafirma los principios fundamentales sobre los cuales está basada la 

Organización y, en especial, la libertad de expresión y de asociación es esencial para el 

progreso constante». En virtud de su pertenencia a la Organización Internacional del 

Trabajo, los Estados Miembros se comprometen a respetar los principios enunciados en su 

Constitución, entre ellos los relativos a la libertad sindical. Ese compromiso constituye el 

fundamento jurídico de la labor del Comité de Libertad Sindical, que examina las denuncias 

de incumplimiento de los convenios sobre libertad sindical, con independencia de que los 

países de que se trate hayan ratificado o no dichos instrumentos.  

 

• Convenios y recomendaciones internacionales del trabajo, 1919-1984.  

Con suplementos 1987-1997. Ginebra, OIT, 1985. ISBN 92-2-305149-5.  

Esta compilación recoge los textos completos de los convenios, recomendaciones y 

protocolos adoptados por la Conferencia Internacional del Trabajo de 1919 a 1984. Los 
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textos de los convenios y recomendaciones adoptados desde 1985 se publican en 

suplementos separados y aparecen también periódicamente en el Boletín Oficial, Serie A 

(ISSN 0378-5513). Asimismo, todas las normas de la OIT pueden consultarse 

gratuitamente por línea en el banco de datos ILOLEX, de la propia OIT: 

<http://www.ilo.org>.  

Los principales convenios relativos a la libertad sindical son: el Convenio sobre la libertad 

sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87); el Convenio sobre el 

derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98); el Convenio sobre los 

representantes de los trabajadores, 1971 (núm. 135); el Convenio sobre las organizaciones 

de trabajadores rurales, 1975 (núm. 141); el Convenio sobre las relaciones de trabajo en la 

administración pública, 1978 (núm. 151); el Convenio sobre el derecho de asociación 

(agricultura), 1921 (núm. 11), y el Convenio sobre el derecho de asociación (territorios no 

metropolitanos), 1947 (núm. 84).  

 

Listas de ratificaciones por convenio y por país (al 31 de diciembre de 2006). Informe 

III (Parte 2), Conferencia Internacional del Trabajo, 86.a reunión, 1998. Ginebra, OIT, 

1998. xi+307 págs. ISBN 92-2-310653-2.  

Actualizado anualmente para su presentación a las Conferencias Internacionales del 

Trabajo, este informe contiene sendas listas de los convenios adoptados por las reuniones 

de la Conferencia; de ratificaciones por convenio; de ratificaciones por protocolo y de 

ratificaciones por país.  

 

• Manual sobre procedimientos en materia de convenios y recomendaciones 

internacionales del trabajo. Rev. 2/1998. Ginebra, OIT, Departamento de Normas 

Internacionales del Trabajo, 1998. v + 49 págs.  

Este instructivo manual está destinado fundamentalmente a los funcionarios de las 

administraciones nacionales encargados del cumplimiento de las obligaciones de sus 

respectivos gobiernos, en virtud de la Constitución de la OIT, en materia de normas 

internacionales del trabajo, pero se puede recomendar a quien desee obtener una 

panorámica completa de cómo funciona el sistema normativo de la OIT, desde los 
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procedimientos seguidos para que la Conferencia Internacional del Trabajo adopte los 

convenios y recomendaciones a los procedimientos establecidos aplicados para formular 

reclamaciones o quejas a propósito de la observancia de los convenios ratificados o 

denuncias de actos contrarios a la libertad sindical.  

 

• Derecho sindical de la OIT. Normas y procedimientos. Ginebra, 1995. xi + 166 págs. 

ISBN 92-2-309446-1.  

Esta obra está formada por una abundante recopilación de extractos de la Constitución de la 

OIT, convenios y recomendaciones internacionales del trabajo y otros instrumentos. Se 

reproducen in extenso dos resoluciones de la Conferencia Internacional del Trabajo: la 

Resolución de 1952 sobre la independencia del movimiento sindical y la Resolución de 

1970 sobre los derechos sindicales y su relación con las libertades civiles, que vincula 

explícitamente la libertad sindical al respeto de los derechos y libertades amparados por la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, todos 

éstos de las Naciones Unidas.  

En el libro se exponen además a grandes rasgos los procedimientos a que pueden recurrir 

los gobiernos y las organizaciones de empleadores y de trabajadores si consideran que se ha 

vulnerado el derecho a la libertad sindical, comprendidos los procedimientos de la 

Comisión de Investigación y de Conciliación en Materia de Libertad Sindical establecida en 

1950 mediante acuerdo entre la OIT y el Consejo Económico y Social de las Naciones 

Unidas _ y los del Comité de Libertad Sindical de la OIT.  

 

• Principios, normas y procedimientos de la OIT en materia de libertad sindical. 

Ginebra, OIT, 1989. 25 págs. ISBN 92-2-307209-3.  

Esta obra constituye una panorámica clara y sucinta, que se inicia con una exposición a 

grandes rasgos del contenido de los convenios y otros instrumentos de la OIT relativos a los 

derechos sindicales, seguida de una sección sobre los mecanismos de promoción y control. 

A continuación se examinan sucesivamente diversos aspectos de la libertad sindical (el 
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reconocimiento del derecho de sindicación, la constitución de organizaciones sin 

autorización previa, la elección de los dirigentes, etc.).  

 

• Resúmenes de normas internacionales del trabajo. Segunda edición actualizada 

(1990). Ginebra, OIT, 1991. vii + 144 págs. ISBN 92-2-307812-1.  

Agrupados por temas, los resúmenes de este libro tienen por objeto fundamental ayudar a 

las organizaciones de empleadores y de trabajadores a facilitar información a sus 

miembros, si bien la claridad de la exposición habrá de atraer también a otros lectores no 

especializados.  

 

• ILOLEX en CD-ROM: La base de datos sobre las normas internacionales del 

trabajo. Ginebra, OIT, 1997. ISBN 92-2-010608-6 (versión DOS); ISBN 922010604-3 

(versión Windows).  

Este CD-ROM contiene las versiones en español, francés e inglés de: la Constitución de la 

OIT; todos los convenios y recomendaciones de la OIT; los informes del Comité de 

Libertad Sindical desde 1985; los comentarios de la Comisión de Expertos en Aplicación 

de Convenios y Recomendaciones desde 1987; los informes anuales de la Comisión de 

Aplicación de Normas de la Conferencia Internacional del Trabajo desde 1987; los 

informes de los comités y comisiones establecidos para examinar las reclamaciones y 

quejas presentadas en virtud de los artículos 24 y 26 de la Constitución de la OIT desde 

1985, y las listas de ratificaciones por convenios y países.  

Los documentos se encuentran organizados por capítulos, para que el usuario pueda 

efectuar búsquedas dentro de ellos. También se pueden hacer consultas en toda la base de 

datos por tema, país o convenio, o mediante una búsqueda libre en el texto para encontrar 

un vocablo o expresión. Buena parte del caudal de información de ILOLEX puede 

consultarse gratuitamente por línea en la dirección siguiente de la red Internet: 

<http://www.ilo.org>.  

 

Informes y documentos de los órganos de control  
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• Informes de la Comisión de Investigación y de Conciliación en Materia de 

Libertad Sindical, publicados en el Boletín Oficial (Ginebra), Serie B (ISSN 0378-

5521).  

La Comisión de Investigación y de Conciliación en Materia de Libertad Sindical fue 

instituida en 1950, previa consulta con el Consejo Económico y Social de las Naciones 

Unidas (véanse las resoluciones del Consejo Económico y Social núm. 239 (IX), de 2 de 

agosto de 1949, y núm. 277 (X), de 17 de febrero de 1950). Examina las quejas por 

incumplimiento de los derechos sindicales que le transmite el Consejo de Administración, 

previo acuerdo del gobierno correspondiente si el país no ha ratificado el o los convenios 

pertinentes. Ateniéndose a un procedimiento especial, el Consejo Económico y Social 

puede transmitir al Consejo de Administración, para su remisión a la Comisión, las 

denuncias de infracción de los derechos sindicales sometidas a las Naciones Unidas. Ahora 

bien, si el país de que se trata no es miembro de la OIT, debe otorgar su consentimiento 

para esa transmisión. Hasta 1964, ninguno de los gobiernos a los que se solicitó consintió 

en someterse al procedimiento de transmisión, por lo que la Comisión sólo se ha reunido 

rara vez. Aunque se trata en lo esencial de un órgano de investigación, también puede 

examinar, junto con el gobierno interesado, la posibilidad de solucionar los problemas 

mediante acuerdo. Los informes aparecen en la Serie B del Boletín Oficial, por ejemplo: 

«Preludio al cambio: Reforma de las relaciones laborales en Sudáfrica. Informe de la 

Comisión de Investigación y de Conciliación en Materia de Libertad Sindical sobre la 

República de Sudáfrica», Boletín Oficial (Ginebra), Serie B, vol. 75 (1992).  

 

• Informes del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la 

OIT, publicados en el Boletín Oficial (Ginebra), Serie B (ISSN 0378-5521).  

Establecido en 1951 como órgano tripartito formado por nueve miembros del Consejo de 

Administración, y presidido desde 1978 por una personalidad independiente, el Comité de 

Libertad Sindical se reúne tres veces al año para examinar las denuncias de supuestas 

vulneraciones de los convenios sobre libertad sindical, con independencia de que los países 

de que se trate hayan ratificado o no esos instrumentos. El examen de una denuncia por el 

Comité no requiere el consentimiento del gobierno correspondiente, pues el fundamento 
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jurídico de este mecanismo radica en la Constitución de la OIT y en la Declaración de 

Filadelfia, con arreglo a las cuales los Estados Miembros están obligados a respetar los 

principios constitucionales de la Organización, en particular los relativos a la libertad 

sindical, aunque no hayan ratificado los convenios pertinentes. Así pues, el Comité 

examina sistemáticamente el fondo de los asuntos que se le plantean y expone sus 

conclusiones al respecto _ que se adoptan por unanimidad _ al Consejo de Administración, 

recomendando, si lo considera oportuno, que señale a la atención de los gobiernos 

interesados los principios en cuestión y, en particular, las recomendaciones formuladas con 

miras a solucionar los problemas planteados en la denuncia. Si surge un problema 

legislativo y el país ha ratificado el convenio a que se refiere la denuncia, el Comité puede 

_ y en la práctica lo hace a menudo _ señalar esos aspectos del caso a la atención del 

Comité de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, de modo que éste 

pueda seguir la evolución del caso en su examen periódico de las memorias presentadas por 

el gobierno sobre el convenio de que se trate.  

Los textos íntegros de los informes del Comité de Libertad Sindical y documentos conexos 

se publican en el Boletín Oficial de la OIT (en la Serie B desde 1975). En cada uno de esos 

informes se recapitulan los asuntos examinados durante la reunión correspondiente del 

Comité, normalmente con una exposición de la queja y/o de las alegaciones aducidas, la 

respuesta del gobierno, las conclusiones del Comité y sus recomendaciones.  

Con el correr del tiempo, la labor del Comité ha dado lugar a un cuerpo pleno y coherente 

de principios sobre la libertad sindical y la negociación colectiva, basado en las 

disposiciones de la Constitución de la OIT y los convenios, recomendaciones y 

resoluciones pertinentes. Descrito como una especie de «derecho consuetudinario 

internacional o por encima del alcance de los convenios e incluso de la adhesión a tal o cual 

organización internacional» (OIT, Actas de la 121.a reunión del Consejo de 

Administración, 3 a 6 de marzo de 1953, pág. 40), este cuerpo de principios ha adquirido 

una autoridad ampliamente reconocida a escala internacional y nacional, y se utiliza cada 

vez más para elaborar las legislaciones nacionales.  
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• La libertad sindical. Recopilación de decisiones y principios del Comité de 

Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT. Cuarta edición 

(revisada). Ginebra, OIT, 1996. x + 250 págs. ISBN 92-2-309456-9.  

Esta publicación esencial es una refundición por temas de los principios establecidos por el 

Comité de Libertad Sindical a través de su examen de más de 1.800 casos durante un 

período de cuarenta y cuatro años. Cada principio jurídico se enuncia en un párrafo que 

remite a la edición anterior de la obra (1985) o directamente al informe correspondiente del 

Comité (véase supra) que da citas específicas de casos. Figura en anexo un índice 

cronológico de casos.  

Ofrece especial interés el amplio capítulo dedicado al derecho de huelga, que no figura 

expresamente en ningún convenio de la OIT, pero que ha quedado asentado en el derecho 

internacional gracias a la labor constructiva y a la autoridad del Comité de Libertad 

Sindical, de tal manera que, con algunas restricciones concretas, se considera hoy día un 

derecho fundamental de los trabajadores y de sus organizaciones.  

 

• Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 

Recomendaciones. Informe general y observaciones acerca de ciertos países. 

Informe III (Parte 1A), Conferencia Internacional del Trabajo, 86.a reunión, 1998. xviii 

+ 553 págs. ISBN 92-2-310651-6. ISSN 0251-3226.  

Eje del mecanismo de control de la OIT, la Comisión de Expertos en Aplicación de 

Convenios y Recomendaciones informa anualmente a la Conferencia Internacional del 

Trabajo acerca del cumplimiento por los Estados Miembros de sus obligaciones 

constitucionales en lo referente a las normas internacionales del trabajo. En efecto, los 

Estados deben informar anualmente acerca de los convenios ratificados (artículo 22 de la 

Constitución); de la aplicación de los convenios en los territorios no metropolitanos 

(artículos 22 y 35, párrafos 6 y 8), y de la sumisión a las autoridades competentes de los 

convenios y recomendaciones que adopta la Conferencia Internacional del Trabajo (artículo 

19). El núcleo de todos los informes anuales de la Comisión de Expertos consiste en una 

exposición convenio por convenio de la evolución de las comunicaciones permanentes 
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entre la Comisión y los gobiernos sobre la conformidad de la legislación y la práctica 

nacionales con las disposiciones de los convenios ratificados.  

La parte primera del informe ofrece un panorama puesto al día de la cooperación de la OIT 

con otras organizaciones internacionales en el campo de las normas, comprendidas sus 

aportaciones a la supervisión de la aplicación de los instrumentos internacionales (en 

particular, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y la Carta Social Europea y su Protocolo 

Adicional). Además, en el informe de 1998 figura una evaluación por la Comisión de 

Expertos de las repercusiones de medio siglo de protección de la libertad sindical desde que 

se adoptó el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 

1948 (núm. 87). Aunque los progresos alcanzados han sido considerables, sobre todo en el 

último decenio, la Comisión observa con preocupación que un gran número de países de los 

más poblados del planeta no han ratificado aún este convenio fundamental, lo que afecta a 

más de la mitad de los trabajadores y empleadores del mundo.  

 

• Libertad sindical y negociación colectiva. Estudio general de las memorias sobre el 

Convenio (núm. 87) sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, 1948, y del Convenio (núm. 98) sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949. Informe III (Parte 4B), Conferencia Internacional del 

Trabajo, 81.a reunión, 1994. Ginebra, OIT, 1994. xi + 172 págs. ISBN 92-2-308947-6. 

ISSN 02151-3226.  

Todos los años, una parte del informe de la Comisión de Expertos a la Conferencia 

Internacional del Trabajo (que se publica por separado) está dedicada a un análisis general 

de la legislación y la práctica nacionales atinentes a una norma específica de la OIT o, 

como sucedió en 1994, a varias normas conexas. En 1983, 1973, 1959, 1957 y 1956 se 

publicaron sendos estudios generales sobre la libertad sindical y la negociación colectiva.  

Estos estudios generales se basan no sólo en los informes presentados de conformidad con 

lo dispuesto en los artículos 22 y 35 de la Constitución por los Estados que han ratificado 

las normas pertinentes _ en este caso los Convenios núms. 87 y 98 _, sino también en 

memorias solicitadas expresamente por el Consejo de Administración en virtud del artículo 
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19 de la Constitución acerca de la legislación y la práctica de los Estados Miembros que 

aún no los han ratificado. Aunque la finalidad esencial es analizar la legislación y la 

práctica nacionales, se ordenan los materiales de manera que se aborden uno tras otro los 

distintos aspectos de la libertad sindical que abarcan los Convenios núms. 87 y 98. En el 

estudio de 1994, la Comisión de Expertos procuró responder a los interrogantes y 

preocupaciones manifestados en la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia 

(véase infra) acerca del alcance de ambos convenios. En particular, consideró que «las 

garantías [...] relativas a la libertad sindical sólo podrán realizarse en la medida en que 

también se reconozcan y protejan efectivamente las libertades civiles y políticas 

consagradas por la Declaración Universal de Derechos Humanos y los restantes 

instrumentos internacionales sobre la materia, en particular el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos» (párrafo 43). A propósito de las huelgas, la Comisión de 

Expertos «siempre ha considerado que las huelgas de naturaleza puramente política no 

están cubiertas por los principios de libertad sindical. Ahora bien, las dificultades se 

plantean debido a que muy a menudo es imposible distinguir en la práctica entre los 

aspectos políticos y profesionales de una huelga, dado que las políticas adoptadas por un 

gobierno repercuten frecuentemente de forma inmediata en los trabajadores o los 

empleadores; [...] las organizaciones encargadas de defender los intereses socioeconómicos 

y profesionales de los trabajadores deberían, en principio, poder recurrir a la huelga para 

apoyar sus posiciones en la búsqueda de soluciones a los problemas derivados de las 

grandes cuestiones de política económica y social que tienen consecuencias inmediatas para 

sus miembros y para los trabajadores en general» (párrafo 165).  

Al tiempo que se congratula de las nuevas ratificaciones y de los muchos casos de progreso 

registrados desde su anterior estudio general del tema, la Comisión de Expertos concluye su 

trabajo expresando su preocupación por la aparición de tendencias que podrían ser 

negativas para la libertad sindical y la negociación colectiva: el creciente énfasis que se da 

a los derechos individuales frente a los derechos colectivos; el establecimiento de «zonas 

francas» sustraídas de la aplicación de toda o parte de la legislación nacional, y las actitudes 

y programas que consideran a los trabajadores tan sólo como «un recurso» o «una variable 

de costos».  
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• Informes de la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia, publi-cados 

en las Actas de la Conferencia Internacional del Trabajo.  

La Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia Internacional del Trabajo 

consagra la mayor parte de sus reuniones anuales (de carácter tripartido) a examinar las 

observaciones que figuran en el informe de la Comisión de Expertos (véase supra). Para 

estudiar cada caso, la Mesa de la Comisión de la Conferencia elabora una lista de países en 

los que se plantean problemas graves respecto a uno o más convenios, habida cuenta de los 

comentarios de la Comisión de Expertos. La lista se transmite seguidamente a la Comisión 

de la Conferencia para su aprobación.  

Los representantes de los gobiernos de los países de la lista aprobada son invitados a 

responder a las observaciones de la Comisión de Expertos. Pueden hacerlo por escrito, pero 

la Comisión de la Conferencia puede solicitar más explicaciones verbales. Se permite al 

gobierno de que se trate presentar toda la información que desee sobre el caso e indicar los 

problemas con que tropieza para atender sus obligaciones. Las deliberaciones de cada caso 

finalizan con una conclusión de la Comisión, que lee en voz alta su presidente. Las 

intervenciones se reproducen, levemente condensadas, en el informe de la Comisión, que se 

transmite a la Conferencia para su adopción. Los casos importantes de incumplimiento se 

señalan en la parte general del informe, ya se trate de la contravención de las obligaciones 

oficiales (por ejemplo, la sumisión de los convenios a las autoridades competentes o la 

presentación de memorias sobre los convenios ratificados) o de la vulneración de los 

convenios ratificados. Los informes de la Comisión se publican en las Actas de las 

reuniones generales de la Conferencia Internacional del Trabajo (tercer punto del orden del 

día).  

 

NACIONES UNIDAS 

• Derechos humanos. Recopilación de instrumentos internacionales. Volumen I 

(primera parte y segunda parte): Instrumentos de carácter universal. 

ST/HR/1/Rev. 5. Nueva York y Ginebra, Naciones Unidas, 1994. xii + 982 págs. ISBN 

92-1-354048-5. ISSN 0251-7027.  
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Esta valiosísima recopilación contiene los textos completos de los principales instrumentos 

internacionales de protección de los derechos humanos adoptados con los auspicios de las 

Naciones Unidas y sus organizaciones especializadas. Aparte de las normas de la OIT, la 

primera en amparar la libertad sindical y los derechos sindicales es la Declaración 

Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General en su 

resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948 (véase el comentario de Eide y otros, 

1992). Aunque no vinculante jurídicamente, abrió camino al desarrollo de otras fuentes del 

derecho internacional en este terreno, entre ellas los instrumentos regionales (véase, por 

ejemplo, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales). Concretamente, la Declaración Universal dispone que «toda 

persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas», que «nadie podrá 

ser obligado a pertenecer a una asociación» (artículo 20) y que «toda persona tiene derecho 

a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses» (artículo 23).  

Los otros instrumentos pertinentes son vinculantes jurídicamente. En virtud del párrafo e), 

inciso ii), del artículo 5 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 

Formas de Discriminación Racial de 1965, que entró en vigor en 1969, los Estados partes 

se comprometen a garantizar «el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin 

distinción de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los 

derechos siguientes: [...] el derecho a fundar sindicatos y a sindicarse». Aunque en realidad 

no crea los múltiples derechos enumerados en su artículo 5, esta Convención da por 

supuesta su existencia.  

El artículo 8 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

(adoptado por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 

1966, y en vigor desde 1976) establece garantías más minuciosas de protección de los 

derechos sindicales. Así, por ejemplo, el ejercicio del «derecho de toda persona a fundar 

sindicatos y a afiliarse al de su elección» no podrá estar sometido a otras restricciones «que 

las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la 

seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades 

ajenos» (apartado a) del párrafo 1). El apartado d) del párrafo 1 del mismo artículo es 
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particularmente importante por contener la única disposición expresa del derecho 

internacional universal que protege el derecho de huelga, «ejercido de conformidad con las 

leyes de cada país».  

 

La limitación del alcance de las restricciones permisibles al ejercicio de la libertad sindical 

ha sido reafirmada en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (adoptado por 

la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966), el cual 

dispone asimismo que «toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso 

el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de sus intereses» 

(párrafo 1 del artículo 22). Para un análisis a fondo de este Pacto y de sus dos Protocolos 

Facultativos, véase Nowak, 1993.  

 

La Proclamación de Teherán, adoptada por la Conferencia Internacional de Derechos 

Humanos en mayo de 1968, subraya la interdependencia de los derechos protegidos por los 

Pactos de 1966 en los términos siguientes: «Como los derechos humanos y las libertades 

fundamentales son indivisibles, la realización de los derechos civiles y políticos sin el goce 

de los derechos económicos, sociales y culturales resulta imposible. La consecución de un 

progreso duradero en la aplicación de los derechos humanos depende de unas buenas y 

eficaces políticas nacionales e internacionales de desarrollo económico y social» (artículo 

13). En diciembre de 1977, en vísperas del 30.o aniversario de la Declaración Universal de 

Derechos Humanos, la Asamblea General de las Naciones Unidas decidió oficialmente que 

esas nociones _ indivisibilidad, interdependencia, inalienabilidad y vinculación con el 

orden económico _ serían tenidas en cuenta a partir de entonces al abordar las cuestiones 

relativas a los derechos humanos en el sistema de las Naciones Unidas. A propósito de la 

interdependencia, véase Scott, 1989. Para una panorámica de las prioridades actuales de las 

Naciones Unidas en el terreno de los derechos humanos, véase Annan, 1997.  

 

• Multilateral treaties deposited with the Secretary General: Status as at 31 

December 1997. Nueva York, Naciones Unidas, 1998. Se publica también en francés.  
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Actualizada anualmente, esta publicación proporciona las fechas de entrada en vigor, las 

listas de los Estados partes y otros datos sobre la situación de los tratados de las Naciones 

Unidas y de la Sociedad de las Naciones. Además, reproduce in extenso los textos de las 

declaraciones y reservas formuladas por los Estados partes.  

 

• Reservas, declaraciones, notificaciones y objeciones relativas al Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y a los Protocolos Facultativos del 

Pacto. Ginebra, Naciones Unidas.  

Basado en la publicación anterior, este documento se actualiza periódicamente y se publica 

con la signatura CCPR/C/2/Rev. (seguida del número y la fecha de la revisión).  

Documentos de los órganos creados en virtud de los tratados y de otros órganos que se 

ocupan de los derechos humanos.  

A diferencia de las normas adoptadas por la OIT _ organismo especializado de las Naciones 

Unidas _, los instrumentos de las propias Naciones Unidas suelen sentar principios y 

normas generales, y esa distinción se refleja, como es lógico, en la índole y el alcance de 

sus respectivos procedimientos de control. De ahí que buena parte del material recogido en 

los documentos de los órganos de supervisión de las Naciones Unidas sólo tenga un valor 

marginal para los lectores a los que interesen estrictamente la libertad sindical y los 

derechos sindicales. Sin embargo, ello no disminuye en absoluto la importancia de estas 

fuentes para cualquier investigación seria sobre el tema. Las resoluciones, decisiones y 

otros documentos importantes pertinentes figuran en los informes y otras publicaciones del 

Consejo Económico y Social, de la Comisión de Derechos Humanos y su Subcomisión de 

Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, del Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales y del Comité de Derechos Humanos. Véase un estudio 

pormenorizado de cada uno de estos órganos (con una abundante bibliografía) en Alston, 

1992a.  

Un excelente punto de partida para efectuar investigaciones en los documentos de las 

Naciones Unidas relativos a los derechos humanos es el sitio <http://www.unhchr.ch/>. 

También son útiles las publicaciones periódicas de una organización no gubernamental con 

sede en Ginebra, el Servicio Internacional para los Derechos Humanos (International 
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Service for Human Rights): Human Rights Monitor (Ginebra) facilita desde 1988 

información actualizada sobre las reuniones y acontecimientos de importancia para los 

derechos humanos en todo el sistema de las Naciones Unidas, en tanto que HR 

Documentation DH (Ginebra) enumera desde 1989 los documentos de muchos órganos de 

las Naciones Unidas que se ocupan de los derechos humanos, desglosados por sesiones y 

acompañados de su signatura y de un breve resumen, así como los programas de las 

reuniones venideras.  

 

• Informes y documentos del Consejo Económico y Social  

El artículo 60 de la Carta de las Naciones Unidas hace responsable al Consejo Económico y 

Social, bajo la autoridad de la Asamblea General, de promover «el respeto universal a los 

derechos humanos y a las libertades fundamentales» (apartado c) del artículo 55). Ahora 

bien, habida cuenta de la amplia variedad de temas de los que se ocupa el Consejo, los 

documentos de sus períodos de sesiones y sus informes a la Asamblea General _ al igual 

que los documentos de la propia Asamblea General _ constituyen las fuentes más generales 

de las Naciones Unidas. Buena parte de la labor del Consejo en materia de derechos 

humanos se efectúa por conducto de la Comisión de Derechos Humanos, en tanto que la 

supervisión de la aplicación de los instrumentos concretos se confía a comisiones y comités 

especializados. Los documentos de estos órganos proporcionan, pues, informaciones más 

detalladas.  

 

• Informes y documentos de la Comisión de Derechos Humanos  

Establecida por el Consejo Económico y Social (ECOSOC) como una de sus comisiones 

orgánicas en virtud del artículo 68 de la Carta de las Naciones Unidas, la Comisión de 

Derechos Humanos, formada por 53 miembros, es el principal órgano normativo de las 

Naciones Unidas en materia de derechos humanos (véase Alston, 1992b). Presenta 

informes anuales al ECOSOC, efectúa estudios, adopta resoluciones y decisiones y formula 

recomendaciones (consistentes en proyectos de decisión y resolución cuya aprobación 

propone al propio ECOSOC) con miras a la protección y el fomento de los derechos 

humanos.  
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Sus informes anuales forman parte de los Documentos Oficiales del ECOSOC (suplemento 

núm. 3) y, por lo tanto, llevan su signatura (por ejemplo, E/1997/23, en el caso del informe 

sobre el 53.o período de sesiones del ECOSOC, del 10 de marzo al 18 de abril de 1997) y 

una signatura de la serie E/CN.4, que se utiliza para la documentación de los períodos de 

sesiones de la propia Comisión (por ejemplo, E/CN.4/1997/150, para el mismo informe). 

De especial utilidad con miras bibliográficas y de investigación es el anexo IV a cada 

informe, en el que se enumeran todos los documentos de la serie E/CN.4 publicados para el 

período de sesiones, concretando a qué tema del programa se refiere cada documento. 

Además de los proyectos de resolución y decisión, reproducidos in extenso en los informes 

de los períodos de sesiones, otros documentos útiles de la serie E/CN.4 son las notas e 

informes del Secretario General de las Naciones Unidas, los informes por país o tema de los 

Relatores Especiales y los documentos que presentan las organizaciones no 

gubernamentales. Aunque los informes de los períodos de sesiones ofrecen una panorámica 

de los trabajos de la Comisión, indicando qué países tomaron la palabra durante el debate 

sobre un tema concreto, para investigar más a fondo en los debates (por ejemplo, saber las 

declaraciones de los representantes de los gobiernos u organizaciones no gubernamentales 

o las discusiones de las enmiendas) es preciso consultar las actas resumidas de la sesión 

correspondiente (que se publican con la signatura E/CN.4/[año]/SR-[número de la sesión]).  

 

• Recomendaciones relativas a la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, 

documento de las Naciones Unidas con la signatura A/CONF.157/PC/6/Add.3 

(septiembre de 1991), y Contribución de la Organización Internacional del Trabajo, 

documento A/CONF.157/PC/61/Add.10 (marzo de 1993).  

En el primero de estos informes (págs. 9-30) se exponen los procedimientos de la OIT para 

adoptar normas y verificar su cumplimiento. En el segundo figura un anexo sobre los 

grupos específicos que protege la OIT, comprendidas las organizaciones de trabajadores y 

empleadores que amparan los instrumentos de la OIT sobre libertad sindical (págs. 4-6). 

Figura en él, además, una bibliografía escogida de publicaciones de la OIT relativas a los 

derechos humanos.  
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• Informes y documentos de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y 

Protección a las Minorías  

La Subcomisión informa a la Comisión de Derechos Humanos, y sus documentos se 

publican en la serie E/CN.4/Sub.2. Los informes relativos a sus sesiones llevan, pues, dos 

signaturas: una correspondiente a la documentación de la Subcomisión y otra a la de la 

Comisión. Así, por ejemplo, el informe sobre su 49.o período de sesiones (1997) lleva la 

signatura E/CN.4/1998/2 - E/CN.4/Sub.2/1997/50.  

Aunque son una fuente relativamente secundaria para el estudio de la libertad sindical, los 

documentos de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las 

Minorías comprenden a veces material pertinente como parte de sus resoluciones y 

decisiones, o de los informes de sus Relatores Especiales, por ejemplo: La realización de 

los derechos económicos, sociales y culturales, informe final de D. Türk, Relator Especial 

de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, 

documento E/CN.4/Sub.2/1992/16.  

 

• Informes y documentos del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales  

Aunque la libertad sindical por sí misma es sólo uno de los muchos derechos que ampara el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la validez del mismo 

en lo relativo al ejercicio de los derechos sindicales ha sido recalcada en repetidas 

ocasiones por el Comité de Libertad Sindical de la OIT. La responsabilidad de la aplicación 

del Pacto incumbe al Consejo Económico y Social (ECOSOC), que hasta 1986 fue asistido 

en esta labor por un grupo de trabajo de expertos gubernamentales del período de sesiones. 

Desde 1987, la tarea de supervisar la aplicación del Pacto ha sido confiada al Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, establecido con esa finalidad. Los 

documentos de trabajo del Comité se publican en la serie E/C.12. El Comité celebra 

anualmente dos períodos de sesiones de tres semanas de duración, y examina los informes 

que los Estados partes deben presentar en virtud de lo dispuesto en el artículo 16 del Pacto, 

relativos a las medidas que han adoptado y a los progresos alcanzados respecto a la 

observancia de los derechos reconocidos en aquél (acerca de las obligaciones de los 



 146 

Estados derivadas del Pacto, véase Alston y Quinn, 1987). Conforme a la resolución 1988/4 

del ECOSOC, que modificó el procedimiento de presentación de informes, en la actualidad 

los Estados partes deben presentar un informe inicial que trate de todo el Pacto, en un plazo 

no superior a dos años desde su entrada en vigor en el país correspondiente, y a partir de 

entonces un informe periódico global cada cinco años (acerca del procedimiento de 

presentación de informes y del examen de los mismos por el Comité, véase Alston, 1992c).  

Los informes de los Estados se publican en la serie E. Los informes del Comité al 

ECOSOC se publican en anexo a los documentos oficiales del Consejo y llevan una doble 

signatura: E/, por ECOSOC, y E/C.12/-, por el Comité. Las actas resumidas, una por cada 

período de sesiones, también se publican en la serie E/C.12/[año]/SR.[número]. Las 

observaciones finales del Comité sobre cada uno de los informes de los países figuran en el 

informe sobre el período de sesiones correspondiente.  

En todos sus períodos de sesiones, el Comité dedica un día a un «debate general», que 

normalmente se centra en un derecho o un tema, con objeto de aclarar los problemas que 

plantean las disposiciones concretas del Pacto. Esos debates se exponen asimismo en los 

informes del Comité sobre sus períodos de sesiones y, a menudo, sirven de punto de partida 

para redactar una «observación general». A diferencia de las observaciones finales sobre el 

informe de un Estado determinado, las observaciones generales reflejan la experiencia 

general alcanzada por el Comité a lo largo del tiempo y se dirigen a todos los Estados 

partes. En su observación general núm. 5 (1994), por ejemplo, el Comité estudia la cuestión 

de las personas discapacitadas, subrayando, entre otras cosas, que los derechos relativos a la 

sindicación (artículo 8) se aplican por igual a los trabajadores discapacitados, con 

independencia de si trabajan en establecimientos específicos o en empresas normales. La 

observación general núm. 6 (1995) está consagrada a los derechos de las personas de edad, 

a las que también deben aplicarse las disposiciones del artículo 8 del Pacto. Estas 

observaciones generales se reproducen anexas al informe del Comité al ECOSOC.  

En su 13.o período de sesiones, celebrado en 1995, el tema del debate general del Comité 

fue un proyecto de protocolo facultativo del Pacto, y en 1997 el Comité presentó a la 

Comisión de Derechos Humanos un informe sobre un proyecto de protocolo facultativo, 

relativo al examen de las comunicaciones sobre el incumplimiento del Pacto (documento 
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E/CN.4/1997/105). Si se lleva esta iniciativa a su conclusión lógica, los procedimientos del 

Comité de Derechos Económicos podrían aproximarse más a los del Comité de Derechos 

Humanos  

 

• Informes de la Organización Internacional del Trabajo relativos al cumplimiento 

de las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales  

Conforme al artículo 18 del Pacto, «el Consejo Económico y Social podrá concluir 

acuerdos con los organismos especializados sobre la presentación por tales organismos de 

informes relativos al cumplimiento de las disposiciones de este Pacto que corresponden a 

su campo de actividades». Los informes de la OIT al ECOSOC se han publicado como 

documentos de éste. Los de los diez años últimos llevan las signaturas E/1989/6, E/1990/9, 

E/1991/4, E/1992/4, E/1993/4, E/1994/5, E/1994/63, E/1995/5, E/1995/39, E/1996/40 y 

E/1997/55. Figuran en ellos una lista de los principales convenios de la OIT atinentes a los 

artículos 6 a 10 y 13 del Pacto, e informaciones sobre la situación de los distintos países. En 

anexo se encuentra una lista de países con referencias a informes anteriores de la OIT en los 

que se examinó su situación.  

 

• Official Records of the Human Rights Committee 1992/1993. Dos volúmenes. 

Nueva York, Naciones Unidas, 1996. ISSN 1020-3508.  

El primer volumen (CCPR/12) contiene las actas resumidas de las sesiones públicas del 

Comité; el segundo (CCPR/12/Add), los documentos de los períodos de sesiones 

pertinentes, incluidos el informe del Comité a la Asamblea General y los informes 

periódicos de los Estados. Las actas y los documentos del primer al decimotercer período 

de sesiones del Comité (1977-1978 a 1986-1987) se publicaron en The Yearbook of the 

Human Rights Committee (dos volúmenes cada año, Nueva York, Naciones Unidas). En 

su 32.o período de sesiones, el Comité decidió sustituir ese título por el de Official Records 

of the Human Rights Committee a partir de la publicación de los documentos 

correspondientes a su período de sesiones de 1987 -1988.  
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CONSEJO DE EUROPA 

 

• Convenios, resoluciones y recomendaciones del Consejo de Europa en materia 

social. Madrid, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 1992. 1128 págs. ISBN 84-

7434-744-0.  

Se trata de una recopilación de las normas y recomendaciones sociolaborales del Consejo 

de Europa, organismo que no publica sus obras en español. Los principales instrumentos 

jurídicos del Consejo figuran también _ con abundantes anotaciones _ en: Código de 

Migraciones. Nacionales en el exterior y extranjeros en España. Volumen I: Textos 

internacionales, acuerdos bilaterales, derecho social comunitario y legislación interna. 

Madrid, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y Boletín Oficial del Estado (Ministerio 

de la Presidencia), 1997. 1721 págs. ISBN 84-340-0913-7.  

El primero de los instrumentos adoptados por el Consejo de Europa fue el Convenio para la 

Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales (también 

denominado Convenio Europeo de Derechos Humanos), que entró en vigor el 3 de 

septiembre de 1953. En su preámbulo se afirma la determinación de los gobiernos de los 

Estados europeos de «tomar las primeras medidas adecuadas para asegurar la garantía 

colectiva de algunos de los derechos enunciados en la Declaración Universal» de Derechos 

Humanos. Su artículo 11 protege la libertad sindical: «Toda persona tiene derecho a la 

libertad de reunión pacífica y a la libertad de asociación, incluido el derecho de fundar, con 

otras, sindicatos y de afiliarse a los mismos para la defensa de sus intereses». Limita 

además explícitamente el alcance de las restricciones permisibles al ejercicio de este 

derecho.  

La Carta Social Europea, adoptada en 1961, entró en vigor el 26 de febrero de 1965. Fue 

elaborada en una conferencia tripartita celebrada a iniciativa de la OIT y se basa en las 

normas de la OIT vigentes en aquel entonces. Tras una revisión a fondo de la Carta, 

iniciada en 1991, se adoptó en 1996 un texto refundido que comprendía la versión de 1961 

enmendada hasta la fecha, las disposiciones del Protocolo Adicional de 1988 y nuevas 

disposiciones dimanantes del denominado proceso de revitalización. Pero no se pretendía 

que el nuevo texto sustituyese de inmediato al antiguo, y, mientras no se decida lo 
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contrario, las Cartas original y revisada coexisten como instrumentos de estructura similar 

pero jurídicamente distintos. La Parte I de la Carta consiste en una declaración normativa 

por la que las partes contratantes se comprometen a esforzarse en «establecer aquellas 

condiciones» en que puedan hacerse efectivos determinados derechos y principios, que 

abarcan el derecho de todos los trabajadores y empleadores «a asociarse libremente en 

organizaciones nacionales o internacionales para la protección de sus intereses económicos 

y sociales» y el «derecho a la negociación colectiva». La Parte II de la Carta enuncia 

obligaciones vinculantes en virtud de las cuales las partes contratantes se comprometen, 

entre otras cosas, «a que la legislación nacional no menoscabe [la libertad sindical], ni se 

aplique de manera que pueda menoscabarla» (artículo 5). El artículo 6, relativo al derecho 

de negociación colectiva, dispone la obligación de reconocer «el derecho de los 

trabajadores y empleadores, en caso de conflicto de intereses, a emprender acciones 

colectivas, incluido el derecho de huelga».  

 

• European treaties. Estrasburgo, Council of Europe Publishing, 1998. Volume 1: Conv. 

1 to 84 (1949-1974), ISBN 92-871-3367-0. Volume 2: Conv. 85 to 168 (1949-1998), 

ISBN 92-871-3368-9.  

Estos dos volúmenes recopilan más de ciento sesenta convenios, convenciones y tratados 

concluidos bajo los auspicios del Consejo de Europa desde 1949. Reproducidos en orden 

cronológico de su apertura a la firma, los textos en alemán, francés e inglés de los 

instrumentos y sus protocolos adicionales figuran en paralelo en las mismas páginas para 

facilitar su lectura y comparación. Concretamente, esta referencia comprende el Convenio 

para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, la Carta 

Social Europea, la Carta Social Europea (revisada) y sus protocolos, documentos que se 

pueden hallar asimismo (en inglés) en Human Rights: A compilation of international 

instruments, Volume II: Regional instruments, obra ya citada, págs. 73-322. Además, se 

pueden consultar en la dirección de Internet <http://www.coe.fr>. Para consultar 

directamente el catálogo de las publicaciones del Consejo de Europa, utilícese 

<http://book.coe.fr/GB/CAT/fr_index.htm>.  
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Informes y documentos de los órganos de control  

 

• Informes y documentos del mecanismo de control de la Carta Social Europea 

Los Estados partes en la Carta Social Europea deben informar cada dos años al Secretario 

General del Consejo de Europa acerca de la aplicación de las disposiciones de la Parte II a 

que están obligados (a condición de que acepten un número mínimo de disposiciones, las 

partes contratantes no están obligadas a asumir todas las obligaciones previstas). El Comité 

de Ministros del Consejo de Europa puede solicitar informes sobre las otras disposiciones 

cuando lo considere necesario.  

El control de la aplicación de la Carta ha sido confiado a cuatro órganos que actúan 

sucesivamente. El primero es el Comité de Expertos Independientes (nombrado por el 

Comité de Ministros), que examina los informes de los Estados y los transmite, junto con 

su propio informe y sus conclusiones, a un subcomité gubernamental, formado por 

representantes de todas las partes contratantes. Las conclusiones de éste _ expuestas en un 

informe al que se adjunta el informe de los expertos _ se presentan a continuación al 

Comité de Ministros junto con los dictámenes de la Asamblea Consultiva del Consejo de 

Europa acerca de las conclusiones del Comité de Expertos Independientes. Por último, el 

Comité de Ministros elabora las conclusiones normativas del proceso de supervisión. 

Conforme al Protocolo de Turín de 22 de octubre de 1991 (véase Mohr, 1992), que aclaró 

las funciones respectivas de los órganos de control, el Comité de Expertos Independientes 

es en la actualidad el único facultado para formular dictámenes jurídicos de la conformidad 

de las situaciones nacionales con las disposiciones de la Carta. El subcomité _ denominado 

en la actualidad Comité Gubernamental _ tiene asignada explícitamente la tarea de preparar 

las decisiones del Comité de Ministros.  

Los informes de los órganos de control de la Carta son publicados por el Consejo de 

Europa, por ejemplo, Conclusions of the Committee of Independent Experts of the 

European Social Charter. Conclusions XIII 5 (1997), Estrasburgo, Consejo de Europa, 

ISBN 92-871-3464-2; European Social Charter, Governmental Committee: 13th 

Report (III) (1997), Estrasburgo, Consejo de Europa, ISBN 92-871-3192-9; Case-law on 
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the European Social Charter - Supplement 1993, Estrasburgo, Consejo de Europa, ISBN 

92-871-2298-9.  

 

• Documentos de los órganos de control del Convenio Europeo de Derechos 

Humanos  

El Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 

instauró dos órganos encargados de verificar la aplicación de sus disposiciones. El primero 

es la Comisión Europea de Derechos Humanos (artículos 20 a 37), que examina en primera 

instancia las denuncias de violaciones del Convenio formuladas por una alta parte 

contratante contra otra y «cualquier demanda dirigida [...] por cualquier persona física, 

organización no gubernamental o grupo de particulares que se considere víctima de una 

violación, por una de las altas partes contratantes, de los derechos reconocidos en el 

presente Convenio» (artículo 25). La admisibilidad de una causa ante la Comisión depende, 

entre otras cosas, de que antes se hayan agotado todos los recursos internos. La función de 

la Comisión consiste en tratar de resolver amistosamente los asuntos que se le hayan 

remitido. El segundo órgano establecido por el Convenio es el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos (artículos 38 a 56), al que «un asunto sólo puede someterse [...] después 

de que la Comisión haya comprobado el fracaso del arreglo amistoso» (artículo 47) y 

únicamente a petición de la propia Comisión, una alta parte contratante de la que sea 

nacional la persona que afirme ser víctima, la parte que haya iniciado el caso ante la 

Comisión o la parte que haya sido demandada (artículo 48). La ejecución de las sentencias 

del Tribunal ha sido confiada al Comité de Ministros. Para un estudio comparado de los 

procedimientos de petición personal acogiéndose al Convenio Europeo de Derechos 

Humanos y al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, véase Heffernan, 1997. 

En Robertson y Merrils, 1993, se efectúa un análisis pormenorizado de la jurisprudencia 

relativa al Convenio, junto con un estudio de las instituciones que verifican su aplicación.  

 

• Human Rights Information Sheet. Estrasburgo, Consejo de Europa (Dirección General 

de Derechos Humanos). 
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De aparición irregular desde 1978, esta colección de folletos informa sobre el estado de 

la cuestión de los derechos humanos en el Consejo de Europa, incluidos los asuntos 

planteados ante la Comisión y el Tribunal. En anexo se reproducen los textos de las 

resoluciones del Comité de Ministros y de la Asamblea Parlamentaria.  

• Digest of Strasbourg case law relating to the European Convention on Human 

Rights. Colonia, Heymanns.  

De aparición anual desde 1984, esta publicación analiza e indicia los fallos del Tribunal 

y los informes de la Comisión y del Tribunal, ordenados según los artículos del 

Convenio.  

• European Commission of Human Rights: Decisions and reports. Estrasburgo, 

Consejo de Europa.  

Publicada a partir de 1975, esta serie reproduce en versión íntegra o abreviada las 

decisiones más importantes de la Comisión acerca de la admisibilidad de las demandas y 

sus informes (excluidos los asuntos planteados ante el Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos), por ejemplo: Decisions and reports 90A _ European Commission of Human 

Rights (September 1997), Estrasburgo, Consejo de Europa, 1998, ISBN 92-871-3547-9. 

Además, se publican periódicamente resúmenes e índices de la colección, por ejemplo: 

Decisions and reports. European Commission of Human Rights _ Summaries and 

Indexes núms. 61-75, Estrasburgo, Consejo de Europa, 1996, ISBN 92-871-2933-9. Se 

puede encontrar documentación anterior en Collection of decisions of the European 

Commission of Human Rights, 46 volúmenes, Estrasburgo, Consejo de Europa, 1960-

1974, ISSN 0379-8461.  

• Minutes of the Plenary Session of the European Commission of Human Rights. 

Estrasburgo, Consejo de Europa.  

Cada uno de los documentos de esta serie (iniciada en 1963) abarca un período de 

sesiones de varios días, con información sobre los asuntos que a la sazón estuvieren 

planteados ante la Comisión. En sección aparte se actualizan los datos sobre la situación 

del Convenio (ratificaciones, firmas, entrada en vigor de los Protocolos). En anexos se 

reproducen los textos de las reservas y declaraciones.  
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• Publications of the European Court of Human Rights, Series A: Judgements and 

decisions. Colonia, Carl Heymanns, desde 1961.  

• Publications of the European Court of Human Rights, Series B: Pleadings, oral 

arguments and documents. Colonia, Carl Heymanns, desde 1962.  

• Human Rights Case Digest. Londres, British Institute of Human Rights, desde 1990.  

Esta publicación bimestral contiene resúmenes de los fallos y decisiones del Tribunal, 

de las decisiones del Comité de Ministros y de las decisiones de la Comisión. Los casos 

están indiciados por nombres y artículos aplicables del Convenio.  

• Jurisprudence de la Cour européenne des Droits de l'Homme. Por Vincent 

Berger. 5.a edición. París, Sirey, 1996. xvi + 645 págs. ISBN 2-247-02486-6.  

Esta selección de fallos del Tribunal Europeo de Derechos Humanos está expuesta 

temáticamente y enriquecida con la bibliografía específica que figura al final del informe de 

cada caso, además de una valiosa bibliografía general. La aplicación del artículo 11 

(libertad sindical) del Convenio Europeo de Derechos Humanos está ilustrada por dos 

casos, uno de ellos relativo a la importante cuestión de las consecuencias de los acuerdos de 

monopolio sindical para los trabajadores no sindicados. Sobre el derecho a no afiliarse a un 

sindicato en la legislación europea. 

De esta obra de Vincent Berger puede verse también la versión inglesa, más antigua: Case 

law of the European Court of Human Rights. Volumen 1: 1960-1987. Dublín, Round 

Hall Press, 1989, 478 págs.  

• Fundamental social rights: Case law of the European Social Charter. Por Lenia 

Samuel, Estrasburgo, Consejo de Europa, 1997. 450 págs. ISBN 92-871-3190-2.  

Respecto de cada uno de los derechos enunciados en la Carta, Lenia Samuel expone las 

correspondientes normas sustantivas y la jurisprudencia. Gracias a sus ejemplos prácticos, 

esta obra ayuda a comprender el alcance real de las disposiciones de la Carta, al tiempo que 

analiza las situaciones vigentes en los veinte Estados que hasta la fecha han ratificado este 

instrumento.  

• The right to organise and to bargain collectively. Social Charter Monograph, 

núm. 5. Estrasburgo, Consejo de Europa, 1996, 110 págs. ISBN 92-871-3158-9.  
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Esta obra examina la protección otorgada al derecho de sindicación y de negociación 

colectiva por las normas y la jurisprudencia de la Carta Social Europea.  

• The Social Charter of the 21st Century. Estrasburgo, Consejo de Europa, 1997. 

327 págs. ISBN 92-871-3411-1.  

Este volumen comprende las ponencias y los debates de un coloquio celebrado en 

Estrasburgo en mayo de 1997 sobre el tema de «La Carta Social del siglo XXI», en el 

que se trataron varias cuestiones esenciales para la garantía de los derechos humanos: la 

función de una carta de los derechos humanos fundamentales; las mejoras que pueden 

aportarse a los distintos instrumentos que consagran esos derechos; la utilidad de un 

procedimiento de denuncia colectiva, y la interacción entre la seguridad democrática, 

los derechos sociales y el imperio de la ley.  

 

UNIÓN EUROPEA 

 

• Unión Europea: Recopilación de los Tratados. Luxemburgo, Oficina de 

Publicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas, 1995. Vol. 1, ISBN 92-824-

1236-9; vol. 2, ISBN 92-824-1176-1.  

Esta compilación contiene los tratados de las Comunidades Europeas y de la Unión 

Europea (UE). De particular importancia para el derecho de libertad sindical son el tratado 

constitutivo de la Comunidad Europea (Tratado de Roma, 1957), el Acta Única Europea 

(La Haya, 1986) y el Tratado de la Unión Europea (Maastricht, 1992). Estos dos últimos 

modifican el primero. Los tratados, la legislación comunitaria vigente y muchos otros 

textos afines pueden consultarse por línea en la dirección siguiente de la UE: 

<http://europa.eu.int/eur-lex>.  

El Tratado de Roma proclama que «los Estados Miembros convienen en la necesidad de 

promover la mejora de las condiciones de vida y de trabajo de los trabajadores, a fin de 

conseguir su equiparación por la vía del progreso» (artículo 117). Afirma además que la 

Comisión promoverá una estrecha colaboración entre los Estados miembros en el ámbito 

social, particularmente en las materias relacionadas con «el derecho de sindicación y las 

negociaciones colectivas entre empresarios y trabajadores» (artículo 118). El Acta Única 
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Europea complementó esta afirmación con un artículo 118B, que reza como sigue: «La 

Comisión procurará desarrollar el diálogo entre las partes sociales a nivel europeo, que 

podrá dar lugar, si éstas lo consideraren deseable, al establecimiento de relaciones basadas 

en un acuerdo entre dichas partes».  

El Tratado de la Unión Europea se complementa, entre otros, con un Protocolo y un 

Acuerdo sobre la política social que no se aplican al Reino Unido. El artículo 2 del acuerdo 

define los terrenos en que se podrán establecer requisitos mínimos en materia de política 

social, ora por mayoría cualificada, ora por unanimidad, y en él se afirma que sus 

disposiciones «no se aplicarán a las remuneraciones, al derecho de asociación y 

sindicación, al derecho de huelga ni al derecho de cierre patronal» (párrafo 6 del artículo 2). 

El artículo 4 del acuerdo dispone que los interlocutores sociales en el ámbito europeo 

podrán concluir acuerdos que podrán ser transformados, a petición de ellos, en directivas 

por el Consejo de Ministros sin necesidad de que los examine la Comisión. Gracias a ese 

procedimiento se han adoptado dos directivas, una relativa a las licencias parentales y otra 

al trabajo a tiempo parcial. Debe observarse que este acuerdo social fue incorporado al 

Tratado de Amsterdam de 1997, por lo que sus disposiciones son aplicables a todos los 

Estados de la Unión Europea, comprendido el Reino Unido, a partir del momento en que 

ratifiquen el tratado. Para el texto completo del Tratado de Amsterdam, véase Tratado de 

Amsterdam por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea, los Tratados 

constitutivos de las Comunidades Europeas y determinados actos conexos. 

Luxemburgo, Oficina de Publicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas, 1997. iv + 

144 págs. ISBN 92-828-1648-6.  

• Comisión de las Comunidades Europeas. Carta comunitaria de los derechos sociales 

fundamentales de los trabajadores. Luxemburgo, Oficina de Publicaciones Oficiales 

de las Comunidades Europeas, 1990, 21 págs. ISBN 92826-0971-5.  

Los artículos 11 a 14 de la Carta Comunitaria se refieren a la libertad de asociación y 

negociación colectiva. El artículo 11 dispone: «Los empresarios y trabajadores de la 

Comunidad Europea tienen derecho a asociarse libremente a fin de constituir 

organizaciones profesionales o sindicales de su elección para defender sus intereses 
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económicos y sociales. Todo empresario y todo trabajador tienen derecho a adherirse o no, 

libremente, a tales organizaciones [...]».  

El Título II de la Carta se refiere a la aplicación: «La garantía de los derechos sociales 

fundamentales de la presente Carta, así como la aplicación de las medidas sociales 

indispensables para el buen funcionamiento del mercado interior en el marco de una 

estrategia de cohesión económica y social, competen a los Estados miembros de 

conformidad con las respectivas prácticas nacionales, en particular mediante su legislación 

y convenios colectivos» (artículo 27). Sin embargo, la Comisión deberá elaborar cada año 

un informe sobre la aplicación de la Carta por parte de los Estados miembros y de la 

Comunidad Europea, que se transmitirá al Consejo Europeo, al Parlamento Europeo y al 

Comité Económico y Social (artículos 29 y 30). Se le invita además «a que presente [...] las 

iniciativas que entren dentro del marco de sus competencias [...] con vistas a la adopción de 

instrumentos jurídicos para la aplicación efectiva [...] de aquellos derechos» (artículo 28). 

En consecuencia, la Comisión presentó un programa de acción en noviembre de 1989.  

• Communication from the Commission concerning its action programme relating 

to the implementation of the Community Charter of Basic Social Rights for 

Workers. COM (89) 568 final. Luxemburgo, Oficina de Publicaciones Oficiales de las 

Comunidades Europeas, 1989. 54 págs. ISBN 92-77-55488-6.  

Observando que «el derecho a la libertad sindical y la negociación colectiva existe en todos 

los Estados miembros de la Comunidad» (pág. 29), la Comisión no propone ninguna 

iniciativa en su programa de acción a propósito de la sección pertinente de la Carta. 

Cualquier problema que plantee la aplicación de los principios subyacentes debe, a juicio 

de la Comisión, ser resuelto directamente por los interlocutores sociales o, cuando viniere 

al caso, por los Estados miembros. Se hace asimismo referencia al artículo 118 B del 

Tratado de Roma, el cual especifica que la función de la Comisión al respecto debe ser 

mejorar el diálogo social.  

• Cuarto informe de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al Comité 

Económico y Social sobre la aplicación de la Carta comunitaria de los derechos 

sociales fundamentales de los trabajadores. Luxemburgo, Oficina de Publicaciones 

Oficiales de las Comunidades Europeas, 1996. 332 págs. ISBN 92-827-8477-0.  
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Este es el informe más reciente de los que presenta la Comisión en cumplimiento de los 

artículos 29 y 30 de la Carta. Al igual que los anteriores, se divide en dos partes. En la 

primera, la Comisión informa acerca de los progresos registrados en la aplicación de su 

programa de acción y del Protocolo sobre Política Social. La segunda parte trata de la 

aplicación de la Carta Comunitaria por los Estados miembros (excluidos Austria, Finlandia 

y Suecia), que se evalúa mediante un cuestionario que se adjunta al informe. Las 

referencias de los informes anteriores son las siguientes: primer informe: COM(91)511 

final; segundo informe: COM(92)562 final; tercer informe y suplemento: COM(93)568 

final y COM (95)184 final.  

 

ORGANIZACIÓN PARA LA SEGURIDAD Y LA COOPERACIÓN EN EUROPA 

 

• Conferencia de Seguridad y Cooperación en Europa (CSCE). Textos 

fundamentales. Madrid, Ministerio de Asuntos Exteriores, 1992. 416 págs. ISBN 84-

87661-24-6.  

Los principales instrumentos adoptados por la Conferencia sobre la Seguridad y la 

Cooperación en Europa (desde 1995, Organización para la Seguridad y la Cooperación en 

Europa) se reproducen en la obra mencionada. También figuran en las págs. 369 a 473 del 

ya citado Human Rights: A compilation of international instruments, Volume II: 

Regional instruments, UN-ST/HR/1/Rev.5 (vol.II), Nueva York, Naciones Unidas, 1997 

(ISBN 92-1-154124-7, ISSN 0251-7035). Desde el Acta Final de Helsinki, de 1975, el 

respeto de los derechos humanos ha figurado en lugar destacado en la labor de la 

Conferencia, habiéndose dedicado posteriormente varias reuniones a su «dimensión 

humana» (véase Fernández Sola, 1993).  

En el documento de la reunión de Copenhague de la Conferencia sobre la Dimensión 

Humana de la Conferencia sobre la Seguridad y la Cooperación en Europa (junio de 1990) 

se mencionan concretamente la libertad sindical y el derecho de sindicación. Se defiende el 

derecho a constituir sindicatos y a afiliarse libremente a ellos, sin ningún control previo. La 

libertad de sindicación de los trabajadores, comprendida la libertad de huelga, sólo debería 

estar sometida a las limitaciones que disponga la ley y a las normas internacionales (párrafo 
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9.3). También se mencionan los sindicatos libres e independientes a propósito de la amplia 

gama de instituciones democráticas de que depende la existencia de una democracia 

vigorosa (párrafo 26).  

Informes del mecanismo de control  

La verificación de la aplicación de éstas y otras disposiciones correspondientes a la 

«dimensión humana» de la CSCE se basa fundamentalmente en el compromiso de 

«intercambiar informaciones y responder a las peticiones de información y a las protestas 

formuladas [...] por otros Estados participantes» (párrafo 1 de la sección consagrada a la 

dimensión humana del documento final de la reunión de Viena de 1986, adoptado en 1989). 

Este mecanismo fue reforzado posteriormente al fijarse un plazo de cuatro semanas para 

atender las solicitudes de información (párrafo 42.1 del documento de la reunión de 

Copenhague). El documento de la Conferencia de Moscú sobre la Dimensión Humana (3 de 

octubre de 1991) prosiguió por ese camino, al establecer una lista de expertos designados 

por los Estados participantes y disponer que «un Estado participante podrá invitar a una 

misión de la CSCE, formada por un máximo de tres expertos, para resolver o contribuir a la 

solución sobre su territorio de cuestiones [...] relativas a la dimensión humana» (párrafo 4). 

«Además, uno o más Estados participantes, que hayan dado aplicación a lo dispuesto en los 

párrafos 1 ó 2 del mecanismo de la dimensión humana [documento final de la reunión de 

Viena de 1986], podrán pedir que la institución de la CSCE pregunte a otro Estado 

participante si estaría de acuerdo en invitar a una misión de expertos para resolver en su 

territorio una cuestión concreta, expresamente definida, relativa a la dimensión humana de 

la CSCE» (párrafo 8). Si el Estado en cuestión no constituyera la misión en un plazo de 

diez días o si el resultado de la misión fuese insatisfactorio, se dispone que la institución de 

la CSCE envíe una misión de relatores encargados de «determinar los hechos, informar al 

respecto y [...] asesorar sobre las posibles soluciones de la cuestión planteada [...]. La 

institución de la CSCE transmitirá [su] informe y cualesquiera otras observaciones del 

Estado requerido o cualquier otro Estado participante a todos los Estados participantes sin 

demora. El informe podrá figurar en el programa de la siguiente reunión ordinaria del 

Comité de Funcionarios Superiores, que podrá decidir qué medidas de seguimiento 
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convendrá adoptar. El informe será confidencial hasta que se celebre esa reunión del 

Comité» (párrafo 11).  

 

ORGANIZACIÓN DE LA UNIDAD AFRICANA 

 

• The African Charter on Human and Peoples' Rights. HR/PUB/90/1. Nueva York, 

Naciones Unidas, 1990, 51 págs.  

Contiene los textos de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos y del 

Reglamento de la Comisión correspondiente, figurando en anexo las firmas y ratificaciones. 

Aunque la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, de 1981, no se refiere 

directamente a la libertad sindical ni al derecho de sindicación tal como se aplica a los 

empleadores y trabajadores, su artículo 10 declara: «Toda persona tendrá derecho a 

asociarse libremente a condición de que cumpla lo dispuesto por la ley».  

Documentos del mecanismo de control  

La Carta obliga a los Estados partes a informar cada dos años acerca de las «medidas 

legislativas o de otra índole» adoptadas para poner en práctica los derechos y libertades que 

consagra (artículo 62). Además del examen de los informes periódicos, las funciones de la 

Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos comprenden actividades de 

promoción (estudios e investigaciones, acopio y difusión de informaciones, fomento de 

instituciones nacionales y locales, etc.), velar por «la protección de los derechos humanos y 

de los pueblos en las condiciones fijadas por la Carta» e interpretar las disposiciones de la 

Carta (artículo 45). Se le puede pedir además que examine las comunicaciones de los 

Estados partes en que se denuncian violaciones de la Carta y, en determinadas condiciones, 

comunicaciones de otras fuentes (artículos 46 a 59). La fuente fundamental sobre la labor 

de la Comisión es: Review of the African Commission on Human and Peoples' Rights 

(Banjul, Gambia, OUA).  

 

• Conference on the African Commission on Human and Peoples' Rights, 24 a 26 de 

junio de 1991. Nueva York, The Fund for Peace, 1991. 68 págs.  
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Actas de una conferencia consagrada a la labor de la Comisión, a la actuación de 

organizaciones no gubernamentales de defensa de los derechos humanos y al cumplimiento 

de la Carta Africana por parte de los Estados.  

 

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS 

 

• Documentos básicos en materia de derechos humanos en el sistema 

interamericano. Secretaría General, Organización de los Estados Americanos 

(Washington), 1992. 192 págs.  

Contiene, entre otros, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

(Bogotá, 2 de mayo de 1948) y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto 

de San José de Costa Rica), firmada el 22 de noviembre de 1969, y su Protocolo Adicional 

en materia de derechos económicos, sociales y culturales (Protocolo de San Salvador), 

adoptado el 17 de noviembre de 1988.  

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proclama el derecho de 

asociación en los términos siguientes: «Toda persona tiene el derecho de asociarse con 

otras para promover, ejercer y proteger sus intereses legítimos de orden político, 

económico, religioso, social, cultural, profesional, sindical o de cualquier otro orden» 

(artículo 22).  

El preámbulo de la Convención recuerda la Declaración Universal de Derechos Humanos. 

Su artículo 16 está consagrado específicamente a la libertad de asociación: «Todas las 

personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, 

económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquier otra índole. [...] El 

ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que 

sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la 

seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral pública o los derechos y 

libertades de los demás». Los miembros de las fuerzas armadas y de la policía están 

sometidos a una disposición especial en virtud de la cual se les puede privar del ejercicio 

del derecho de asociación.  
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El artículo 8 (derechos sindicales) del Protocolo de San Salvador dispone que los Estados 

partes garantizarán «el derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse al de 

su elección», el derecho de los sindicatos a formar federaciones y confederaciones 

sindicales que funcionen libremente y «el derecho a la huelga». Dispone además que «nadie 

podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato».  

Los tratados, convenciones, resoluciones, etc. de la OEA pueden consultarse también por 

línea en: <http://www.oea.org/docs.asp>. 

 

• Los derechos humanos en el sistema interamericano: Recopilación de 

instrumentos básicos. Compilador: Daniel Zovato. San José de Costa Rica, Instituto 

Interamericano de Derechos Humanos, 1987. 357 págs. ISBN 9977-962-00-6.  

Además de los instrumentos, reproduce los estatutos de los organismos regionales de 

derechos humanos y las resoluciones de la Organización de Estados Americanos (OEA) en 

la materia hasta el año 1986.  

 

Informes y documentos del mecanismo de control  

Conforme al artículo 33 de la Convención, «son competentes para conocer de los asuntos 

relacionados con el cumplimiento de los compromisos contraídos por los Estados partes» la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos.  

• Informes y documentos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

 

La Convención no enuncia un procedimiento concreto de presentación de informes sobre el 

cumplimiento de los derechos que ampara, pero los Estados partes están obligados a 

«remitir a la Comisión copia de los informes y estudios que en sus respectivos campos 

someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas del Consejo Interamericano Económico y 

Social y del Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y Cultura, a fin de que 

aquélla vele por que se promuevan los derechos derivados de las normas económicas, 

sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de 

los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires» (artículo 42). 
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Además, en virtud de lo dispuesto en el artículo 26, los Estados partes se comprometen a 

«adoptar providencias [...] para lograr progresivamente la plena efectividad de [esos] 

derechos». La Comisión está facultada para «solicitar de los gobiernos de los Estados 

miembros que le proporcionen informes sobre las medidas que adopten en materia de 

derechos humanos» y para «formular recomendaciones [...] a los gobiernos [...] para que 

adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos» (artículo 41).  

 

Además de elaborar estudios e informes con miras a ejercer su función de control, entre las 

funciones de la Comisión figura también el examen y la actuación a propósito de las 

«peticiones» (formuladas por personas u organizaciones no gubernamentales que se quejen 

de violaciones de la Convención) y las «comunicaciones» (de un Estado parte que denuncie 

una violación perpetrada por otro) (artículos 44-51). Previa su admisibilidad en virtud de lo 

dispuesto en los artículos 46 y 47 _ que comprende el agotamiento de todos los recursos 

internos _, la Comisión se esfuerza por resolver amistosamente las denuncias. Si lo 

consigue, su informe sobre los hechos del caso y la solución alcanzada es comunicada al 

Secretario General de la Organización para que lo publique. Si no lo consigue y el asunto 

no es admitido a la Corte Internacional de Derechos Humanos, se concede al Estado de que 

se trate más tiempo para adoptar medidas conforme a las recomendaciones de la Comisión, 

tras lo cual se publica un informe en el que se exponen los hechos y las conclusiones de la 

Comisión, a condición de que así lo decida por votación una mayoría de sus miembros.  

 

Únicamente la Comisión y los Estados partes pueden presentar un caso ante la Corte, 

siempre que previamente se haya hecho lo posible por solucionarlo amistosamente ante la 

Comisión (artículo 61). Los fallos de la Corte son inapelables. Al igual que la Comisión, la 

Corte informa anualmente a la Asamblea General de la Organización sobre su labor del año 

anterior, especificando en particular los asuntos en que un Estado haya incumplido sus 

fallos y formulando las recomendaciones que juzgue pertinentes (sobre la historia, las 

funciones y la jurisprudencia de la Corte en una perspectiva comparada, véase Davidson, 

1992). Entre las fuentes útiles sobre el mecanismo de control de la Convención, figuran las 
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siguientes (los informes anuales y por país pueden consultarse también en 

<http://205.177.229.21/ichr/spanish.htm>):  

• Informe anual [año]. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Washington, 

Organización de los Estados Americanos. Desde 1975.  

Informes de país. Washington, Organización de los Estados Americanos, a partir de 

1979.  

Se trata de informes de la Comisión sobre la situación de los derechos humanos en 

determinados países, titulados Informe sobre la situación de los derechos humanos 

en [nombre del país].  

• Informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a la Asamblea 

General. Washington, Corte Interamericana de Derechos Humanos, a partir de 1979.  

• Corte Interamericana de Derechos Humanos: Serie A _ Fallos y dictámenes. San 

José, Costa Rica, Secretaría de la Corte, a partir de 1982.  

• Corte Interamericana de Derechos Humanos: Serie B _ Alegatos, exposiciones orales 

y documentos. San José, Costa Rica, Secretaría de la Corte, a partir de 1983.  

• Corte Interamericana de Derechos Humanos: Serie C _ Fallos y sentencias. San José, 

Costa Rica, Secretaría de la Corte, a partir de 1987.  

• Publicaciones del Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH).  

El referido instituto, con sede en San José de Costa Rica, edita la Revista IIDH 

(semestral), que difunde las actividades de la Comisión y de la Corte interamericanas, 

junto con otros documentos y artículos doctrinales. Publica también numerosos estudios 

y obras de especialistas americanos.  

• Human Rights: The Inter-American System. Cinco volúmenes, por T. Buergenthal y 

R. Norris. Dobbs Ferry (Nueva York), Oceana Publications, a partir de 1982.  

Publicación de hojas sueltas, en cinco volúmenes, que se actualiza periódicamente. El 

volumen 1 comprende los documentos básicos; el volumen 2, la historia legislativa de 

la Convención, y los volúmenes 3 a 5, los casos presentados ante la Comisión y la 

Corte, con las correspondientes decisiones.  

 



 164 

 

ASIA Y EL PACÍFICO 

 

La zona de Asia y el Pacífico es la única región del mundo donde aún no existen 

instrumentos multilaterales vinculantes en materia de derechos humanos. De las muchas 

declaraciones pertinentes adoptadas por organizaciones subregionales (fundamentalmente, 

la Asociación de Naciones del Asia Sudoriental, o ASEAN, y la Asociación del Asia 

Meridional para la Cooperación Regional, o SAARC), sólo una menciona la libertad 

sindical: la Declaración de Derechos Humanos de Kuala Lumpur, aprobada por la 

Asamblea General de la Organización Interparlamentaria de la ASEAN en septiembre de 

1993, cuyo artículo 13 proclama que todas las personas tienen derecho a asociarse 

libremente, y que el ejercicio de este derecho no podrá ser sometido a otras restricciones 

que las que dicte la ley. El artículo 21 de la misma declaración afirma que es tarea y 

responsabilidad de los Estados miembros establecer el apropiado mecanismo regional de 

protección de los derechos humanos.  

El texto completo de la Declaración de Kuala Lumpur, junto con una notable colección de 

documentos y fuentes sobre la situación de los derechos humanos en la región de Asia y el 

Pacífico, ha sido publicado recientemente en: Fernand de Varennes (director): AsiaPacific 

Human Rights Documents and Resources. La Haya, Kluwer Law International, 1998. 

Vol. 1, 320 págs. ISBN 90-411-0578-6.  

Esta obra exhaustiva contiene abundantes documentos históricos, desde el Tratado de 

Waitangi de 1840, firmado por la reina Victoria y los jefes maoríes de Nueva Zelandia, al 

Mandato de la Sociedad de Naciones sobre Palestina, de 1922. Reproduce además 

disposiciones constitucionales y de tratados, tanto de interés histórico como vigentes, y los 

textos de importantes declaraciones oficiales y no oficiales. Concluye con una amplia lista 

de organizaciones y centros de documentación asiáticos sobre derechos humanos, de los 

que se da la dirección postal y, en su caso, números de teléfono y telefax, dirección de 

correo electrónico y dirección en la red Internet.  
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INFORMES INDEPENDIENTES SOBRE VIOLACIONES DE LOS DERECHOS 

SINDICALES 

 

Además de la presentación de informes sobre violaciones de los derechos humanos y 

sindicales conforme a los procedimientos previstos en los instrumentos internacionales, 

muchas organizaciones no gubernamentales, confederaciones sindicales y organizaciones 

oficiales informan acerca del asunto. Por el elevadísimo número de estas publicaciones, 

mencionaremos únicamente una selección de las que se ocupan concretamente de los 

derechos sindicales, en particular del derecho de sindicación.  

 

• Informe anual sobre las violaciones de los derechos sindicales, 1998. Confederación 

Internacional de Organizaciones Sindicales Libres (CIOSL). Bruselas, CIOSL, 1998. 

150 págs.  

Este informe anual resume la situación de los derechos sindicales y del derecho de 

sindicación en el mundo, exponiendo casos concretos de violación país por país. Se adjunta 

al informe un análisis de las denuncias transmitidas por la CIOSL, sus afiliadas nacionales 

y los secretariados sindicales internacionales que examina el Comité de Libertad Sindical 

de la OIT, junto con los textos de los Convenios núms. 87 y 98 de la OIT.  

 

• Informe sobre los derechos sindicales en el mundo, 1996-1997. Confederación 

Mundial del Trabajo. Bruselas, 1997.  

En este informe anual se analiza la situación de los derechos sindicales región por región y 

en determinados países. Figura también en la red Internet: <http://www.cmt-

wcl.org/es/index.html>  

 

• La defensa de los derechos sindicales de los docentes. Por Jean Saint-Denis. Bruselas, 

Internacional de la Educación, 1995. 94 págs.  

Este folleto versa sobre la defensa del derecho de sindicación de los docentes. Contiene una 

explicación del mecanismo de control de la OIT, resúmenes de asuntos planteados ante el 
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Comité de Libertad Sindical de la OIT y extractos de los Convenios núms. 87, 98, 151 y 

154. 

 

• International union rights. Editado por el International Centre for Trade Union Rights. 

Londres, ICTUR. ISSN 1018-5909.  

Trimestral desde 1992, esta revista publica breves artículos firmados sobre determinados 

países o regiones o sobre cuestiones más amplias, de ámbito internacional, relativas a los 

sindicatos, la libertad de sindicación y derechos conexos.  

 

• Country reports on human rights practices for 1997. Washington, United States, 

Department of State, 1998.  

Todos los años, el Departamento de Estado presenta al Congreso de los Estados Unidos de 

América informes por país de la situación en materia de derechos humanos. Los informes 

abarcan los derechos individuales, civiles, políticos y laborales reconocidos 

internacionalmente, tal como se enuncian en la Declaración Universal de Derechos 

Humanos.  

Según el prefacio del informe: «El derecho a afiliarse a un sindicato libre es una condición 

previa indispensable para una sociedad y una economía libres. Así pues, en este informe se 

evalúan derechos esenciales de los trabajadores reconocidos internacionalmente, entre ellos 

el derecho de sindicación; el derecho a organizarse y negociar colectivamente; la 

prohibición del trabajo forzoso u obligatorio; la edad mínima de empleo de los menores, y 

las condiciones laborales dignas».  

 

ARTÍCULOS PUBLICADOS EN LA REVISTA INTERNACIONAL DEL TRABAJO 

 

•          1954b. «Libertad sindical y relaciones de trabajo en los países del Próximo y Medio 

Oriente: II», Revista Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 50, núm. 6 (diciembre), 

págs. 582-600.  

• 1955b. «Libertad sindical y relaciones de trabajo en los países de Asia: II», Revista 

Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 51, núm. 5 (mayo), págs. 527563.  
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• 1956b. «Libertad sindical y relaciones de trabajo en América Latina: II», Revista 

Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 53, núm. 6 (junio), págs. 672-701.  

• 1961b. «La Carta Social Europea y las normas internacionales del trabajo: II», 

Revista Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 64, núm. 6 (diciembre), págs. 532-549.  

• Ackerman, Mario E. 1994. «Derecho de huelga y servicios esenciales en los países 

del MERCOSUR», Revista Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 113, núm. 3, págs. 

439-456.  

• Badaoui, Ahmed Zaki. 1970. «Influencia de los convenios internacionales del 

trabajo en el Convenio árabe sobre la reglamentación del trabajo», Revista Internacional 

del Trabajo (Ginebra), vol. 82, núm. 5 (noviembre), págs. 525-547.  

• Breitenfellner, Andreas. 1997. «El sindicalismo mundial, un posible interlocutor», 

Revista Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 116, núm. 4, págs. 575-603.  

• Córdova, E., y Ozaki, M. 1980. «Cláusulas de exclusividad sindical: reseña 

internacional», Revista Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 99, núm. 1 (enero-marzo), 

págs. 1-20.  

• Córdova, Efrén. 1969. «El sistema de descuento de las cotizaciones sindicales en la 

nómina: estudio comparado», Revista Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 79, núm. 5 

(mayo), págs. 525-555.  

• Daya, E. 1955a. «Libertad sindical y relaciones de trabajo en los países de Asia: I», 

Revista Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 51, núm. 4 (abril), págs. 411-446.  

• Etukudo, Akanimo. 1995. «Reflexiones sobre la labor de las organizaciones 

africanas de empleadores en aras del diálogo social y tripartito», Revista Internacional del 

Trabajo (Ginebra), vol. 114, núm. 1, págs. 57-71.  

• Gernigon, B. 1978. «Elección y remoción de dirigentes sindicales», Revista 

Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 97, núm. 1 (enero-marzo), págs. 117-129.  

• Hallsworth, J.A. 1954a. «Libertad sindical y relaciones de trabajo en los países del 

Próximo y Medio Oriente: I», Revista Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 50, núm. 5 

(noviembre), págs. 403-427.  
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• Heindl, Hermann. 1930. «The Austrian Act to guarantee the liberty to work and the 

freedom of assembly», International Labour Review (Ginebra), vol. 22, núm. 3 

(septiembre), págs. 306-328. 

• Hodges-Aeberhard, Jane. 1989. «Protección del derecho de sindicación: ¿A qué 

trabajadores, `sin ninguna distinción', alude el artículo 2 del Convenio núm. 87?», Revista 

Internacional del Trabajo (Ginebra), vol. 108, núm. 1, págs. 33-54.  

• Kelly, G.M. 1995. «Efectos de la reestructuración en el régimen laboral de Nueva 
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8. ANEXOS 

 

DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

 

Adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea General 217 A (iii) del 10 

de diciembre de 1948- 

 

Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y proclamó la Declaración Universal de 

Derechos Humanos, cuyo texto completo figura en las páginas siguientes. Tras este acto 

histórico, la Asamblea pidió a todos los Países Miembros que publicaran el texto de la 

Declaración y dispusieran que fuera "distribuido, expuesto, leído y comentado en las 

escuelas y otros establecimientos de enseñanza, sin distinción fundada en la condición 

política de los países o de los territorios". 

 

Preámbulo 

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 

reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos 

los miembros de la familia humana;  

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han 

originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se ha 

proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en 

que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de 

palabra y de la libertad de creencias;  

Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de 

Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión 

contra la tiranía y la opresión;  

Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las 

naciones;  



 172 

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en 

los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y 

en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a promover 

el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la 

libertad;  

Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación 

con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y 

libertades fundamentales del hombre, y  

Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor 

importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso;  

 

La Asamblea General proclama la presente; Declaración Universal de Derechos Humanos 

como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que 

tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, 

promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, 

y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su 

reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados 

Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.  

Artículo 1 

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como 

están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.  

Artículo 2 

1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin 

distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra 

índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición.  

2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 

internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata 

de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónoma 

o sometida a cualquier otra limitación de soberanía.  
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Artículo 3 

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.  

Artículo 4 

Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de esclavos 

están prohibidas en todas sus formas.  

Artículo 5 

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.  

Artículo 6 

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad 

jurídica.  

Artículo 7 

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. 

Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta 

Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.  

Artículo 8 

Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 

competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 

reconocidos por la constitución o por la ley.  

Artículo 9 

Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.  

Artículo 10 

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y 

con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus 

derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 

penal.  

Artículo 11 

1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 

se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan 

asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.  
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2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron 

delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más 

grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.  

Artículo 12 

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su 

correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a 

la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.  

Artículo 13 

1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio 

de un Estado.  

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su 

país.  

Artículo 14 

1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en 

cualquier país.  

2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por 

delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.  

Artículo 15 

1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.  

2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de 

nacionalidad.  

Artículo 16 

1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción 

alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y 

disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso 

de disolución del matrimonio.  

2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el 

matrimonio.  

3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la 

protección de la sociedad y del Estado.  
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Artículo 17 

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.  

2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.  

Artículo 18 

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este 

derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de 

manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en 

privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia.  

Artículo 19 

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye 

el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y 

opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.  

Artículo 20 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas.  

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación.  

Artículo 21 

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por 

medio de representantes libremente escogidos.  

2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones 

públicas de su país.  

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se 

expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por 

sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice 

la libertad del voto.  

Artículo 22 

Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a 

obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la 

organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, 

sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.  
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Artículo 23 

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones 

equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo.  

2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual.  

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que 

le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será 

completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.  

4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus 

intereses.  

Artículo 24 

Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación 

razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas.  

Artículo 25 

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 

familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la 

asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros 

en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus 

medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.  

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los 

niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección 

social.  

Artículo 26 

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en 

lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será 

obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los 

estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos.  

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el 

fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; 

favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los 
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grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones 

Unidas para el mantenimiento de la paz.  

3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse 

a sus hijos.  

Artículo 27 

1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, 

a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él 

resulten.  

2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le 

correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea 

autora.  

Artículo 28 

Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los 

derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos.  

Artículo 29 

1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede 

desarrollar libre y plenamente su personalidad.  

2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará 

solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el 

reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las 

justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad 

democrática.  

3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún caso, ser ejercidos en oposición a los 

propósitos y principios de las Naciones Unidas.  

Artículo 30 

Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno 

al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar 
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actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en 

esta Declaración.116 

 

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS, HECHO 

EN NUEVA YORK EL 19 DE DICIEMBRE DE 1966 

(BOE nº 103, 30 de abril de 1977) 

  

PREÁMBULO 

Los Estados partes en el presente Pacto, considerando que, conforme a los principios 

enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo 

tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la 

familia humana y de sus derechos iguales e inalienables, reconociendo que estos derechos 

se derivan de la dignidad inherente a la persona humana, reconociendo que, con arreglo a la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano 

libre, en el disfrute de las libertades civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, 

a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos 

civiles y políticos, tanto como de sus derechos económicos, sociales y culturales. 

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de 

promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos, 

comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la 

comunidad a que pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la consecución y la 

observancia de los derechos reconocidos en este Pacto, convienen en los artículos 

siguientes: 

  

PARTE I 

Artículo 1. 

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho 

establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, 

social y cultural. 

 
116 http://www.un.org/spanish/aboutun/hrights.html 
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2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas 

y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación 

económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así como del 

Derecho internacional. En ningún caso podría privarse a un pueblo de sus propios medios 

de subsistencia. 

3. Los Estados partes en el presente pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de 

administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio 

del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de conformidad con las 

disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas. 

  

PARTE II 

Artículo 2. 

1. Cada uno de los Estados partes en el presente pacto se compromete a respetar y a 

garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su 

jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, 

color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

2. Cada Estado parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 

constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar 

las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos 

los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por 

disposiciones legislativas o de otro carácter. 

3. Cada uno de los Estados partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: 

Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido 

violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido 

cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales; 

La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad 

competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda 

persona que interponga tal recurso, y a desarrollar las posibilidades de recurso judicial; 
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Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente 

el recurso. 

Artículo 3. 

Los Estados partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres 

la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente 

Pacto. 

Artículo 4. 

1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y cuya 

existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados partes en el presente pacto 

podrán adoptar disposiciones que en la medida estrictamente limitada a las exigencias de la 

situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud de este Pacto, siempre que tales 

disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el Derecho 

internacional y no entrañen discriminación alguna fundada únicamente en motivos de raza, 

color, sexo, idioma, religión u origen social. 

2. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los artículos 6, 7 y 8 

(párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18. 

3. Todo Estado parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de suspensión deberá 

informar inmediatamente a los demás Estados partes en el presente pacto, por conducto del 

Secretario General de las Naciones Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya 

suspendido y de los motivos que hayan suscitado la suspensión. Se hará una nueva 

comunicación por el mismo conducto en la fecha en que haya dado por terminada tal 

suspensión. 

Artículo 5. 

1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder 

derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos 

encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el 

Pacto o a su limitación en mayor medida que la prevista en él. 

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos 

fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado parte en virtud de leyes, convenciones, 
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reglamentos o costumbres, so pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los 

reconoce en menor grado. 

  

PARTE III 

Artículo 6. 

1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por 

la Ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 

2. En los países que no hayan abolido la pena capital solo podrá imponerse la pena de 

muerte por los más graves delitos y de conformidad con leyes que estén en vigor en el 

momento de cometerse el delito y que no sean contrarias a las disposiciones del presente 

Pacto ni a la Convención para la prevención y la sanción del delito de genocidio. Esta pena 

solo podrá imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un Tribunal competente. 

3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se tendrá entendido que 

nada de lo dispuesto en este artículo excusará en modo alguno a los Estados partes del 

cumplimiento de ninguna de las obligaciones asumidas en virtud de las disposiciones de la 

Convención para la prevención y la sanción del delito de genocidio. 

4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la conmutación 

de la pena. La amnistía, el indulto o la conmutación de la pena capital podrán ser 

concedidos en todos los casos. 

5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos de 

dieciocho años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 

6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Estado parte en el 

presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la pena capital. 

Artículo 7. 

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En 

particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o 

científicos. 

Artículo 8. 

1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de esclavos estarán 

prohibidas en todas sus formas. 
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2. Nadie estará sometido a servidumbre. 

3. a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio; 

El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que prohíbe, en los países en 

los cuales ciertos delitos pueden ser castigados con la pena de prisión acompañada de 

trabajos forzados, el cumplimiento de una pena de trabajos forzados impuesta por un 

Tribunal competente; 

No se considerarán como "trabajo forzoso u obligatorio", a los efectos de este párrafo: 

Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso b), se exijan 

normalmente de una persona presa en virtud de una decisión judicial legalmente dictada, o 

de una persona que habiendo sido presa en virtud de tal decisión se encuentre en libertad 

condicional; 

El servicio de carácter militar y, en los países donde se admite la exención por razones de 

conciencia, el servicio nacional que deben prestar conforme a la Ley quienes se opongan al 

servicio militar por razones de conciencia; 

El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la vida o el bienestar de 

la comunidad; 

El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales. 

Artículo 9. 

1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 

Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su 

libertad, salvo por las causas fijadas por Ley y con arreglo al procedimiento establecido en 

ésta. 

2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de 

la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella. 

3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora 

ante un juez o otro funcionario autorizado por la Ley para ejercer funciones judiciales, y 

tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La 

prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general 

pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del 
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acusado en el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, 

en su caso, para la ejecución del fallo. 

4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho 

a recurrir ante un Tribunal, a fin de que este decida a la brevedad posible sobre la legalidad 

de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 

5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a 

obtener reparación. 

Artículo 10. 

1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la 

dignidad inherente al ser humano. 

2.a. Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en circunstancias 

excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, adecuado a su condición de 

personas no condenadas; 

   b. Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante 

los Tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento. 

3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la 

reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán 

separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición 

jurídica. 

Artículo 11. 

Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obligación contractual. 

Artículo 12. 

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho a 

circular libremente por él y a escoger libremente en él su residencia. 

2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier país, incluso del propio. 

3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones salvo cuando estas 

se hallen previstas en la Ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden 

público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean 

compatibles con los demás derechos reconocidos en el presente Pacto. 

4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su propio país. 



 184 

Artículo 13. 

El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte en el presente Pacto 

solo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la 

Ley; y, a menos que razones imperiosas de seguridad nacional se opongan a ello, se 

permitirá a tal extranjero exponer las razones que lo asistan en contra de su expulsión, así 

como someter su caso a revisión ante la autoridad competente o bien ante la persona o 

personas designadas especialmente por dicha autoridad competente, y hacerse representar 

con tal fin ante ellas. 

Artículo 14. 

1. Todas las personas son iguales ante los Tribunales y Cortes de Justicia. 

Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un 

Tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la Ley, en la 

substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la 

determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. 

La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por 

consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, 

o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente 

necesaria en opinión del Tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la 

publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia 

penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad 

exija lo contrario, o en las actuaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de 

menores. 

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 

no se pruebe su culpabilidad conforme a la Ley. 

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, 

a las siguientes garantías mínimas; 

A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la 

naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella; 

A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a 

comunicarse con un defensor de su elección; 
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A ser juzgada sin dilaciones indebidas; 

A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un 

defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a 

tenerlo y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de 

oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo; 

A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los 

testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los 

testigos de cargo: 

A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma 

empleado en el Tribunal; 

A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable; 

4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en 

cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social. 

5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio 

y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un Tribunal superior, conforme a lo 

prescrito por la Ley. 

6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el 

condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente 

probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como 

resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la Ley, a menos que se 

demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el 

hecho desconocido. 

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado 

o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la Ley y el procedimiento penal de cada 

país. 

Artículo 15. 

1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueran 

delictivos según el derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave 

que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión 
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del delito la Ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará 

de ello. 

2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de una persona 

por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran delictivos según los 

principios generales del Derecho reconocidos por la comunidad internacional. 

Artículo 16. 

Todo ser humano tiene derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad 

jurídica. 

Artículo 17. 

1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su 

domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra esas injerencias o esos 

ataques. 

Artículo 18. 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; 

este derecho incluye la libertad de tener o adoptar la religión o las creencias de su elección, 

así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, 

tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las 

prácticas y la enseñanza. 

2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o 

de adoptar la religión o las creencias de su elección. 

3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará sujeta 

únicamente a las limitaciones prescritas por la Ley que sean necesarias para proteger la 

seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales 

de los demás. 

4. Los Estados partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los 

padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la 

educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convecciones. 

Artículo 19. 

1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 



 187 

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad 

de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de 

fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 

procedimiento de su elección. 

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y 

responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones que 

deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la Ley y ser necesaria para: 

Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; 

La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 

Artículo 20. 

1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la Ley. 

2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la 

discriminación, la hostilidad o la violencia estará prohibida por la Ley. 

Artículo 21. 

Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho solo podrá estar 

sujeto a las restricciones previstas por la Ley que sean necesarias en una sociedad 

democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden 

público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los 

demás. 

Artículo 22. 

1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el derecho a fundar 

sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de sus intereses. 

2. El ejercicio de tal derecho solo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la Ley 

que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la 

seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los 

derechos y libertades de los demás. El presente artículo no impedirá la imposición de 

restricciones legales al ejercicio de tal derecho cuando se trate de miembros de las Fuerzas 

Armadas y de la Policía. 

3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados partes en el Convenio de la 

Organización Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad sindical y a la 
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protección del derecho de sindicación a adoptar medidas legislativas que puedan 

menoscabar las garantías previstas en él ni a aplicar la Ley de tal manera que pueda 

menoscabar esas garantías. 

Artículo 23. 

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la 

protección de la sociedad y del Estado. 

2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una 

familia si tiene edad para ello. 

3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los 

contrayentes. 

4. Los Estados partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para asegurar la 

igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, 

durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. 

En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a 

los hijos. 

Artículo 24. 

1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color sexo, 

idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas 

de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la 

sociedad y del Estado. 

2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un 

nombre. 

3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad. 

Artículo 25. 

Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el Artículo 

2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: 

Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos; 

Votar y ser elegidos en elección periódicas,  auténticas, realizadas por sufragio universal e 

igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores; 



 189 

Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 

Artículo 26. 

Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen derecho sin discriminación a igual 

protección de la Ley. A este respecto, la Ley prohibirá toda discriminación y garantizará a 

todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos 

de raza, color sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

Artículo 27. 

En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las 

personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con 

los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su 

propia religión y a emplear su propio idioma. 

 

PARTE IV 

Artículo 28. 

1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante denominado el Comité). Se 

compondrá de dieciocho miembros, y desempeñará las funciones que se señalan más 

adelante. 

2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados partes en el presente Pacto, que 

deberán ser personas de gran integridad moral, con reconocida competencia en materia de 

derechos humanos. Se tomará en consideración la utilidad de la participación de algunas 

personas que tengan experiencia jurídica. 

3. Los miembros del Comité serán elegidos y ejercerán sus funciones a título personal. 

Artículo 29. 

1. Los miembros del Comité serán elegidos por votación secreta de una lista de personas 

que reúnan las condiciones previstas en el artículo 28 y que sean propuestas al efecto por 

los Estados partes en el presente Pacto. 

2. Cada Estado parte en el presente Pacto podrá proponer hasta dos personas. 

Estas personas serán nacionales del Estado que las proponga. 

3. La misma persona podrá ser propuesta más de una vez. 
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Artículo 30. 

1. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha de entrada en 

vigor del presente Pacto. 

2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de la elección del Comité, siempre que no se 

trate de una elección para llenar una vacante declarada de conformidad con el artículo 34, el 

Secretario General de las Naciones Unidas invitará por escrito a los Estados partes en el 

presente pacto a presentar sus candidatos para el Comité en el término de tres meses. 

3. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden alfabético de 

los candidatos que hubieren sido presentados, con indicación de los Estados partes que los 

hubieren designado, y la comunicará a los Estados partes en el presente Pacto a más tardar 

un mes antes de la fecha de cada elección. 

4. La elección de los miembros del Comité se celebra en una reunión de los Estados partes 

convocada por el Secretario General de las Naciones Unidas en la sede de la Organización. 

En esa reunión, para la cual el quórum estará constituido por dos tercios de los Estados 

partes, quedarán elegidos miembros del Comité los candidatos que obtengan el mayor 

número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados 

partes presentes y votantes. 

Artículo 31. 

1. El Comité no podrá comprender más de un nacional de un mismo Estado. 

2. En la elección del Comité se tendrá en cuenta una distribución geográfica equitativa de 

los miembros y la representación de las diferentes formas de civilización y de los 

principales sistemas jurídicos. 

Artículo 32. 

1. Los miembros de Comité se elegirán por cuatro años. Podrán ser reelegidos si se presenta 

de nuevo su candidatura. Sin embargo, los mandatos de nueve de los miembros elegidos en 

la primera elección expirarán al cabo de dos años. 

Inmediatamente después de la primera elección, el Presidente de la reunión mencionada en 

el párrafo 4 del artículo 30 designará por sorteo los nombres de estos nueve miembros. 

2. Las elecciones que se celebren al expirar el mandato se harán con arreglo a los artículos 

precedentes de esta parte del presente Pacto. 



 191 

Artículo 33. 

1. Si los demás miembros estiman por unanimidad que un miembro del Comité ha dejado 

de desempeñar sus funciones por otra causa que la de ausencia temporal, el Presidente del 

Comité notificará este hecho al Secretario General de las Naciones Unidas, quien declarará 

vacante el puesto de dicho miembro. 

2. En caso de muerte o renuncia de un miembro del Comité, el Presidente lo notificará 

inmediatamente al Secretario General de las Naciones Unidas, quien declarará vacante el 

puesto desde la fecha del fallecimiento o desde la fecha en que sea efectiva la renuncia. 

Artículo 34. 

1. Si se declara una vacante de conformidad con el artículo 33 y si el mandato del miembro 

que ha de ser sustituido no expira dentro de los seis meses que sigan a la declaración de 

dicha vacante, el Secretario General de las Naciones Unidas lo notificará a cada uno de los 

Estados partes en el presente Pacto, los cuales para llenar la vacante, podrán presentar 

candidatos en el plazo de dos meses, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 

29. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden alfabético de 

los candidatos así designados y la comunicará a los Estados partes en el presente Pacto. La 

elección para llenar la vacante se verificará de conformidad con las disposiciones 

pertinentes de esta parte del presente Pacto. 

3. Todo miembro del Comité que haya sido elegido para llenar una vacante declarada de 

conformidad con el artículo 33 ocupará el cargo por el resto del mandato del miembro que 

dejó vacante el puesto en el Comité conforme a lo dispuesto en ese artículo. 

Artículo 35. 

Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas, percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y 

condiciones que la Asamblea General determine, teniendo en cuenta la importancia de las 

funciones del Comité. 
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Artículo 36. 

El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios 

necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud del presente 

Pacto. 

Artículo 37. 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la primera reunión del Comité 

en la sede de las Naciones Unidas. 

2. Después de su primera reunión el Comité se reunirá en las ocasiones que se prevean en 

su reglamento. 

3. El Comité se reunirá normalmente en la sede de las Naciones Unidas o en la Oficina de 

las Naciones Unidas en Ginebra. 

Artículo 38. 

Antes de entrar en funciones, los miembros del Comité declararán solemnemente en sesión 

pública del Comité que desempeñaran su cometido con toda imparcialidad y conciencia. 

Artículo 39. 

1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Los miembros de la Mesa podrán 

ser reelegidos. 

2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dispondrá, entre otras cosas, 

que: 

Doce miembros constituirán quórum. 

Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. 

Artículo 40. 

1. Los Estados partes en el presente Pacto se comprometen a presentar informes sobre las 

disposiciones que hayan adoptado y que den efecto a los derechos reconocidos en el Pacto 

y sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al goce de esos derechos: 

En el plazo de un año a contar de la fecha de entrada en vigor del presente Pacto con 

respecto a los Estados partes interesados; 

En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida. 
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2. Todos los informes se presentarán al Secretario General de las Naciones Unidas, quien 

los transmitirá al Comité para examen. Los informes señalarán los factores y las 

dificultades, si los hubiere, que afecten a la aplicación del presente Pacto. 

3. El Secretario General de las Naciones Unidas, después de celebrar consultas con el 

Comité, podrá transmitir a los organismos especializados interesados copias de las partes de 

los informes que caigan dentro de sus esferas de competencia. 

4. El Comité estudiará los informes presentados por los Estados partes en el presente Pacto. 

Transmitirá sus informes, y los comentarios generales que estime oportunos, a los Estados 

partes. El Comité también podrá transmitir al Consejo Económico y Social esos 

comentarios, junto con copia de los informes que haya recibido de los Estados partes en el 

Pacto. 

5. Los Estados partes no podrán presentar al Comité observaciones sobre cualquier 

comentario que se haga con arreglo al párrafo 4 del presente artículo. 

Artículo 41. 

1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado parte en el presente Pacto podrá declarar en 

cualquier momento que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las 

comunicaciones en que un Estado parte alegue que otro Estado parte no cumple las 

obligaciones que le impone este Pacto. Las comunicaciones hechas en virtud del presente 

artículo solo se podrán admitir y examinar si son presentadas por un Estado parte que haya 

hecho una declaración por la cual reconozca con respecto a sí mismo la competencia del 

Comité. El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado parte que no 

haya hecho tal declaración. Las comunicaciones recibidas en virtud de este artículo se 

tramitarán de conformidad con el procedimiento siguiente: 

Si un Estado parte en el presente Pacto considera que otro Estado parte no cumple las 

disposiciones del presente Pacto, podrá señalar el asunto a la atención de dicho Estado 

mediante una comunicación escrita. Dentro de un plazo de tres meses, contado desde la 

fecha de recibo de la comunicación, el Estado destinatario proporcionará al Estado que 

haya enviado la comunicación una explicación o cualquier otra declaración por escrito que 

aclare el asunto, la cual hará referencia, hasta donde sea posible y pertinente, a los 
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procedimientos nacionales y a los recursos adoptados, en trámite o que puedan utilizarse al 

respecto. 

Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados partes interesados en un plazo 

de seis meses, contado desde a la fecha en que el Estado destinatario haya recibido la 

primera comunicación, cualquiera de ambos Estados partes interesados tendrá derecho a 

someterlo al Comité, mediante notificación dirigida al Comité y al otro Estado. 

El Comité conocerá del asunto que se le someta después de haberse cerciorado de que se 

han interpuesto y agotado en tal asunto todos los recursos de la jurisdicción interna de que 

se pueda disponer, de conformidad con los principios del Derecho Internacional 

generalmente admitidos. No se aplicará esta regla cuando la tramitación de los 

mencionados recursos se prolongue injustificadamente. 

El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las comunicaciones 

previstas en el presente artículo. 

A reserva de las disposiciones del inciso c), el Comité pondrá sus buenos oficios a 

disposición de los Estados partes interesados, a fin de llegar a una solución amistosa del 

asunto, fundada en el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales 

reconocidos en el presente Pacto. 

En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados partes interesados a 

que se hace referencia en el inciso b) que faciliten cualquier información pertinente. 

Los Estados partes interesados a que se hace referencia en el inciso b) tendrán derecho a 

estar representados cuando el asunto se examine en el Comité y a presentar exposiciones 

verbalmente, o por escrito, o de ambas maneras. 

El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de recibo de la notificación 

mencionada en el inciso b), presentará un informe en el cual: 

Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso e), se limitará a una 

breve exposición de los hechos y de la solución alcanzada. 

Si no se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso e), se limitará a 

una breve exposición de los hechos, y agregará las exposiciones escritas y las actas de las 

exposiciones verbales que hayan hecho los Estados partes interesados. 

En cada asunto, se enviará el informe a los Estados partes interesados. 
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2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez Estados partes en el 

presente Pacto hayan hecho las declaraciones a que se hace referencia en el párrafo 1 del 

presente artículo. Tales declaraciones serán depositadas por los Estados partes en poder del 

Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás 

Estados partes. 

Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigida al 

Secretario General. Tal retiro no será obstáculo para que se examine cualquier asunto que 

sea objeto de una comunicación ya transmitida en virtud de ese artículo; no se admitirá 

ninguna nueva comunicación de un Estado parte una vez que el Secretario General de las 

Naciones Unidas haya recibido la notificación de retiro de la declaración, a menos que el 

Estado parte interesado haya hecho una nueva declaración. 

Artículo 42. 

1. a. Si un asunto remitido al Comité con arreglo al artículo 41 no se resuelve a satisfacción 

de los Estados partes interesados, el Comité, con el previo consentimiento de los Estados 

partes interesados, podrá designar una Comisión Especial de conciliación (denominada en 

adelante la Comisión). Los buenos oficios de la Comisión se pondrán a disposición de los 

Estados partes interesados, a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, basada en el 

respeto al presente Pacto. 

   b. La Comisión estará integrada por cinco personas aceptables para los Estados partes 

interesados. Si, transcurridos tres meses, los Estados partes interesados no se ponen de 

acuerdo sobre la composición, en todo o en parte, de la Comisión, los miembros de la 

Comisión sobre los que no haya habido acuerdo serán elegidos por el Comité, de entre sus 

propios miembros, en votación secreta y por mayoría de dos tercios. 

2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. No serán 

nacionales de los Estados partes interesados, de ningún Estado que no sea parte en el 

presente Pacto, ni de ningún Estado parte que no haya hecho la declaración prevista en el 

artículo 40. 

3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio Reglamento. 

4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la sede de las Naciones 

Unidas o en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. Sin embargo, podrán celebrarse 
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en cualquier otro lugar conveniente que la Comisión acuerde en consulta con el Secretario 

General de las Naciones Unidas y los Estados partes interesados. 

5. La Secretaría prevista en el artículo 36 prestará también servicios a las Comisiones que 

se establezcan en virtud del presente artículo. 

6. La información recibida y estudiada por el Comité se facilitará a la Comisión, y ésta 

podrá pedir a los Estados partes interesados que faciliten cualquier otra información 

pertinente. 

7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto en todos sus aspectos, y en todo caso en 

un plazo no mayor de doce meses después de haber tomado conocimiento del mismo, 

presentará al Presidente del Comité un informe para su transmisión a los Estados partes 

interesados: 

Si la comisión no puede completar su examen del asunto dentro de los doce meses, limitará 

su informe a una breve exposición de la situación en que se halle su examen del asunto. 

Si se alcanza una solución amistosa del asunto basada en el respeto a los derechos humanos 

reconocidos en el presente Pacto, la Comisión limitará su informe a una breve exposición 

de los hechos y de la solución alcanzada. 

Si no se alcanza una solución en el sentido del inciso b), el informe de la Comisión incluirá 

sus conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho pertinentes al asunto planteado entre 

los Estados partes interesados, y sus observaciones acerca de las posibilidades de solución 

amistosa del asunto; dicho informe contendrá también las exposiciones escritas y una 

reseña de las exposiciones orales hechas por los Estados partes interesados. 

Si el informe de la Comisión se presenta en virtud del inciso c), los Estados partes 

interesados notificarán al Presidente del Comité, dentro de los tres meses siguientes a la 

recepción del informe, si aceptan o no los términos del informe de la Comisión. 

8. Las disposiciones de este artículo no afectan a las funciones del Comité previstas en el 

artículo 41. 

9. Los Estados partes interesados compartirán por igual todos los gastos de los miembros de 

la Comisión, de acuerdo con el cálculo que haga el Secretario General de las Naciones 

Unidas. 
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10. El Secretario general de las naciones Unidas podrá sufragar, en caso necesario, los 

gastos de los miembros de la Comisión, antes de que los Estados partes interesados 

reembolsen esos gastos conforme al párrafo 9 del presente artículo. 

Artículo 43. 

Los miembros del Comité y los miembros de las Comisiones especiales de conciliación 

designados conforme al artículo 42 tendrán derecho a las facilidades, privilegios e 

inmunidades que se conceden a los expertos que desempeñan misiones para las Naciones 

Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las secciones pertinentes a la Convención sobre los 

Privilegios e Inmunidades de las Naciones Unidas. 

Artículo 44. 

Las disposiciones de aplicación del presente Pacto se aplicarán sin perjuicio de los 

procedimientos previstos en materia de derechos humanos por los instrumentos 

constitutivos y las Convenciones de las Naciones Unidas y de los organismos 

especializados o en virtud de los mismos, y no impedirán que los Estados partes recurran a 

otros procedimientos para resolver una controversia, de conformidad con Convenios 

Internacionales generales o especiales vigentes entre ellos. 

Artículo 45. 

El Comité presentará a la Asamblea general de las Naciones Unidas, por conducto del 

Consejo Económico y Social, un informe anual sobre sus actividades. 

 

PARTE V 

Artículo 46. 

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de las 

disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las Constituciones de los organismos 

especializados que definen las atribuciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas 

y de los Organismos especializados en cuanto a las materias a que se refiere el presente 

Pacto. 
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Artículo 47. 

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del derecho 

inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus riquezas y 

recursos naturales. 

 

PARTE VI 

Artículo 48. 

1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados miembros de las Naciones 

Unidas o miembros de algún Organismo especializado, así como de todo Estado parte en el 

Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto. 

2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los Instrumentos de ratificación se 

depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados 

mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un Instrumento de adhesión en poder 

del Secretario General de las Naciones Unidas. 

5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que hayan 

firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada uno de los 

instrumentos de ratificación o de adhesión. 

Artículo 49. 

1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses, a partir de la fecha en que 

haya sido depositado el trigésimo quinto Instrumento de Ratificación o de Adhesión en 

poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después de haber sido 

depositado el trigésimo quinto Instrumento de Ratificación o de Adhesión, el Pacto entrará 

en vigor transcurridos tres meses, a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su 

Instrumento de Ratificación o de Adhesión. 
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Artículo 50. 

Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes de los 

Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

Artículo 51. 

1. Todo Estado parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y depositarlas en 

poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las 

enmiendas propuestas a los Estados partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le 

notifiquen si desean que se convoque a una conferencia de Estados partes con el fin de 

examinar las propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados se 

declara en favor de tal convocatoria, el Secretario general convocará una Conferencia bajo 

los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados 

presentes y votantes en la Conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General 

de las Naciones Unidas. 

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados 

partes en el presente Pacto, de conformidad con sus respectivos procedimientos 

constitucionales. 

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Estados partes que 

las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados partes que las hayan aceptado, en tanto 

que los demás Estados partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y 

por toda enmienda anterior que hayan aceptado. 

Artículo 52. 

Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 48, el 

Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en 

el párrafo 1 del mismo artículo: 

Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el artículo 48. 

La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto en el artículo 49, y 

la fecha en que entren en vigor las enmiendas a que hace referencia el artículo 51. 
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Artículo 53. 

1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente 

auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente 

Pacto a todos los Estados mencionados en el artículo 48. 

En fe de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados para ello por sus respectivos 

Gobiernos, han firmado el presente Pacto, el cual ha sido abierto a la firma en Nueva York, 

el decimonoveno día del mes de diciembre de mil novecientos sesenta y seis. 

El presente Pacto Internacional entrará en vigor el 27 de julio de 1977, de conformidad con 

lo establecido en su artículo 49, apartado 2, habiendo sido depositado el Instrumento de 

Ratificación de España el 27 de abril de 1977. 

Lo que se hace público para conocimiento general. 

Madrid, 20 de abril de 1977. 

  

El Secretario General Técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores, 

Fernando Arias-Salgado y Montalvo117. 

 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General  

en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 

Entrada en vigor: 3 de enero de 1976, de conformidad con el artículo 27 

 

Preámbulo  

 

Los Estados partes en el presente Pacto, Considerando que, conforme a los principios 

enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo 

tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la 

familia humana y de sus derechos iguales e inalienables,  

 
117 http://constitucion.rediris.es/legis/1966/tr1966-12-19_derechos_civiles_y_politicos.html 
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Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad inherente a la persona 

humana,  

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede 

realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la miseria, a menos que se 

creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales 

y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos,  

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de 

promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos,  

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la 

comunidad a que pertenece, está obligado a procurar la vigencia y observancia de los 

derechos reconocidos en este Pacto,  

Convienen en los artículos siguientes:  

 

Parte I 

Artículo 1  

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho 

establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, 

social y cultural.  

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas 

y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación 

económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así como del 

derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de 

subsistencia.  

3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de 

administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio 

del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de conformidad con las 

disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas.  
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Parte II 

Artículo 2  

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, 

tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 

especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, 

para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la 

adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.  

2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los 

derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento o cualquier otra condición social.  

3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su 

economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos 

económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos. 

Artículo 3  

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las 

mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales 

enunciados en el presente Pacto. 

Artículo 4  

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos 

garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos 

únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo en la medida compatible con la 

naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general en 

una sociedad democrática. 

Artículo 5  

1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de reconocer 

derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos 

encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el 

Pacto, o a su limitación en medida mayor que la prevista en él.  
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2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos 

fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, 

reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los 

reconoce en menor grado.  

 

Parte III 

Artículo 6  

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que comprende 

el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo 

libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho.  

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el presente 

Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar la orientación y 

formación tecnicoprofesional, la preparación de programas, normas y técnicas encaminadas 

a conseguir un desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupación plena y 

productiva, en condiciones que garanticen las libertades políticas y económicas 

fundamentales de la persona humana. 

Artículo 7  

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de todas las personas al goce 

de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial:  

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores:  

i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna 

especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a 

las de los hombres, con salario igual por trabajo igual;  

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las 

disposiciones del presente Pacto;  

b) La seguridad y la higiene en el trabajo;  

c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría 

superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores de tiempo de 

servicio y capacidad;  
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d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y 

las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festivos. 

Artículo 8  

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar:  

a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, con 

sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover y 

proteger sus intereses económicos y sociales. No podrán imponerse otras restricciones al 

ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad 

democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección de 

los derechos y libertades ajenos;  

b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones nacionales y el de 

éstas a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas;  

c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras limitaciones que las 

que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la 

seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades 

ajenos;  

d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país.  

2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio de tales 

derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la administración del 

Estado.  

3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes en el Convenio de la 

Organización Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad sindical y a la 

protección del derecho de sindicación a adoptar medidas legislativas que menoscaben las 

garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que menoscabe dichas 

garantías. 

Artículo 9  

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la 

seguridad social, incluso al seguro social. 

Artículo 10  

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:  
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1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la 

más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras 

sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe 

contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges.  

2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo 

razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen se les 

debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social.  

3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los 

niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra 

condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y 

social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida 

o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los 

Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido 

y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil. 

Artículo 11 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel 

de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, 

y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán 

medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto 

la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.  

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda 

persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la 

cooperación internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se necesitan 

para:  

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante 

la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios 

sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que 

se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales;  
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b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las 

necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que 

importan productos alimenticios como a los que los exportan. 

Artículo 12  

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute 

del más alto nivel posible de salud física y mental.  

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la 

plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:  

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los 

niños;  

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente;  

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, 

profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas;  

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos 

en caso de enfermedad. 

Artículo 13  

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la 

educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la 

personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los 

derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación 

debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, 

favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos 

los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas 

en pro del mantenimiento de la paz.  

2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno 

ejercicio de este derecho:  

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente;  

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria 

técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios 

sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;  
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c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la 

capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la 

implantación progresiva de la enseñanza gratuita;  

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación fundamental 

para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción 

primaria;  

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de la 

enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar continuamente las 

condiciones materiales del cuerpo docente.  

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los 

padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas 

distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las 

normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que 

sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus 

propias convicciones.  

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la libertad 

de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a 

condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que la 

educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el 

Estado. 

Artículo 14  

Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse parte en él, aún no 

haya podido instituir en su territorio metropolitano o en otros territorios sometidos a su 

jurisdicción la obligatoriedad y la gratuidad de la enseñanza primaria, se compromete a 

elaborar y adoptar, dentro de un plazo de dos años, un plan detallado de acción para la 

aplicación progresiva, dentro de un número razonable de años fijado en el plan, del 

principio de la enseñanza obligatoria y gratuita para todos. 

Artículo 15  

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a:  

a) Participar en la vida cultural;  
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b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;  

c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan 

por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.  

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar para 

asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el 

desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura.  

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensable 

libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.  

4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del 

fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones 

científicas y culturales.  

 

Parte IV 

Artículo 16  

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en conformidad con 

esta parte del Pacto, informes sobre las medidas que hayan adoptado, y los progresos 

realizados, con el fin de asegurar el respeto a los derechos reconocidos en el mismo.  

2. a) Todos los informes serán presentados al Secretario General de las Naciones Unidas, 

quien transmitirá copias al Consejo Económico y Social para que las examine conforme a 

lo dispuesto en el presente Pacto;  

b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá también a los organismos 

especializados copias de los informes, o de las partes pertinentes de éstos, enviados por los 

Estados Partes en el presente Pacto que además sean miembros de estos organismos 

especializados, en la medida en que tales informes o partes de ellos tengan relación con 

materias que sean de la competencia de dichos organismos conforme a sus instrumentos 

constitutivos. 

Artículo 17  

1. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por etapas, con arreglo 

al programa que establecerá el Consejo Económico y Social en el plazo de un año desde la 
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entrada en vigor del presente Pacto, previa consulta con los Estados Partes y con los 

organismos especializados interesados.  

2. Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que afecten el grado de 

cumplimiento de las obligaciones previstas en este Pacto.  

3. Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporcionada a las Naciones Unidas o 

a algún organismo especializado por un Estado Parte, no será necesario repetir dicha 

información, sino que bastará hacer referencia concreta a la misma. 

Artículo 18  

En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le confiere en materia de 

derechos humanos y libertades fundamentales, el Consejo Económico y Social podrá 

concluir acuerdos con los organismos especializados sobre la presentación por tales 

organismos de informes relativos al cumplimiento de las disposiciones de este Pacto que 

corresponden a su campo de actividades. Estos informes podrán contener detalles sobre las 

decisiones y recomendaciones que en relación con ese cumplimiento hayan aprobado los 

órganos competentes de dichos organismos. 

Artículo 19  

El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de Derechos Humanos, para 

su estudio y recomendación de carácter general, o para información, según proceda, los 

informes sobre derechos humanos que presenten a los Estados conforme a los artículos 16 y 

17, y los informes relativos a los derechos humanos que presenten los organismos 

especializados conforme al artículo 18. 

Artículo 20  

Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados interesados podrán 

presentar al Consejo Económico y Social observaciones sobre toda recomendación de 

carácter general hecha en virtud del artículo 19 o toda referencia a tal recomendación 

general que conste en un informe de la Comisión de Derechos Humanos o en un documento 

allí mencionado. 

Artículo 21  

El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la Asamblea General 

informes que contengan recomendaciones de carácter general, así como un resumen de la 
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información recibida de los Estados Partes en el presente Pacto y de los organismos 

especializados acerca de las medidas adoptadas y los progresos realizados para lograr el 

respeto general de los derechos reconocidos en el presente Pacto. 

Artículo 22  

El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros órganos de las 

Naciones Unidas, sus órganos subsidiarios y los organismos especializados interesados que 

se ocupen de prestar asistencia técnica, toda cuestión surgida de los informes a que se 

refiere esta parte del Pacto que pueda servir para que dichas entidades se pronuncien, cada 

una dentro de su esfera de competencia, sobre la conveniencia de las medidas 

internacionales que puedan contribuir a la aplicación efectiva y progresiva del presente 

Pacto. 

Artículo 23  

Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de orden 

internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que se reconocen en el 

presente Pacto comprenden procedimientos tales como la conclusión de convenciones, la 

aprobación de recomendaciones, la prestación de asistencia técnica y la celebración de 

reuniones regionales y técnicas, para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en 

cooperación con los gobiernos interesados. 

Artículo 24  

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de las 

disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los organismos 

especializados que definen las atribuciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas 

y de los organismos especializados en cuanto a las materias a que se refiere el Pacto. 

Artículo 25  

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del derecho 

inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus riquezas y 

recursos naturales.  
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Parte V 

Artículo 26  

1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros de las 

Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así como de todo Estado 

Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado 

por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto.  

2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación se 

depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  

3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados 

mencionados en el párrafo 1 del presente artículo.  

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder 

del Secretario General de las Naciones Unidas.  

5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que hayan 

firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada uno de los 

instrumentos de ratificación o de adhesión. 

Artículo 27  

1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que 

haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión en poder 

del Secretario General de las Naciones Unidas.  

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después de haber sido 

depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en 

vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su 

instrumento de ratificación o de adhesión. 

Artículo 28  

Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes de los 

Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

Artículo 29  

1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y depositarlas en 

poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las 

enmiendas propuestas a los Estados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le 
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notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de 

examinar las propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados se 

declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia bajo 

los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados 

presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General 

de las Naciones Unidas.  

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados 

Partes en el presente Pacto, de conformidad con sus respectivos procedimientos 

constitucionales.  

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que 

las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las 

disposiciones del presente Pacto y por toda enmienda anterior que hayan aceptado. 

Artículo 30  

Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 26, el 

Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en 

el párrafo 1 del mismo artículo:  

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el artículo 26;  

b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto en el artículo 

27, y la fecha en que entren en vigor las enmiendas a que hace referencia el artículo 29. 

Artículo 31  

1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente 

auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.  

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente 

Pacto a todos los Estados mencionados en el artículo 26118 

 

PREÁMBULO CONSTITUCIÓN OIT 

Considerando que la paz universal y permanente sólo puede basarse en la justicia social; 

 
118 http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/a_cescr_sp.htm  

http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/a_cescr_sp.htm
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Considerando que existen condiciones de trabajo que entrañan tal grado de injusticia, 

miseria y privaciones para gran número de seres humanos, que el descontento causado 

constituye una amenaza para la paz y armonía universales; y considerando que es urgente 

mejorar dichas condiciones, por ejemplo, en lo concerniente a reglamentación de las horas 

de trabajo, fijación de la duración máxima de la jornada y de la semana de trabajo, 

contratación de la mano de obra ,lucha contra el desempleo, garantía de un salario vital 

adecuado protección del trabajador contra las enfermedades, sean o no profesionales, y 

contra los accidentes del trabajo, protección de los niños, de los adolescentes y de las 

mujeres, pensiones de vejez y de invalidez, protección de los intereses de los trabajadores 

ocupados en el extranjero, reconocimiento del principio de salario igual por un trabajo de 

igual valor y del principio de libertad sindical, organización de la enseñanza profesional y 

técnica y otras medidas análogas; 

Considerando que si cualquier nación no adoptare un régimen de trabajo realmente 

humano, esta omisión constituiría un obstáculo a los esfuerzos de otras naciones que deseen 

mejorar la suerte de los trabajadores en sus propios países: 

Las Altas Partes Contratantes, movidas por sentimientos de justicia y de humanidad y por 

el deseo de asegurar la paz permanente en el mundo, y a los efectos de alcanzar los 

objetivos expuestos en este preámbulo, convienen en la siguiente Constitución de la 

Organización Internacional del Trabajo.119 

 

 

CARTA COMUNITARIA DE LOS DERECHOS SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES (9 DE DICIEMBRE DE 1989). 

 

LOS JEFES DE ESTADO O DE GOBIERNO DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA 

COMUNIDAD EUROPEA REUNIDOS EN ESTRASBURGO EL 9 DE DICIEMBRE DE 

1989, 

 

 
119 http://www.ilo.org/public/spanish/about/iloconst.htm#pre 

http://www.incipe.org/ensayo3b.htm
http://www.incipe.org/ensayo3b.htm
http://www.ilo.org/public/spanish/about/iloconst.htm#pre
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Considerando que los Estados miembros han convenido, de conformidad con el artículo 

117 del Tratado CEE, en la necesidad de fomentar la mejora de las condiciones de vida y de 

trabajo de los trabajadores, permitiendo su equiparación por la vía del progreso; 

Considerando que, en la línea de las conclusiones de los Consejos Europeos de Hannover y 

de Rodas, el Consejo Europeo de Madrid estimó que, en el marco de la construcción del 

mercado único europeo, es conveniente otorgar a los aspectos sociales la misma 

importancia que a los aspectos económicos y que, por consiguiente, deben ser desarrollados 

de forma equilibrada; 

Considerando la resoluciones del Parlamento Europeo de 1 de marzo de 1989, de 14 de 

septiembre de 1989 y de 22 de noviem- bre de 1989, así como el dictamen del Comité 

Económico y Social de 22 de febrero de 1989; 

Considerando que la realización del mercado interior constituye el medio más eficaz para la 

creación de empleo y para garantizar el máximo bienestar en la Comunidad; que el 

desarrollo y la creación de empleo deben ser la primera prioridad en la realización del 

mercado interior; que corresponde a la Comunidad hacer frente a los desafíos del futuro en 

el plano de la competitividad económica, teniendo en cuenta, en particular, los 

desequilibrios regionales; 

Considerando que el consenso social contribuye a reforzar la competitividad de las 

empresas y de toda la econoroía, así como a crear empleo; que, por esta razón, es condición 

esencial para garantizar un desarrollo económico sostenido; 

Considerando que la realización del mercado interior puede favorecer la aproximación en el 

progreso de las condiciones de vida y de trabajo y la cohesión económica y social de la 

Comunidad Europea evitando distorsiones de la competencia ; 

Considerando que la realización del mercado interior debe suponer para los trabajadores de 

la Comunidad Europea mejoras en el ámbito social, y en particular en materia de libre 

circulación, condiciones de vida y de trabajo, salud y seguridad en el lugar de trabajo, 

protección social, educación y formación ; 

Considerando que, para garantizar la igualdad de trato, es conveniente luchar contra las 

discriminaciones en todas sus formas, en particular las basadas en el sexo, el color, la raza, 
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las opiniones y las creencias, y que, con espíritu de solidaridad, es importante luchar contra 

la exclusión social; 

Considerando que corresponde a los Estados miembros garantizar que los trabajadores de 

terceros países y los miembros de su familia que residen legalmente en un Estado miembro 

de la Comunidad puedan beneficiarse, en sus condiciones de vida y de trabajo, de un trato 

comparable al que reciben los trabajadores de dicho Estado miembro; 

Considerando que conviene inspirarse en los convenios de la Organización Internacional 

del Trabajo y en la Carta Social Europea del Consejo de Europa;  

Considerando que el Tratadlo, modificado por el Acta Única Europea, contiene 

disposiciones que establecen las competencias de la Comunidad relativas señaladamente a 

la libre circulación de los trabajadores (artículos 7 y 48 a 51), a la libertad de 

establecimiento (artículos 52 a 58), al ámbito social en las condiciones previstas en los 

artículos 117 a 122 -en particular en lo que se refiere a la mejora de la seguridad y la salud 

en el lugar de trabajo (artículo 118 A), desarrollo del diálogo entre los interlocutores 

sociales en Europa (artículo 118 B), igualdad de retribución entre los trabajadores 

masculinos y femeninos para un mismo trabajo (artículo 119)- a formación profesional 

(artículo 128), a la cohesión económica y social (artículos 130 A a 130 E) y, de manera más 

general, a la aproximación de las legislaciones (artículos 100, 100 A y 235); que la 

aplicación de la Carta no puede tener como consecuencia una ampliación de las 

competencias de la Comunidad definidas por los Tratados; 

Considerando que la presente carta tiene por objeto, por una parte, consagrar los progresos 

realizados en el ámbito social, por la acción de los Estados miembros, de los interlocutores 

sociales y de la Comunidad; 

Considerando que, por otra parte, tiene por objeto afirmar de forma solemne que la 

aplicación del Acta Única debe tomar plenamente en consideración la dimensión social de 

la Comunidad y que, en este contexto, es necesario garantizar en los niveles adecuados el 

desarrollo de los derechos sociales de los trabajadores de la Comunidad Europea, en 

particular de los trabajadores por cuenta ajena y de los trabajadores por cuenta propia ; 
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Considerando que, de conformidad con las conclusiones del Consejo Europeo de Madrid, 

deben establecerse claramente las funciones respectivas de las normas comunitarias, de las 

legislaciones nacionales y de las relaciones convencionales; 

• Considerando que en virtud del principio de subsidiaríedad las iniciativas que hay que 

tomar para la aplicación de estos derechos sociales corresponden a los Estados miembros 

ya las entidades que los constituyen y, en el marco de sus competencias, son 

responsabilidad de la Comunidad Europea; que esta aplicación puede revestir la forma de 

leyes, de convenios colectivo o de prácticas existentes en los distintos niveles adecuados y 

que requiere, en numerosos ámbitos, la participación activa de los interlocutores sociales; 

Considerando que la proclamación solemne de los derechos sociales fundamentales en la 

Comunidad Europea no puede justificar, en el momento de su aplicación ninguna regresión 

respecto a la situación actualmente existente en cada Estado miembro: 

 

HAN ADOPTADO LA DECLARACIÓN SIGUIENTE QUE CONSTITUYE LA 

"CARTA comunitaria DE LOS DERECHOS SOCIALES FUNDAMENTALES DE LOS 

TRABAJADORES": 

 

Titulo1 

DERECHOS SOCIALES FUNDAMENTALES DE LOS TRABAJADORES 

Libre circulacion 

1. Todo trabajador de la Comunidad Europea tiene derecho a la libre circulación en todo el 

territorio de la Comunidad, sin perjuicio de las limitaciones justificadas por razones de 

orden público, de seguridad pública y de salud pública. 2. El derecho a la libre circulación 

permite a cualquier trabajador ejercer cualquier profesión u oficio en la Comunidad, en 

condiciones de igualdad de trato para el acceso al trabajo, las condiciones de trabajo y la 

protección social del país de acogida. 3. El derecho a la libre circulación implica asimismo:  

- la armonización de las condiciones de residencia en todos los 

Estados miembros, en particular para la reunificación familiar; 

- la supresión de los obstáculos que resulten del no reconocimiento de títulos o de 

calificaciones profesionales equivalentes; 
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- la mejora de las condiciones de vida y de trabajo de los trabajadores fronterizos.  

 

Empleo y remuneracion 

4. Toda persona tiene derecho a la libertad de elección y de ejercicio de una profesión, con 

arreglo a las disposiciones que rigen cada profesión. 5. Todo empleo debe ser justamente 

remunerado. A tal fin conviene que, con arreglo a las prácticas nacionales:  

- se garantice a los trabajadores una remuneración equitativa, es decir, que sea suficiente 

para proporcionarles un nivel de vida digno; 

- se garantice a los trabajadores suietos a un régimen de trabaje distinto del contrato de 

trabajo a tiempo completo y por tiempo indefinido un salario de referencia equitativo; 

- los salarios sólo pueden ser retenidos, embargados o cedidos con arreglo a las 

disposiciones nacionales; estas disposiciones deberían prever medidas que garanticen al 

trabajador la conservación de los medios necesarios para su sustento y el de su familia.  

6. Toda persona debe poder beneficiarse gratuitamente de los servicios públicos de 

colocación. Mejora de las condiciones de vida y de trabajo 

7. La realización del mercado interior debe conducir a una mejora de las condiciones de 

vida y de trabajo de los trabajadores en la Comunidad Europea. Este proceso se efectuará 

mediante la aproximación, por la vía del progreso, de dichas condiciones, en particular en 

lo que respecta a la duración y distribución del tiempo de trabajo y las formas de trabajo 

distintas del trabajo por tiempo indefinido, como el trabajo de duración determinada, el 

trabajo a tiempo parcial, el trabajo interino y el trabajo de temporada. Esta mejora deberá 

permitir igualmente desarrollar, cuando sea necesario, ciertos aspectos de la reglamentación 

laboral, como los procedimientos de despido colectivo o los referentes a las quiebras.  

8.Todo trabajador de la Comunidad Europea tiene derecho al descanso semanal y a unas 

vacaciones anuales pagadas, cuya duración, en uno y otro caso, deberá aproximarse por la 

vía del progreso, de conformidad con las prácticas nacionales.  

9. Todo asalariado de la Comunidad Europea tiene derecho a que se definan sus 

condiciones de trabajo por ley, por un convenio colectivo o por un contrato de trabajo 

según las modalidades propias de cada país.  
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Protección social 

Cón arreglo a las modalidades propias de cada país:  

10. Todo trabajador de la Comunidad Europea tiene derecho a una protección social 

adecuada y, sea cual fuere su estatuto o la dimensión de la empresa en que trabaja, debe 

beneficiarse de niveles de prestaciones de seguridad social de nivel suficiente. 

Las personas que estén excluidas del mercado de trabajo, ya sea por no haber podido 

acceder a él, ya sea por no haber podido reinsertarse en el mismo, y que no dispongan de 

medios de subsistencia, deben poder beneficiarse de prestaciones y de recursos suficientes 

adaptados a su situación personal. 

 

Libertad de asociación y negociación colectiva 

11. Los empresarios y trabajadores de la Comunidad Europea tienen derecho a asociarse 

libremente a fin de constituir organizaciones profesionales o sindicales de su elección para 

defender sus intereses económicos y sociales.  

Todo empresario y todo trabajador tienen derecho a adherirse o no libremente a tales 

organizaciones, sin que de ello pueda derivarse ningún perjuicio personal o profesional para 

el interesado. 

12. Los empresarios o las organizaciones de empresarios, por una parte, y las 

organizaciones de trabajadores, por otra, tienen derecho, en las condiciones establecidas por 

las legislaciones y prácticas nacionales, a negociar y celebrar convenios colectivos.  

El diálogo entre interlocutores sociales a escala europea, que debe desarrollarse, puede 

conducir, si éstos lo consideran deseable, a que se establezcan relaciones convencionales, 

en particular Inter. profesional y sectorialmente. 

13. El derecho a recurrir, en caso de conflicto de intereses, a acciones colectivas, incluye el 

derecho a la huelga, sin perjuicio de las obligaciones resultantes de las reglamentaciones 

nacionales y de los convenios colectivos.  

Para facilitar la resolución de los conflictos laborales, es conveniente favorecer, de 

conformidad con las prácticas nacionales, la creación y utilización, en los niveles 

apropiados, de procedimiento 14. El ordenamiento jurídico interno de los Estados 
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miembros determinará en qué condiciones y en qué medida los derechos contemplados en 

los artículos 11 a 13 son aplicables a las fuerzas armadas, a la policía y a la función pública.  

 

Formación profesional 

15. Todo trabajador de la Comunidad Europea debe poder tener acceso a la formación 

profesional y poder beneficiarse de la misma a lo largo de su vida activa. En las 

condiciones de acceso a dicha formación no podrá darse ninguna discriminación basada en 

la nacionalidad. 

Las autoridades públicas competentes, las empresas o los interlocutores sociales, cada uno 

en el ámbito de su competencia, deberían establecer los mecanismos de formación 

continuada y permanente que permitan a toda persona reciclarse, en particular mediante 

permisos de formación, perfeccionamiento y adquisición de nuevos conocimientos, 

teniendo en cuenta, particularmente, la evolución técnica.  

 

Igualdad de trato entre hombres y mujeres 

16. Debe garantizarse la igualdad de trato entre hombres y mujeres. Debe desarrollarse la 

igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.  

A tal fin, conviene intensificar, dondequiera que ello sea necesario, las acciones destinadas 

a garantizar la realización de la igualdad entre hombres y mujeres, en particular para el 

acceso al empleo, la retribución, las condiciones de trabajo, la protección social, la 

educación, la formación profesional y la evolución de la carrera profesional. 

Conviene, asimismo, desarrollar medidas que permitan a hombres y mujeres compaginar 

más fácilmente sus obligaciones profesionales y familiares.  

 

Información, consulta y participación de los trabajadores 

17. La información, la consulta y la participación de los trabajadores deben desarrollarse 

según mecanismos adecuados y teniendo en cuenta las prácticas vigentes en los diferentes 

Estados miembros. Ello es especialmente aplicable en aquellas empresas o grupos de 

empresas que tengan establecimientos o empresas situados en varios Estados miembros de 

la Comunidad Europea. 18. Esa información, esa consulta y esa participación deben 
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llevarse a cabo en el momento oportuno, y en particular en los casos siguientes:  

- cuando se introduzcan en las empresas cambios tecnológicos que afecten de forma 

importante a los trabajadores en lo que se refiere a sus condiciones de trabajo y a la 

organización del trabajo; 

- cuando se produzcan reestructuraciones o fusiones de empresas que afecten al empleo de 

los trabajadores; 

- con motivo de procedimientos de despido colectivo; 

- cuando haya trabajadores, en particular trabajadores transfronterizos, afectados por 

políticas de empleo llevadas a cabo por las empresas en las que trabajan,  

 

Protección de la salud y de la seguridad en el lugar de trabajo 

19. Todo trabajador debe disfrutar en su lugar de trabajo de condiciones satisfactorias de 

protección de su salud y de su seguridad. Deben adoptarse medidas adecuadas para 

proseguir la armonización en el proceso de las condiciones existentes en este campo. 

Estas medidas deberán tener en cuenta, en particular, la necesidad de formación, 

información consulta y participación equilibrada de los trabajadores en lo que se refiere a 

los riesgos a los que estén expuestos y a las medidas que se adopten para eliminar o reducir 

esos riesgos.  

Las disposiciones relativas a la realización del mercado interíor deben contribuir a dicha 

protección.  

 

 

 

Protección de los niños y de los adolescentes 

20. Sin perjuicio de disposiciones más favorables para los jóvenes, en especial las que, 

mediante la formación, garanticen su inserción profesional, y salvo excepciones 

circunscritas a algunos trabajos ligeros, la edad mínima de admisión al trabajo no debe ser 

inferior a la edad en la que concluye la escolaridad obligatoria ni en ningún caso inferior a 

15 años.  
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21. Todo joven que ejerza un empleo debe percibir una retribución equitativa de 

conformidad con las prácticas nacionales.  

22. Deben adoptarse las medidas necesarias para adecuar las normas del Derecho laboral 

aplicables a los jóvenes trabajadores para que satisfagan las exigencias de su desarrollo y 

las necesidades de su formación profesional y de su acceso al empleo. 

Debe limitarse, en particular, la duración del trabajo de los trabajadores menores de 

dieciocho años -sin que pueda eludirse esta limitación recurriendo a horas extraordinarias-, 

prohibiéndose el trabajo nocturno, con excepción de algunos empleos establecidos por las 

legislaciones o las normativas nacionales.  

23. Los jóvenes deben poder beneficiarse, al final de la escolaridad obligatoria, de una 

formación profesional inicial de duración suficiente para que puedan adaptarse a las 

exigencias de su futura vida profesional; esta formación debería tener lugar, para los 

jóvenes trabajadores, durante la jornada de trabajo. 

 

Personas de edad avanzada 

De acuerdo con las modalidades de cada país:  

24. Al llegar a la Jubilación todo trabajador de la Comunidad Europea debe poder disfrutar 

de recursos que le garanticen un nivel de vida digno.  

25. Toda persona que haya alcanzado la edad de jubilación, pero que no tenga derecho a 

pensión y que no tenga otros medios de subsistencia, bebe poder disfrutar de recursos 

suficientes y de una asistencia social y médica adaptada a sus necesidades específicas.  

 

Minusvalidos 

26. Todo mínusválido, cualesquiera que sean el origen y la natüraleza de su minusvalía, 

debe poder beneficiarse de medidas adicionales concretas encaminadas a favorecer su 

integración profesional y social. 

Estas medidas de mejora deben referirse, en particular, según las capacidades de los 

interesados, a la formación profesional, la ergonomía, la accesibilidad, la movilidad, los 

medios de transporte y la vivienda.  
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Título II 

APLICACIÓN DE LA CARTA 

27. La garantía de los derechos sociales fundamentales de la presente Carta, así como la 

aplicación de las medidas sociales indispensables para el buen funcionamiento del mercado 

interior en el marco de la estrategia de cohesión económica y social, competen a los 

Estados miembros de conformidad con las respectivas prácticas nacionales, en particular 

mediante su legislación y convenios colectivos.  

28. El Consejo Europeo invita a la Comisión a que presente cuanto antes la iniciativas que 

entren dentro del marco de sus competencias previstas en los Tratados con vistas a la 

adopción de instrumentos jurídicos para la aplicación efectiva, a medida que se avanza en 

la realización del mercado interior, de aquellos derechos que entren dentro del marco de 

competencias de la Comunidad. 

29. La Comisión elaborará cada año, durante el último trimestre, un informe sobre la 

aplicación de la Carta por parte de los Estados miembros y de la Comunidad Europea.  

30. El informe de la Comisión se transmitirá al Consejo Europeo, al parlamento Europeo y 

al Comité Económico y Social.120 

  

CARTA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 

DE LA UNIÓN EUROPEA 

 

PROCLAMACIÓN SOLEMNE 

 

El Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión proclaman solemnemente como Carta de 

los Derechos Fundamentales de la Unión Europea el texto que figura a continuación. 

 

PREÁMBULO 

Los pueblos de Europa, al crear entre sí una unión cada vez más estrecha, han decidido 

compartir un porvenir pacífico basado en valores comunes. 

 
120 http://www.incipe.org/ensayo3b.htm 
 

http://www.incipe.org/ensayo3b.htm
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Consciente de su patrimonio espiritual y moral, la Unión está fundada sobre los valores 

indivisibles y universales de la dignidad humana, la libertad, la igualdad y la solidaridad, y 

se basa en los principios de la democracia y del Estado de Derecho. Al instituir la 

ciudadanía de la Unión y crear un espacio de libertad, seguridad y justicia, sitúa a la 

persona en el centro de su actuación. 

La Unión contribuye a la preservación y al fomento de estos valores comunes dentro del 

respeto de la diversidad de culturas y tradiciones de los pueblos de Europa, así como de la 

identidad nacional de los Estados miembros y de la organización de sus poderes públicos en 

el plano nacional, regional y local; trata de fomentar un desarrollo equilibrado y sostenible 

y garantiza la libre circulación de personas, bienes, servicios y capitales, así como la 

libertad de establecimiento. 

Para ello es necesario, dotándolos de mayor presencia en una Carta, reforzar la protección 

de los derechos fundamentales a tenor de la evolución de la sociedad, del progreso social y 

de los avances científicos y tecnológicos. La presente Carta reafirma, respetando las 

competencias y misiones de la Comunidad y de la Unión, así como el principio de 

subsidiariedad, los derechos reconocidos especialmente por las tradiciones constitucionales 

y las obligaciones internacionales comunes de los Estados miembros, el Tratado de la 

Unión Europea y los Tratados comunitarios, el Convenio Europeo para la Protección de los 

Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, las Cartas Sociales adoptadas por la 

Comunidad y por el Consejo de Europa, así como por la jurisprudencia del Tribunal de 

Justicia de las Comunidades Europeas y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. 

El disfrute de tales derechos origina responsabilidades y deberes tanto respecto de los 

demás como de la comunidad humana y de las futuras generaciones. 

En consecuencia, la Unión reconoce los derechos, libertades y principios enunciados a 

continuación. 

CAPÍTULO I 

DIGNIDAD 

Artículo 1: Dignidad humana 

La dignidad humana es inviolable. Será respetada y protegida. 

Artículo 2: Derecho a la vida 
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1. Toda persona tiene derecho a la vida. 

2. Nadie podrá ser condenado a la pena de muerte ni ejecutado. 

Artículo 3: Derecho a la integridad de la persona 

1. Toda persona tiene derecho a su integridad física y psíquica. 

2. En el marco de la medicina y la biología se respetarán en particular: el consentimiento 

libre e informado de la persona de que se trate, de acuerdo con las modalidades establecidas 

en la ley, la prohibición de las prácticas eugenésicas, y en particular las que tienen por 

finalidad la selección de las personas, la prohibición de que el cuerpo humano o partes del 

mismo en cuanto tales se conviertan en objeto de lucro,la prohibición de la clonación 

reproductora de seres humanos. 

Artículo 4: Prohibición de la tortura y de las penas o los tratos inhumanos o degradantes 

Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. 

Artículo 5: Prohibición de la esclavitud y del trabajo forzado 

1. Nadie podrá ser sometido a esclavitud o servidumbre. 

2. Nadie podrá ser constreñido a realizar un trabajo forzado u obligatorio. 

3. Se prohíbe la trata de seres humanos. 

CAPÍTULO II 

LIBERTADES 

Artículo 6: Derecho a la libertad y a la seguridad 

Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. 

Artículo 7: Respeto de la vida privada y familiar 

Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de 

sus comunicaciones. 

Artículo 8: Protección de datos de carácter personal 

1. Toda persona tiene derecho a la protección de los datos de carácter personal que la 

conciernan. 

2. Estos datos se tratarán de modo leal, para fines concretos y sobre la base del 

consentimiento de la persona afectada o en virtud de otro fundamento legítimo previsto por 

la ley. Toda persona tiene derecho a acceder a los datos recogidos que la conciernan y a su 

rectificación. 
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3. El respeto de estas normas quedará sujeto al control de una autoridad independiente. 

Artículo 9: Derecho a contraer matrimonio y derecho a fundar una familia 

Se garantizan el derecho a contraer matrimonio y el derecho a fundar una familia según las 

leyes nacionales que regulen su ejercicio. 

Artículo 10: Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. 

Este derecho implica la libertad de cambiar de religión o de convicciones, así como la 

libertad de manifestar su religión o sus convicciones individual o colectivamente, en 

público o en privado, a través del culto, la enseñanza, las prácticas y la observancia de los 

ritos. 

2. Se reconoce el derecho a la objeción de conciencia de acuerdo con las leyes nacionales 

que regulen su ejercicio. 

Artículo 11: Libertad de expresión y de información 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende la 

libertad de opinión y la libertad de recibir o de comunicar informaciones o ideas sin que 

pueda haber injerencia de autoridades públicas y sin consideración de fronteras. 

2. Se respetan la libertad de los medios de comunicación y su pluralismo. 

Artículo 12: Libertad de reunión y de asociación 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión pacífica y a la libertad de asociación 

en todos los niveles, especialmente en los ámbitos político, sindical y cívico, lo que implica 

el derecho de toda persona a fundar con otras sindicatos y a afiliarse a los mismos para la 

defensa de sus intereses. 

2. Los partidos políticos a escala de la Unión contribuyen a expresar la voluntad política de 

los ciudadanos de la Unión. 

Artículo 13: Libertad de las artes y de las ciencias 

Las artes y la investigación científica son libres. Se respeta la libertad de cátedra. 

Artículo 14: Derecho a la educación 

1. Toda persona tiene derecho a la educación y al acceso a la formación profesional y 

permanente. 

2. Este derecho incluye la facultad de recibir gratuitamente la enseñanza obligatoria. 
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3. Se respetan, de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su ejercicio, la libertad de 

creación de centros docentes dentro del respeto a los principios democráticos, así como el 

derecho de los padres a garantizar la educación y la enseñanza de sus hijos conforme a sus 

convicciones religiosas, filosóficas y pedagógicas. 

Artículo 15: Libertad profesional y derecho a trabajar 

1. Toda persona tiene derecho a trabajar y a ejercer una profesión libremente elegida o 

aceptada. 

2. Todo ciudadano de la Unión tiene la libertad de buscar un empleo, de trabajar, de 

establecerse o de prestar servicios en cualquier Estado miembro. 

3. Los nacionales de terceros países que estén autorizados a trabajar en el territorio de los 

Estados miembros tienen derecho a unas condiciones laborales equivalentes a aquellas que 

disfrutan los ciudadanos de la Unión. 

Artículo 16: Libertad de empresa 

Se reconoce la libertad de empresa de conformidad con el Derecho comunitario y con las 

legislaciones y prácticas nacionales. 

Artículo 17: Derecho a la propiedad 

1. Toda persona tiene derecho a disfrutar de la propiedad de sus bienes adquiridos 

legalmente, a usarlos, a disponer de ellos y a legarlos. Nadie puede ser privado de su 

propiedad más que por causa de utilidad pública, en los casos y condiciones previstos en la 

ley y a cambio, en un tiempo razonable, de una justa indemnización por su pérdida. El uso 

de los bienes podrá regularse por ley en la medida que resulte necesario para el interés 

general. 

2. Se protege la propiedad intelectual. 

Artículo 18: Derecho de asilo 

Se garantiza el derecho de asilo dentro del respeto de las normas de la Convención de 

Ginebra de 28 de julio de 1951 y del Protocolo de 31 de enero de 1967 sobre el Estatuto de 

los Refugiados y de conformidad con el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea. 

Artículo 19: Protección en caso de devolución, expulsión y extradición 

1. Se prohíben las expulsiones colectivas. 
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2. Nadie podrá ser devuelto, expulsado o extraditado a un Estado en el que corra un grave 

riesgo de ser sometido a la pena de muerte, a tortura o a otras penas o tratos inhumanos o 

degradantes. 

CAPÍTULO III 

IGUALDAD 

Artículo 20: Igualdad ante la ley 

Todas las personas son iguales ante la ley. 

Artículo 21: No discriminación 

1. Se prohíbe toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de sexo, raza, color, 

orígenes étnicos o sociales, características genéticas, lengua, religión o convicciones, 

opiniones políticas o de cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría nacional, patrimonio, 

nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual. 

2. Se prohíbe toda discriminación por razón de nacionalidad en el ámbito de aplicación del 

Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y del Tratado de la Unión Europea y sin 

perjuicio de las disposiciones particulares de dichos Tratados. 

Artículo 22: Diversidad cultural, religiosa y lingüística 

La Unión respeta la diversidad cultural, religiosa y lingüística. 

Artículo 23: Igualdad entre hombres y mujeres 

La igualdad entre hombres y mujeres será garantizada en todos los ámbitos, inclusive en 

materia de empleo, trabajo y retribución. 

El principio de igualdad no impide el mantenimiento o la adopción de medidas que 

ofrezcan ventajas concretas en favor del sexo menos representado. 

Artículo 24: Derechos del menor 

1. Los menores tienen derecho a la protección y a los cuidados necesarios para su bienestar. 

Podrán expresar su opinión libremente. Ésta será tenida en cuenta en relación con los 

asuntos que les afecten, en función de su edad y de su madurez. 

2. En todos los actos relativos a los menores llevados a cabo por autoridades públicas o 

instituciones privadas, el interés superior del menor constituirá una consideración 

primordial. 
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3. Todo menor tiene derecho a mantener de forma periódica relaciones personales y 

contactos directos con su padre y con su madre, salvo si son contrarios a sus intereses. 

Artículo 25: Derechos de las personas mayores 

La Unión reconoce y respeta el derecho de las personas mayores a llevar una vida digna e 

independiente y a participar en la vida social y cultural. 

Artículo 26: Integración de las personas discapacitadas 

La Unión reconoce y respeta el derecho de las personas discapacitadas a beneficiarse de 

medidas que garanticen su autonomía, su integración social y profesional y su participación 

en la vida de la comunidad. 

CAPÍTULO IV 

SOLIDARIDAD 

Artículo 27: Derecho a la información y consulta de los trabajadores en la empresa 

Se deberá garantizar a los trabajadores o a sus representantes, en los niveles adecuados, la 

información y consulta con suficiente antelación en los casos y condiciones previstos en el 

Derecho comunitario y en las legislaciones y prácticas nacionales. 

Artículo 28: Derecho de negociación y de acción colectiva 

Los trabajadores y los empresarios, o sus organizaciones respectivas, de conformidad con el 

Derecho comunitario y con las legislaciones y prácticas nacionales, tienen derecho a 

negociar y celebrar convenios colectivos, en los niveles adecuados, y a emprender, en caso 

de conflicto de intereses, acciones colectivas para la defensa de sus intereses, incluida la 

huelga. 

Artículo 29: Derecho de acceso a los servicios de colocación 

Toda persona tiene derecho a acceder a un servicio gratuito de colocación. 

Artículo 30: Protección en caso de despido injustificado 

Todo trabajador tiene derecho a una protección en caso de despido injustificado, de 

conformidad con el Derecho comunitario y con las legislaciones y prácticas nacionales. 

Artículo 31: Condiciones de trabajo justas y equitativas 

1. Todo trabajador tiene derecho a trabajar en condiciones que respeten su salud, su 

seguridad y su dignidad. 



 229 

2. Todo trabajador tiene derecho a la limitación de la duración máxima del trabajo y a 

períodos de descanso diarios y semanales, así como a un período de vacaciones anuales 

retribuidas. 

Artículo 32: Prohibición del trabajo infantil y protección de los jóvenes en el trabajo 

Se prohíbe el trabajo infantil. La edad mínima de admisión al trabajo no podrá ser inferior a 

la edad en que concluye la escolaridad obligatoria, sin perjuicio de disposiciones más 

favorables para los jóvenes y salvo excepciones limitadas. 

Los jóvenes admitidos a trabajar deben disponer de condiciones de trabajo adaptadas a su 

edad y estar protegidos contra la explotación económica o contra cualquier trabajo que 

pueda ser perjudicial para su seguridad, su salud, su desarrollo físico, psíquico, moral o 

social, o que pueda poner en peligro su educación. 

Artículo 33: Vida familiar y vida profesional 

1. Se garantiza la protección de la familia en los planos jurídico, económico y social. 

2. Con el fin de poder conciliar vida familiar y vida profesional, toda persona tiene derecho 

a ser protegida contra cualquier despido por una causa relacionada con la maternidad, así 

como el derecho a un permiso pagado por maternidad y a un permiso parental con motivo 

del nacimiento o de la adopción de un niño. 

Artículo 34: Seguridad social y ayuda social 

1. La Unión reconoce y respeta el derecho de acceso a las prestaciones de seguridad social 

y a los servicios sociales que garantizan una protección en casos como la maternidad, la 

enfermedad, los accidentes laborales, la dependencia o la vejez, así como en caso de 

pérdida de empleo, según las modalidades establecidas por el Derecho comunitario y las 

legislaciones y prácticas nacionales. 

2. Toda persona que resida y se desplace legalmente dentro de la Unión tiene derecho a las 

prestaciones de seguridad social y a las ventajas sociales con arreglo al Derecho 

comunitario y a las legislaciones y prácticas nacionales. 

3. Con el fin de combatir la exclusión social y la pobreza, la Unión reconoce y respeta el 

derecho a una ayuda social y a una ayuda de vivienda para garantizar una existencia digna a 

todos aquellos que no dispongan de recursos suficientes, según las modalidades 

establecidas por el Derecho comunitario y las legislaciones y prácticas nacionales. 
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Artículo 35: Protección de la salud 

Toda persona tiene derecho a la prevención sanitaria y a beneficiarse de la atención 

sanitaria en las condiciones establecidas por las legislaciones y prácticas nacionales. Al 

definirse y ejecutarse todas las políticas y acciones de la Unión se garantizará un alto nivel 

de protección de la salud humana. 

Artículo 36: Acceso a los servicios de interés económico general 

La Unión reconoce y respeta el acceso a los servicios de interés económico general, tal 

como disponen las legislaciones y prácticas nacionales, de conformidad con el Tratado 

constitutivo de la Comunidad Europea, con el fin de promover la cohesión social y 

territorial de la Unión. 

Artículo 37: Protección del medio ambiente 

Las políticas de la Unión integrarán y garantizarán con arreglo al principio de desarrollo 

sostenible un alto nivel de protección del medio ambiente y la mejora de su calidad. 

Artículo 38: Protección de los consumidores 

Las políticas de la Unión garantizarán un alto nivel de protección de los consumidores. 

CAPÍTULO V 

CIUDADANÍA 

Artículo 39: Derecho a ser elector y elegible en las elecciones al Parlamento Europeo 

1. Todo ciudadano de la Unión tiene derecho a ser elector y elegible en las elecciones al 

Parlamento Europeo en el Estado miembro en que resida, en las mismas condiciones que 

los nacionales de dicho Estado. 

2. Los diputados del Parlamento Europeo serán elegidos por sufragio universal libre, 

directo y secreto. 

Artículo 40: Derecho a ser elector y elegible en las elecciones municipales 

Todo ciudadano de la Unión tiene derecho a ser elector y elegible en las elecciones 

municipales del Estado miembro en que resida, en las mismas condiciones que los 

nacionales de dicho Estado. 

Artículo 41: Derecho a una buena administración 

1. Toda persona tiene derecho a que las instituciones y órganos de la Unión traten sus 

asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable. 
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2. Este derecho incluye en particular: el derecho de toda persona a ser oída antes de que se 

tome en contra suya una medida individual que le afecte desfavorablemente,el derecho de 

toda persona a acceder al expediente que le afecte, dentro del respeto de los intereses 

legítimos de la confidencialidad y del secreto profesional y comercial, la obligación que 

incumbe a la administración de motivar sus decisiones. 

3. Toda persona tiene derecho a la reparación por la Comunidad de los daños causados por 

sus instituciones o sus agentes en el ejercicio de sus funciones, de conformidad con los 

principios generales comunes a los Derechos de los Estados miembros. 

4. Toda persona podrá dirigirse a las instituciones de la Unión en una de las lenguas de los 

Tratados y deberá recibir una contestación en esa misma lengua. 

Artículo 42: Derecho de acceso a los documentos 

Todo ciudadano de la Unión o toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio 

social en un Estado miembro tienen derecho a acceder a los documentos del Parlamento 

Europeo, del Consejo y de la Comisión. 

Artículo 43: El Defensor del Pueblo 

Todo ciudadano de la Unión o toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio 

social en un Estado miembro tiene derecho a someter al Defensor del Pueblo de la Unión 

los casos de mala administraci ón en la acción de las instituciones u órganos comunitarios, 

con exclusión del Tribunal de Justicia y del Tribunal de Primera Instancia en el ejercicio de 

sus funciones jurisdiccionales. 

Artículo 44: Derecho de petición 

Todo ciudadano de la Unión o toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio 

social en un Estado miembro tiene el derecho de petición ante el Parlamento Europeo. 

Artículo 45: Libertad de circulación y de residencia 

1. Todo ciudadano de la Unión tiene derecho a circular y residir libremente en el territorio 

de los Estados miembros. 

2. De conformidad con lo dispuesto en el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, se 

podrá conceder libertad de circulación y de residencia a los nacionales de terceros países 

que residan legalmente en el territorio de un Estado miembro. 

Artículo 46: Protección diplomática y consular 
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Todo ciudadano de la Unión podrá acogerse, en el territorio de un tercer país en el que no 

esté representado el Estado miembro del que sea nacional, a la protección de las 

autoridades diplomáticas y consulares de cualquier Estado miembro, en las mismas 

condiciones que los nacionales de este Estado. 

CAPÍTULO VI 

JUSTICIA 

Artículo 47: Derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial 

Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la Unión hayan 

sido violados tiene derecho a la tutela judicial efectiva respetando las condiciones 

establecidas en el presente artículo. 

Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro de 

un plazo razonable por un juez independiente e imparcial, establecido previamente por la 

ley. Toda persona podrá hacerse aconsejar, defender y representar. 

Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dispongan de recursos suficientes 

siempre y cuando dicha asistencia sea necesaria para garantizar la efectividad del acceso a 

la justicia. 

Artículo 48: Presunción de inocencia y derechos de la defensa 

1. Todo acusado se presume inocente hasta que su culpabilidad haya sido legalmente 

declarada. 

2. Se garantiza a todo acusado el respeto de los derechos de la defensa. 

Artículo 49: Principios de legalidad y de proporcionalidad de los delitos y las penas 

1. Nadie podrá ser condenado por una acción o una omisión que, en el momento en que 

haya sido cometida, no constituya una infracción según el Derecho nacional o el Derecho 

internacional. Igualmente no podrá ser impuesta una pena más grave que la aplicable en el 

momento en que la infracción haya sido cometida. Si, con posterioridad a esta infracción, la 

ley dispone una pena más leve, deberá ser aplicada ésta. 

2. El presente artículo no impedirá el juicio y el castigo de una persona culpable de una 

acción o una omisión que, en el momento de su comisión, fuera constitutiva de delito según 

los principios generales reconocidos por el conjunto de las naciones. 

3. La intensidad de las penas no deberá ser desproporcionada en relación con la infracción. 
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Artículo 50: Derecho a no ser acusado o condenado penalmente dos veces por el mismo 

delito. 

Nadie podrá ser acusado o condenado penalmente por una infracción respecto de la cual ya 

haya sido absuelto o condenado en la Unión mediante sentencia penal firme conforme a la 

ley. 

CAPÍTULO VII 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 51: Ámbito de aplicación 

1. Las disposiciones de la presente Carta están dirigidas a las instituciones y órganos de la 

Unión, respetando el principio de subsidiariedad, así como a los Estados miembros 

únicamente cuando apliquen el Derecho de la Unión. Por consiguiente, éstos respetarán los 

derechos, observarán los principios y promoverán su aplicación, con arreglo a sus 

respectivas competencias. 

2. La presente Carta no crea ninguna competencia ni ninguna misión nuevas para la 

Comunidad ni para la Unión y no modifica las competencias y misiones definidas por los 

Tratados. 

Artículo 52: Alcance de los derechos garantizados 

1. Cualquier limitación del ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la 

presente Carta deberá ser establecida por la ley y respetar el contenido esencial de dichos 

derechos y libertades. Sólo se podrán introducir limitaciones, respetando el principio de 

proporcionalidad, cuando sean necesarias y respondan efectivamente a objetivos de interés 

general reconocidos por la Unión o a la necesidad de protección de los derechos y 

libertades de los demás. 

2. Los derechos reconocidos por la presente Carta que tienen su fundamento en los 

Tratados comunitarios o en el Tratado de la Unión Europea se ejercerán en las condiciones 

y dentro de los límites determinados por éstos. 

3. En la medida en que la presente Carta contenga derechos que correspondan a derechos 

garantizados por el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de 

las Libertades Fundamentales, su sentido y alcance serán iguales a los que les confiere 
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dicho Convenio. Esta disposición no impide que el Derecho de la Unión conceda una 

protección más extensa. 

Artículo 53: Nivel de protección 

Ninguna de las disposiciones de la presente Carta podrá interpretarse como limitativa o 

lesiva de los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidos, en su respectivo 

ámbito de aplicación, por el Derecho de la Unión, el Derecho internacional y los convenios 

internacionales de los que son parte la Unión, la Comunidad o los Estados miembros, y en 

particular el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales, así como por las constituciones de los Estados miembros. 

Artículo 54: Prohibición del abuso de derecho 

Ninguna de las disposiciones de la presente Carta podrá ser interpretada en el sentido de 

que implique un derecho cualquiera a dedicarse a una actividad o a realizar un acto 

tendente a la destrucción de los derechos o libertades reconocidos en la presente Carta o a 

limitaciones más amplias de estos derechos y libertades que las previstas en la presente 

Carta121. 

 

CARTA SOCIAL AMERICANA 

PREÁMBULO 

 

NOSOTROS, los Pueblos y Naciones de América que suscribimos la presente carta: 

 

REAFIRMANDO nuestra fe en los derechos fundamentales, la dignidad y el valor de la 

persona humana, en la igualdad de derechos entre hombres y mujeres y de las naciones 

grandes y pequeñas;  

 

RECORDANDO la obligación de los Estados de contribuir a crear condiciones bajo las 

cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las obligaciones emanadas de los 

 
121 http://www.europarl.europa.eu/charter/pdf/text_es.pdf  

 

http://www.europarl.europa.eu/charter/pdf/text_es.pdf
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tratados y otras fuentes del derecho internacional; promoviendo el progreso y la elevación 

constante de los niveles de vida dentro de un concepto más amplio de libertad; 

 

REITERANDO el espíritu que dio lugar a la Organización de Estados Americanos (OEA), 

según el cual la misión histórica de América es ofrecer a sus hombres y mujeres una tierra 

de libertad y un ámbito favorable para el desarrollo de su personalidad y la realización de 

sus justas aspiraciones; 

 

RECORDANDO que los Estados Americanos consagraron a la OEA, como organismo 

regional dentro de las Naciones Unidas, con el objeto de lograr un orden de paz y justicia, 

fomentar su solidaridad, robustecer su colaboración y defender su soberanía, integridad 

territorial e independencia, realizando sus principios y cumpliendo sus obligaciones 

regionales de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas; 

 

REITERANDO que los artículos 55º y 56º de la Carta de las Naciones Unidas impusieron 

a todos los Estados que la integran el deber de promover los más altos estándares de vida, 

trabajo permanente y condiciones de progreso y desarrollo económico y social, así como el 

respeto y observancia universal a los derechos humanos y las libertades fundamentales para 

todos, así como la obligación de adoptar medidas, por sí mismos, o por medio de la 

cooperación internacional, para la concreción de estos objetivos;  

 

REAFIRMANDO que, inspirados en tales principios de solidaridad y cooperación 

interamericana, los Estados partes de la OEA se comprometieron a aunar esfuerzos para 

lograr que impere la justicia social en el Continente y para que sus pueblos alcancen un 

desarrollo económico dinámico y armónico, como condiciones indispensables para la paz y 

la seguridad regionales. 

 

CONSIDERANDO que la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama que 

todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que toda persona 

tiene todos los derechos y libertades enunciados en la misma, sin que puedan ser objeto de 
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discriminación de ninguna clase por razón de raza, sexo, idioma, nacionalidad, credo o de 

cualquier otra índole; 

 

RECONOCIENDO que los derechos esenciales de hombres y mujeres no nacen del hecho 

de ser nacionales de un determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos 

de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de 

naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno 

de los Estados americanos;  

 

REITERANDO la estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos 

económicos, sociales y culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuanto las 

diferentes categorías de derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra su base en 

el reconocimiento de la dignidad de la persona humana, por lo cual exigen una tutela y 

promoción permanente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda 

justificarse la violación de unos en aras de la realización de los otros;  

 

CONSIDERANDO esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de 

Derecho, a fin de que la persona humana y los Pueblos no se vean compelidos al supremo 

recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión; 

 

RECORDANDO que los artículos 22º y 28º de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos proclaman que toda persona tiene derecho a obtener, mediante el esfuerzo 

nacional y la cooperación internacional, la satisfacción de los derechos económicos, 

sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad, 

así como a un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados 

en la Declaración se hagan plenamente efectivos;  

 

CONSIDERANDO que los Estados Americanos se han comprometido a respetar, proteger 

y promover la realización de todos los derechos humanos, mediante la suscripción y 

ratificación de un amplio número de declaraciones, pactos, protocolos y otros tratados que 
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integran el patrimonio jurídico de la Humanidad, entre los cuales se integran la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos (1948), los Pactos Internacionales de Derechos Civiles 

y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), la Declaración 

Americana de Derechos y Deberes del Hombre (1948), la Carta Interamericana de 

Garantías Sociales (1948), la Carta de la Organización de Estados Americanos - OEA 

(1948), la Convención Americana de Derechos Humanos  (1969) y su Protocolo Adicional 

sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1988), y la Carta Democrática 

Interamericana (2001); 

 

TENIENDO PRESENTE que las Naciones Unidas, por medio de diversas resoluciones de 

su Asamblea General, tales como las Nº 32/130, 43/113, 43/114 y 43/125, así como a través 

de la Declaración sobre Derechos Humanos de las Cumbres de Teherán (1969) y Viena 

(1993), han subrayado que todos los derechos humanos y las libertades fundamentales son 

indivisibles e interdependientes, de modo que debe prestarse igual atención y urgente 

consideración tanto a la aplicación, la promoción y protección de los derechos civiles y 

políticos como a los derechos económicos, sociales y culturales; 

 

RECONOCIENDO que, como subraya la Declaración y Programa de Acción de Viena 

(1993), los Estados deben cumplir con sus obligaciones y promover el respeto universal, así 

como la observancia y protección de todos los derechos humanos y de las libertades 

fundamentales de todas las personas de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, 

otros instrumentos relativos a los derechos humanos y el Derecho Internacional. El carácter 

universal de esos derechos y libertades no admite dudas. 

 

REAFIRMANDO que el derecho al Desarrollo es un derecho humano inalienable, en 

virtud del cual toda persona humana, Pueblo y Nación están facultados para participar en 

un desarrollo económico, social, cultural y político en el que puedan realizarse plenamente 

todos los derechos humanos y libertades fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a 

disfrutar de él, por lo que debe prestarse urgente consideración a los efectos perversos que 

contra el ejercicio de este derecho conlleva la masiva transferencia de recursos económicos 
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derivados del pago de la Deuda Externa, y los términos desiguales de intercambio 

económico y comercial con otros países en y fuera de la región;  

 

RECORDANDO que diversos foros mundiales, entre ellos la Cumbre de Desarrollo Social 

de Copenhague (1995), han enfatizado la necesidad de instituir mecanismos de seguimiento 

y evaluación de los componentes sociales de la mundialización de la economía, con el fin 

de asegurar la armonía entre el progreso económico y el bienestar social;   

 

RETOMANDO el reconocimiento adoptado en la Declaración Ministerial de Singapur por 

los países miembros de la Organización Mundial de Comercio (1996), quienes se 

comprometieron a respetar la vigencia de las normas fundamentales del trabajo 

internacionalmente reconocidas, y prestar el apoyo necesario a la labor desarrollada por la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT);  

 

CONSIDERANDO la vigencia de la Declaración de la OIT relativa a los Principios y 

Derechos Fundamentales en el Trabajo adoptada por la Organización Internacional del 

Trabajo (1998), mediante la cual los países miembros de esta organización se comprometen 

a respetar, promover y hacer realidad de buena fe los principios relativos a los derechos 

laborales fundamentales de libertad de asociación, libertad sindical y el derecho de 

negociación colectiva, la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio, 

la abolición efectiva del trabajo infantil, y, la eliminación de la discriminación en materia 

de empleo y remuneración  

 

CONVENCIDOS de que la promoción de los derechos humanos no se limita solamente a 

los gobiernos, aunque corresponda a éstos la responsabilidad primaria de garantizar su 

disfrute efectivo, sino que incluye a otros actores como los organismos multilaterales y las 

empresas multinacionales, y de que la integración involucra aspectos y efectos sociales 

cuyo reconocimiento implica la necesidad de prever, analizar y solucionar los diferentes 

problemas generados, en este ámbito, por esa misma integración; 
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CONVENCIDOS de  que la integración no puede circunscribirse solo a la esfera comercial 

y económica, debiendo abarcar la temática social, cultural, política y productiva en lo que 

respecta a la adecuación de las nuevas realidades configuradas por esa misma integración y 

el proceso de globalización de la economía a los marcos reguladores relacionados con la 

salvaguarda y promoción de los derechos fundamentales que hacen a todas las dimensiones 

de la persona humana; 

 

ALARMADOS porque el llamado libre comercio, alejado de su naturaleza instrumental 

como medio para el desarrollo equitativo y sustentable, deviene inequívocamente en una 

inaceptable e injusta concentración de la riqueza intra e internacional, así como en 

exclusión social y económica que degrada las condiciones de disfrute de los derechos y 

libertades fundamentales en el campo económico, social y cultural para una amplia mayoría 

de la población de América;  

 

PREOCUPADOS porque la exclusión social que ha derivado de procesos de liberalización 

económica e integración regional privados de dimensión social, no solamente socava toda 

posibilidad para el ejercicio de verdaderas ciudadanías substantivas y de participación 

democrática en la región, sino que favorece una franca trasgresión de la ley internacional;  

 

CONVENCIDOS de que la democracia esta estrechamente vinculada a los derechos 

humanos y que los Estados y las autoridades solo se justifican, en último término, en 

función del respeto, promoción y garantía de esos derechos fundamentales integralmente 

considerados, la democratización de los debates y toma de decisiones económicas 

constituye una precondición indispensable para el diseño de reglas justas y sustentables 

sobre comercio, inversión, medio ambiente y trabajo que puedan enmarcar procesos de 

integración que tomen efectivamente en cuenta tales derechos, así como los intereses, el 

consenso y la adhesión de la mayoría de los ciudadanos y ciudadanas de toda América.  

 

REITERANDO que, de conformidad con lo establecido por los artículos 103º y 53º de la 

Carta de las Naciones Unidas (1945) y de la Convención de Viena sobre los Tratados 
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(1969), respectivamente, el gobierno de todo proceso de integración regional debe 

sustentarse en el principio de primacía de las obligaciones relativas a los derechos humanos 

sobre cualquier otra consideración, de conformidad con los compromisos internacionales 

adoptados por los Estados en este campo, así como en los de consulta, transparencia, 

representación y rendición de cuentas que definen a la sustancia de todo compromiso que 

obligue a las Naciones en el marco de una sociedad democrática y Estado de Derecho;  

 

REAFIRMADOS en la necesidad de hacer de la integración y el desarrollo un 

compromiso de Estados y sociedades civiles para mejorar la calidad de vida de la población 

y reducir las desigualdades entre naciones, dentro de los países, entre hombres y mujeres, 

así como respecto de otros sectores histórica o estructuralmente vulnerables o excluidos, 

asegurando para ello una dimensión social que cimente los avances futuros y constantes 

que se requieren en este campo; proclamamos la siguiente: 

 

                                          CARTA SOCIAL AMERICANA 

SECCION I 

 

DE LAS OBLIGACIONES PRIMORDIALES DE LOS ESTADOS 

 

Art. 1   Obligación de No Discriminar 

 

Los Estados parte en la presente Carta Social Americana tienen el deber de garantizar a 

toda persona sometida a su jurisdicción igualdad de derechos, de tratamiento y 

oportunidades, sin distinción o exclusión alguna por motivos de etnia, nacionalidad, edad, 

sexo, idioma, credo, orientación sexual, posición política o ideológica, condición 

económica o de cualquier otra índole que pueda limitar la realización plena de sus 

capacidades físicas y mentales. 

 

Para el cumplimiento de este derecho, los Estados se comprometen a tomar acciones y 

medidas afirmativas que ofrezcan ventajas a los grupos o sectores en condición vulnerable, 
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sujetos sociales de especial protección y/o menos representados, de modo que se asegure la 

igualdad de todas las personas en los distintos ámbitos de la sociedad.  

 

Art. 2   Obligación de Adoptar Medidas 

 

Los Estados se comprometen a adoptar, inmediatamente, las medidas necesarias, tanto de 

orden interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y 

técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles a fin de lograr la plena efectividad de 

los derechos que se reconocen en la presente Carta. 

 

Art. 3    Obligación de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 

 

Si el ejercicio de los derechos establecidos en la presente Carta no estuviera ya garantizado 

por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados se comprometen a adoptar, con 

arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Carta, las 

medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 

derechos. 

 

Art. 4   No admisión de Restricciones 

 

No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o vigentes en 

un Estado en virtud de su derecho interno o de convenciones internacionales, con el 

pretexto de que la presente Carta no los reconoce o los reconoce en menor grado. 

 

Art. 5   Alcance de las Restricciones y Limitaciones 

 

Los Estados partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio de 

los derechos establecidos en la presente Carta mediante leyes promulgadas con el objeto de 

preservar el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no 

contradigan el propósito y razón de los mismos. 
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Art. 6    Derecho a la Participación y Consulta Ciudadana 

 

Toda persona tiene el derecho a solicitar cuentas a todo funcionario investido de autoridad 

estatal, así como a participar activamente y a ser consultada en los procesos de adopción de 

acuerdos de carácter internacional que se lleven a cabo en América. Consecuentemente, 

durante la negociación de todo acuerdo, los Estados asegurarán el resguardo de los 

principios de inclusión, representatividad, transparencia y legitimidad. La participación y 

control social de estos acuerdos es un requisito inexcusable y que puede ser sometido a 

procesos de control judicial. 

Los Estados deberán tomar las medidas necesarias para incluir mecanismos de 

participación efectiva que involucren directamente a la población e incorporen las diversas 

perspectivas de la sociedad civil, en el proceso de toma de decisiones y adopción de los 

acuerdos comerciales o cualesquiera otro tipo de acuerdo que suponga efectos sobre las 

personas sometidas a su jurisdicción en general;.  

 

SECCIÓN II 

 

DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES FUNDAMENTALES EN AMERICA 

 

Art. 7    Acerca de la naturaleza de todos los derechos humanos 

 

La fuente de todos los derechos es la dignidad humana. La democracia, la justicia, la paz, el 

desarrollo y el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales son 

conceptos interdependientes que se refuerzan mutuamente. No puede atribuirse a estos 

derechos y libertades categorizaciones que conlleven un menoscabo de su grado de 

exigibilidad, puesto que por su naturaleza inherente a toda persona humana, son 

universales, indivisibles, interdependientes, exigibles y están indisolublemente relacionados 

entre si. 
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Capítulo I  DE LOS DERECHOS DE LA LIBERTAD 

 

Art. 8   Derecho a la Vida 

 

La persona humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado. Todos tienen la 

obligación de respetarla y protegerla. Toda persona tiene derecho a la vida, a su identidad, 

intimidad y a la realización plena de aquello que contribuya a perpetuar y mejorar su 

existencia. Nadie debe de ser condenado a muerte, desaparecido o ejecutado. 

 

El derecho a la vida incluye el cumplimiento de todos los Derechos Humanos, de modo que 

los Estados deben comprometerse a respetar, proteger, promover y satisfacer estos derechos 

que son presupuesto de la vida misma y la felicidad humana. 

 

Art. 9   Derecho a la Libertad y la Integridad de la Persona 

 

Toda persona tiene el derecho a la Libertad y a mantener su Integridad, tanto física como 

espiritual.  

 

Se prohíbe el uso de cualquier tipo de tortura, trato inhumano, cruel o degradante, así como 

cualquier otra acción que amenace la dignidad del ser humano u obstaculice su capacidad 

de desarrollo integral. 

 

Los Estados deberán disponer garantías de protección que aseguren efectivamente que los 

derechos a la libertad e integridad de la persona no sean violados por individuos o 

instituciones de cualquier índole. 

 

Art. 10  Derecho de Circulación  y Libertad de movimiento  

 

Toda persona tiene derecho a elegir libremente el lugar de su residencia, a transitar por el 

territorio de su país y a salir y entrar de él. Nadie puede ser expatriado ni separado de su 
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lugar de residencia. Toda persona y su familia residente en un país que no sea el de su 

nacionalidad tienen derecho a que se le reconozcan los mismos derechos y libertades que se 

reconocen a los nacionales de tal país. 

 

Art. 11  Derecho a la Libertad de Pensamiento y de Expresión 

 

Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia, pensamiento y a manifestar 

plenamente sus creencias o convicciones en el ámbito publico y privado. 

 

El derecho a la Libertad de Expresión reconoce y protege la capacidad de toda persona a 

emitir opiniones y expresarse libremente, así como a gozar de libre acceso en los medios de 

comunicación, expresar sus opiniones a través de ellos, fundarlos, gestionarlos y dirigirlos 

sin ningún tipo de restricción arbitraria o represalia por parte del Estado. 

 

Art. 12  Derecho a la Información 

 

Toda persona tiene derecho a ser informada en forma veraz, adecuada y oportuna, y a 

solicitar a cualquier funcionario o autoridad información disponible de interés público, todo 

ello en el entendido de que el derecho a la Información constituye una herramienta 

imprescindible para hacer efectivo el control ciudadano de las políticas publicas. Los 

Estados Partes tienen el deber de garantizar el acceso y libre intercambio de información, 

de una manera global y, en particular, que el principio de transparencia gobierne cabal y 

permanentemente los procesos de integración entre todos los pueblos. Asimismo, tienen el 

deber de asegurar la libertad de los diversos medios de comunicación, tanto como su 

pluralidad y objetividad. 

 

Art. 13  Derecho a la Justicia y a las garantías del debido proceso  

 

Toda persona tiene derecho a obtener justicia dentro del orden jurídico de cada país. Los 

Estados partes están obligados a asegurar el acceso de toda persona a la utilización o 
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instancia de recursos eficaces, efectivos, sencillos y breves, así como a procedimientos 

jurisdiccionales justos, rodeados de las garantías del debido proceso por medio de los 

cuales un juez y un tribunal competente, independiente e imparcial, les otorgue amparo 

contra las violaciones de sus derechos fundamentales.  

 

Capítulo II  DE LOS DERECHOS DE LA IGUALDAD 

 

Art. 14  Derecho a la Libre Determinación 

 

Todos los pueblos de América tienen el derecho de libre determinación política, económica, 

social y cultural. Todo pueblo tiene derecho a que no se le imponga una cultura extranjera. 

 

Para el logro de sus fines, todos los pueblos de América pueden disponer libremente de sus 

riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la 

cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así 

como en el derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus medios 

de subsistencia. 

 

Art. 15  Derechos de los Pueblos y Nacionalidades Indígenas 

 

Todos los Pueblos y Nacionalidades Indígenas tienen derecho a preservar su identidad y 

cultura propias, ya que contribuyen a la diversidad y constituyen patrimonio común del 

Continente y la Humanidad. Los Pueblos Indígenas tienen derecho a la libre determinación 

y no podrán ser desplazados de sus territorios. 

 

En consulta con los Pueblos Indígenas, los Estados están obligados a adoptar medidas 

eficaces para promover la eliminación de toda forma de discriminación y prejuicio que los 

afecte; velar por la preservación de sus tradiciones y promover la revalorización de su 

cultura. 
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Los Estados deben reconocer formalmente los territorios ancestralmente ocupados por los 

pueblos indígenas, así como procurarles los medios necesarios para su administración 

salvaguardando su perspectiva y organización social. Protegerán, ante todo, la autonomía y 

bienestar de los pueblos indígenas frente a intereses de tipo económico o de cualquier otra 

índole que los amenacen. 

 

Art. 16  Derecho al respeto a la Diversidad 

 

Todos los grupos étnicos y sociales que conforman los Pueblos del hemisferio tienen 

derecho a que se respeten sus particularidades, a conservar y promover sus tradiciones, a 

participar plenamente de la vida política, económica y social y ser reconocidos como parte 

esencial de la identidad común de sus respectivas naciones.  

 

Los Estados deben respetar y promover la diversidad sexual, cultural, social, lingüística, 

religiosa, ideológica o de cualquier otra índole que se manifiesten en el hemisferio. 

 

Art. 17  Derecho al Trabajo 

 

Toda persona tiene derecho a un trabajo que permita el despliegue de su capacidad para 

desarrollarse plenamente en una actividad lícita de su elección, permitiéndole así el 

sustento pleno de una vida digna. 

 

Los Estados deberán asegurar las condiciones socio-económicas y jurídico-institucionales 

necesarias, a nivel local y regional, para que ninguna persona sea privada de la posibilidad 

y el derecho a trabajar de una manera estable. 

 

Art. 18  Derecho a Condiciones de Trabajo Equitativas y Satisfactorias 

 

Toda persona tiene derecho a condiciones de trabajo que preserven su salud, su seguridad y 

su dignidad. 
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Se prohíbe el trabajo infantil y el trabajo forzado, estando obligados los Estados a 

garantizar la prevención, eliminación y reparación de cualquier práctica que implique abuso 

en el campo laboral. 

 

Art. 19   Derecho a la Organización y Acción Colectiva 

 

Los trabajadores y trabajadoras tienen derecho a organizarse libremente y emprender 

acciones colectivas para proteger y promover sus intereses profesionales y sociales, dentro 

y fuera de la entidad en que trabajen. 

 

El Estado debe proteger la libertad de asociación, la libertad sindical, el derecho a 

negociación colectiva y el derecho de huelga, reconociéndolos como legítimos 

instrumentos en la defensa de los derechos de los trabajadores y trabajadoras, así como para 

el ejercicio del derecho de participación individual y colectiva en el marco de una sociedad 

democrática. 

 

Los integrantes de la sociedad civil tienen derecho a organizarse libremente para los fines 

que a su arbitrio dispongan o elijan, en el marco de la libertad de asociación. El Estado 

protegerá el ejercicio de este derecho y asegurará su plena vigencia mediante la legislación 

adecuada que lo garantice. 

 

Art. 20   Derecho a la Seguridad Social  

 

Todas las personas tienen derecho a ser amparadas por un sistema de seguridad social que 

las proteja frente a riesgos de enfermedad, accidentes, maternidad, desempleo, vejez, 

muerte y, en general, cualquier imposibilidad física o mental que le impida la obtención de 

los medios requeridos para llevar una vida digna y decorosa. 
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Art. 21  Derecho a la Educación 

 

Toda persona tiene derecho a la Educación y a acceder a una formación profesional y 

permanente que le permita participar efectivamente en una sociedad democrática y 

pluralista. 

 

La educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y resaltar 

el sentido de su dignidad. Deberá, asimismo, fortalecer el respeto por los derechos 

humanos, el pluralismo ideológico, cultural y lingüístico, las libertades fundamentales, la 

justicia y la paz. 

 

La educación es responsabilidad primordial del Estado, de modo que debe garantizarse a 

toda persona  el acceso gratuito tanto a la enseñanza básica como a la educación superior.  

 

Los Estados implementaran programas de educación especial para estudiantes afectados por 

algún tipo de minusvalía o discapacidad, así como programas de Educación para Adultos y 

para niños con mayores capacidades que sus congéneres. 

 

Art. 22  Derecho a la Salud 

 

Toda persona tiene derecho a mantener un nivel de vida saludable, así como a acceder y 

disfrutar de las instalaciones y bienes necesarios requeridos para gozar de un estado de 

bienestar físico, mental y social completo y no solamente la ausencia de afecciones y 

enfermedades. 

 

Toda persona debe tener garantizado el más alto nivel de protección a su salud, mediante la 

prevención, educación y asistencia sanitaria, así como el acceso a servicios de atención 

médica de forma gratuita y adecuada. 
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Debe garantizarse el respeto por el manejo propio de la salud y la autonomía de los 

pacientes. 

 

Art. 23  Derecho a la Alimentación 

 

Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure el máximo desarrollo 

de su potencial físico, emocional e intelectual. 

Los Estados deberán proteger la alimentación de sus pueblos, vigilando los métodos de 

producción, aprovisionamiento, distribución y calidad de los productos alimenticios, así 

como mediante la erradicación de la desnutrición. 

 

Art. 24  Derecho a la Vivienda 

 

Toda persona tiene derecho a una vivienda digna con acceso a servicios básicos. 

 

Los Estados tienen la responsabilidad de facilitar y promover el acceso a la vivienda para 

permitir la estabilidad y bienestar de todas las personas sometidas a su jurisdicción, sin 

distinción alguna. 

 

Art. 25  Protección e Integración de Minusválidos 

 

Cualquier persona afectada por alguna disminución de sus capacidades físicas y/o mentales, 

deberá recibir la asistencia necesaria para que alcance su máximo desarrollo. Los Estados 

tienen el deber de adoptar políticas y medidas que contribuyan a su integración y 

participación plena en la sociedad a la que pertenece. 

 

Art. 26  Derechos de la Niñez 

Todos los niños y las niñas, sin distinción, son responsabilidad de la familia, la sociedad y 

el Estado. Su condición les da derecho a crecer con medidas de protección y cuidados 

indispensables que aseguren su bienestar y desarrollo integral. 
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Todo menor de edad tiene derecho a una educación gratuita y obligatoria garantizada por 

los Estados y supervisada por los padres. Tienen derecho a expresar su opinión libremente. 

 

Art. 27  Protección y Seguridad Social a los Adultos Mayores 

 

Toda persona tiene derecho a protección y seguridad social durante su vejez. Los adultos 

mayores tienen el derecho de seguir participando activamente como miembros de su 

sociedad, a elegir libremente y vivir de una forma independiente, por el tiempo que deseen 

y les sea posible. 

 

Los Estados se comprometen a adoptar medidas para la creación de programas destinados a 

conceder a los ancianos la posibilidad de desenvolverse en actividades productivas y 

facilitarles la atención adecuada para su continuo desarrollo. 

 

 

Art. 28  Protección a los Migrantes y sus Familias 

 

Todos los migrantes y sus familias tienen derecho a ser protegidos de cualquier tipo de 

abuso físico y/o mental. Tienen derecho, asimismo, a preservar sus garantías fundamentales 

en cualquier territorio y a tener un trato digno y sin discriminación cualquiera que fuera su 

situación legal. 

 

Los Estados tienen el deber de asistir a los migrantes y sus familias para asegurar su 

bienestar, y evitar que su condición como migrantes pudiera ocasionar, de forma directa u 

indirecta, la privación de sus derechos. Deberán, asimismo, limitar a lo indispensable el 

resguardo en sus fronteras para permitir la máxima libertad de movimiento de personas 

entre los países. 
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Art. 29  Derecho a la propiedad individual y colectiva 

 

Toda persona y Pueblo tienen derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar 

tal uso y goce al interés social. Ninguna persona o Pueblo puede  ser privada de sus bienes 

adquiridos a título legítimo sin su consentimiento.  

 

Art. 30  Libertad de creación 

 

Toda persona tiene derecho a la libertad de creación intelectual, artística, técnica y 

científica, así como a la propiedad sobre dichas creaciones y su producto. Se respetará 

siempre la identidad, acervo, tradiciones, idiomas, y en general el patrimonio cultural de las 

minorías que convivan con otros sectores de la comunidad nacional. 

 

Los Estados deben asegurar el acceso a la cultura y fomentar su desarrollo y difusión. 

 

Capítulo III  DE LOS DERECHOS DE LA SOLIDARIDAD 

 

Art. 31  Derecho a la Protección contra la Pobreza y Exclusión Social 

 

Considerando que la pobreza y la exclusión social fomentan la violencia, la desigualdad, el 

subdesarrollo y atentan contra la vida y la dignidad humana, los Estados deberán adoptar 

medidas inmediatas y deliberadas para asegurarse que toda persona, sin distinción alguna, 

sea protegida contra condiciones de Pobreza y Exclusión Social. 

 

Toda persona tiene derecho a recibir asistencia social por parte del Estado, quien deberá de 

responder con medidas efectivas para garantizar la vida digna de todos aquellos que no 

dispongan de los recursos y medios efectivos que conduzcan a su plena inclusión y 

participación en la sociedad. 
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Los acuerdos comerciales y procesos de integración deben estar orientados especialmente a 

fortalecer las capacidades de los Estados en el cumplimiento de sus obligaciones de respeto, 

protección y garantía de los derechos económicos, sociales y culturales. 

 

Art. 32  Derecho a un Buen Gobierno 

 

Toda persona tiene derecho a que las instituciones y los órganos administrativos de su país 

rindan cuentas por su gestión, se vean libres de corrupción, sean trasparentes,  imparciales y 

equitativos. 

 

Art. 33  Derecho a la Paz 

 

Toda persona y Pueblo tiene derecho a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre 

y al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su 

vida.  

 

Art. 34  Derechos de los Consumidores 

 

Toda persona tiene derechos como consumidor de modo que debe ser protegido contra 

relaciones comerciales que atenten contra su salud y seguridad. Los Estados garantizarán a 

todas las personas el derecho a ser informadas correctamente y a ser protegidas por 

contralorías en defensa de sus derechos como consumidoras. 

 

Se deberán anteponer siempre los intereses de los consumidores frente aquellos de las 

Empresas. 

 

Art. 35  Derecho a un Medio Ambiente Sano y Protegido 

 

Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y protegido. Los Estados, en 

conjunto con la Sociedad Civil y las instituciones multilaterales, cuidaran y respetaran los 
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recursos naturales del Continente promoviendo así la armonía entre los pueblos, y una 

cultura ecológica que asegure el desarrollo sostenible de seres humanos y medio ambiente 

para las presentes y futuras generaciones. 

 

Art. 36  Derecho al Desarrollo 

 

Todas las personas y Pueblos tienen el derecho inherente e inalienable a participar y 

contribuir al Desarrollo, así como a realizarse plenamente en el ámbito económico, social, 

cultural y político. No podrá privarse a ningún Pueblo de sus medios de vida y desarrollo. 

Cuando se impongan a un onerosas las condiciones de vida de sus integrantes, éstos podrán 

exonerarse de su cumplimiento, suspenderlo o postergarlo, alegando que tales obligaciones 

no les puedan ser exigidas, cuestionando la legitimidad de la imposición o, en su caso, 

invocando la corresponsabilidad del o los acreedores. 

 

Se deberán tomar, asimismo, las medidas de protección necesarias para garantizar que 

exista equilibrio y desarrollo sostenible en todos las naciones de América. 

 

SECCION III 

LA CLÁUSULA DEMOCRÁTICA Y SOCIAL 30 

 

Art. 37       Definición 

 

La violación de los derechos de cualquiera de los Pueblos de América determinará 

automáticamente la inmediata reacción de la comunidad hemisférica. Los países que no 

cumplan con garantizar la plena vigencia de las libertades y los derechos fundamentales, 

quedan excluidos de los beneficios contemplados en los acuerdos de integración que se 

suscriban. Las violaciones serán determinadas por los organismos competentes, en los que 

necesariamente se expresará la opinión y el voto de los países firmantes de la presente 

Carta. En ningún caso podrá utilizarse la presente disposición para obtener ventajas 

económicas, comerciales o políticas indebidas, para imponer a un país cargas económicas o 
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financieras, sanciones o exclusiones que creen o agraven las condiciones de vida de su 

pueblo, o que tengan como consecuencia inevitable el desconocimiento de derechos 

reconocidos por esta Carta. Los países que no fueren signatarios de la misma no podrán en 

ningún caso y bajo ninguna circunstancia invocar este artículo en beneficio propio. 

 

Art. 38       Contenido 

El contenido de la Cláusula Democrática y Social se encuentra conformada por los 

siguientes estándares internacionalmente reconocidos en materia de derechos humanos, 

medio ambiente y derechos laborales, cuya aplicación es independiente del grado de 

desarrollo alcanzado por un determinado país31:  

 

· La Declaración Universal de Derechos Humanos 

· El Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos  

· El Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

· La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Contra la Mujer 

· La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Racial 

· La Declaración sobre el Derecho al Desarrollo 

· Los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo sobre los derechos 

Fundamentales de los Trabajadores, incluyendo el Convenio OIT Nº 169 sobre 

Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. 

· La Convención Americana de Derechos Humanos  

· El Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos sobre 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

· La Convención sobre los derechos del Niño(a) 

· La Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas 

· La Convención para la Prevención y la sanción del delito de Genocidio. 

· La Convención Americana para Prevenir y Sancionar la Tortura 
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· La Convención contra la Tortura y otros Tratos o penas Crueles, Inhumanas y 

Degradantes 

·  El Estatuto de la Corte Penal Internacional 

 

Art. 39       No exclusión de otras obligaciones 

La obligación de respeto de la Cláusula Democrática y Social no excluye la obligación de 

respeto de otros estándares internacionales cuya aplicación depende del grado de desarrollo 

alcanzado por determinado país, en cuyo caso la obligación consiste en garantizar la 

vigencia, por lo menos, del contenido mínimo esencial de los derechos contenidos en tales 

instrumentos internacionales, según como éstos son definidos por los órganos del sistema 

regional o universal de protección de los derechos humanos. De igual forma, la relación de 

derechos y libertades enunciados en la presente Carta no deberá interpretarse taxativa sino 

de manera enunciativa por lo que no excluye los demás derechos inherentes a la dignidad 

humana. 

 

El conjunto de principios y garantías enunciados en esta Carta conlleva que todo tratado, 

acuerdo o contrato entre Estados de las Américas que conduzca a situaciones contrarias a 

éstos carecerán de efecto alguno, y el perjuicio que cualquiera de estos pudiera acarrear 

deberá ser reparado a favor del pueblo perjudicado. 

 

SECCION IV 

 

GARANTIAS PARA LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA, MECANISMOS DE 

CUMPLIMIENTO Y  RESOLUCION DE DISPUTAS 

 

Capítulo I:   EL FORO DE PARTICIPACIÓN SOCIAL  

 

Art. 40      Definición 

El Foro de Participación Social constituye la instancia consultiva de carácter vinculante 

para la participación democrática de la sociedad civil en el proceso de toma de decisiones 
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económicas y sociales fundamentales en los países integrantes de la OEA y que firmen el 

presente Carta.  

 

Por organización de la Sociedad Civil se entenderá toda institución, organización o entidad 

nacional e internacional integrada por personas naturales o jurídicas de carácter no-

gubernamental 33. 

 

Art. 41  Integrantes  

El Foro de Participación Social esta conformado por representantes de las organizaciones 

de la sociedad civil de los países firmantes y que sean representativas de los siguientes 

grupos sociales: trabajadores, empresarios, agricultores, consumidores, micro y pequeños 

empresarios, colegios profesionales, pueblos indígenas, mujeres, jóvenes y organizaciones 

no gubernamentales de protección de derechos humanos, medio ambiente y derechos 

laborales34. Un reglamento definirá el número de representantes por categoría y país, así 

como el mecanismo de elección.  

 

Art. 42  Competencias  

Deberán ser sometidos para la opinión y aprobación del Foro de Participación Social todos 

los asuntos y acuerdos y procesos de negociación comercial que tengan consecuencias 

sociales y/o ambientales para los ciudadanos de la región.  

 

Todos los acuerdos internacionales celebrados por los gobiernos en el marco de las 

negociaciones comerciales y los que deriven de estos, serán ratificados mediante consulta 

directa a los ciudadanos a través de plebiscitos o referéndum35. El incumplimiento de esta 

obligación acarrea la invalidez de tales acuerdos.  

 

Art. 43  Funciones  

 

Son funciones del Foro de Participación Social posibilitar la participación de la sociedad 

civil en el diseño, aprobación, implementación, monitoreo y evaluación de las decisiones y 
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acuerdos comerciales adoptados por los países que firman esta Carta 36. Asimismo, El Foro 

de Participación Social constituye instancia previa de vigilancia del cumplimiento de la 

Carta Social, de acuerdo con las disposiciones previstas en la presente sección.  

 

Capítulo II MECANISMOS DE CUMPLIMIENTO Y RESOLUCIÓN DE 

DISPUTAS 

 

Art. 44       Jurisdicción contenciosa del Sistema Interamericano de Protección de los 

Derechos Humanos 

 

Los países miembros del acuerdo se someten a la jurisdicción contenciosa de la Comisión y 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en caso de violación y/o incumplimiento 

de los derechos y obligaciones contenidos en la Carta Social.  

 

Art. 45      Relación entre el Foro de Participación Social y el Sistema Interamericano 

de Protección de los Derechos Humanos.  

 

El Foro de Participación Social constituye instancia previa de fiscalización y solución 

amistosa de los incumplimientos a los derechos y obligaciones establecidas en la Carta 

Social, antes de acudir a los órganos del Sistema Interamericano de Protección de los 

Derechos Humanos.   

El Foro de Participación Social cuenta con las siguientes atribuciones: 

 

a) Como instancia de fiscalización:  

 

El Foro de Participación Social puede realizar visitas, solicitar memorias y elaborar 

Informes Nacionales sobre el cumplimiento de la Carta Social, que son presentados ante el 

Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos (OEA). En tal sentido, El 

Foro de Participación Social puede constituir Relatorías Especiales en los temas cuya 

naturaleza requiera de seguimiento especial.  
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El Foro de Participación Social es la instancia competente para determinar el 

incumplimiento de los estándares normativos internacionalmente reconocidos que 

constituyen la Cláusula Democrática y Social. 

 

b) Como instancia de solución amistosa:  

 

A solicitud de cualquier ciudadano u organización con legítimo interés, en caso de 

incumplimiento de los derechos y obligaciones establecidos en la Carta Social, el Foro de 

Participación Social puede constituir una Comisión Independiente con facultades de 

conciliación y mediación para que las partes involucradas negocien una solución amistosa 

que permita subsanar el incumplimiento a las disposiciones contenidas en la Carta Social.  

 

c) Legitimación para acudir al Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 

Humanos:  

 

Sin perjuicio del derecho que toda persona tiene para acudir directamente ante los órganos 

de protección regional de los derechos humanos, de oficio o a solicitud de cualquier 

ciudadano u organización con legítimo interés, el Foro de Participación Social cuenta con 

legitimación directa para iniciar un procedimiento ante la jurisdicción de los órganos del 

Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, en caso de 

incumplimiento de los derechos y obligaciones establecidas en la Carta Social, de 

conformidad con los artículos 44º a 73º de la Convención Americana de Derechos 

Humanos (CADH).  

 

Art. 46       Agentes responsables por los incumplimientos 

 

Los derechos y obligaciones establecidos por la Carta Social generan responsabilidad para 

los ciudadanos, los Estados y las empresas multinacionales, a los cuales alcanza la 
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competencia del Foro de Participación Social y la jurisdicción contenciosa de la Comisión 

y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  

 

Art. 47    Acceso directo de los agraviados ante la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos 

 

Los ciudadanos agraviados por el incumplimiento de alguno de los derechos u obligaciones 

establecidos en la Carta Social, cuentan con legitimación directa para acceder a la 

jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos122.  

 

CARTA SOCIAL EUROPEA 

 

Turín, 18 de octubre de 1961. Consejo de Europa (Estrasburgo).  

Los Gobiernos signatarios, miembros del Consejo de Europa, considerando que la finalidad 

del Consejo de Europa es conseguir una unión más estrecha entre sus miembros con objeto 

de salvaguardar y promover los ideales y principios que son su patrimonio común y 

favorecer su progreso económico y social, en particular mediante la defensa y el desarrollo 

de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales; considerando que, por el 

Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales, 

firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950 y su protocolo adicional, firmado en París el 

20 de marzo de 1952, los Estados miembros del Consejo de Europa convinieron en 

garantizar a sus pueblos los derechos civiles y políticos y las libertades especificados en 

esos instrumentos; considerando que el goce de los derechos sociales debe quedar 

garantizado sin discriminación por motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, 

proveniencia nacional u origen social; resultados a desplegar en común todos los esfuerzos 

posible para mejorar el nivel de vida y promover el bienestar de todas las categorías de sus 

poblaciones, tanto rurales como urbanas, por medio de instituciones y actividades 

apropiadas, convienen en lo siguiente:  

 
122 http://www.derechoshumanosbolivia.org/bvdocs/CARTA%20SOCIAL%20AMERICANA.doc  
 

http://www.derechoshumanosbolivia.org/bvdocs/CARTA%20SOCIAL%20AMERICANA.doc
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PARTE I.  

Las partes contratantes reconocen como objetivo de su política, que habrá de seguirse por 

todos los medios adecuados, tanto de carácter nacional como internacional, el establecer 

aquellas condiciones en que puedan hacerse efectivos los derechos y principios siguientes: 

1. Toda persona tendrá la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente 

elegido.  

2. Todos los trabajadores tienen derecho a unas condiciones de trabajo equitativas.  

3. Todos los trabajadores tienen derecho a la seguridad y a la higiene en el trabajo.  

4. Todos los trabajadores tienen derecho a una remuneración suficiente que les 

proporcione a ellos y a sus familias un nivel de vida decoroso.  

5. Todos los trabajadores y empleados tienen derecho a asociarse libremente en 

organizaciones nacionales o internacionales para la protección de sus intereses 

económicos y sociales.  

6. Todos los trabajadores y empleadores tienen derecho a la negociación colectiva.  

7. Los niños y los adolescentes tienen derecho a una protección especial contra los 

peligros físicos y morales a los que estén expuestos.  

8. Las trabajadoras, en caso de maternidad, y las demás trabajadoras, en los casos 

procedentes, tienen derecho a una protección especial en su trabajo.  

9. Toda persona tiene derecho a medios apropiados de orientación profesional, que le 

ayuden a elegir una profesión conforme a sus aptitudes personales y a sus intereses.  

10. Toda persona tiene derecho a medios adecuados de formación profesional.  

11. Toda persona tiene derecho a beneficiarse de cuantas medidas le permitan gozar del 

mejor estado de salud que pueda alcanzar.  

Todos los trabajadores y las personas a su cargo tienen derecho a la Seguridad Social.  

12. Toda persona que carezca de recursos suficientes tiene derecho a la asistencia social y 

médica.  

13. Toda persona tiene derecho a beneficiarse de servicios de bienestar social.  

14. Toda persona inválida tiene derecho a la formación profesional y a la readaptación 

profesional y social, sea cual fuere el origen y naturaleza de su invalidez.  
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15. La familia, como célula fundamental de la sociedad, tiene derecho a una adecuada 

protección social, jurídica y económica, para lograr su pleno desarrollo.  

16. La madre y el niño, independientemente de la situación matrimonial y de las relaciones 

de familia, tienen derecho a una adecuada protección social y económica.  

17. Los nacionales de cada una de las partes contratantes tienen derecho a ejercer, en el 

territorio de otra parte, cualquier actividad lucrativa en condiciones de igualdad con los 

nacionales de esta última, a reserva de las restricciones basadas en motivos imperiosos 

de carácter económico o social.  

18. Los trabajadores migrantes nacionales de cada una de las partes contratantes y sus 

familias tienen derecho a la protección y a la asistencia en el territorio de cualquiera 

otra parte contratante.  

 

PARTE II.  

Las partes contratantes se comprometen a considerarse vinculadas, en la forma 

dispuesta en la parte III, por las obligaciones establecidas en los artículos y párrafos 

siguientes:  

Artículo 1. Derecho al trabajo para garantizar el ejercicio efectivo del derecho al 

trabajo.  

Las partes contratantes se comprometen:  

1. A reconocer como uno de sus principales objetivos y responsabilidades la obtención y 

el mantenimiento de un nivel lo más elevado y estable posible del empleo, con el fin de 

lograr el pleno empleo.  

2. A proteger de manera eficaz el derecho del trabajador a ganarse la vida mediante un 

trabajo libremente elegido.  

3. A establecer o mantener servicios gratuitos de empleo para todos los trabajadores.  

4. A proporcionar o promover una orientación, formación y readaptación profesionales 

adecuadas.  

Artículo 2. Derecho a unas condiciones de trabajo equitativas.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a unas condiciones de trabajo 

equitativas, las partes contratantes se comprometen:  
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1. A fijar una razonable duración diaria y semanal de las horas de trabajo, reduciendo 

progresivamente la semana laboral en la medida en que lo permitan el aumento de la 

productividad y otros factores pertinentes.  

2. A establecer días festivos pagados.  

3. A conceder vacaciones anuales pagadas de dos semanas como mínimo.  

4. A conceder a los trabajadores empleados en determinadas ocupaciones peligrosas o 

insalubres una reducción de la duración de las horas de trabajo o días de descanso 

suplementarios pagados.  

5. A garantizar un reposo semanal que coincida en lo posible con el día de la semana 

reconocido como día de descanso por la tradición y los usos del país o la región.  

Artículo 3. Derecho a la seguridad e higiene en el trabajo.  

Para garantizar el ejercicio del derecho a la seguridad e higiene en el trabajo, las partes 

contratantes se comprometen:  

1. A promulgar reglamentos de seguridad e higiene.  

2. A tomar las medidas precisas para controlar la aplicación de tales reglamentos.  

3. A consultar, cuando proceda, a las organizaciones de empleadores y trabajadores sobre 

las medidas encaminadas a mejorar la seguridad e higiene en el trabajo.  

Artículo 4. Derecho a una remuneración equitativa.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a una remuneración equitativa, las 

partes contratantes se comprometen:  

1. A reconocer el derecho de los trabajadores a una remuneración suficiente que les 

proporcione a ellos y a sus familias un nivel de vida decoroso.  

2. A reconocer el derecho de los trabajadores a un incremento de remuneración para las 

horas extraordinarias, salvo en determinados casos particulares.  

3. A reconocer el derecho de los trabajadores de ambos sexos a una remuneración igual 

por un trabajo de igual valor.  

4. A reconocer el derecho de todos los trabajadores a un plazo razonable de preaviso en 

caso de terminación del empleo.  
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5. A no permitir retenciones sobre los salarios sino en las condiciones y limites 

establecidos por las leyes o reglamentos nacionales, o fijados por convenios colectivos 

o laudos arbitrales.  

El ejercicio de estos derechos deberá asegurarse mediante convenios colectivos 

libremente concertados, por los medios legales de fijación de salarios, o mediante 

cualquier otro procedimiento adecuado a las condiciones nacionales.  

Artículo 5. Derecho sindical. 

Para garantizar o promover la libertad de los trabajadores y empleadores de constituir 

organizaciones locales, nacionales o internacionales para la protección de sus intereses 

económicos y sociales y de adherirse a esas organizaciones, las partes contratantes se 

comprometen a que la legislación nacional no menoscabe esa libertad, ni se aplique de 

manera que pueda menoscabarla. Igualmente, el principio que establezca la aplicación 

de estas garantías a los miembros de las fuerzas armadas y la medida de su aplicación a 

esta categoría de personas deberán ser determinados por las leyes y reglamentos 

nacionales.  

Artículo 6. Derecho de negociación colectiva.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de negociación colectiva, las partes 

contratantes se comprometen:  

1. A favorecer la concertación paritaria entre trabajadores y empleadores.  

2. A promover, cuando ello sea necesario y conveniente, el establecimiento de 

procedimientos de negociación voluntaria entre empleadores u organizadores de 

empleadores, de una parte, y organizaciones de trabajadores de otra, con objeto de 

regular las condiciones de empleo por medio de convenios colectivos.  

3. Fomentar el establecimiento y la utilización de procedimientos adecuados de 

conciliación y arbitraje voluntarios para la solución de conflictos laborales.  

Y reconocen: 

4. El derecho de los trabajadores y empleadores, en caso de conflicto de intereses, a 

emprender acciones colectivas, incluido el derecho de huelga, sin perjuicio de las 

obligaciones que puedan dimanar de los convenios colectivos en vigor.  
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Artículo 7. Derecho de los niños y adolescentes a protección.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a protección de los niños y 

adolescentes, las partes contratantes se comprometen:  

1. A fijar en quince años la edad mínima de admisión al trabajo, sin perjuicio de 

excepciones para los niños empleados en determinados trabajos ligeros que no pongan 

en peligro su salud, moralidad o educación.  

2. A fijar una edad mínima más elevada para la admisión al trabajo en ciertas ocupaciones 

consideradas peligrosas e insalubres.  

3. A prohibir que los niños en edad escolar obligatoria sean empleados en trabajos que les 

priven del pleno beneficio de su educación.  

4. A limitar la jornada laboral de los trabajadores menores de dieciseis años para adecuarla 

a las exigencias de su desarrollo y, en particular, a las necesidades de su formación 

profesional.  

5. A reconocer el derecho de los menores y los aprendices a un salario equitativo o, en su 

caso, otra retribución adecuada.  

6. A disponer que las horas que los menores dediquen a su formación profesional durante 

la jornada normal de trabajo con el consentimiento del empleador se considere que 

forman parte de dicha jornada.  

7. A fijar una duración mínima de tres semanas para las vacaciones pagadas de los 

trabajadores menores de dieciocho años.  

8. A prohibir el trabajo nocturno a los trabajadores menores de dieciocho años, excepto en 

ciertos empleos determinados por las leyes o reglamentos nacionales.  

9. A disponer que los trabajadores menores de dieciocho años ocupados en ciertos 

empleos determinados por las leyes o reglamentos nacionales sean sometidos a un 

control medico regular.  

10. A proporcionar una protección especial contra los peligros físicos y morales a los que 

estén expuestos los niños y los adolescentes, especialmente contra aquellos que, directa 

o indirectamente, deriven de su trabajo.  
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Artículo 8. Derecho de las trabajadoras a protección.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de las trabajadoras a protección, las 

partes contratantes se comprometen:  

1. A garantizar a las mujeres, antes y después del parto, un descanso de una duración total 

de doce semanas, como mínimo, sea mediante vacaciones pagadas, sea por prestaciones 

adecuadas de la Seguridad Social o por subsidios sufragados con fondos públicos.  

2. A considerar como ilegal que un empleador despida a una mujer durante su ausencia 

por permiso de maternidad o en una fecha tal que el periodo de preaviso expire duran te 

esa ausencia.  

3. A garantizar a las madres que críen a sus hijos el tiempo libre suficiente para hacerlo.  

4.  

a. A regular el trabajo nocturno de la mujer en empleos industriales.  

b. A prohibir el empleo femenino en trabajos subterráneos de minería y, en su caso, en 

cualesquiera otros trabajos que no sean adecuados para la mujer por su carácter 

peligroso, penoso e insalubre.  

 

Artículo 9. Derecho a la orientación profesional.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la orientación profesional, las partes 

contratantes se comprometen a establecer o facilitar, según se requiera, un servicio que 

ayude a todas las personas, incluso los minusválidos, a resolver los problemas que plantea 

la elección de una profesión o la promoción profesional, teniendo en cuenta las 

características del interesado y su relación con las posibilidades del mercado de empleo; 

esta ayuda deberá ser prestada gratuitamente tanto a los jóvenes, incluidos los niños edad 

escolar, como a los adultos.  

 

Artículo 10. Derecho de formación profesional.  

Para afianzar el ejercicio efectivo del derecho de formación profesional, las partes 

contratantes se comprometen:  

1. A asegurar o favorecer, según se requiera, la formación técnica y profesional de todas 

las personas, incluidos los minusválidos, previa consulta con las organizaciones 



 266 

profesionales de empleadores y trabajadores, y a arbitrar medios que permitan el acceso 

a la enseñanza técnica superior y a la enseñanza universitaria, con base únicamente en 

el criterio de la aptitud individual.  

2. A asegurar o favorecer un sistema de aprendizaje y otros sistemas de formación de los 

jóvenes de ambos sexos en sus diversos empleos.  

3. A asegurar o favorecer, según se requiera:  

a. Servicios apropiados y fácilmente accesibles para la formación de trabajadores adultos.  

b. Servicios especiales para la reconversión profesional de trabajadores adultos requerida 

por el desarrollo técnico o por un cambio de tendencias en el mercado de trabajo.  

4. A alentar la plena utilización de los servicios previstos, y ello mediante medidas 

adecuadas tales como:  

a. La reducción o la supresión del pago de cualesquiera derechos y gravámenes.  

b. La concesión de una asistencia financiera en los casos en que proceda.  

c. La inclusión, dentro de las horas normales de trabajo, del tiempo dedicado a los cursos 

suplementarios de formación seguidos por el trabajadores, durante su empleo, a petición 

de su empleador.  

d. La garantía, por medio de un control adecuado, previa consulta con las organizaciones 

profesionales de empleadores y trabajadores, de eficacia del sistema de aprendizaje y de 

cualquier otro sistema de formación para trabajadores jóvenes y, en general, de la 

adecuada protección a los trabajadores jóvenes.  

 

Artículo 11. Derecho a la protección de la salud.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la protección de la salud, las partes 

contratantes se comprometen a adoptar, directamente o en cooperación con organizaciones 

públicas o privadas, medidas adecuadas para entre otros fines:  

1. Eliminar, en lo posible, las causas de una salud deficiente.  

2. Establecer servicios educacionales y de consulta dirigidos a la mejora de la salud y a 

estimular el sentido de responsabilidad individual en lo concerniente a la misma.  

3. Prevenir, en lo posible, las enfermedades epidérmicas, endémicas y otras.  
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Artículo 12. Derecho a la Seguridad Social.  

Para garantizar el ejercicio efectivo al derecho a la Seguridad Social, las partes 

contratantes se comprometen:  

1. A establecer o mantener un régimen de Seguridad Social.  

2. A mantener el régimen de Seguridad Social en un nivel satisfactorio, equivalente, por lo 

menos, al exigido para la ratificación del Convenio Internacional del Trabajo (número 

102) sobre normas mínimas de Seguridad Social.  

3. A esforzarse por elevar progresivamente el nivel del régimen de Seguridad Social.  

4. A adoptar medidas, mediante la conclusión de los oportunos acuerdos bilaterales o 

multilaterales, o por otros medios, sin perjuicio de las condiciones establecidas en esos 

acuerdos, encaminadas a conseguir:  

a. La igualdad de trato entre los nacionales de cada una de las partes contratantes y los de 

las demás partes en lo relativo a los derechos de Seguridad Social, incluida la 

conservación de las ventajas concedidas por las leyes de Seguridad Social, sean cuales 

fueren los desplazamientos que las personas protegidas pudieren efectuar entre los 

territorios de las partes contratantes.  

b. La concesión, mantenimiento y restablecimiento de los derechos de Seguridad Social, 

por medios tales como la acumulación de los períodos de seguro o de empleo 

completados de conformidad con la legislación de cada una de las partes contratantes.  

Artículo 13. Derecho a la asistencia social y médica.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la asistencia social y médica, las 

partes contratantes se comprometen:  

1. A velar por que toda persona que no disponga de recursos suficientes y no esté en 

condiciones de conseguirlo por su propio esfuerzo o de recibirlos de otras fuentes, 

especialmente por vía de prestaciones de un régimen de Seguridad Social, pueda 

obtener una asistencia adecuada y, en caso de enfermedad, los cuidados que exija su 

estado.  

2. A velar por que las personas que se beneficien de tal asistencia no sufran por ese motivo 

disminución alguna en sus derechos políticos y sociales.  
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3. A disponer lo preciso para que todas las personas puedan obtener por medio de 

servicios adecuados, públicos o privados, el asesoramiento y ayuda personal necesarios 

para prevenir, eliminar o aliviar su estado de necesidad personal o familiar.  

4. Aplicar las disposiciones mencionadas en los párrafos 1, 2 y 3 del presente artículo, en 

condiciones de igualdad con sus nacionales, a los de las restantes partes contratantes 

que se encuentren legalmente en su territorio, conforme a las obligaciones derivadas del 

Convenio Europeo de Asistencia Social y Médica, firmado en París el 11 de diciembre 

de 1953.  

 

Artículo 14. Derecho a los beneficios de los servicios sociales.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a beneficiarse de los servicios sociales, 

las partes contratantes se comprometen:  

1. A fomentar u organizar servicios que, utilizando los métodos de un servicio social, 

contribuyan al bienestar y al desarrollo de los individuos y de los grupos en la 

comunidad, así como a su adaptación al medio o entorno social.  

2. A estimular la participación de los individuos y de las organizaciones benéficas o de 

otra clase en la creación y mantenimiento de tales servicios.  

 

Atículo 15. Derecho de las personas física o mentalmente disminuidas a la 

formación profesional y a la readaptación profesional y social.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de las personas física o mentalmente 

disminuidas a la formación profesional y a la readaptación profesional y social, las 

partes contratantes se comprometen:  

1. A tomar las medidas adecuadas para procurar a los interesados medios para su 

formación profesional e incluso, si fuese necesario, las oportunas instituciones 

especializadas, ya sean privadas o públicas.  

2. A adoptar las medidas adecuadas para proporcionar un puesto de trabajo a los 

minusválidos, particularmente por medio de servicios especiales de colocación, 

posibilidades de empleo protegido y medidas destinadas a estimular a los empleadores a 

su contratación.  
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Artículo 16. Derecho de la familia a una protección social, jurídica y económica.  

Con miras a lograr las condiciones de vida indispensables para un pleno desarrollo de la 

familia, célula fundamental de la sociedad, las partes contratantes se comprometen a 

fomentar la protección económica, jurídica y social de la familia, especialmente mediante 

prestaciones sociales y familiares, disposiciones fiscales, apoyo a la construcción de 

viviendas adaptadas a las necesidades de las familias, ayudas a los recién casados o por 

medio de cualesquiera otras medidas adecuadas.  

 

Artículo 17. Derechos de las madres y los niños a una protección social y económica.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de las madres y los niños a una protección 

social y económica, las partes contratantes adoptarán cuantas medidas fueren necesarias y 

adecuadas a ese fin, incluyendo la creación o mantenimiento de instituciones o servicios 

apropiados.  

 

Artículo 18. Derecho a ejercer una actividad lucrativa en el territorio de otras partes 

contratantes.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a ejercer una actividad lucrativa en el 

territorio de cualquiera de las otras partes contratantes, las partes contratantes se 

comprometen:  

1. A aplicar la normativa existente con espíritu liberal.  

2. A simplificar las formalidades vigentes y a reducir o suprimir los derechos de 

cancillería y otras tasas que deban ser pagadas por los trabajadores extranjeros o por sus 

empleadores.  

3. A liberalizar, individual o colectivamente, las normas que regulan el empleo de 

trabajadores extranjeros. 

Y reconocen: 

4. El derecho de sus ciudadanos a salir del país para ejercer una actividad lucrativa en el 

territorio de las demás partes contratantes.  
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Artículo 19. Derecho de los trabajadores migrantes y sus familias a protección y a 

asistencia.  

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los trabajadores migrantes y sus familias 

a protección y asistencia en el territorio de cualquier otra parte contratante, las partes 

contratantes se comprometen:  

a. A mantener o a cerciorarse de que existen servicios gratuitos adecuados para ayudar a 

estos trabajadores, y particularmente para suministrarles informaciones exactas, y 

adoptar las medidas oportunas en tanto que lo permitan las Leyes y Reglamentos 

nacionales, contra toda propaganda engañosa sobre emigración o inmigración.  

b. A adoptar, dentro de los límites de su jurisdicción, medidas apropiadas para facilitar la 

salida, el viaje y la acogida de estos trabajadores y sus familias, y a proporcionarles 

durante el viaje, dentro de los límites de su jurisdicción, los servicios sanitarios y 

médicos necesarios, así como unas buenas condiciones de higiene.  

c. A promover la colaboración, requerida en cada caso, entre los servicios sociales, 

públicos o privados, de los países de emigración e inmigración.  

d. A garantizar a esos trabajadores que se encuentren legalmente dentro de su territorio un 

trato no menos favorable que a sus propios nacionales en lo referente a las maneras que 

se expresan a continuación, en tanto que las mismas estén reguladas por Leyes o 

Reglamentos o se hallen sometidas al control de las autoridades administrativas, a 

saber: 

1. Remuneración y otras condiciones de empleo y trabajo.  

2. Afiliación a las organizaciones sindicales y disfrute de las ventajas que ofrezcan los 

convenios colectivos.  

3. Alojamiento. 

e. A garantizar a esos trabajadores, cuando se encuentren legalmente dentro de su 

territorio, un trato no menos favorable que el que reciben sus propios nacionales en lo 

concerniente a impuestos, tasas y contribuciones relativos al trabajo, a cargo del 

trabajador.  

f. A facilitar en lo posible el reagrupamiento de la familia del trabajador extranjero a 

quien se le haya autorizado para establecerse dentro del territorio.  
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g. A garantizar a dichos trabajadores que se encuentren legalmente dentro de su territorio 

un trato no menos favorable que a sus propios nacionales en lo relativo a la acciones 

procesales sobre las cuestiones mencionadas en el presente artículo.  

h. A garantizar a dichos trabajadores, cuando residan legalmente dentro de su territorio, 

que no podrán ser expulsados, excepto si amenazaren la seguridad del Estado o 

atentaren contra el orden público o las buenas costumbres.  

i. A permitir, dentro de los límites fijados por la Leyes, la transferencia de cualquier parte 

de las ganancias o ahorros de tales trabajadores migrantes que estos desearen transferir.  

j. A extender las medidas de protección y asistencia previstas en el presente artículo a los 

trabajadores migrantes que trabajen por cuenta propia, en cuanto las mismas les sean 

aplicables.  

 

PARTE III.  

Artículo 20. Obligaciones.  

1. Cada una de las partes contratantes se compromete: 

a. A considerar la Parte I de la presente Carta como una declaración de los objetivos que 

tratará de alcanzar por todos los medios adecuados, conforme a lo dispuesto en el 

párrafo de introducción de dicha parte.  

b. A considerarse obligada al menos por cinco de los siete artículos siguientes de la Parte 

II de la Carta: artículo 1, 5, 6, 12, 13, 16 y 19.  

c. A considerarse obligada, además, por un número adicional de artículos o párrafos 

numerados de la Parte II de la carta que elija dicha parte contratante, siempre que el 

número total de los artículos y de los párrafos numerados a los que quedará obligada no 

sea inferior a 10 artículos o a 45 párrafos numerados.  

2. Los artículos o párrafos elegidos de conformidad con lo dispuesto en los apartados b) y 

c) del párrafo 1 del presente artículo serán notificados por la parte contratante al 

Secretario General del Consejo de Europa en el momento del depósito de su 

Instrumento de ratificación o de aprobación.  

3. En cualquier fecha posterior cada una de las partes contratantes podrá declarar, en 

virtud de notificación dirigida al Secretario General, que se considera obligada por 
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cualquier otro artículo o párrafo de los numerados en la Parte II de la Carta y que no 

hubiera antes aceptado conforme a lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 

Estas obligaciones contraídas ulteriormente se reputarán como parte integrante de la 

ratificación o de la aprobación y surtirán los mismos efectos a partir del trigésimo día 

después de la fecha de la notificación.  

4. El Secretario General comunicará a todos los Gobiernos signatarios y al Director 

General de la Oficina Internacional de Trabajo cualquier notificación que hubiere 

recibido de conformidad con la presente Parte de la Carta.  

5. Cada parte contratante dispondrá de un sistema de inspección del trabajo adecuado a las 

condiciones nacionales.  

 

PARTE IV.  

Artículo 21. Informes sobre las disposiciones aceptadas.  

Las partes contratantes remitirán al Secretario General del Consejo de Europa, en forma 

que habrá de determinar el Comité de Ministros, un informe bienal sobre la aplicación de 

las disposiciones de la Parte II de la Carta que aquellas hubieren aceptado.  

Artículo 22. Informes sobre las disposiciones que no hubieren sido aceptadas.  

Las partes contratantes remitirán al Secretario General del Consejo de Europa, a intervalos 

apropiados y a petición del Comité de Ministros, informes sobre las disposiciones de la 

Parte II de la Carta, que aquellas no hubieren aceptado en el momento de su ratificación o 

aprobación, o en una notificación posterior. El Comité de Ministros determinará 

periódicamente sobre que disposiciones se pedirán dichos informes y cual será su forma.  

Artículo 23. Envío de copias. 

1. Cada una de las partes contratantes enviará copias de los informes mencionados en los 

artículos 21 y 22 a aquellas de sus organizaciones nacionales que estén afiliadas a las 

organizaciones internacionales de empleadores y trabajadores que sean invitadas, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 27, párrafo 2, a hacerse representar en las 

reuniones del Subcomité del Comité Social gubernamental.  
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2. Las parte contratantes remitirán al Secretario General cualesquiera observaciones sobre 

dichos informes que hayan recibido de las citadas organizaciones nacionales, si éstas lo 

hubieren solicitado.  

Artículo 24. Examen de informes.  

Los informes presentados al Secretario General en aplicación de los artículos 21 y 22 

serán examinados por un Comité de expertos, que conocerá igualmente todas las 

observaciones remitidas al Secretario General conforme a lo dispuesto en el párrafo 2 

del artículo 23.  

Artículo 25. Comité de expertos. 

1. El Comité de expertos se compondrá de siete miembros como máximo designados por 

el Comité de Ministros de entre una lista de expertos independientes, de máxima 

integridad y de competencia reconocida en cuestiones sociales internacionales, 

propuestos por las partes contratantes.  

2. Los miembros del Comité serán nombrados por un período de seis años y su mandato 

podrá ser renovado. Sin embargo el mandato de dos de los miembros designados en el 

primer nombramiento expirará a los cuatro años.  

3. Los miembros cuyo mandato habrá de expirar al termino del período inicial de cuatro 

años se designarán mediante sorteo efectuado por el Comité de Ministros, 

inmediatamente después del primer nombramiento.  

4. Si un miembro del Comité de expertos, hubiere sido nombrado para sustituir a otro 

cuyo mandato no haya expirado aún, desempeñará su puesto hasta el término del 

mandato de su predecesor.  

Artículo 26. Participación de la Organización Internacional del Trabajo.  

Se invitará a la Organización Internacional de Trabajo a que designe un representante 

para que participe a título consultivo en las deliberaciones del Comité de expertos.  

Artículo 27. Subcomité del Comité Social Gubernamental. 

1. Los informes de las partes contratantes y las conclusiones del Comité de expertos se 

someterán a examen ante el Subcomité Social Gubernamental del Consejo de Europa.  

2. Este Subcomité estará compuesto por un representante de cada una de las parte 

contratantes. El Subcomité invitará, como máximo, a dos organizaciones 
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internacionales de empleadores y a dos organizaciones internacionales de trabajadores, 

para que, como observadores, participen a título consultivo en sus reuniones. Podrá 

además convocar para consulta a dos representaciones como máximo de organizaciones 

internacionales no gubernamentales reconocidas como entidades consultivas por el 

Consejo de Europa, sobre cuestiones respecto de las cuales tales organizaciones estén 

especialmente calificadas, como, por ejemplo, el bienestar social o la protección 

económica y social de la familia.  

3. El Subcomité presentará al Comité de Ministros un informe que contenga sus 

conclusiones, al que unirá como anexo el informe del Comité de expertos.  

Artículo 28. Asamblea Consultiva.  

El Secretario General del Consejo de Europa remitirá a la Asamblea consultiva las 

conclusiones del Comité de expertos. La Asamblea consultiva comunicará al Comité de 

Ministros su opinión sobre dichas conclusiones.  

Artículo 29. Comité de Ministros.  

Por una mayoría de dos tercios de los miembros que tengan derecho a participar en sus 

reuniones, el Comité de Ministros, sobre la base del informe del Subcomité y previa 

consulta a la Asamblea consultiva, podrá formular las recomendaciones que estime 

pertinentes a cada una de las partes contratantes.  

PARTE V.  

Artículo 30. Suspensión de obligaciones en caso de guerra o de peligro público.  

1. En caso de guerra o de otro peligro público que amenace la vida de la nación, toda parte 

contratante podrá tomar medidas que dejen en suspenso las obligaciones previstas en la 

presente carta; dichas medidas deben ser estrictamente proporcionales a la gravedad de 

la situación y no estar en contradicción con el resto de las obligaciones dimanantes del 

derecho internacional.  

2. Toda parte contratante que haya utilizado este derecho a dejar en suspenso las 

obligaciones de la Carta informará plenamente al Secretario General del Consejo de 

Europa, dentro de un plazo razonable, sobre las medidas adoptadas y los motivos que 

las hayan inspirado. Igualmente informará al Secretario General sobre la fecha en la que 
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tales medidas hayan dejado de surtir efectos y en la que las disposiciones de la Carta 

por dicha parte aceptadas reciban de nuevo plena aplicación.  

3. El Secretario General informará a las demás partes contratantes y al Director General de 

la Oficina Internacional del Trabajo sobre todas las comunicaciones que hubiere 

recibido de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 2 del presente artículo.  

Artículo 31. Restricciones.  

1. Los derechos y principios enumerados en la Parte I, una vez llevados a la práctica, así 

como su ejercicio efectivo con arreglo a lo dispuesto en la Parte II, no podrán ser objeto 

de restricciones o limitaciones que no estén especificadas en las Partes I y II, salvo las 

establecidas por la Ley y que sean necesarias en una sociedad democrática para 

garantizar el respeto de los derechos y libertades de terceros o para proteger el orden 

público, la seguridad nacional, la salud pública o las buenas costumbres.  

2. Las restricciones permitidas en virtud de la presente Carta a los derechos y obligaciones 

reconocidos en ella no podrán ser aplicadas con una finalidad distinta de aquella para la 

que han sido previstas.  

Artículo 32. Relaciones entre la Carta y el Derecho interno o los Acuerdos 

Internacionales.  

Las disposiciones de la presente Carta no afectarán a las disposiciones de Derecho 

interno ni a las de los Tratados, Convenios o Acuerdos bilaterales o multilaterales que 

estén vigentes o puedan entrar en vigor y conforme a los cuales se concediere un trato 

más favorable a las personas protegidas.  

Artículo 33. Puesta en aplicación por medio de convenios colectivos. 

1. En los Estados miembros en los que las disposiciones de los párrafos 1, 2, 3, 4, y 5 del 

artículo 2, párrafos 4, 6 y 7 del artículo 7 y párrafos 1, 2, 3 y 4 del artículo 10 de la 

Parte II de la presente Carta sean materias que estén normalmente confiadas a 

convenios entre empleadores u organizaciones de empleadores y organizaciones de 

trabajadores, o que normalmente se establezcan por vías distintas de la legislativa, las 

partes contratantes podrán aceptar los compromisos correspondientes, considerándose 

que los mismos han sido cumplidos desde el momento en que esas disposiciones sean 
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aplicadas en virtud de dichos convenios o por cualquier otro medio, a la gran mayoría 

de los trabajadores interesados.  

2. En los Estados miembros en los que estas disposiciones sean materia que compete 

normalmente a la actividad legislativa, las partes contratantes podrán igualmente 

aceptas los compromisos correspondientes, considerándose que los mismos han sido 

cumplidos desde el momento en que esas disposiciones sean aplicadas por Ley a la gran 

mayoría de los trabajadores interesados.  

Artículo 34. Aplicación territorial.  

1. La presente Carta se aplicará al territorio metropolitano de cada parte contratante. Todo 

Gobierno signatario, en el momento de la firma o en el del depósito de su Instrumento 

de ratificación o de aprobación, podrá especificar, mediante una declaración dirigida al 

Secretario General del Consejo de Europa, el territorio que haya de considerarse a este 

efecto como su territorio metropolitano.  

2. Toda parte contratante, en el momento de la ratificación o aprobación de la presente 

Carta, o en cualquier momento posterior podrá declarar, mediante notificación dirigida 

al Secretario General del Consejo de Europa, que la Carta, en su totalidad o en parte, se 

aplicará a uno o más territorios no metropolitanos designados en dicha declaración, 

cuyas relaciones internacionales tenga a su cargo o respecto de las cuales asuma sus 

responsabilidades internacionales. En la declaración especificará los artículos o párrafos 

de la Parte II de la Carta que acepta como obligatorios respecto a cada uno de los 

territorios designados en ella.  

3. La Carta se aplicará al territorio o territorios designados en la declaración mencionada 

en el párrafo precedente a partir del trigésimo día siguiente al de la fecha en que el 

Secretario General hubiere recibido la notificación de dicha declaración.  

4. En cualquier momento posterior, toda parte contratante podrá declarar, mediante 

notificación dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, que, en lo referente a 

uno o varios de los territorios a los cuales se aplica la Carta en virtud del párrafo 2 del 

presente artículo, dicha parte acepta como obligatorio cualquier artículo o párrafo 

numerado que hasta entonces no había aceptado con respecto a ese territorio o 

territorios. Estos compromisos contraidos posteriormente se considerarán como parte 
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integrante de la declaración original respecto al territorio de que se trate y surtirán los 

mismos efectos a partir del trigésimo día que siga a la fecha de la notificación.  

5. El Secretario General comunicará a los demás Gobiernos signatarios y al Director 

General de la Oficina Internacional de Trabajo toda notificación que le sea transmitida 

de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo.  

Artículo 35. Firma, ratificación, entrada en vigor.  

1. La presente Carta estará abierta a su firma por los miembros del Consejo de Europa. 

Será ratificada o aprobada. Los Instrumentos de ratificación o de aprobación serán 

depositados ante el Secretario General del Consejo de Europa.  

2. La presente Carta entrará en vigor a los treinta días después del día de la fecha de 

depósito del quinto Instrumento de ratificación o aprobación.  

3. Para todo Gobierno signatario que la ratificare ulteriormente, la Carta entrará en vigor a 

los treinta días a partir de la fecha del depósito de su Instrumento de ratificación o 

aprobación.  

4. El Secretario General notificará a todos los miembros del Consejo de Europa y al 

Director General de la Oficina Internacional del Trabajo la entrada en vigor de la Carta, 

los nombres de las partes contratantes que la hayan ratificado o aprobado y el depósito 

subsiguiente de cualesquiera Instrumentos de ratificación o de aprobación que se hayan 

presentado con posterioridad.  

Artículo 36. Enmiendas.  

Todo miembro del Consejo de Europa podrá proponer enmiendas a la presente Carta 

mediante comunicación dirigida al Secretario General del Consejo de Europa. El 

Secretario General transmitirá a los demás miembros del Consejo de Europa las 

enmiendas que se propongan, las cuales serán examinadas por el Comité de Ministros y 

sometidas a la Asamblea consultiva para que emita su dictamen. Toda enmienda 

aprobada por el Comité de Ministros entrará en vigor treinta días después de que todas 

las partes contratantes hayan comunicado al Secretario General su aceptación. El 

Secretario General notificará a todos los miembros del Consejo de Europa y al Director 

General de la Oficina Internacional del Trabajo la entrada en vigor de tales enmiendas.  
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Artículo 37. Denuncia.  

1. Ninguna parte contratante podrá denunciar la presente Carta hasta que haya transcurrido 

un período de cinco años desde la fecha en que la Carta entró en vigor para dicha parte 

ni antes de que haya concluido cualquier otro período ulterior de dos años, y, en uno y 

otro caso, lo notificará con una antelación de seis meses al Secretario General, quien 

informará al respecto a las restantes partes contratantes y al Director General de la 

Oficina Internacional del Trabajo. Tal denuncia no afectará a la validez de la Carta con 

respecto a las demás partes contratantes, siempre que el número de éstas no sea en 

momento alguno inferior a cinco.  

2. De conformidad con las disposiciones contenidas en el párrafo precedente, toda parte 

contratante podrá denunciar cualquier artículo o párrafo de la Parte II de la Carta que 

hubiere aceptado, siempre que el número de artículos o párrafos que dicha parte siga 

obligada a cumplir no sea inferior a 10, en el primer caso, y 45, en el segundo, y que 

esos artículos o párrafos sigan incluyendo los artículos elegidos por dicha parte 

contratante entre los que son objeto de una referencia especial en el artículo 20, párrafo 

1, apartado b).  

3. Toda parte contratante podrá denunciar la presente Carta o cualquier artículo o párrafo 

de su Parte II, conforme a las condiciones previstas en el párrafo 1 del presente artículo, 

en lo referente a cualquier territorio al cual se aplique la Carta en virtud de una 

declaración hecha con arreglo al párrafo 2 del artículo 34.  

Artículo 38. Anexo.  

El anexo a la presente Carta forma parte integrante de la misma.  

En fe de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados para ello, firman la 

presente Carta.  

Hecho en Turín el 18 de octubre de 1961, en francés y en inglés, siendo ambos textos 

igualmente auténticos, en un único ejemplar que será depositado en los archivos del 

Consejo de Europa. El Secretario General remitirá copias certificadas conformes a 

todos los signatarios.  
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ANEXO A LA CARTA SOCIAL  

Ámbito de aplicación de la Carta Social en lo que se refiere a las personas protegidas.  

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12, párrafo 4, y en el artículo 13, párrafo 4, 

las personas a que se refieren los artículos 1 al 17 sólo comprenden a los extranjeros 

que, siendo súbditos de otras partes contratantes, residan legalmente o trabajen 

regularmente dentro del territorio de la parte contratante interesada, entendiéndose que 

los artículos precitados se interpretarán a la luz de las disposiciones contenidas en los 

artículos 18 y 19. 

 

Esta interpretación no excluye la extensión de derechos análogos a otras personas por 

una parte contratante cualquiera.  

 

2. Cada parte contratante concederá a los refugiados que respondan a la definición de la 

Convención de Ginebra de 28 de julio de 1951, relativa al Estatuto de los Refugiados, y 

que residan regularmente en su territorio, el trato más favorable posible y, en cualquier 

caso, no menos favorable que el que dicha parte se haya obligado a aplicar en virtud de 

la convención de 1951 y de cualesquiera otros acuerdos internacionales vigentes 

aplicables a esos refugiados.  

• Parte I párrafo 18 y Parte II artículo 18, párrafo 1. Se entiende que estas disposiciones 

no se refieren a la entrada en los territorios de las partes contratantes y no afectan a las 

disposiciones de la Convención Europea de Establecimiento firmada en París el 13 de 

diciembre de 1955.  

• Parte II artículo 1, párrafo 2. Esta disposición no deberá interpretarse en el sentido de 

que prohiba o autorice cualesquiera cláusulas o prácticas de seguridad sindical.  

• Artículo 4, párrafo 4. Esta disposición se interpretará en el sentido de que no prohibe un 

despido inmediato en caso de infracción grave.  

• Artículo 4, párrafo 5. Se entiende que una parte contratante puede asumir la obligación 

que se establece en este párrafo si están prohibidas las retenciones sobre los salarios 

para la gran mayoría de los trabajadores, bien sea en virtud de la Ley o de convenios 
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colectivos o laudos arbitrales, sin más excepciones que las referentes a personas no 

objeto de los mismos.  

• Artículo 6, párrafo 4. Se entiende que una parte contratante podrá regular en lo que a 

ella le concierne, el ejercicio del derecho a la huelga por Ley, siempre que cualquier 

otra restricción a ese derecho pueda justificarse conforme a los términos del artículo 31.  

• Artículo 7, párrafo 8. Se entiende que una parte contratante habrá cumplido la 

obligación que se establece en este párrafo si se atiene a su espíritu disponiendo en su 

legislación que la gran mayoría de los menores de dieciocho años no serán empleados 

en trabajos nocturnos.  

• Artículo 12, párrafo 4. Las palabras "sin perjuicio de las condiciones establecidas en 

esos acuerdos", que figuran en la introducción a ese párrafo, serán interpretadas en el 

sentido de que si se trata de prestaciones que existan independientemente de un sistema 

contributivo, la parte contratante podrá exigir que se cumpla un período de residencia 

antes de conceder esas prestaciones a los nacionales de otras partes contratantes.  

• Artículo 13, párrafo 4. Los Gobiernos que no sean parte en el Convenio Europeo de 

Asistencia Social y Médica podrán ratificar la Carta Social en lo referente a este 

párrafo, siempre que concedan a los nacionales de las otras partes contratantes un trato 

conforme a las disposiciones del citado Convenio.  

• Artículo 19, párrafo 6. A los efectos de aplicar el presente párrafo, la expresión "familia 

del trabajador extranjero" se interpretará en el sentido de que se refiere a la esposa del 

trabajador y a sus hijos menores de veintiún años que vivan a su cargo.  

• Parte III. Se entiende que la Carta contiene obligaciones jurídicas de carácter 

internacional cuya aplicación esta sometida únicamente al control establecido en la  

• Parte IV. Artículo 20, párrafo 1. Se entiende que los "párrafos numerados" pueden 

comprender artículos que no contengan más que un solo párrafo.  

• Parte V. Artículo 30. La expresión "en caso de guerra o de peligro público" se entenderá 

que abarca también la amenaza de guerra. 123 

 

 
123 http://www.aragonvoluntario.net/CartaSocialEuropea.php  
  

http://www.aragonvoluntario.net/CartaSocialEuropea.php
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CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS  SUSCRITA EN 

LA CONFERENCIA ESPECIALIZADA INTERAMERICANA  SOBRE 

DERECHOS HUMANOS 

San José, Costa Rica  7 al 22 de noviembre de 1969 

 CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (Pacto de San José) 

 PREAMBULO  

Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención,  

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las 

instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en 

el respeto de los derechos esenciales del hombre;  

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional 

de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona 

humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza 

convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los 

Estados americanos;  

Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de 

los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados 

y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como 

regional;  

Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo 

puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean 

condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y 

culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, y  

Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 

1967) aprobó la incorporación a la propia Carta de la Organización de normas más amplias 

sobre derechos económicos, sociales y educacionales y resolvió que una convención 

interamericana sobre derechos humanos determinara la estructura, competencia y 

procedimiento de los órganos encargados de esa materia,  

Han convenido en lo siguiente:  
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 PARTE I - DEBERES DE LOS ESTADOS Y  DERECHOS PROTEGIDOS  

CAPITULO I - ENUMERACION DE DEBERES  

 Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos  

 1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 

esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.  

 2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.  

 Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno  

 Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya 

garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 

comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 

disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 

necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.  

CAPITULO II - DERECHOS CIVILES Y POLITICOS  

 Artículo 3.  Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica  

 Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica.  

 Artículo 4.  Derecho a la Vida  

 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido por 

la ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser privado de la 

vida arbitrariamente.  

 2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los 

delitos más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de 

conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del 

delito.  Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique 

actualmente.  

 3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido.  

 4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes 

conexos con los políticos.  
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 5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del 

delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las 

mujeres en estado de gravidez.  

 6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la 

conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos.  No se puede 

aplicar la pena de muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad 

competente.  

 Artículo 5.  Derecho a la Integridad Personal  

 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral.  

 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.  

Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente 

al ser humano.  

 3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente.  

 4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias  

excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no 

condenadas.  

 5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y 

llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento.  

 6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 

readaptación social de los condenados.  

 Artículo 6.  Prohibición de la Esclavitud  y Servidumbre  

 1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de 

esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas.  

 2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio.  En los países 

donde ciertos delitos tengan señalada pena privativa de la libertad acompañada de trabajos 

forzosos, esta disposición no podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe el 

cumplimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal competente.  El trabajo forzoso no 

debe afectar a la dignidad ni a la capacidad física e intelectual del recluido.  

 

 



 284 

 3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este artículo:  

 a. los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona recluida en 

cumplimiento de una sentencia o resolución formal dictada por la autoridad judicial 

competente.  Tales trabajos o servicios deberán realizarse bajo la vigilancia y control de las 

autoridades públicas, y los individuos que los efectúen no serán puestos a disposición de 

particulares, compañías o personas jurídicas de carácter privado;  

 b. el servicio militar y, en los países donde se admite exención por razones de conciencia, 

el servicio nacional que la ley establezca en lugar de aquél;  

 c. el servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la existencia o el 

bienestar de la comunidad, y  

 d. el trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales.  

 Artículo 7.  Derecho a la Libertad Personal  

 1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.  

 2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones 

fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes 

dictadas conforme a ellas.  

 3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.  

 4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y 

notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.  

 5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro 

funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser 

juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 

continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su 

comparecencia en el juicio.  

 6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal 

competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o 

detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados 

Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su 

libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida 
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sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los 

recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.  

 7. Nadie será detenido por deudas.  Este principio no limita los mandatos de autoridad 

judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.  

 Artículo 8.  Garantías Judiciales  

 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 

ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 

de cualquier otro carácter.  

 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 

no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene 

derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:  

 a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no 

comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;  

 b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;  

 c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su 

defensa;  

 d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de 

su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;  

 e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 

remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo 

ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;  

 f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la 

comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los 

hechos;  

 g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y  

 h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.  

 3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna 

naturaleza.  
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 4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por 

los mismos hechos.  

 5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los 

intereses de la justicia.  

 Artículo 9.  Principio de Legalidad y de Retroactividad  

 Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no 

fueran delictivos según el derecho aplicable.  Tampoco se puede imponer pena más grave 

que la aplicable en el momento de la comisión del delito.  Si con posterioridad a la 

comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se 

beneficiará de ello.  

Artículo 10.  Derecho a Indemnización  

 Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido 

condenada en sentencia firme por error judicial.  

Artículo 11.  Protección de la Honra y de la Dignidad  

 1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.  

 2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de 

su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o 

reputación.  

 3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 

ataques.  

Artículo 12.  Libertad de Conciencia y  de Religión  

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión.  Este derecho 

implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de 

creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual 

o colectivamente, tanto en público como en privado.  

 2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de 

conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias.  

 3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta 

únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la 

seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás.  
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 4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la 

educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.  

Artículo 13.  Libertad de Pensamiento y de Expresión  

 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho 

comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 

consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o 

por cualquier otro procedimiento de su elección.  

 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa 

censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la 

ley y ser necesarias para asegurar:  

 a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o  

 b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.  

 3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como 

el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias 

radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por 

cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas 

y opiniones.  

 4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el 

exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la 

adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.  

 5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del 

odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra 

acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, 

inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.  

Artículo 14.  Derecho de Rectificación o  Respuesta  

1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su 

perjuicio a través de medios de difusión legalmente reglamentada y que se dirijan al público 

en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o 

respuesta en las condiciones que establezca la ley.  
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 2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades 

legales en que se hubiese incurrido.  

 3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o empresa 

periodística, cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona responsable que no 

esté protegida por inmunidades ni disponga de fuero especial. 

Artículo 15.  Derecho de Reunión  

 Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas.  El ejercicio de tal derecho sólo 

puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una 

sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden 

públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los 

demás.  

Artículo 16.  Libertad de Asociación  

 1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, 

religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera 

otra índole.  

 2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley 

que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la 

seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y 

libertades de los demás.  

 3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, y aun la 

privación del ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y 

de la policía.  

Artículo 17.  Protección a la Familia  

 1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por 

la sociedad y el Estado.  

 2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una 

familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la 

medida en que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta 

Convención.  
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 3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los 

contrayentes.  

 4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de 

derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al 

matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo.  En caso de 

disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria de los hijos, 

sobre la base única del interés y conveniencia de ellos.  

 5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio 

como a los nacidos dentro del mismo.  

Artículo 18.  Derecho al Nombre  

 Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno 

de ellos.  La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante 

nombres supuestos, si fuere necesario.  

Artículo 19.  Derechos del Niño  

 Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren 

por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.  

Artículo 20.  Derecho a la Nacionalidad  

 1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.  

 2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació si no 

tiene derecho a otra.  

 3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla.  

Artículo 21.  Derecho a la Propiedad Privada  

 1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes.  La ley puede subordinar tal uso 

y goce al interés social.  

 2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de 

indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y 

según las formas establecidas por la ley.  

 3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, 

deben ser prohibidas por la ley.  

Artículo 22.  Derecho de Circulación y de Residencia  
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 1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a 

circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales.  

 2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio.  

 3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, 

en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales 

o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud 

públicas o los derechos y libertades de los demás.  

 4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser restringido 

por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público.  

 5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni ser privado 

del derecho a ingresar en el mismo.  

 6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte en la presente 

Convención, sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada 

conforme a la ley.  

 7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de 

persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la  

legislación de cada Estado y los convenios internacionales.  

 8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, sea o no de 

origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal está en riesgo de violación a 

causa de raza, nacionalidad, religión, condición social o de sus opiniones políticas.  

 9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros.  

Artículo 23.  Derechos Políticos  

 1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:  

 a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos;  

 b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio 

universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los 

electores, y  

 c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su 

país.  
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 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el 

inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, 

instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.  

Artículo 24.  Igualdad ante la Ley  

 Todas las personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen derecho, sin 

discriminación, a igual protección de la ley.  

Artículo 25.  Protección Judicial  

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 

efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 

derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, 

aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 

funciones oficiales.  

2. Los Estados Partes se comprometen:  

 a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado 

decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso;  

 b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y  

 c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que 

se haya estimado procedente el recurso.  

 

 CAPITULO III  

 DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES  

 

Artículo 26.  Desarrollo Progresivo  

 Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 

mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr 

progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 

económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 

Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en 

la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados.  
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 CAPITULO IV  

SUSPENSION DE GARANTIAS, INTERPRETACION Y APLICACION  

Artículo 27.  Suspensión de Garantías  

 1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la 

independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la 

medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación, suspendan 

las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales disposiciones 

no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional 

y no entrañen discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, 

religión u origen social.  

 2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos determinados en los 

siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho 

a la Vida); 5 (Derecho a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y 

Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y 

de Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del 

Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías 

judiciales indispensables para la protección de tales derechos.  

 3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar 

inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente Convención, por conducto del 

Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, de las disposiciones 

cuya aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la 

fecha en que haya dado por terminada tal suspensión.  

Artículo 28.  Cláusula Federal  

 1. Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, el gobierno 

nacional de dicho Estado parte cumplirá todas las disposiciones de la presente Convención 

relacionadas con las materias sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial.  

 2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden a la 

jurisdicción de las entidades componentes de la federación, el gobierno nacional debe 

tomar de inmediato las medidas pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de 
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que las autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las disposiciones del 

caso para el cumplimiento de esta Convención.  

 3. Cuando dos o más Estados Partes acuerden integrar entre sí una federación u otra clase 

de asociación, cuidarán de que el pacto comunitario correspondiente contenga las 

disposiciones necesarias para que continúen haciéndose efectivas en el nuevo Estado así 

organizado, las normas de la presente Convención.  

 

Artículo 29.  Normas de Interpretación  

 Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de:  

 a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de 

los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que 

la prevista en ella;  

 b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 

acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención 

en que sea parte uno de dichos Estados;  

 c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de 

la forma democrática representativa de gobierno, y  

 d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y 

Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.  

 

Artículo 30.  Alcance de las Restricciones  

 Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los 

derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a 

leyes que se dictaren por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido 

establecidas.  

 

Artículo 31.  Reconocimiento de Otros Derechos  

 Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención otros derechos y 

libertades que sean reconocidos de acuerdo con los procedimientos establecidos en los 

artículos 76 y 77.  
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 CAPITULO V  

DEBERES DE LAS PERSONAS  

 Artículo 32.  Correlación entre Deberes  y Derechos  

1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad.  

2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la 

seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad 

democrática.  

 

 PARTE II - MEDIOS DE LA PROTECCION  

 CAPITULO VI  

DE LOS ORGANOS COMPETENTES  

 Artículo 33. 

 Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los  

compromisos contraídos por los Estados Partes en esta Convención:  

 a) la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Comisión, y  

 b) la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Corte.  

 

CAPITULO VII   

LA COMISION INTERAMERICANA  DE DERECHOS HUMANOS  

 Sección 1.  Organización  

Artículo 34  

 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de siete miembros, que 

deberán ser personas de alta autoridad moral y reconocida versación en materia de derechos 

humanos.  

Artículo 35  

 La Comisión representa a todos los miembros que integran la Organización de los Estados 

Americanos.  

Artículo 36  
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 1. Los  Miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la Asamblea General 

de la Organización de una lista de candidatos propuestos por los gobiernos de los Estados 

miembros.  

 2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del 

Estado que los proponga o de cualquier otro Estado miembro de la Organización de los 

Estados Americanos.  Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos 

deberá ser nacional de un Estado distinto del proponente.  

Artículo 37  

 1. Los miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo podrán ser 

reelegidos una vez, pero el mandato de tres de los miembros designados en la primera 

elección expirará al cabo de dos años.  Inmediatamente después de dicha elección se 

determinarán por sorteo en la Asamblea General los nombres de estos tres miembros.  

 2. No puede formar parte de la Comisión más de un nacional de un mismo Estado.  

Artículo 38  

 Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración normal del 

mandato, se llenarán por el Consejo Permanente de la Organización de acuerdo con lo que 

disponga el Estatuto de la Comisión.  

Artículo 39  

 La Comisión preparará su Estatuto, lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y 

dictará su propio Reglamento.  

Artículo 40  

 Los servicios de Secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por la unidad 

funcional especializada que forma parte de la Secretaría General de la Organización y debe 

disponer de los recursos necesarios para cumplir las tareas que le sean encomendadas por la 

Comisión.  

Sección 2.  Funciones  

Artículo 41  

 La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los 

derechos humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y 

atribuciones:  
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 a) estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América;  

 b) formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los 

Estados miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos 

dentro del marco de sus leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual que 

disposiciones apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos;  

 c) preparar los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño de sus 

funciones;  

 d) solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes sobre 

las medidas que adopten en materia de derechos humanos;  

 e) atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de los 

Estados Americanos, le formulen los Estados miembros en cuestiones relacionadas con los 

derechos humanos y, dentro de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le 

soliciten;  

 f) actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención, y  

 g) rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados 

Americanos.  

Artículo 42  

 Los Estados Partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y estudios que en sus 

respectivos campos someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas del Consejo 

Interamericano Económico y Social y del Consejo Interamericano para la Educación, la 

Ciencia y la Cultura, a fin de que aquella vele porque se promuevan los derechos derivados 

de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la 

Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos 

Aires.  

Artículo 43  

 Los Estados Partes se obligan a proporcionar a la Comisión las informaciones que ésta les 

solicite sobre la manera en que su derecho interno asegura la aplicación efectiva de 

cualesquiera disposiciones de esta Convención.  

 Sección 3.  Competencia  
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Artículo 44  

 Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida 

en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión 

peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un 

Estado parte.  

Artículo 45  

 1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación 

o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce la 

competencia de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 

parte alegue que otro Estado parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos 

establecidos en esta Convención.  

 2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se pueden admitir y 

examinar si son presentadas por un Estado parte que haya hecho una declaración por la cual 

reconozca la referida competencia de la Comisión.  La Comisión no admitirá ninguna 

comunicación contra un Estado parte que no haya hecho tal declaración.  

 3. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse para que ésta 

rija por tiempo indefinido, por un período determinado o para casos específicos.  

 4. Las declaraciones se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 

Estados Americanos, la que transmitirá copia de las mismas a los Estados miembros de 

dicha Organización.  

Artículo 46  

 1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea 

admitida por la Comisión, se requerirá:  

 a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los 

principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos;  

 b) que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto 

lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva;  

 c) que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de 

arreglo internacional, y  



 298 

 d) que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la nacionalidad, la 

profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas o del representante legal de la 

entidad que somete la petición.  

 2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se aplicarán cuando:  

 a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para 

la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;  

 b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la 

jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y  

 c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  

 Artículo 47  

 La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada de acuerdo 

con los artículos 44 ó 45 cuando:  

 a) falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 46;  

 b) no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por esta 

Convención;  

 c) resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado manifiestamente infundada 

la petición o comunicación o sea evidente su total improcedencia, y  

 d) sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada 

por la Comisión u otro organismo internacional.  

Sección 4.  Procedimiento  

Artículo 48  

 1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la violación de 

cualquiera de los derechos que consagra esta Convención, procederá en los siguientes 

términos:  

 a) si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará informaciones al 

Gobierno del Estado al cual pertenezca la autoridad señalada como responsable de la 

violación alegada, transcribiendo las partes pertinentes de la petición o comunicación.  

Dichas informaciones deben ser enviadas dentro de un plazo razonable, fijado por la 

Comisión al considerar las circunstancias de cada caso;  
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 b) recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, 

verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación.  De no existir o 

subsistir, mandará archivar el expediente;  

 c) podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición o 

comunicación, sobre la base de una información o prueba sobrevinientes;  

 d) si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la Comisión 

realizará, con conocimiento de las partes, un examen del asunto planteado en la petición o 

comunicación.  Si fuere necesario y conveniente, la Comisión realizará una investigación 

para cuyo eficaz cumplimiento solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán, todas 

las facilidades necesarias;  

 e) podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y recibirá, si así 

se le solicita, las exposiciones verbales o escritas que presenten los interesados;  

 f) se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa 

del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención.  

 2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una investigación previo 

consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la violación, tan 

sólo con la presentación de una petición o comunicación que reúna todos los requisitos 

formales de admisibilidad.  

Artículo 49  

 Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones del inciso 1.f. del 

artículo 48 la Comisión redactará un informe que será transmitido al peticionario y a los 

Estados Partes en esta Convención y comunicado después, para su publicación, al 

Secretario General de la Organización de los Estados Americanos.  Este informe contendrá 

una breve exposición de los hechos y de la solución lograda.  Si cualquiera de las partes en 

el caso lo solicitan, se les suministrará la más amplia información posible.  

Artículo 50  

 1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión, 

ésta redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones.  Si el informe 

no representa, en todo o en parte, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, 

cualquiera de ellos podrá agregar a dicho informe su opinión por separado.  También se 
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agregarán al informe las exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los interesados 

en virtud del inciso 1.e. del artículo 48.  

 2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán facultados para 

publicarlo.  

 3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y 

recomendaciones que juzgue adecuadas.  

Artículo 51  

 1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados interesados del informe 

de la Comisión, el asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión de la Corte por la 

Comisión o por el Estado interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, 

por mayoría absoluta de votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la 

cuestión sometida a su consideración.  

 2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro del cual el 

Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la situación examinada.  

 3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de votos de 

sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si publica o no su informe.  

 

CAPITULO VIII 

LA CORTE INTERAMERICANA  DE DERECHOS HUMANOS  

 

 Sección 1.  Organización  

Artículo 52  

 1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados miembros de la 

Organización, elegidos a título personal entre juristas de la más alta autoridad moral, de 

reconocida competencia en materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones 

requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme a la ley del 

país del cual sean nacionales o del Estado que los proponga como candidatos.  

 2. No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad.  
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Artículo 53  

 1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por mayoría absoluta de 

votos de los Estados Partes en la Convención, en la Asamblea General de la Organización, 

de una lista de candidatos propuestos por esos mismos Estados.  

 2. Cada uno de los Estados Partes puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del 

Estado que los propone o de cualquier otro Estado miembro de la Organización de los 

Estados Americanos.  Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos 

deberá ser nacional de un Estado distinto del proponente.  

Artículo 54  

 1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años y sólo podrán ser 

reelegidos una vez.  El mandato de tres de los jueces designados en la primera elección, 

expirará al cabo de tres años.  Inmediatamente después de dicha elección, se determinarán 

por sorteo en la Asamblea General los nombres de estos tres jueces.  

 2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato no ha expirado, completará el 

período de éste.  

 3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato.  Sin embargo, 

seguirán conociendo de los casos a que ya se hubieran abocado y que se encuentren en 

estado de sentencia, a cuyos efectos no serán sustituidos por los nuevos jueces elegidos.  

Artículo 55  

 1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados Partes en el caso sometido a la Corte, 

conservará su derecho a conocer del mismo.  

 2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la nacionalidad de uno de los 

Estados Partes, otro Estado parte en el caso podrá designar a una persona de su elección 

para que integre la Corte en calidad de juez ad hoc.  

 3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la nacionalidad de los 

Estados Partes, cada uno de éstos podrá designar un juez ad hoc.  

 4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52.  

 5. Si varios Estados Partes en la Convención tuvieren un mismo interés en el caso, se 

considerarán como una sola parte para los fines de las disposiciones precedentes.  En caso 

de duda, la Corte decidirá.  
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Artículo 56  

 El quórum para las deliberaciones de la Corte es de cinco jueces.  

Artículo 57  

 La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte.  

Artículo 58  

 1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea General de la 

Organización, los Estados Partes en la Convención, pero podrá celebrar reuniones en el 

territorio de cualquier Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos en 

que lo considere conveniente por mayoría de sus miembros y previa aquiescencia del 

Estado respectivo.  Los Estados Partes en la Convención pueden, en la Asamblea General 

por dos tercios de sus votos, cambiar la sede de la Corte.  

 2. La Corte designará a su Secretario.  

 3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las reuniones que ella 

celebre fuera de la misma.  

Artículo 59  

 La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la dirección del 

Secretario de la Corte, de acuerdo con las normas administrativas de la Secretaría General 

de la Organización en todo lo que no sea incompatible con la independencia de la Corte.  

Sus funcionarios serán nombrados por el Secretario General de la Organización, en 

consulta con el Secretario de la Corte.  

Artículo 60  

 La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y 

dictará su Reglamento.  

Sección 2.  Competencia y Funciones  

Artículo 61  

 1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de 

la Corte.  

 2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados los 

procedimientos previstos en los artículos 48 a 50.  
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Artículo 62  

 1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación 

o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce 

como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte 

sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención.  

 2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, 

por un plazo determinado o para casos específicos.  Deberá ser presentada al Secretario 

General de la Organización, quien transmitirá copias de la misma a los otros Estados 

miembros de la Organización y al Secretario de la Corte.  

 3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y 

aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los 

Estados Partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por 

declaración especial, como se indica en los incisos anteriores, ora por convención especial.  

Artículo 63  

 1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 

Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 

libertad conculcados.  Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 

consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos 

y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.  

 2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños 

irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las 

medidas provisionales que considere pertinentes.  Si se tratare de asuntos que aún no estén 

sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión.  

Artículo 64  

 1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de la 

interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los 

derechos humanos en los Estados americanos.  Asimismo, podrán consultarla, en lo que les 

compete, los órganos enumerados en el capítulo X de la Carta de la Organización de los 

Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires.  
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 2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle opiniones 

acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los mencionados 

instrumentos internacionales.  

 

Artículo 65  

 La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Organización en cada 

período ordinario de sesiones un informe sobre su labor en el año anterior.  De manera 

especial y con las recomendaciones pertinentes, señalará los casos en que un Estado no 

haya dado cumplimiento a sus fallos.  

Sección 3.  Procedimiento  

 

Artículo 66  

 1. El fallo de la Corte será motivado.  

 2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, cualquiera 

de éstos tendrá derecho a que se agregue al fallo su opinión disidente o individual.  

 

Artículo 67  

 El fallo de la Corte será definitivo e inapelable.  En caso de desacuerdo sobre el sentido o 

alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que 

dicha solicitud se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación 

del fallo.  

 

Artículo 68  

 1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte 

en todo caso en que sean partes.  

 2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar en el 

respectivo país por el procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias contra 

el Estado.  
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Artículo 69  

 El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y transmitido a los Estados partes 

en la Convención.  

 

CAPITULO IX 

DISPOSICIONES COMUNES  

Artículo 70  

 1. Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, desde el momento de su 

elección y mientras dure su mandato, de las inmunidades reconocidas a los agentes 

diplomáticos por el derecho internacional.  Durante el ejercicio de sus cargos gozan, 

además, de los privilegios diplomáticos necesarios para el desempeño de sus funciones.  

 2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de la Corte ni a los 

miembros de la Comisión por votos y opiniones emitidos en el ejercicio de sus funciones.  

Artículo 71  

 Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembros de la Comisión con otras 

actividades que pudieren afectar su independencia o imparcialidad conforme a lo que se 

determine en los respectivos Estatutos.  

 Artículo 72  

 Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán emolumentos y gastos de 

viaje en la forma y condiciones que determinen sus Estatutos, teniendo en cuenta la 

importancia e independencia de sus funciones.  Tales emolumentos y gastos de viaje será 

fijados en el programa-presupuesto de la Organización de los Estados Americanos, el que 

debe incluir, además, los gastos de la Corte y de su Secretaría.  A estos efectos, la Corte 

elaborará su propio proyecto de presupuesto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea 

General, por conducto de la Secretaría General.  Esta última no podrá introducirle 

modificaciones.  

Artículo 73  

 Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, corresponde a la 

Asamblea General de la Organización resolver sobre las sanciones aplicables a los 

miembros de la Comisión o jueces de la Corte que hubiesen incurrido en las causales 
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previstas en los respectivos Estatutos.  Para dictar una resolución se requerirá una mayoría 

de los dos tercios de los votos de los Estados miembros de la Organización en el caso de los 

miembros de la Comisión y, además, de los dos tercios de los votos de los Estados Partes 

en la Convención, si se tratare de jueces de la Corte.  

 

 PARTE III - DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS  

 CAPITULO X 

FIRMA, RATIFICACION, RESERVA,  ENMIENDA, PROTOCOLO Y DENUNCIA  

Artículo 74  

 1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o adhesión de todo Estado 

miembro de la Organización de los Estados Americanos.  

 2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efectuará mediante el 

depósito de un instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la 

Organización de los Estados Americanos.  Tan pronto como once Estados hayan depositado 

sus respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor.  

Respecto a todo otro Estado que la ratifique o adhiera a ella ulteriormente, la Convención 

entrará en vigor en la fecha del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión.  

 3. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de la 

entrada en vigor de la Convención.  

Artículo 75  

 Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las disposiciones de la 

Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, suscrita el 23 de mayo de 1969.  

Artículo 76  

 1. Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto del 

Secretario General, pueden someter a la Asamblea General, para lo que estime conveniente, 

una propuesta de enmienda a esta Convención.  

 2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha 

en que se haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al 

número de los dos tercios de los Estados Partes en esta Convención.  En cuanto al resto de 

los Estados Partes, entrarán  
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Artículo 77  

 1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier Estado parte y la 

Comisión podrán someter a la consideración de los Estados Partes reunidos con ocasión de 

la Asamblea General, proyectos de protocolos adicionales a esta Convención, con la 

finalidad de incluir progresivamente en el régimen de protección de la misma otros 

derechos y libertades.  

 2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se aplicará sólo 

entre los Estados Partes en el mismo.  

Artículo 78  

 1. Los Estados Partes podrán denunciar esta Convención después de la expiración de un 

plazo de cinco años a partir de la fecha de entrada en vigor de la misma y mediante un 

preaviso de un año, notificando al Secretario General de la Organización, quien debe 

informar a las otras partes.  

 2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado parte interesado de las 

obligaciones contenidas en esta Convención en lo que concierne a todo hecho que, 

pudiendo constituir una violación de esas obligaciones, haya sido cumplido por él 

anteriormente a la fecha en la cual la denuncia produce efecto.  

 

CAPITULO XI 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS  

 

 Sección 1.  Comisión Interamericana de Derechos Humanos  

 Artículo 79  

 Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado 

Miembro de la Organización que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus 

candidatos para miembros de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  El 

Secretario General preparará una lista por orden alfabético de los candidatos presentados y 

la comunicará a los Estados miembros de la Organización al menos treinta días antes de la 

próxima Asamblea General.  
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Artículo 80  

 La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos que figuren en la 

lista a que se refiere el artículo 79, por votación secreta de la Asamblea General y se 

declararán elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría 

absoluta de los votos de los representantes de los Estados miembros.  Si para elegir a todos 

los miembros de la Comisión resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminará 

sucesivamente, en la forma que determine la Asamblea General, a los candidatos que 

reciban menor número de votos.  

Sección 2.  Corte Interamericana de Derechos Humanos 

Artículo 81  

 Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado 

parte que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos para jueces de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos.  El Secretario General preparará una lista por 

orden alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados Partes por lo 

menos treinta días antes de la próxima Asamblea General.  

Artículo 82  

 La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que figuren en la lista a 

que se refiere el artículo 81, por votación secreta de los Estados Partes en la Asamblea 

General y se declararán elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la 

mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes.  Si para elegir a 

todos los jueces de la Corte resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminarán 

sucesivamente, en la forma que  determinen los Estados Partes, a los candidatos que reciban 

menor número de votos.  

EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, cuyos plenos poderes fueron 

hallados de buena y debida forma, firman esta Convención, que se llamará "PACTO DE 

SAN JOSE DE COSTA RICA", en la ciudad de San José, Costa Rica, el veintidós de 

noviembre de mil novecientos sesenta y nueve.124 

 

 
124  http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/b-32.html 
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PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCION AMERICANA SOBRE 

DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE DERECHOS ECONOMICOS, 

SOCIALES Y CULTURALES "PROTOCOLO DE SAN SALVADOR" 

 

Preámbulo  

Los Estados partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San 

José de Costa Rica",  

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las 

instituciones  

democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de 

los derechos humanos esenciales del hombre;  

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional 

de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona 

humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza 

convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los 

Estados americanos;  

Considerando la estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos económicos, 

sociales y culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuanto las diferentes 

categorías de derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra su base en el 

reconocimiento de la dignidad de la persona humana, por lo cual exigen una tutela y 

promoción permanente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda 

justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros;  

Reconociendo los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación entre 

los Estados y de las relaciones internacionales;  

Recordando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y a la  

Convención Americana sobre Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser 

humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada 

persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus 

derechos civiles y políticos; Teniendo presente que si bien los derechos económicos, 

sociales y culturales fundamentales han sido reconocidos en anteriores instrumentos 
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internacionales, tanto de ámbito universal como regional, resulta de gran importancia que 

éstos sean reafirmados, desarrollados, perfeccionados y protegidos en función de consolidar 

en América, sobre la base del respeto integral a los derechos de la persona, el régimen 

democrático representativo de gobierno, así como el derecho de sus pueblos al desarrollo, a 

la libre determinación y a disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, y 

considerando que la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que 

pueden someterse a la consideración de los Estados partes reunidos con ocasión de la 

Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos proyectos de protocolos 

adicionales a esa  

Convención con la finalidad de incluir progresivamente en el régimen de protección de la 

misma otros derechos y libertades,  

Han convenido en el siguiente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos "Protocolo de San Salvador":  

 

Artículo 1  

Obligación de Adoptar Medidas  

Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden 

interno como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y 

técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de 

desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la 

plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo.  

 

Artículo 2  

Obligación de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno  

Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya 

garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se 

comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 

disposiciones de este Protocolo las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 

necesarias para hacer efectivos tales derechos.  
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Artículo 3  

Obligación de no Discriminación  

Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el ejercicio de los  

derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma,  religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.  

Artículo 4  

No Admisión de Restricciones  

No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o vigentes en 

un Estado en virtud de su legislación interna o de convenciones internacionales, a pretexto 

de que el presente Protocolo no los reconoce o los reconoce en menor grado.  

 

Artículo 5  

Alcance de las Restricciones y Limitaciones  

Los Estados partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio de 

los derechos establecidos en el presente Protocolo mediante leyes promulgadas con el 

objeto de preservar el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida 

que no contradigan el propósito y razón de los mismos.  

Artículo 6  

Derecho al Trabajo  

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los 

medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una actividad lícita 

libremente escogida o aceptada.  

2. Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen plena 

efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la 

orientación vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación técnico-profesional, 

particularmente aquellos destinados a los minusválidos. Los Estados partes se 

comprometen también a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada 

atención familiar, encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad de 

ejercer el derecho al trabajo.  
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Artículo 7  

Condiciones Justas, Equitativas y Satisfactorias de Trabajo  

Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que el derecho al trabajo al que se 

refiere el artículo anterior, supone que toda persona goce del mismo en condiciones justas, 

equitativas y satisfactorias, para lo cual dichos Estados garantizarán en sus legislaciones 

nacionales, de manera  particular:  

a. una remuneración que asegure como mínimo a todos los trabajadores condiciones  

de subsistencia digna y decorosa para ellos y sus familias y un salario equitativo e igual  

por trabajo igual, sin ninguna distinción;  

b. el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la actividad que  

mejor responda a sus expectativas y a cambiar de empleo, de acuerdo con la  

reglamentación nacional respectiva;  

c. el derecho del trabajador a la promoción o ascenso dentro de su trabajo para lo  

cual se tendrán en cuenta sus calificaciones, competencia, probidad y tiempo de  

servicio;  

d. la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las características  

de las industrias y profesiones y con las causas de justa separación. En casos de  

despido injustificado, el trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la  

readmisión en el empleo o a cualesquiera otra prestación prevista por la legislación  

nacional;  

e. la seguridad e higiene en el trabajo;  

f. la prohibición de trabajo nocturno o en labores insalubres o peligrosas a los menores  

de 18 años y, en general, de todo trabajo que pueda poner en peligro su salud,  

seguridad o moral. Cuando se trate de menores de 16 años, la jornada de trabajo  

deberá subordinarse a las disposiciones sobre educación obligatoria y en ningún caso  

podrá constituir un impedimento para la asistencia escolar o ser una limitación para  

beneficiarse de la instrucción recibida;  

g. la limitación razonable de las horas de trabajo, tanto diaria como semanal. Las  

jornadas serán de menor duración cuando se trate de trabajos peligrosos, insalubres o  

nocturnos;  
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h. el descanso, el disfrute del tiempo libre, las vacaciones pagadas, así como la  

remuneración de los días feriados nacionales.  

Artículo 8  

Derechos Sindicales  

1. Los Estados partes garantizarán:  

a. el derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse al de su elección,  

para la protección y promoción de sus intereses. Como proyección de este derecho,  

los Estados partes permitirán a los sindicatos formar federaciones y confederaciones  

nacionales y asociarse a las ya existentes, así como formar organizaciones sindicales  

internacionales y asociarse a la de su elección. Los Estados partes también permitirán  

que los sindicatos, federaciones y confederaciones funcionen libremente;  

b. el derecho a la huelga.  

2. El ejercicio de los derechos enunciados precedentemente sólo puede estar sujeto a las  

limitaciones y restricciones previstas por la ley, siempre que éstos sean propios a una 

sociedad  

democrática, necesarios para salvaguardar el orden público, para proteger la salud o la 

moral  

públicas, así como los derechos y las libertades de los demás. Los miembros de las fuerzas 

armadas y de policía, al igual que los de otros servicios públicos esenciales, estarán sujetos 

a las limitaciones y restricciones que imponga la ley.  

3. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato.  

Artículo 9  

Derecho a la Seguridad Social  

1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias 

de la  vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los 

medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las 

prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes.  

2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad 

social  

cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de 
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trabajo o de enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por 

maternidad antes y después del parto.  

Artículo 10  

Derecho a la Salud  

1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de 

bienestar físico, mental y social.  

2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados partes se comprometen a 

reconocer la salud como un bien público y particularmente a adoptar las siguientes medidas 

para garantizar este derecho:  

a. la atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia sanitaria esencial  

puesta al alcance de todos los individuos y familiares de la comunidad;  

b. la extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos los individuos sujetos  

a la jurisdicción del Estado;  

c. la total inmunización contra las principales enfermedades infecciosas;  

d. la prevención y el tratamiento de las enfermedades endémicas, profesionales y de  

otra índole;  

e. la educación de la población sobre la prevención y tratamiento de los problemas de  

salud, y  

f. la satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que  

por sus condiciones de pobreza sean más vulnerables.  

Artículo 11  

Derecho a un Medio Ambiente Sano  

1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios 

públicos  

básicos.  

2. Los Estados partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento del medio 

ambiente.  

Artículo 12  

Derecho a la Alimentación  
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1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de 

gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual.  

2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la desnutrición, los Estados 

partes se comprometen a perfeccionar los métodos de producción, aprovisionamiento y 

distribución de alimentos, para lo cual se comprometen a promover una mayor cooperación 

internacional en apoyo de las políticas nacionales sobre la materia.  

Artículo 13  

Derecho a la Educación  

1. Toda persona tiene derecho a la educación.  

2. Los Estados partes en el presente Protocolo convienen en que la educación deberá 

orientarse  

hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad y deberá 

fortalecer el respeto por los derechos humanos, el pluralismo ideológico, las libertades 

fundamentales, la justicia y la paz. Convienen, asimismo, en que la educación debe 

capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad democrática y 

pluralista, lograr una subsistencia digna, favorecer la comprensión, la tolerancia y la 

amistad entre todas las naciones y todos los grupos raciales, étnicos o religiosos y promover 

las actividades en favor del mantenimiento de la paz.  

3. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que, con objeto de lograr el pleno  

ejercicio del derecho a la educación:  

a. la enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente;  

b. la enseñanza secundaria en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria  

técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios 

sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;  

c. la enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la 

capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados y en particular, por la 

implantación progresiva de la enseñanza gratuita;  

d. se deberá fomentar o intensificar, en la medida de lo posible, la educación básica para 

aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción 

primaria;  



 316 

e. se deberán establecer programas de enseñanza diferenciada para los minusválidos a fin 

de proporcionar una especial instrucción y formación a personas con impedimentos físicos 

o deficiencias mentales.  

4. Conforme con la legislación interna de los Estados partes, los padres tendrán derecho a 

escoger 

el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos, siempre que ella se adecue a los 

principios  

enunciados precedentemente.  

5. Nada de lo dispuesto en este Protocolo se interpretará como una restricción de la libertad 

de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, de 

acuerdo con la legislación interna de los Estados partes.  

Artículo 14  

Derecho a los Beneficios de la Cultura  

1. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de toda persona a:  

a. participar en la vida cultural y artística de la comunidad;  

b. gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico;  

c. beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan 

por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.  

2. Entre las medidas que los Estados partes en el presente Protocolo deberán adoptar para 

asegurar el pleno ejercicio de este derecho figurarán las necesarias para la conservación, el 

desarrollo y la difusión de la ciencia, la cultura y el arte.  

3. Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a respetar la indispensable 

libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.  

4. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen los beneficios que se derivan del 

fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones 

científicas, artísticas y culturales, y en este sentido se comprometen a propiciar una mayor 

cooperación internacional sobre la materia.  

Artículo 15  

Derecho a la Constitución y Protección de la Familia  
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1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por 

el Estado quien deberá velar por el mejoramiento de su situación moral y material.  

2. Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que ejercerá de acuerdo con las 

disposiciones de la correspondiente legislación interna.  

3. Los Estados partes mediante el presente Protocolo se comprometen a brindar adecuada 

protección al grupo familiar y en especial a:  

a. conceder atención y ayuda especiales a la madre antes y durante un lapso razonable 

después del parto;  

b. garantizar a los niños una adecuada alimentación, tanto en la época de lactancia como 

durante la edad escolar;  

c. adoptar medidas especiales de protección de los adolescentes a fin de garantizar la plena 

maduración de sus capacidades física, intelectual y moral;  

d. ejecutar programas especiales de formación familiar a fin de contribuir a la creación de 

un ambiente estable y positivo en el cual los niños perciban y desarrollen los valores de 

comprensión, solidaridad, respeto y responsabilidad.  

Artículo 16  

Derecho de la Niñez  

Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de protección que su 

condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. Todo 

niño tiene el derecho a crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo 

circunstancias excepcionales, reconocidas judicialmente, el niño de corta edad no debe ser 

separado de su madre. Todo niño tiene derecho a la educación gratuita y obligatoria, al 

menos en su fase elemental, y a continuar su formación en niveles más elevados del sistema 

educativo.  

Artículo 17  

Protección de los Ancianos  

Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. En tal cometido, 

los Estados partes se comprometen a adoptar de manera progresiva las medidas necesarias a 

fin de llevar este derecho a la práctica y en particular a:  



 318 

a. proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención médica 

especializada a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y no se encuentren en 

condiciones de proporcionársela por sí mismas;  

b. ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder a los ancianos la 

posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades respetando su 

vocación o deseos;  

c. estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar la calidad de vida 

de los ancianos.  

Artículo 18  

Protección de los Minusválidos  

Toda persona afectada por una disminución de sus capacidades físicas o mentales tiene 

derecho a recibir una atención especial con el fin de alcanzar el máximo desarrollo de su 

personalidad. Con tal fin, los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que 

sean necesarias para ese propósito y en especial a:  

a. ejecutar programas específicos destinados a proporcionar a los minusválidos los recursos 

y el ambiente necesario para alcanzar ese objetivo, incluidos programas laborales 

adecuados a sus posibilidades y que deberán ser libremente aceptados por ellos o por sus 

representantes legales, en su caso;  

b. proporcionar formación especial a los familiares de los minusválidos a fin de ayudarlos a 

resolver los problemas de convivencia y convertirlos en agentes activos del desarrollo 

físico, mental y emocional de éstos;  

c. incluir de manera prioritaria en sus planes de desarrollo urbano la consideración de 

soluciones a los requerimientos específicos generados por las necesidades de este grupo;  

d. estimular la formación de organizaciones sociales en las que los minusválidos puedan 

desarrollar una vida plena.  

Artículo 19  

Medios de Protección  

1. Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a presentar, de conformidad 

con lo dispuesto por este artículo y por las correspondientes normas que al efecto deberá 

elaborar la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, informes 



 319 

periódicos respecto de las medidas progresivas que hayan adoptado para asegurar el debido 

respeto de los derechos consagrados en el mismo Protocolo.  

2. Todos los informes serán presentados al Secretario General de la Organización de los 

Estados Americanos quien los transmitirá al Consejo Interamericano Económico y Social y 

al Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que los 

examinen conforme a lo dispuesto en el presente artículo. El Secretario General enviará 

copia de tales informes a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  

3. El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos transmitirá también 

a los organismos especializados del sistema interamericano, de los cuales sean miembros 

los Estados partes en el presente Protocolo, copias de los informes enviados o de las partes 

pertinentes de éstos, en la medida en que tengan relación con materias que sean de la 

competencia de dichos organismos, conforme a sus instrumentos constitutivos.  

4. Los organismos especializados del sistema interamericano podrán presentar al Consejo 

Interamericano Económico y Social y al Consejo Interamericano para la Educación, la 

Ciencia y la Cultura informes relativos al cumplimiento de las disposiciones del presente 

Protocolo, en el campo de sus actividades.  

5. Los informes anuales que presenten a la Asamblea General el Consejo Interamericano 

Económico y Social y el Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura 

contendrán un resumen de la información recibida de los Estados partes en el presente 

Protocolo y de los organismos especializados acerca de las medidas progresivas adoptadas 

a fin de asegurar el respeto de los derechos reconocidos en el propio Protocolo y las 

recomendaciones de carácter general que al respecto se estimen pertinentes.  

6. En el caso de que los derechos establecidos en el párrafo a) del artículo 8 y en el artículo 

13 fuesen violados por una acción imputable directamente a un Estado parte del presente 

Protocolo, tal situación podría dar lugar, mediante la participación de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, y cuando proceda de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, a la aplicación del sistema de peticiones individuales regulado por los 

artículos 44 a 51 y 61 a 69 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos podrá formular las observaciones y recomendaciones que considere 
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pertinentes sobre la situación de los derechos económicos, sociales y culturales establecidos 

en el presente Protocolo en todos o en algunos de los Estados partes, las que podrá incluir 

en el Informe Anual a la Asamblea General o en un Informe Especial, según lo considere 

más apropiado.  

8. Los Consejos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en ejercicio de las 

funciones 

que se les confieren en el presente artículo tendrán en cuenta la naturaleza progresiva de la 

vigencia 

de los derechos objeto de protección por este Protocolo.  

 

Artículo 20  

Reservas  

Los Estados partes podrán formular reservas sobre una o más disposiciones específicas del 

presente Protocolo al momento de aprobarlo, firmarlo, ratificarlo o adherir a él, siempre que 

no 

sean incompatibles con el objeto y el fin del Protocolo.  

 

Artículo 21  

Firma, Ratificación o Adhesión.  

 

Entrada en Vigor  

1. El presente Protocolo queda abierto a la firma y a la ratificación o adhesión de todo 

Estado parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  

2. La ratificación de este Protocolo o la adhesión al mismo se efectuará mediante el 

depósito de un instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la 

Organización de los Estados Americanos.  

3. El Protocolo entrará en vigor tan pronto como once Estados hayan depositado sus 

respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión.  

4. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de la 

entrada en vigor del Protocolo.  
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Artículo 22  

Incorporación de otros Derechos y Ampliación de los Reconocidos  

1. Cualquier Estado parte y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos podrán 

someter a la consideración de los Estados partes, reunidos con ocasión de la Asamblea 

General, propuestas de enmienda con el fin de incluir el reconocimiento de otros derechos y 

libertades, o bien otras destinadas a extender o ampliar los derechos y libertades 

reconocidos en este Protocolo.  

2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha 

en que se haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al 

número de los dos tercios de los Estados partes en este Protocolo. En cuanto al resto de los 

Estados partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos 

de ratificación125.     

 

DECLARACION AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL 

HOMBRE 

CONSIDERANDO: 

 

Que los pueblos americanos han dignificado la persona humana y que sus constituciones 

nacionales reconocen que las instituciones jurídicas y políticas, rectoras de la vida en 

sociedad, tienen como fin principal la protección de los derechos esenciales del hombre y la 

creación de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar 

la felicidad; 

 

Que, en repetidas ocasiones, los Estados americanos han reconocido que los derechos 

esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado sino que 

tienen como fundamento los atributos de la persona humana; 

 
125 http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html 
 

http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html


 322 

 

Que la protección internacional de los derechos del hombre debe ser guía principalísima del 

derecho americano en evolución; 

 

Que la consagración americana de los derechos esenciales del hombre unida a las garantías 

ofrecidas por el régimen interno de los Estados, establece el sistema inicial de protección 

que los Estados americanos consideran adecuado a las actuales circunstancias sociales y 

jurídicas, no sin reconocer que deberán fortalecerlo cada vez más en el campo 

internacional, a medida que esas circunstancias vayan siendo más propicias, 

ACUERDA: Adoptar la siguiente DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS 

Y DEBERES DEL HOMBRE 

 

Preámbulo  

Todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están por 

naturaleza de razón y conciencia, deben conducirse fraternalmente los unos con los otros. 

 

El cumplimiento del deber de cada uno es exigencia del derecho de todos. Derechos y 

deberes se integran correlativamente en toda actividad social y política del hombre. Si los 

derechos exaltan la libertad individual, los deberes expresan la dignidad de esa libertad. 

 

Los deberes de orden jurídico presuponen otros, de orden moral, que los apoyan 

conceptualmente y los fundamentan. 

 

Es deber del hombre servir al espíritu con todas sus potencias y recursos porque el espíritu 

es la finalidad suprema de la existencia humana y su máxima categoría. 

 

Es deber del hombre ejercer, mantener y estimular por todos los medios a su alcance la 

cultura, porque la cultura es la máxima expresión social e histórica del espíritu. 
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Y puesto que la moral y buenas maneras constituyen la floración más noble de la cultura, es 

deber de todo hombre acatarlas siempre. 

 

CAPITULO PRIMERO: Derechos  

Artículo 1.  

Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.  

Artículo 2.  

Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en 

esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna. 

Artículo 3.  

Toda persona tiene el derecho de profesar libremente una creencia religiosa y de 

manifestarla y practicarla en público y en privado. 

Artículo 4.  

Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y 

difusión del pensamiento por cualquier medio. 

Artículo 5.  

Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra los ataques abusivos a su 

honra, a su reputación y a su vida privada y familiar.  

Artículo 6.  

Toda persona tiene derecho a constituir familia, elemento fundamental de la sociedad, y a 

recibir protección para ella.  

Artículo 7  

Toda mujer en estado de gravidez o en época de lactancia, así como todo niño, tienen 

derecho a protección, cuidados y ayuda especiales.  

Artículo 8  

Toda persona tiene el derecho de fijar su residencia en el territorio del Estado de que es 

nacional, de transitar por él libremente y no abandonarlo sino por su voluntad.  

Artículo 9 

Toda persona tiene el derecho a la inviolabilidad de su domicilio. 
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Artículo 10  

Toda persona tiene derecho a la inviolabilidad y circulación de su correspondencia.  

Artículo 11 

Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, 

relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica, correspondientes 

al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad.  

Artículo 12  

Toda persona tiene derecho a la educación, la que debe estar inspirada en los principios de 

libertad, moralidad y solidaridad humanas. 

Asimismo tiene el derecho de que, mediante esa educación, se le capacite para lograr una 

digna subsistencia, en mejoramiento del nivel de vida y para ser útil a la sociedad. 

El derecho de educación comprende el de igualdad de oportunidades en todos los casos, de 

acuerdo con las dotes naturales, los méritos y el deseo de aprovechar los recursos que 

puedan proporcionar la comunidad y el Estado. 

Toda persona tiene derecho a recibir gratuitamente la educación primaria, por lo menos. 

Artículo 13  

Toda persona tiene el derecho de participar en la vida cultural de la comunidad, gozar de 

las artes y disfrutar de los beneficios que resulten de los progresos intelectuales y 

especialmente de los descubrimientos científicos. 

Tiene asimismo derecho a la pro- tección de los intereses morales y materiales que le 

correspondan por razón de los inventos, obras literarias, científicas y artísticas de que sea 

autor.  

Artículo 14  

Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas y a seguir libremente su 

vocación, en cuanto lo permitan las oportunidades existentes de empleo. 

Toda persona que trabaja tiene derecho de recibir una remuneración que, en relación con su 

capacidad y destreza le asegure un nivel de vida conveniente para sí misma y su familia.  

Artículo 15  

Toda persona tiene derecho a descanso, a honesta recreación y a la oportunidad de emplear 

útilmente el tiempo libre en beneficio de su mejoramiento espiritual, cultural y físico. 



 325 

Artículo 16  

Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de 

la desocupación, de la vejez y de la inca- pacidad que, proveniente de cualquier otra causa 

ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de 

subsistencia. 

 

Artículo 17  

Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte como sujeto de 

derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles fundamentales.  

 

Artículo 18  

Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe 

disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos 

de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales 

consagrados constitucionalmente. 

 

Artículo 19  

Toda persona tiene derecho a la nacionalidad que legalmente le corresponda y el de 

cambiarla, si así lo desea, por la de cualquier otro país que esté dispuesto a otorgársela. 

 

Artículo 20  

Toda persona, legal- mente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en el gobierno de su 

país, directamente o por medio de sus repre- sentantes, y de participar en las elecciones 

populares, que serán de voto secreto, genuinas, periódicas y libres.  

 

Artículo 21 

Toda persona tiene el derecho de reunirse pacíficamente con otras, en manifestación 

pública o en asamblea transitoria, en relación con sus intereses comunes de cualquier 

índole. 
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Artículo 22  

Toda persona tiene el derecho de asociarse con otras para promover, ejercer y proteger sus 

intereses legítimos de orden político, económico, religioso, social, cultural, profesional, 

sindical o de cualquier otro orden. 

Artículo 23  

Toda persona tiene derecho a la propiedad privada corres- pondiente a las necesidades 

esenciales de una vida decorosa, que contribuya a mantener la dignidad de la persona y del 

hogar.  

Artículo 24  

Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respe- tuosas a cualquiera autoridad 

competente, ya sea por motivo de interés general, ya de interés particular, y el de obtener 

pronta resolución. 

Artículo 25  

Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas establecidas por 

leyes preexistentes. 

Nadie puede ser detenido por incum- plimiento de obligaciones de carácter netamente civil. 

Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique 

sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, o, de lo 

contrario, a ser puesto en libertad. Tiene derecho también a un tratamiento humano durante 

la privación de su libertad. 

Artículo 26  

Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable. 

Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, a ser 

juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes preexistentes y a 

que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas. 

Artículo 27  

Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero, en caso de 

persecución que no sea motivada por delitos de derecho común y de acuerdo con la 

legislación de cada país y con los convenios internacionales. 
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Artículo 28  

Los derechos de cada hombre están limitados por los derechos de los demás, por la 

seguridad de todos y por las justas exigencias del bienestar general y del desenvolvimiento 

democrático.  

CAPITULO SEGUNDO: Deberes  

Artículo 29  

Toda persona tiene el deber de convivir con las demás de manera que todas y cada una 

pueda formar y desenvolver integralmente su personalidad.  

Artículo 30  

Toda persona tiene el deber de asistir, alimentar, educar y amparar a sus hijos menores de 

edad, y los hijos tienen el deber de honrar siempre a sus padres y el de asistirlos, 

alimentarlos y ampararlos cuando éstos lo necesiten. 

Artículo 31  

Toda persona tiene el deber de adquirir a lo menos la instrucción primaria. 

Artículo 32  

Toda persona tiene el deber de votar en las elecciones populares del país de que sea 

nacional, cuando esté legalmente capacitada para ello. 

Artículo 33  

Toda persona tiene el deber de obedecer a la Ley y demás mandamientos legítimos de las 

autoridades de su país y de aquél en que se encuentre. 

Artículo 34  

Toda persona hábil tiene el deber de prestar los servicios civiles y militares que la Patria 

requiera para su defensa y conservación, y en caso de calamidad pública, los servicios de 

que sea capaz. 

Asimismo tiene el deber de desempeñar los cargos de elección popular que le correspondan 

en el Estado de que sea nacional. 

Artículo 35  

Toda persona tiene el deber de cooperar con el Estado y con la comunidad en la asistencia y 

seguridad sociales de acuerdo con sus posibilidades y con las circunstancias. 
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Artículo 36  

Toda persona tiene el deber de pagar los impuestos establecidos por la Ley para el 

sostenimiento de los servicios públicos. 

Artículo 37  

Toda persona tiene el deber de trabajar, dentro de su capacidad y posibilidades, a fin de 

obtener los recursos para su subsistencia o en beneficio de la comunidad. 

Artículo 38  

Toda persona tiene el deber de no intervenir en las actividades políticas que, de 

conformidad con la Ley, sean privativas de los ciudadanos del Estado en que sea 

extranjero126. 

 

DECLARACION DE LA OIT RELATIVA A LOS PRINCIPIOS Y DERECHOS 

FUNDAMEMTALES EN EL TRABAJO 

Conferencia Internacional del Trabajo, 86.a reunión , Ginebra, junio de 1998.  

  

Considerando que la creación de la Organisación Internacional del Trabajo procedía de 

la convicción de que la justicia social es esencial para garantizar una paz universal y 

permanente;  

Considerando que el crecimiento económico es esencial, pero no suficiente, para asegurar 

la equidad, el progreso social y la erradicación de la pobreza, lo que confirma la necesidad 

de que la OIT promueva políticas sociales sólidas, la justicia e instituciones democráticas;  

Considerando que, por lo tanto, la OIT debe hoy más que nunca movilizar el conjunto de 

sus medios de acción normativa, de cooperación técnica y de investigación en todos los 

ámbitos de su competencia, y en particular en los del empleo, la formación profesional y las 

condiciones de trabajo, a fin de que en el marco de una estrategia global de desarrollo 

económico y social, las políticas económicas y sociales se refuercen mutuamente con miras 

a la creación de un desarrollo sostenible de base amplia;  

 

 
126 http://www.cesdepu.com/daddh.htm 
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Considerando que la OIT debería prestar especial atención a los problemas de personas con 

necesidades sociales especiales, en particular los desempleados y los trabajadores 

migrantes, movilizar y alentar los esfuerzos nacionales, regionales e internacionales 

encaminados a la solución de sus problemas, y promover políticas eficaces destinadas a la 

creación de empleo;  

Considerando que, con el objeto de mantener el vínculo entre progreso social y crecimiento 

económico, la garantía de los principios y derechos fundamentales en el trabajo reviste una 

importancia y un significado especiales al asegurar a los propios interesados la posibilidad 

de reivindicar libremente y en igualdad de oportunidades una participación justa en las 

riquezas a cuya creación han contribuido, así como la de desarrollar plenamente su 

potencial humano;  

Considerando que la OIT es la organización internacional con mandato constitucional y el 

órgano competente para establecer Normas Internacionales del Trabajo y ocuparse de ellas, 

y que goza de apoyo y reconocimiento universales en la promoción de los derechos 

fundamentales en el trabajo como expresión de sus principios constitucionales;  

Considerando que en una situación de creciente interdependencia económica urge reafirmar 

la permanencia de los principios y derechos fundamentales inscritos en la Constitución de 

la Organización, así como promover su aplicación universal;  

La Conferencia Internacional del Trabajo,  

1. Recuerda:  

a) que al incorporarse libremente a la OIT, todos los Miembros han aceptado los principios 

y derechos enunciados en su Constitución y en la Declaración de Filadelfia, y se han 

comprometido a esforzarse por lograr los objetivos generales de la Organización en toda la 

medida de sus posibilidades y atendiendo a sus condiciones específicas;  

b) que esos principios y derechos han sido expresados y desarrollados en forma de derechos 

y obligaciones específicos en convenios que han sido reconocidos como fundamentales 

dentro y fuera de la Organización.  

2. Declara que todos los Miembros, aun cuando no hayan ratificado los convenios 

aludidos, tienen un compromiso que se deriva de su mera pertenencia a la Organización de 

respetar, promover y hacer realidad, de buena fe y de conformidad con la Constitución, los 
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principios relativos a los derechos fundamentales que son objeto de esos convenios, es 

decir:  

a) la libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho 

de negociación colectiva;  

b) la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio;  

c) la abolición efectiva del trabajo infantil; y  

d) la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación.  

3. Reconoce la obligación de la Organización de ayudar a sus Miembros, en respuesta a las 

necesidades que hayan establecido y expresado, a alcanzar esos objetivos haciendo pleno 

uso de sus recursos constitucionales, de funcionamiento y presupuestarios, incluida la 

movilización de recursos y apoyo externos, así como alentando a otras organizaciones 

internacionales con las que la OIT ha establecido relaciones, de conformidad con el artículo 

12 de su Constitución, a respaldar esos esfuerzos:  

a) ofreciendo cooperación técnica y servicios de asesoramiento destinados a promover la 

ratificación y aplicación de los convenios fundamentales;  

b) asistiendo a los Miembros que todavía no están en condiciones de ratificar todos o 

algunos de esos convenios en sus esfuerzos por respetar, promover y hacer realidad los 

principios relativos a los derechos fundamentales que son objeto de esos convenios; y  

c) ayudando a los Miembros en sus esfuerzos por crear un entorno favorable de desarrollo 

económico y social.  

4. Decide que, para hacer plenamente efectiva la presente Declaración, se pondrá en 

marcha un seguimiento promocional, que sea creíble y eficaz, con arreglo a las 

modalidades que se establecen en el anexo que se considerará parte integrante de la 

Declaración.  

5. Subraya que las normas del trabajo no deberían utilizarse con fines comerciales 

proteccionistas y que nada en la presente Declaración y su seguimiento podrá invocarse ni 

utilizarse de otro modo con dichos fines; además, no debería en modo alguno ponerse en 

cuestión la ventaja comparativa de cualquier país sobre la base de la presente Declaración y 

su seguimiento.  
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Anexo / Seguimiento de la Declaración 

I. Objetivo general 

1. El objetivo del seguimiento descrito a continuación es alentar los esfuerzos desplegados 

por los Miembros de la Organización con vistas a promover los principios y derechos 

fundamentales consagrados en la Constitución de la OIT y la Declaración de Filadelfia, que 

la Declaración reitera. 

2. De conformidad con este objetivo estrictamente promocional, el presente seguimiento 

deberá contribuir a identificar los ámbitos en que la asistencia de la Organización, por 

medio de sus actividades de cooperación técnica, pueda resultar útil a sus Miembros con el 

fin de ayudarlos a hacer efectivos esos principios y derechos fundamentales. No podrá 

sustituir los mecanismos de control establecidos ni obstaculizar su funcionamiento; por 

consiguiente, las situaciones particulares propias al ámbito de esos mecanismos no podrán 

discutirse o volver a discutirse en el marco de dicho seguimiento. 

3. Los dos aspectos del presente seguimiento, descritos a continuación, recurrirán a los 

procedimientos ya existentes; el seguimiento anual relativo a los convenios no ratificados 

sólo supondrá ciertos ajustes a las actuales modalidades de aplicación del artículo 19, 

párrafo 5, e) de la Constitución, y el informe global permitirá optimizar los resultados de 

los procedimientos llevados a cabo en cumplimiento de la Constitución. 

  

II. Seguimiento anual relativo a los convenios fundamentales no ratificados 

A. Objeto y ámbito de aplicación 

1. Su objeto es proporcionar una oportunidad de seguir cada año, mediante un 

procedimiento simplificado que sustituirá el procedimiento cuatrienal introducido en 1995 

por el Consejo de Administración, los esfuerzos desplegados con arreglo a la Declaración 

por los Miembros que no han ratificado aún todos los convenios fundamentales. 

2. El seguimiento abarcará cada año las cuatro áreas de principios y derechos 

fundamentales enumerados en la Declaración. 

B. Modalidades 

1. El seguimiento se basará en memorias solicitadas a los Miembros en virtud del artículo 

19, párrafo 5, e) de la Constitución. Los formularios de memoria se establecerán con el fin 
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de obtener de los gobiernos que no hayan ratificado alguno de los convenios fundamentales 

información acerca de los cambios que hayan ocurrido en su legislación o su práctica, 

teniendo debidamente en cuenta el artículo 23 de la Constitución y la práctica establecida. 

2. Esas memorias, recopiladas por la Oficina, serán examinadas por el Consejo de 

Administración. 

3. Con el fin de preparar una introducción a la compilación de las memorias así establecida, 

que permita llamar la atención sobre los aspectos que merezcan en su caso una discusión 

más detallada, la Oficina podrá recurrir a un grupo de expertos nombrados con este fin por 

el Consejo de Administración. 

4. Deberá ajustarse el procedimiento en vigor del Consejo de Administración para que los 

Miembros que no estén representados en el mismo puedan proporcionar, del modo más 

adecuado, las aclaraciones que en el curso de sus discusiones pudieren resultar necesarias o 

útiles para completar la información contenida en sus memorias. 

  

III. Informe global 

A. Objeto y ámbito de aplicación 

1. El objeto de este informe es facilitar una imagen global y dinámica de cada una de las 

categorías de principios y derechos fundamentales observada en el período cuatrienal 

anterior, servir de base a la evaluación de la eficacia de la asistencia prestada por la 

Organización y establecer las prioridades para el período siguiente mediante programas de 

acción en materia de cooperación técnica destinados a movilizar los recursos internos y 

externos necesarios al respecto. 

2. El informe tratará sucesivamente cada año de una de las cuatro categorías de principios y 

derechos fundamentales. 

B. Modalidades 

1. El informe se elaborará bajo la responsabilidad del Director General sobre la base de 

informaciones oficiales o reunidas y evaluadas con arreglo a procedimientos establecidos. 

Respecto de los países que no han ratificado los convenios fundamentales, dichas 

informaciones reposarán, en particular, en el resultado del seguimiento anual antes 

mencionado. En el caso de los Miembros que han ratificado los convenios 
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correspondientes, estas informaciones reposarán, en particular, en las memorias tal como 

han sido presentadas y tratadas en virtud del artículo 22 de la Constitución. 

2. Este informe será presentado a la Conferencia como un informe del Director General 

para ser objeto de una discusión tripartita. La Conferencia podrá tratarlo de un modo 

distinto al previsto para los informes a los que se refiere el artículo 12 de su Reglamento, y 

podrá hacerlo en una sesión separada dedicada exclusivamente a dicho informe o de 

cualquier otro modo apropiado. Posteriormente, corresponderá al Consejo de 

Administración, en el curso de una de sus reuniones subsiguientes más próximas, sacar las 

conclusiones de dicho debate en lo relativo a las prioridades y a los programas de acción en 

materia de cooperación técnica que haya que poner en aplicación durante el período 

cuatrienal correspondiente. 

IV. Queda entendido que: 

1. El Consejo de Administración y la Conferencia deberán examinar las enmiendas que 

resulten necesarias a sus reglamentos respectivos para poner en ejecución las disposiciones 

anteriores. 

2. La Conferencia deberá, llegado el momento, volver a examinar el funcionamiento del 

presente seguimiento habida cuenta de la experiencia adquirida, con el fin de comprobar si 

éste se ha ajustado convenientemente al objetivo enunciado en la Parte I. 

El texto anterior es el texto de la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos 

fundamentales en el trabajo y su seguimiento debidamente adoptada por la Conferencia 

General de la Organización Internacional del Trabajo en el curso de su octogésima sexta 

reunión, celebrada en Ginebra y cuya clausura se declaró el 18 de junio de 1998.  

EN FE DE LO CUAL lo hemos firmado este décimo noveno día de junio de 1998.  

El Presidente de la Conferencia  

El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.127  

 

DECLARACIÓN SOCIO-LABORAL DEL MERCOSUR 

 
127 http://www.whatconvention.org/es/conv/0713.htm  

http://www.whatconvention.org/es/conv/0713.htm
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LOS JEFES DE ESTADO DE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCADO COMUN 

DEL SUR, REUNIDOS EN LA CIUDAD DE BRASILIA, A LOS 10 DIAS DEL MES 

DE DICIEMBRE DE 1998, 

 

Considerando que los Estados Partes del Mercosur reconocen, en los términos del Tratado 

de Asunción (1991), que la ampliación de las actuales dimensiones de sus mercados 

nacionales, por medio de la integración, constituyó condición fundamental para acelerar los 

procesos de desarrollo económico con justicia social; 

Considerando que los Estados Partes declaran, en el mismo Tratado, la disposición de 

promover la modernización de sus economías para ampliar la oferta de bienes y servicios 

disponibles y, en consecuencia, mejorar las condiciones de vida de sus habitantes; 

Considerando que los Estados Partes, además de miembros de la Organización 

Internacional de Trabajo (OIT), ratificaron las principales convenciones que garantizan los 

derechos esenciales de los trabajadores, y adoptan en larga medida las recomendaciones 

orientadas para la promoción del empleo calificado, de las condiciones saludables del 

trabajo, del diálogo social y del bienestar de los trabajadores; 

Considerando, además, que los Estados Partes apoyaron la “Declaración de la OIT relativa 

a principios y derechos fundamentales en el trabajo” (1998), que reafirma el compromiso 

de los Miembros de respetar, promover y poner en práctica los derechos y obligaciones 

expresados en las convenciones reconocidas como fundamentales dentro y fuera de la 

Organización; 

Considerando que los Estados Partes están comprometidos con las declaraciones, pactos, 

protocolos y otros tratados que integran el patrimonio jurídico de la Humanidad, entre ellos 

la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), el Pacto Internacional de los 

Derechos Civiles y Políticos (1966), el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (1966), la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre 

(1948), la Carta Interamericano de Garantías Sociales (1948), la Carta de la Organización 

de los Estados Americanos - OEA (1948), la Convención Americana de Derechos 

Humanos sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1988); 
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Considerando que diferentes foros internacionales, entre ellos la Cúpula de Copenhague 

(1995), han enfatizado la necesidad de instituir mecanismos de seguimiento y evaluación de 

los componentes sociales de la mundialización de la economía, a fin de asegurar la armonía 

entre el progreso económico y bienestar social; 

 

Considerando que la adhesión de los Estados Partes a los principios de la democracia 

política y del Estado de Derecho, y del respeto irrestricto a los derechos civiles y políticos 

de la persona humana constituye base irrenunciable del proyecto de integración; 

Considerando que la integración involucra aspectos y efectos sociales cuyo reconocimiento 

implica la necesidad de prever, analizar y solucionar los diferentes problemas generados, en 

este ámbito, por esa misma integración; 

 

Considerando que los Ministros de Trabajo del Mercosur han manifestado en sus reuniones, 

que la integración regional no puede circunscribirse a la esfera comercial y económica, y 

debe abarcar la temática social, tanto en lo que respecta a la adecuación de los marcos 

regulatorios laborales a las nuevas realidades configuradas por esa misma integración y por 

el proceso de globalización de la economía, en lo referente al reconocimiento de una 

plataforma mínima de derechos de los trabajadores en el ámbito del Mercosur, 

correspondiente a las convenciones fundamentales de la OIT; 

 

Considerando la decisión de los Estados Partes de consubstanciar en un instrumento común 

los progresos ya alcanzados en la dimensión social del proceso de integración y cimentar 

los avances futuros y constantes en el campo social, fundamentalmente mediante la 

ratificación y cumplimiento de las principales convenciones de la OIT; 

 

ADOPTAN LOS SIGUIENTES PRINCIPIOS Y DERECHOS EN EL AREA DE 

TRABAJO, QUE PASAN A CONSTITUIR LA “DECLARACION SOCIO-LABORAL 

DEL MERCOSUR”, SIN PERJUICIO DE OTROS QUE LA PRACTICA NACIONAL O 

INTERNACIONAL DE LOS ESTADOS PARTES TENGAN INSTAURADO O VENGA 

A INSTAURAR: 
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DERECHOS INDIVIDUALES 

No discriminación 

Art. 1°.- Todo trabajador tiene garantizada la igualdad efectiva de derechos, tratamiento y 

oportunidad en el empleo y ocupación, sin distinción o exclusión por motivo de raza, origen 

nacional, color, sexo u orientación sexual, edad, credo, opinión política o sindical, 

ideológica, posición económica o cualquier otra condición social o familiar, en 

conformidad con la disposiciones legales vigentes. 

Los Estados Partes se comprometen a garantizar la vigencia de este principio de no 

discriminación. En particular, se comprometen a realizar acciones destinadas a eliminar la 

discriminación en lo que refiere a los grupos en situación desventajosa en el mercado de 

trabajo. 

Promoción de la igualdad 

Art. 2°.- Las personas portadoras de necesidades especiales serán tratadas de forma digna y 

no discriminatoria, favoreciéndose su inserción social y en el mercado de trabajo. 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas efectivas, especialmente en lo que 

se refiere a la educación, formación, readaptación y reorientación profesional, la 

adecuación de los ambientes de trabajo y al acceso de los bienes y servicios colectivos, con 

el fin de asegurar que las personas portadoras de necesidades especiales tengan la 

posibilidad de desempeñar una actividad productiva. 

Art. 3°.- Los Estados Partes se comprometen a garantizar, mediante legislación y prácticas 

laborales, la igualdad de tratamiento oportunidad entre mujeres y hombres. 

Trabajadores migrantes y fronterizos 

Art. 4°.- Todos los trabajadores migrantes, independientemente de su nacionalidad, tienen 

derecho a ayuda, información, protección y igualdad de derechos y condiciones de trabajo 

reconocidos a los nacionales del país en que estuvieron ejerciendo sus actividades. 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas tendientes al establecimiento de 

normas y procedimientos comunes relativos a la circulación de los trabajadores en las zonas 

de frontera y a llevar a cabo las acciones necesarias para mejorar las oportunidades de 

empleo y las condiciones de trabajo y de vida de estos trabajadores. 
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Eliminación del trabajo forzoso 

Art. 5°.- Toda persona tiene derecho al trabajo libre y a ejercer cualquier oficio o profesión, 

de acuerdo con las disposiciones nacionales vigentes. 

Los Estados Partes se comprometen a eliminar toda forma de trabajo o servicio exigido a 

un individuo bajo amenaza de una pena cualquiera y para lo cual dicho individuo no se 

ofrezca voluntariamente. 

Asimismo se comprometen a adoptar medidas para garantizar la abolición de toda 

utilización de mano de obra que propicie, autorice o tolere el trabajo forzado u obligatorio. 

De modo especial, se suprime toda forma de trabajo forzado u obligatorio que pueda 

utilizarse: 

a) como medio de coerción o dedicación política o como castigo por no tener o expresar 

determinadas opiniones políticas, o por manifestar oposición ideológica de orden política, 

social o económica establecida; 

b) como método de movilización y utilización de mano de obra con fines de fomento 

económico; 

c) como medida de disciplina en el trabajo; 

d) como castigo por haber participado en huelgas; 

e) como medida de discriminación racial, social, nacional o religiosa. 

Trabajo infantil y de menores 

Art. 6°.- La edad mínima de admisión en el trabajo será aquella establecida conforme a las 

legislaciones nacionales de los Estados Partes, no pudiendo ser inferior a aquella en que 

cesa la escolaridad obligatoria. 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar políticas y acciones que conduzcan a la 

abolición del trabajo infantil y la elevación progresiva de la edad mínima para ingresar al 

mercado de trabajo. 

El trabajo de los menores será objeto de protección especial por los Estados Partes, 

especialmente en lo que concierne a la edad mínima para el ingreso en el mercado de 

trabajo y otras medidas que posibiliten su pleno desarrollo físico, intelectual, profesional y 

moral. 
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La jornada de trabajo para esos menores, limitada conforme a las legislaciones nacionales, 

no admitirá su extensión mediante la realización de horas extras ni en horarios nocturnos. 

El trabajo de los menores no deberá realizarse en un ambiente insalubre, peligroso o 

inmoral, que pueda afectar pleno desarrollo de sus facultades físicas, mentales y morales. 

La edad de admisión a un trabajo con alguna de las características antes señaladas no podrá 

ser interior a 18 años. 

Derechos de los empleadores 

Art. 7°.- El empleador tiene derecho a organizar y dirigir económica y técnicamente la 

empresa, en conformidad con las legislaciones y las prácticas nacionales. 

DERECHOS COLECTIVOS 

Libertad de asociación 

Art. 8°.- Todos los empleadores y trabajadores tienen el derecho de constituir las 

organizaciones que consideren convenientes, así como de afiliarse a esas organizaciones, en 

conformidad con las legislaciones nacionales vigentes. 

Los Estados Partes se comprometen a asegurar, mediante dispositivos legales, el derecho a 

la libre asociación, absteniéndose de cualquier injerencia en la creación y gestión de las 

organizaciones constituidas, más allá de reconocer su legitimidad en la representación en la 

defensa de los intereses de sus miembros. 

Libertad sindical 

Art. 9°.- Los trabajadores deberán gozar de adecuada protección contra todo acto de 

discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical con relación a su empleo. 

Se deberá garantizar: 

a) La libertad de afiliación, de no afiliación y desafiliación, sin que esto comprometa el 

ingreso en un empleo o su continuidad en el mismo; 

b) Evitar exoneraciones o perjuicios a un trabajador por causa de su filiación sindical o de 

su participación en actividades sindicales; 

c) El derecho de ser representado sindicalmente, de acuerdo con la legislación, acuerdos y 

convenios colectivos de trabajo en vigencia en los Estados Partes. 

Negociación colectiva 
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Art. 10°.- Los empleadores o sus organizaciones y las organizaciones o representaciones de 

trabajadores tienen derecho de negociar y celebrar convenios y acuerdos colectivos para 

regular las condiciones de trabajo, en conformidad con las legislaciones y prácticas 

nacionales. 

Huelga 

Art. 11°.- Todos los trabajadores y las organizaciones sindicales tienen garantizado el 

ejercicio del derecho de huelga, conforme a las disposiciones nacionales vigentes. Los 

mecanismos de prevención o solución de conflictos o la regulación de este derecho no 

podrán impedir su ejercicio o desvirtuar su finalidad. 

Promoción y desarrollo de procedimientos preventivos y de autosolución de conflictos 

Art. 12°.- Los Estados Partes se comprometen a propiciar y desarrollar formas preventivas 

y alternativas de autosolución de los conflictos individuales y colectivos de trabajo, 

fomentando la utilización de procedimientos independientes e imparciales de solución de 

controversias. 

Diálogo social 

Art. 13°.- Los Estados Partes se comprometen a fomentar el diálogo social en los ámbitos 

nacional y regional, instituyendo mecanismos efectivos de consulta permanente entre 

representantes de los gobiernos, de los empleadores y de los trabajadores, a fin de 

garantizar, mediante el consenso social, condiciones favorables al crecimiento económico 

sustentable y con justicia social de la región y la mejora de las condiciones de vida de sus 

pueblos. 

Fomento del empleo 

Art. 14°.- Los Estados Partes se comprometen a promover el crecimiento económico, la 

ampliación de los mercados interno y regional y a ejecutar políticas activas referentes al 

fomento y creación del empleo, de modo de elevar el nivel de vida y corregir los 

desequilibrios sociales y regionales. 

Protección de los desempleados 

Art. 1°.- Los Estados Partes se comprometen a instituir, mantener y mejorar mecanismos de 

protección contra el desempleo, compatibles con las legislaciones y las condiciones 

interinas de cada país, a fin de garantizar la subsistencia de los trabajadores afectados por la 
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desocupación involuntaria y al mismo tiempo facilitar el acceso a servicios de reubicación 

y a programas de recalificación profesional que faciliten su retorno a una actividad 

productiva. 

Formación profesional y desarrollo de recursos humanos 

Art. 16°.- Todos los trabajadores tienen derecho a orientación, la formación y la 

capacitación profesional. 

Los Estados Partes se comprometen a instituir, con las entidades involucradas que 

voluntariamente así lo deseen, servicios y programas de formación u orientación 

profesional continua y permanente, de manera de permitir a los trabajadores obtener las 

calificaciones exigidas para el desempeño de una actividad productiva, perfeccionar y 

reciclar los conocimientos y habilidades, considerando fundamentalmente las 

modificaciones resultantes del progreso técnico. 

Los Estados Partes se obligan además a adoptar medidas destinadas a promover la 

articulación entre los programas y servicios de orientación y formación profesional, por un 

lado, y los servicios públicos de empleo y de protección de los desempleados, por otro, con 

el objetivo de mejorar las condiciones de inserción laboral de los trabajadores. 

Los Estados Partes se comprometen a garantizar la efectiva información sobre los mercados 

de trabajo y su difusión tanto a nivel nacional como regional. 

Salud y Seguridad en el trabajo 

Art. 17°.- Todo trabajador tiene el derecho de ejercer sus actividades en un ambiente de 

trabajo sano y seguro, que preserve su salud física y mental y estimule su desarrollo y 

desempeño profesional. 

Los Estados Partes se comprometen a formular, aplicar y actualizar en forma permanente y 

en cooperación con las organizaciones de empleadores y de trabajadores, políticas y 

programas en materia de salud y seguridad de los trabajadores y del medio ambiente de 

trabajo, a fin de prevenir los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales, 

promoviendo condiciones ambientales propicias para el desarrollo de las actividades de los 

trabajadores. 

Inspección del Trabajo 
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Art. 18°. -Todo trabajador tiene derecho a una protección adecuada en lo que se refiere a las 

condiciones y al ambiente de trabajo. 

Los Estados Partes se comprometen a instituir y mantener servicios de inspección del 

trabajo con el propósito de controlar en todo su territorio el cumplimiento de las 

disposiciones normativas que establecen respeto a la protección de los trabajadores y las 

condiciones de seguridad y salud en el trabajo. 

Seguridad social 

Art. l9°.- Los trabajadores del Mercosur tienen derecho a la seguridad social, en los niveles 

y condiciones previstos en las respectivas legislaciones nacionales. 

Los Estados Partes se comprometen a garantizar una red mínima de amparo social que 

proteja sus habitantes frente a la contingencia de riesgos sociales, enfermedades, vejez, 

invalidez y muerte, buscando coordinar las políticas en el área social, de forma de suprimir 

eventuales discriminaciones derivadas del origen nacional de los beneficiarios. 

APLICACION Y SEGUIMIENTO 

Art. 2°.- Los Estados Partes se comprometen a respetar los derechos fundamentales 

inscritos en esta Declaración y a promover su aplicación en conformidad con la legislación 

y las prácticas nacionales y los convenios y acuerdos colectivos. Para esto, recomiendan 

instituir, como parte integrante de esta Declaración, una Comisión Socio-Laboral, órgano 

tripartito, auxiliar del Grupo Mercado Común, que tendrá carácter promocional y no 

sancionador, dotado de instancias nacionales y regionales, con el objetivo de fomentar y 

acompañar la aplicación del instrumento. La Comisión Socio-Laboral Regional se 

manifestará por consenso de los tres sectores, y tendrá las siguientes atribuciones y 

responsabilidades: 

a)  examinar, comentar y encaminar las memorias preparadas por los Estados Partes, 

derivadas de los compromisos de esta Declaración; 

b) formular planos, programas de acción y recomendaciones tendientes a fomentar la 

aplicación y el cumplimiento de la Declaración; 

c) examinar observaciones y consultas sobre dificultades y incorrecciones en la aplicación y 

cumplimiento de los dispositivos contenidos en la Declaración; 
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d) examinar duda sobre la aplicación de los términos de la Declaración y proporcionar 

esclarecimientos; 

e) elaborar análisis y actas sobre la aplicación y el cumplimiento de la Declaración; 

f) examinar e instruir las propuestas de modificación del texto de la Declaración y 

encaminarlas pertinentemente. 

Las formas y mecanismos de encaminar los asuntos a ser examinados en conformidad con 

los ítems c) y d) serán definidos por la Comisión Socio-Laboral Regional. 

Art. 21°.- La Comisión Socio-Laboral Regional deberá reunirse al menos una vez al año 

para analizar las memorias ofrecidas por los Estados Partes y preparar documentos 

dirigidos al Grupo Mercado Común. 

Art. 22°.- La Comisión Socio-Laboral Regional redactará, por consenso en el plazo de seis 

meses, a contar desde la fecha de su institución, su propio reglamento y el de las 

comisiones nacionales, debiendo someterse al Grupo Mercado Común para aprobación. 

Art. 23°.- Los Estados Partes deberán elaborar, por intermedio de sus Ministros de Trabajo 

y en consulta a las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores, 

memorias anuales, conteniendo: 

a) la reseña de las alteraciones ocurridas en la legislación o en la práctica nacional, relativas 

a la implementación de los enunciados de esta Declaración; y 

b) la reseña de los avances realizados en la promoción de esta Declaración y de las 

dificultades enfrentadas en su aplicación. 

Art. 24°. - Los Estados Partes concuerdan que esta Declaración, teniendo en cuenta su 

carácter dinámico y el avance del proceso de integración subregional, será objeto de 

revisión, transcurridos dos años de su adopción, con base en la experiencia acumulada en el 

curso de su aplicación o en las propuestas y subsidios formulados por la Comisión Socio-

Laboral o por otros agentes. 

Art. 25°.- Los Estados Partes resaltan que esta Declaración y su mecanismo de seguimiento 

no podrán ser invocados ni utilizados para otros fines que los previstos en ella, vedada, en 

particular, su aplicación a cuestiones comerciales, económicas y financieras128. 

 
128http://www.cinterfor.org.uy/public/spanish/region/ampro/cinterfor/temas/worker/doc/otros/iii/sgt_10.do 


